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Presentación

Si bien el concepto de cultura política es aún hoy objeto de revisión desde 
distintas disciplinas como la antropología y la sociología, a partir de una 
perspectiva académica, resulta imposible negar la cada vez más importante 
necesidad de entender, o bien acompañar el análisis de los fenómenos polí-
ticos desde una mirada que nos permita enriquecer la visión institucional 
o de las y los propios actores con un enfoque que articule las motivaciones 
sociopolíticas desde las propias representaciones culturales que dan sentido 
a la arena pública hoy. Es decir, desvelar que detrás de los marcos institu-
cionales de la política existen prácticas y valores que definen los distintos 
comportamientos políticos, muchos de ellos, como demuestra esta obra co- 
lectiva, se arraigan de forma profunda en nuestra historia.

Las culturas políticas de las y los mexicanos es una obra en la que confluye 
el trabajo de diversos autores y autoras que, bajo un mismo parangón con- 
ceptual, se adentran en el estudio comparado a nivel subnacional, a partir de 
casos puntuales, de las distintas culturas políticas que dan forma a las expre-
siones y tensiones de la participación política en México. Ese es el enfoque 
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con el que las coordinadoras, Angélica Cazarín y Ma. Aidé Hernández, unieron 
cada una de las investigaciones partiendo de que no existe una expresión 
única y monolítica de la cultura política en el país, sino que esta se nutre 
de distintas expresiones, reconociendo el carácter multicultural de México, 
y los distintos discursos de diversos grupos en específico que, en el caso 
de esta obra, se concentran en los pueblos originarios, así como en los mo- 
vimientos sociales.

Es de sumo interés que esta obra recupere ese enfoque, pues resulta nove-
doso acudir al análisis de la cultura política desde los espacios que no son 
tradicionalmente los centros oficiales, los cuales recurrentemente nublan 
esa otra parte integral, el Estado. En este sentido, es lógico que justamente 
en un país como México, con un basamento indígena importante y donde la 
construcción del Estado surge desde profundas desigualdades económicas 
y sociales, sea desde una perspectiva multicultural que asistamos a la revi-
sión de nuestra o, mejor aún, nuestras culturas políticas.

La primera sección de la obra, con el título Cultura y participación indígena 
en México, explora seis experiencias comunitarias, preponderantemente 
indígenas, a partir de sus expresiones sociales y culturales en el ámbito polí-
tico. Tal es el caso, por ejemplo, de la investigación de Ma. Aidé Hernández 
sobre Cherán, Michoacán, y la conformación de un gobierno indígena des- 
de la participación social, fuera del sistema tradicional de partidos, a partir de 
una lógica y una relación particular con la naturaleza, pues fue la necesidad 
de cuidar y preservar sus bosques lo que llevó a las y los habitantes de este 
pueblo a construir una narrativa que desembocó en la constitución de un 
gobierno municipal fuera de los márgenes tradicionales de la institucionalidad. 

Un segundo ejemplo es el capítulo desarrollado por Angélica Cazarín y Emelia 
Higueras sobre el caso de las presidencias de comunidad en Tlaxcala, un 
cuarto nivel de gobierno electo por usos y costumbres. Tal sistema norma- 
tivo, cuyo origen data del periodo previo a la conquista española del siglo 
XVI, y basado en la tradición oral, busca recuperar formas de participación 
comunitaria en la elección de cargos. El análisis de las autoras profundiza en 
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este sistema y explica su vigencia y sus particularidades actuales ponien- 
do el acento en el sistema de corresponsabilidades entre quienes participan 
y a quien se elige para ocupar tales presidencias de comunidad. 

Un tercer ejemplo es el de la investigación de Carolina Sthephania Muñoz en 
torno a la comunidad de El Mirador, Ixtacamaxtitlán, en Puebla. En el mismo, 
se presenta la tensión, inherente en muchos lugares, entre las formas de 
organización comunitaria, en este caso indígenas, y la permanencia de una 
cultura política hegemónica.

Se trata de seis miradas distintas a un fenómeno cultural con muchos rostros 
que, en conjunto, representan de mejor forma los rasgos sociopolíticos de 
México desde sus prácticas, percepciones y creencias.

Por su parte, la segunda sección, con el título Nuevas y diversas culturas en 
México, se adentra en el estudio de las culturas políticas desde el impacto 
de las nuevas tecnologías, en particular, de las redes sociales, en torno a las 
juventudes y su participación política, la violencia institucional contra las mu- 
jeres, y distintos conceptos de protesta social.

Por lo anterior, invito a todo el público a realizar una lectura cuidadosa de 
esta obra que el Instituto Nacional Electoral ha decidido editar con el título 
Las culturas políticas de las y los mexicanos, pues se trata de un conjunto de 
estudios esenciales para entender los valores y actitudes que dan cuerpo 
no a la forma tradicional de la política, sino a aquella que desde los márge-
nes intenta redefinir el aparato político institucional, y permite dar rostro al 
México multicultural y diverso de hoy en día.

Martín Faz Mora 
Consejero Electoral del 

Instituto Nacional Electoral





Prólogo

La cultura política es un concepto que surge en la década de los años sesenta 
del siglo XX y tiene como propósito fundamental explicar desde una mirada 
psicocultural los fenómenos sociopolíticos, con base en las orientaciones de 
los individuos respecto de su realidad política. Es en este contexto en que 
surge el planteamiento de que toda sociedad tiene una cultura política propia 
que es transmitida de una generación a otra y desde diversas perspectivas. 
La cultura política ha venido tomando mayor relevancia en la medida en 
que los estudiosos de las ciencias políticas buscan comprender la realidad 
de los fenómenos sociopolíticos, no solo desde enfoques habituales sino 
también desde orientaciones que “buscan validar y legitimar un modelo 
político en particular, la democracia”;1 con ello se reafirma que la estabilidad 
de las democracias no depende únicamente de sus instituciones, sino que 
se cimenta en las actitudes políticas de su propia sociedad.

1 J. Peschard (2001), La cultura política democrática, México, IFE (Cuadernos de Divulgación de la 
Cultura Democrática núm. 2).
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México es un país multicultural debido a la mezcla de distintas culturas, es 
decir, no posee solo aquella que tuvo un gran impacto a raíz de la llegada de 
las y los españoles a América, sino también las de los pueblos originarios 
que por su arraigo e identidad permanecen a lo largo del tiempo. Como 
resultado subsiste un proceso de sincretismo que al no terminar de aceptar 
completamente lo nuevo, coexiste con las formas del pasado: culturas con 
características propias que se diferencian en prácticas, usos y costumbres, 
y que en consecuencia han moldeado su propia identidad política. Este libro 
se adentra en algunos aspectos de esas culturas políticas, ofreciendo material 
que le permita a la y el lector una mejor comprensión de nuestra democracia, 
dado que esta no puede ni debe analizarse desde una perspectiva monolítica 
sino todo lo contrario; para comprender el contexto en el que se desarro-
llan, los procesos políticos en México se deben analizar desde sus propios 
contextos, particularidades regionales y culturales.

Es así que Fabiola Coutiño Osorio y Ma. Aidé Hernández García, en la intro-
ducción de esta obra, nos ofrecen un primer acercamiento para entender 
la cultura política desde un sentido más amplio e incluyente, que trata de 
visibilizar y reconocer la diversidad cultural del país, de sectores con as- 
piraciones y demandas propias, de los segmentos socialmente excluidos que 
buscan y necesitan ser integrados bajo el reconocimiento de sus propias 
características políticas y, con ello, lograr el robustecimiento del sistema 
democrático del país. El libro muestra un nuevo enfoque de estudio en el 
que se exponen diversas culturas políticas mexicanas como la indígena, 
las basadas en plataformas digitales –específicamente en las redes sociales 
Twitter y Facebook–, la de las mujeres, y la de los movimientos sociales, que en 
conjunto representan parte de la multiculturalidad de nuestro país y que evi- 
dentemente no son estáticas, dado que han evolucionado a lo largo del 
tiempo, a través de distintas generaciones y de la reconfiguración de las 
instituciones políticas.

Esta obra se divide en dos grandes apartados: el primero se denomina 
Cultura y participación indígena en México, el cual se conforma de seis 
estudios que analizan las diversas manifestaciones de la cultura y de la 
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participación política indígena aún presentes a nivel local y regional, esto 
desde diferentes marcos teóricos y metodológicos. Es así que se estudia a: 
San Francisco Cherán (Michoacán); la región Sierra Sur de Oaxaca; San Felipe 
Cuauhtenco, perteneciente a Contla de Juan Cuamatzi, San Mateo Huexo- 
yucan, de Panotla, y Fco. I. Madero Tecoac, de Huamantla (Tlaxcala); así como 
las regiones del Valle del Mezquital y la Huasteca hidalguense; Olintla, en la 
región del Totonacapan, Puebla, y El Mirador, Ixtacamaxtitlán, también en 
Puebla. En estas investigaciones se precisan prácticas originales de partici-
pación política y formas de gobierno que buscan ser válidas en el contexto 
de nuestra democracia. También se discute y compara la cultura política 
liberal entre las culturas políticas indígenas. Asimismo, se describen procesos 
y formas de organización y se analizan los cambios de orientación políti- 
ca en defensa de los derechos indígenas. Finalmente, en esta misma línea de 
reflexión se define la dimensión y percepción del conocimiento de lo político 
entre los habitantes jóvenes y adultos indígenas.

Para seguir profundizando en el tema, el segundo apartado titulado Nuevas 
y diversas culturas en México, integra cuatro investigaciones, en las que se 
exponen culturas políticas más actuales; es decir, la de los espacios digi- 
tales, particularmente la de las redes sociales. Las y los autores esclarecen 
las características de esta forma de participación y, en consecuencia, la  
de los nuevos actores políticos, que a su vez protagonizan una forma de mani-
festación virtual y crítica sobre temas de violencia de género por parte de 
las instituciones públicas. Así, en cuanto a la cultura política de las mujeres 
chihuahuenses, se les reconoce su trayectoria y sus logros al ir posicio-
nándose en los distintos espacios políticos; también se hace énfasis en los 
tipos de violencia por los que ellas han tenido que atravesar para lograr su 
reconocimiento en el ámbito público y político. Por último, se analiza una 
subcultura de la protesta social, aunada a una cultura política dominante 
protagonizada por el magisterio disidente.

El libro cierra con las conclusiones expresadas por Aldo Muñoz Armenta  
y Ma. Aidé Hernández, quienes recalcan la importancia del estudio de la di- 
versidad cultural en México, abundando en los términos de multiculturalismo 
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e interculturalidad que, en general, enmarcan este debate. Asimismo, dan 
pauta y visualizan etapas posteriores de investigación derivadas de las 
nuevas aportaciones en el campo. Finalmente, queda claro que la cultura 
política es un fenómeno dinámico, complejo y multifactorial, enmarcado por 
las propias transformaciones de la historia, al menos en México.

Por lo anterior, consideramos que esta obra representa un aporte signifi-
cativo y de lectura obligada frente a los nuevos enfoques sobre el tema, tal 
como lo sostienen sus autoras y autores, miembros de la Sociedad Mexicana 
de Estudios Electorales (SOMEE), asociación que desde hace poco más de 
tres décadas ha nutrido el debate académico y ha coadyuvado a la creación 
de espacios de reflexión, deliberación y generación de propuestas para el de- 
sarrollo democrático de México y Latinoamérica.

 
Angélica Cazarín Martínez 



Introducción
Nuevos enfoques de la 
cultura política en México

Este libro es producto de la labor de un conjunto de autoras y autores que 
pertenecen al grupo de trabajo de Cultura Política de la Asociación Me- 
xicana de Estudios Electorales, quienes tienen gran interés por enriquecer y 
profundizar las investigaciones que sobre el tema se han realizado en México. 
Después de publicar Cultura política en México. El estado del arte y los desa- 
fíos de su estudio a nivel subnacional –obra en la que se llevó a cabo un estudio 
profundo sobre el estado del arte de los trabajos de investigación de cultura 
política, principalmente a nivel nacional–, se concluyó que hay temáticas 
aún por estudiar, entre las que se encuentran el multiculturalismo1 presente 
en nuestro país, tema fundamental cuya importancia conocemos, pero que 
pocas veces consideramos cuando hacemos investigación. De hecho, los 

* Correo electrónico: fabiola.coutino@hotmail.com

**  Correo electrónico: maaaide@hotmail.com

1 Aquí también cobra relevancia la diversidad cultural, que según la Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) es característica esencial de la humanidad, 
de ahí que se convierta en patrimonio común, “indispensable para la paz y la seguridad [...], y la plena 
realización de los derechos humanos y libertades fundamentales”, mientras que la interculturalidad 
nos coloca ante la presencia de diversas culturas que interactúan y ante la generación de expresiones 
culturales compartidas, a través del diálogo y el mutuo respeto (UNESCO, 2005). 

Fabiola Coutiño Osorio*
Ma. Aidé Hernández García**
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principales trabajos sobre cultura política son los que se desprenden de 
la corriente funcionalista y se basan en encuestas que homologan tipos de 
comportamientos, prácticas, valores y perspectivas del mundo. Por tanto, 
es esencial empezar a estudiar la cultura política desde un enfoque que 
reconozca y respete las diferencias entre los distintos grupos, a fin de lograr 
la igualdad en el trato y condición de la y el ciudadano (Taylor, 1993). En 
oposición al multiculturalismo están los nacionalismos, así como las ideas 
racistas y/o conservadoras que excluyen a los grupos que consideran distin-
tos, con lo cual evitan que participen y cooperen con otras culturas (Olivé 
Morett, 2004). Por tal razón, como expresaron Kymlicka (1996) y Villoro 
(1998), ya no podemos partir de la concepción de un Estado-nación con 
una sola cultura sino debemos referirnos a Estados multiculturales, los 
cuales contemplan la convivencia entre las diferentes culturas que forman 
el mosaico pluricultural; de ahí la importancia de garantizar la diversidad, 
así como su florecimiento y desarrollo.

Debido a que en este tipo de Estados todas las culturas deben ser con- 
sideradas en igualdad, un paso importante es exigir “el reconocimiento de 
los derechos grupales en el espacio público político, así como su amplia 
autodeterminación política” (Nohlen, 2006). La postura multicultural no 
apela a determinar cuál cultura es mejor sino a que las diferencias deben 
respetarse y reconocerse por su originalidad (Taylor, 1993), de lo contrario 
habrá intentos de exterminarlas y/o modificarlas para lograr una cultura 
homogénea.

En la convivencia social debe prevalecer el reconocimiento y respeto a la 
diferencia, para garantizar “la defensa de la diversidad cultural […] que supo-
ne el respeto de los derechos humanos, en particular de las minorías y los 
pueblos autóctonos […]” (UNESCO, 2001). El multiculturalismo implica el 
respeto a esa pluralidad cultural reconociendo las historias propias, cosmo-
visiones, prácticas, derechos y/o sistema jurídico de los pueblos originarios 
en igualdad (Giménez Romero, 2003), de tal forma que no se excluya ni se 
discrimine a ningún grupo por el solo hecho de ser diferente. 
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En consecuencia, este libro representa una propuesta distinta –paralela a in- 
vestigaciones de corte funcionalista–, que expone tipos de culturas que no 
aparecen en los resultados de las encuestas nacionales o estatales, o que  
si lo hacen, solo es en parte, sin un profundo análisis de sus diferencias. Esta 
obra, de acuerdo con la propuesta de Kymlicka (1996), aborda dos de los 
grupos que existen en un Estado multicultural: 1) los de carácter originario, 
es decir, las comunidades indígenas en México, y 2) nuevos movimientos 
sociales, que se refieren a formas de expresión cultural que no se habían 
considerado en el pasado; las y los autores engloban en este a todos los 
grupos minoritarios y/o vulnerables: jóvenes, personas de la tercera edad, 
mujeres, personas pobres, personas trabajadoras, organizaciones LGBTI;2 
en la actualidad también podríamos incluir a facebookeros y twitteros como 
una nueva cultura y forma de organización social.

Es importante señalar que nuestro país, si bien ha tenido avances en multi-
culturalismo, con mayor énfasis en el ámbito legal (Villoro, 1998; Hernández, 
2020), culturalmente cuenta con un nivel alto de discriminación, tal como 
lo señala Hernández (2011) en “Los retos de la democracia mexicana: una 
ciudadanía sin discriminación”, cuyo estudio se basó en la Encuesta Nacional 
de Discriminación (END) 2004, en la Encuesta Nacional sobre Cultura Polí-
tica y Prácticas Ciudadanas (ENCUP) 2012, y en el Informe país sobre la ca- 
lidad de la ciudadanía en México (INE, 2015), trabajos donde se observa que 
no hay cambios sustanciales en la falta de reconocimiento de la diferencia 
cultural en México. 

En la END de 2004 se muestra que la y el mexicano eran altamente discri-
minadores e intolerantes hacia las personas adultas mayores, personas con 
discapacidad, mujeres, población indígena, personas con preferencia no 
heterosexual y minorías religiosas. En esta encuesta, 88% de los adultos ma- 
yores se sentían discriminados y también 94% de los discapacitados, 91% de 
los indígenas declaró sentirse excluido de la sociedad, 95% de la población no  

2 El último que se toca y que no se trabajó, pero que será pretexto para futuras investigaciones, es el de 
los grupos migrantes, es decir, de aquellos que se incorporaron a un país por temas de guerra o per- 
secución por razones políticas, militares o culturales. 
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heterosexual señaló que la discriminación era intensa, y 80% de las mi- 
norías religiosas consideró tener pocas o nulas posibilidades de mejorar 
sus condiciones de vida como consecuencia de sus creencias. 

La END 2004 se centró en los grupos sociales más vulnerables del país, a los  
que se les preguntó en qué medida se sentían discriminados; desafortu-
nadamente en la END 2012 no se preguntó a estos mismos grupos cómo 
percibían la discriminación, sino que se optó por un cuestionario general 
con preguntas más indirectas: “¿qué tanto se respetan o no se respetan 
los derechos de las personas…?”, 71% señaló que no se respetan los de la 
tercera edad; 71%, de las personas con discapacidad; 66%, de las mujeres; 
75%, de la población indígena; 75%, de los no heterosexuales; 62%, de las 
personas no católicas. En consecuencia, la respuesta no fue tan alta como 
en la encuesta anterior, sin embargo, era evidente el mismo grado de into-
lerancia hacia estos grupos sociales. 

En la ENCUP 2012 se preguntó si se creía que en México había discrimi- 
nación, y la respuesta fue afirmativa: 88% dijo que por clase social y pre- 
ferencias sexuales; 83%, que por la edad y la apariencia; 76%, por color de 
la piel y por sus creencias religiosas, y 74%, por preferencias políticas. La 
mayoría de los encuestados asumieron que la discriminación no es correcta; 
se observó que cuando la pregunta no es directa, la discriminación tiende 
a bajar, esto sucedió con la ENCUP 2012 que incluyó entre sus preguntas 
“Imaginemos que usted va a rentar un cuarto en su casa… ¿usted aceptaría 
o no aceptaría que […] viviera en su casa?”: 88% dijo que aceptaría a un 
indígena; 82%, a una persona con preferencias políticas diferentes a las suyas 
y con creencias religiosas distintas, y 65%, a una persona homosexual (gru- 
pos de los más discriminados en México). El problema es que cuando no 
existe tolerancia y se observa la discriminación en una comunidad y/o grupo, 
es más difícil la cooperación, pues los consensos no se darán de manera 
natural, dado que generalmente habrá quien crea que tiene más poder, fuer-
za, dinero, conocimiento o cualquier otro rasgo que le haga sentirse superior.
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El Informe país sobre la calidad de la ciudadanía en México (INE, 2015) reveló 
porcentajes similares. Las personas expresaron las siguientes causas por 
las que un grupo es discriminado: apariencia física (75.3%), clase social 
(76.4%), color de piel (70.9%), ser mujer (58.5%), ser persona indíge- 
na (70.7%). En cuanto a los porcentajes de las víctimas de discriminación direc-
tas, las razones fueron: apariencia física (18.4%), clase social (20.4%), color 
de piel (10.2%), ser mujer (26.4%), ser persona indígena (5%). Estos resul- 
tados muestran que en el imaginario colectivo las y los mexicanos observan la 
discriminación, pero cuando se les pregunta si han sido víctimas su respuesta 
es baja, lo que indica la dificultad para aceptar que se sienten discriminados 
o discriminadas. Como puede constatarse, estas cifras no son tan distintas 
a las de anteriores encuestas.

Con estos datos se puede comprender por qué en México no hay pleno respe-
to a la diferencia cultural o es muy escaso, pues falta un largo camino por 
recorrer para lograrlo en un contexto multicultural. Por ende, la intención 
de este libro es abonar al reconocimiento de las diferencias culturales y a 
un nuevo enfoque del estudio de la cultura política.

En cuanto a la participación, la propuesta es abordar la cultura de la y el 
mexicano más allá de las encuestas, pues si partimos de ellas llegamos a la 
conclusión de que en este rubro la población en México presenta un bajo 
nivel, como lo han referido las investigaciones de Hernández (2008), quien 
ha encontrado que los resultados estadísticos de las distintas encuestas 
nacionales en México no presentan cambios radicales a lo largo del tiem-
po, esto es, dan cuenta de una ciudadanía que poco cree en los demás, en  
sí misma como factor de cambio, y en sus instituciones –principalmente las 
políticas–, y aunque vota, no confía en los partidos ni en la clase política, no 
se asocia, no le interesa la política, y su participación es exigua; sin embargo, 
tal como se plantea en esta obra, el contexto cultural y la participación en el 
país son muy complejos, es por ello que se considera prioritario hacer nuevas 
aportaciones al tema de la cultura política en México.
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Con base en lo anterior, la presente obra se divide en dos partes, la primera, 
denominada Cultura y participación indígena en México, se integra con seis 
investigaciones que dan cuenta de las peculiaridades y prácticas socio- 
políticas de distintos casos comunitarios. El capítulo “Cultura y participación 
sin partidos políticos: Cherán”, escrito por Ma. Aidé Hernández García, versa 
sobre el caso de San Francisco Cherán, del municipio de Cherán, Michoacán, 
comunidad purépecha que a través de una lucha, principalmente por la vía 
legal, logró instaurar una nueva forma de gobierno municipal sin partidos 
políticos, sin elecciones estatales ni federales. 

Este nuevo gobierno indígena fue consecuencia del hartazgo del pueblo, pues 
sus autoridades e instituciones no hicieron nada ante la tala de sus bosque  
y el asesinato de comuneros y comuneras; por tanto, en 2011 esta comunidad 
inició la defensa de sus bosques; logró el desarrollo del capital social y el 
desarrollo de valores democráticos como el bien común, la igualdad entre 
comuneros y comuneras y la tolerancia; elementos que no solo permitieron 
el éxito de su movilización sino la creación de instituciones a nivel municipal 
distintas a las figuras de presidente/a municipal, regidores/a o síndicos/as.

El gobierno indígena de Cherán consiste en doce K´eris y ocho consejos 
operativos, además de la Asamblea General, el Barrio y la Fogata; la interac-
ción entre ellas ha logrado un municipio con resultados importantes, entre los 
que se encuentra la seguridad pública, tal como lo deja ver la autora, quien 
utilizó la metodología cualitativa para conocer esta realidad y desarrollar 
sus objetivos de investigación. 

En el segundo capítulo, “La relación entre las culturas políticas de las comu-
nidades indígenas en la Sierra Sur de Oaxaca y el Estado mexicano”, Rocío 
G. Bravo Salazar y Joann Picard continúan la discusión sobre las limitaciones 
del enfoque funcionalista para el análisis de las culturas en México al plan-
tear una reflexión teórica entre “las contradicciones que plantea el sistema  
democrático mexicano, basado en el liberalismo político y las prácticas 
comunitarias, políticas y culturales de comunidades autoadscritas como 
indígenas en la Sierra Sur de Oaxaca”, como tema fundamental para entender 
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la existencia de estas culturas indígenas que tienen lógicas y discursos di- 
ferenciados del modelo liberal.

Oaxaca tiene 417 municipios reconocidos legalmente con Sistemas Norma- 
tivos Indígenas (SNI), término referente a tres esferas de acción: legal, electoral  
y comunitaria. Sin embargo, como revelan la y el autor, existen discrepan-
cias entre los conceptos fundamentales de la cultura política de distintas 
sociedades: participación, democracia, espacio público, derecho, sujeto de 
derecho y libertad, etcétera; lo que ha generado distintos tipos de conflictos, 
entre los que se encuentra el que se da entre comunidades regidas sin SNI 
y diversas dependencias públicas del orden federal y estatal, tales como 
el Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca o la 
Defensoría de los Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca, entre otros. El 
segundo surge entre los mismos comuneros/as de los municipios, lo cual 
es relatado por la y el autor, quienes señalan que la ambigüedad entre la 
costumbre y la ley deja un amplio margen para que autoridades municipales, 
partidos, líderes locales y demás actores interpreten la costumbre según 
sus propios intereses, provocando así conflictos que se asumen como elec-
torales, pero cuyas raíces son más profundas. 

El tercer trabajo, “Cultura política y presidencias de comunidad en el es- 
tado de Tlaxcala”, de Angélica Cazarín Martínez y Emelia Higueras Zamora, 
presenta un estudio sobre las presidencias de comunidad, determinadas 
a partir de un método de selección adaptado a las circunstancias políti-
cas actuales cuya particularidad son los usos y costumbres que, como se- 
ñalan las autoras, tiene retos como la participación de la mujer y la relación 
con las propias autoridades municipales y estatales, de ahí la selección de  
los casos de San Felipe Cuauhtenco, perteneciente a Contla de Juan Cua- 
matzi; San Mateo Huexoyucan, de Panotla; y Francisco I. Madero Tecoac, 
de Huamantla; para ello se realizó un estudio cualitativo al entrevistar a una 
presidenta y a dos presidentes de comunidad, electos por el método de usos 
y costumbres, cuyas figuras se relacionan con el cabildo (presidente/a y 
regidores/as), de tal forma que se genera una institución municipal donde la 
población puede participar; no obstante, estas comunidades dependen de los 
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acuerdos con los partidos políticos, por tanto, la mayoría de los municipios 
en Tlaxcala están compuestos por tres tipos de regidoras y regidores: 1) de 
mayoría relativa, 2) de representación proporcional, y 3) de pueblo (repre-
sentación comunal y territorial). Consecuentemente, las autoras describen 
la forma en que los pueblos eligen a su representante, de ahí la identificación 
de seis métodos: voto por boletas (emitidas por la institución electoral en el 
estado), asamblea directo en pizarrón, asamblea a mano alzada, asamblea 
por votación directa, asamblea voto por papeleta y asamblea fila frente a la 
o el candidato. Estas formas de organización se reflejan en la amplia parti-
cipación de la comunidad, además del predominio de valores democráticos 
como el respeto y la tolerancia como elementos que fortalecen la unión 
de la comunidad. Para las autoras, Tlaxcala representa un mundo indígena 
que, al igual que Oaxaca, ha encontrado formas de convivir con los gobier-
nos municipales tradicionales, haciendo posible que sus usos y costumbres 
continúen y ayuden a la comunidad, aunque siempre con límites trazados 
por la estructura municipal y los partidos políticos. 

En el cuarto capítulo, “Participación y cultura política indígena en Hidalgo, 
México. Los casos de los distritos de Ixmiquilpan, Huejutla y San Felipe 
Orizatlán”, escrito por Robert González García, Alejandra Araiza Díaz, Juan 
Antonio Taguenca Belmonte y Denice Mendoza Quiroz, se analizan las 
formas políticas de pueblos del estado de Hidalgo que habitan las regio-
nes del Valle del Mezquital y la Huasteca hidalguense, considerados indí- 
genas en las elecciones estatales de 2018, pues en su mayoría pertenecen 
a las etnias náhuatl y hñähñu. Este estudio parte del supuesto de que la Ley 
de Participación Ciudadana para el Estado de Hidalgo publicada en 2015 
resultaba insuficiente para garantizar la inclusión de los pueblos originarios, 
para ello las y los autores revisan los aportes de los estudios decoloniales  
e interculturales, así como de la deconstrucción de las teorías clásicas de la 
cultura política, para allegarse de conceptos propios de la antropología, co- 
mo la comunalidad o la teoría decolonial para estudiar la cultura política 
indígena. Sus entrevistas a profundidad y semiestructuradas se dirigieron 
a estudiantes, docentes, líderes comunales y representantes indígenas  
de comunidades de estas regiones, además de considerar la etnografía de 
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algunas comunidades de las zonas señaladas; de esta forma, las y los autores 
dan cuenta de que la interacción con el mundo “mestizo” y con los parti-
dos políticos conlleva el debilitamiento de sus elementos culturales, entre 
ellos, el idioma y el trabajo comunitario, pues al existir el clientelismo, las 
comunidades apoyan a un partido para lograr beneficios, y dejan de lado el 
bien de la comunidad. En consecuencia, a pesar de que existen formas de 
participación basadas en sus usos y costumbres, la relación con el gobierno 
municipal y los partidos políticos hace que estos no puedan concretarse en 
acciones que beneficien a las comunidades. 

El quinto capítulo, “Cultura política en la Sierra Norte de Puebla: el incre-
mento de la protesta social en Olintla”, de Fabiola Coutiño Osorio, aborda 
los cambios y continuidades en elementos de la cultura política de esta 
comunidad de origen indígena enclavada en el Totonacapan, entre otros, 
el incremento de la participación no convencional en razón de la lucha de 
los pueblos originarios totonakus por preservar sus territorios y tradiciones 
frente al contexto de un poder político que se ejerce sin tomar en cuenta sus 
demandas, las cuales conllevan la defensa de su propia existencia. Como 
subraya la autora, su objetivo fue analizar las causas y efectos de la modi-
ficación de las formas de participación en Olintla como aspectos clave de 
su cultura política, situación que explica las dos alternancias políticas ex- 
perimentadas en la comunidad, además del protagonismo de un importante 
número de personas totonacas que revela el activismo orientado a la defensa 
de sus derechos. En este sentido, la autora optó por el análisis cualitativo, 
basado en un conjunto de entrevistas semiestructuradas, realizadas tanto 
a protagonistas de las movilizaciones como a actores políticos y a personas 
notables de la comunidad, quienes aportaron información relevante para una 
mejor comprensión de los cambios que se identifican en la cultura política 
de esta comunidad totonaca. 

El sexto capítulo, “Entre la cultura política hegemónica y las particulari- 
dades de la comunidad de El Mirador, Ixtacamaxtitlán, Puebla”, de Carolina 
Sthephania Muñoz Canto, presenta una investigación basada en la pers-
pectiva comprehensiva weberiana sobre la cultura política de los pueblos 
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originarios, con el objetivo de elucidar la dimensión de lo político. De este 
modo, mediante un trabajo cualitativo derivado de entrevistas abiertas y a 
profundidad, y de grupos focales con pobladores, la autora reflexiona sobre 
la identidad de esa comunidad que se construye en tensión con lo mestizo, 
pues lo colectivo prima por sobre lo individual. La familia es la unidad base de 
la organización y a partir de ella se establecen mecanismos de solidaridad y  
funcionamiento, pero existe una tirantez entre la organización comunitaria 
y la cultura hegemónica en lo concerniente a la participación. Así, su visión 
de ciudadanía se circunscribe al ámbito de la participación para el beneficio 
común, es decir, el tequio como un modo de integración. Nuevamente se 
repite la historia, esta comunidad con sus usos y costumbres convive con el 
gobierno municipal que llega a utilizarla para su beneficio. Como se planteó 
en Hidalgo, el clientelismo se aprovecha de las necesidades de estos grupos 
vulnerables. Además, los jóvenes, sin dejar sus raíces, empiezan a imitar a  
los mestizos, y al no creer en las instituciones formales, se genera un clima de  
incertidumbre cultural. La comunidad sabe que hay límites en los logros 
de su organización comunal, pues depende de las decisiones y apoyos del 
gobierno municipal y de los partidos políticos.

El segundo apartado denominado Nuevas y diversas culturas en México está 
integrado por cuatro capítulos. El primero presenta los resultados del es- 
tudio de Mariela Hernández Cruz y Héctor Gutiérrez Sánchez: “La cultura 
política de las y los jóvenes cyberactivistas en la Universidad Autónoma de 
Querétaro”, en el cual presentan un análisis sobre el tipo de cultura política 
de los jóvenes que participan críticamente en los espacios digitales en la in- 
ternet, particularmente en las redes sociales que se han vuelto un nuevo 
espacio público relevante en la vida sociopolítica nacional. En este ámbito 
digital se han creado comunidades con reglas explícitas e implícitas, con 
nuevos actores y nuevas perspectivas que merecen ser estudiadas. En este 
ensayo la y el autor se proponen conocer la cultura política de estas y estos 
nuevos actores políticos digitales. En el capítulo se explica brevemente la 
relación entre la política y la internet; posteriormente, desde la perspec- 
tiva funcionalista de Almond y Verba (1963), se analiza el tipo de cultura 
política detrás de las personas que han llevado su visión política a internet. 
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En este sentido, se realizaron entrevistas a profundidad a jóvenes de 18 a 30 
años de la ciudad de Querétaro entre agosto y octubre de 2019, con lo cual 
se identificaron dos perfiles principales: uno democrático, relativo a quienes 
usan el espacio digital para intercambiar ideas políticas de maneras muy 
civilizadas y tolerantes, y otro no democrático, referente a la utilización de 
estos nuevos espacios para descalificar a las y los demás e intentar imponer 
las ideas propias; así, las relaciones entre ambos parecen determinar las 
reglas sociales de este nuevo ambiente político digital en el que predomina 
el perfil no democrático. 

El segundo capítulo de este apartado, “Cultura política, violencia institucional 
contra las mujeres y las redes sociales: la disputa en Twitter en torno al femi-
nicidio de Lesvy Berlín Rivera Osorio”, de Mariela Díaz Sandoval y Alberto 
Espejel Espinoza, resalta el caso de este tipo de violencia derivada de la falta 
de empatía e interés de las y los funcionarios de la Procuraduría General de 
Justicia de la Ciudad de México (PGJCM), acerca del feminicidio ocurrido 
el 3 de mayo de 2017 en el campus central de la Ciudad Universitaria de la 
Universidad Nacional Autónoma de México. La y el autor identifican que el 
comportamiento de las y los funcionarios públicos estuvo permeado por 
el conjunto de valores, herencias, ideas y creencias (cultura política autori- 
taria y patriarcal) en torno a lo que debe ser tipificado como violencia 
de género, y desde redes sociales como Twitter es posible dar cuenta de 
esos valores y creencias, pues al inicio la postura de la PGJCM en esta red  
social era que se trataba de un suicidio, lo que desencadenó acciones colec-
tivas en los espacios virtual y público, como evidencia de una cultura de 
manifestación en temas de género, en donde la actividad cibernética consi-
guió que finalmente fuera tipificado como feminicidio y obligó a la propia 
institución a ofrecer una disculpa y a admitir su error. Por tanto, este texto 
articula las categorías cultura política y violencia institucional contra las 
mujeres para identificar el conjunto de valores y creencias que guiaron el 
posicionamiento de las partes en Twitter. La metodología utilizada se basó 
en un muestreo de intensidad a través del cual se seleccionaron los mensa-
jes que la PGJCM publicó en Twitter el 4 y 5 de mayo de 2017, por ende, la 
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investigación del feminicidio de Lesvy Berlín da cuenta de una cultura política 
autoritaria y patriarcal que deriva en violencia institucional.

El siguiente capítulo, “Mujeres, violencia y política en Chihuahua”, de Jesús 
Alberto Rodríguez Alonso, Sergio Pacheco González y Servando Pineda 
Jaimes, aborda el cambio que se ha dado en la participación de este sector 
en la política durante el periodo de 2010 a 2020 y sus candidaturas a pues-
tos de representación popular, tanto en los ejecutivos locales como en el 
Legislativo, las cuales han ido en aumento. En su trabajo, los autores expresan 
que las mujeres han recorrido un largo camino en un contexto histórico de 
lucha constante y violencia feminicida para lograr el ejercicio del derecho 
al voto y a ser votadas en las mismas condiciones y circunstancias que 
los hombres, como en el caso de Ciudad Juárez. Así, a pesar de que la 
representación numérica ha mejorado, en gran parte como resultado de 
las leyes que han garantizado una cuota electoral a favor de las mujeres 
hasta llegar a la paridad electoral, los autores plantean que a la represen-
tación sustantiva aún le falta mucho para ser una realidad. Derivado de los 
anterior, el objetivo central de este capítulo es observar la cultura política 
de las mujeres chihuahuenses en una sociedad que discrimina; de ahí que 
los autores exploren las prácticas, discursos, significados y sentidos de lo 
político y expongan que a pesar del avance legal existen prácticas patriar-
cales que no permiten la igualdad entre hombres y mujeres en este ámbito. 
Para lograr su cometido, llevaron a cabo un análisis cualitativo basado en la 
participación de mujeres en cinco foros regionales organizados en 2012 en 
Chihuahua, Hidalgo del Parral, Cuauhtémoc, Nuevo Casas Grandes y Ciudad 
Juárez, además de una serie de entrevistas realizadas en 2020. 

El penúltimo capítulo, “El magisterio disidente y la subcultura de la protesta 
social”, de Aldo Muñoz Armenta, trata sobre las protestas que la Coor- 
dinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (CNTE) ha desarrollado en 
los últimos 40 años, lo que le ha permitido desafiar al régimen laboral corpora-
tivo y autoritario imperante en México desde esa década. Desde la perspecti- 
va del autor, el magisterio disidente no solo se enfrentó al poderío sindical 
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para consolidar una subcultura de la protesta, sino que se conflictuó con los 
gobiernos estatales y nacionales para hacer valer su postura; como conse-
cuencia, las y los líderes magisteriales sufrieron el despido, la cárcel, la per- 
secución política y hasta la muerte. El estudio muestra que a lo largo de 40 
años las y los maestros disidentes han construido una subcultura basada en 
una estructura normativa paralela, tanto formal como informal, y en compe-
tencia con el estatuto sindical oficialista. La subcultura es concebida como 
una red cultural, es decir, un grupo de personas que comparten valores y for- 
mas de actuar. En otras palabras, los individuos de la red comparten el 
significado de ideas específicas, objetos materiales y prácticas a través de 
interacciones. Así, en la primera parte del ensayo se presenta la estructura 
formal y las conductas que caracterizan la cultura dominante del sindicalis-
mo magisterial marcado por el verticalismo y el personalismo en la toma de 
decisiones, cuyo resultado es el consenso autoritario. En la segunda parte, 
se explica la forma en que las y los maestros disidentes agrupados en la 
CNTE construyeron la subcultura de la protesta por medio de marchas, 
tomas de oficinas públicas, bloqueos en aeropuertos y carreteras; también 
se explica que las y los dirigentes de la CNTE en Oaxaca, Chiapas, Guerrero 
y Michoacán, al asumir la conducción formal de sus respectivas secciones, 
aprovecharon la fuerza de las movilizaciones y la legitimidad de sus métodos 
de lucha para obtener prebendas para ellas, ellos y sus clientelas, creando 
un estilo híbrido de gestión sindical que combina la subcultura de la protesta 
con algunas prácticas de la cultura política dominante.

Finalmente, como grupo de trabajo, con este libro pretendemos dar un pa- 
norama de las culturas políticas que existen en México. Asimismo, antes de 
terminar, queremos exponer un debate teórico que se desprende de varias 
de las investigaciones de esta obra. El último capítulo, “¿Culturas o subcul-
turas? El debate conceptual entre multiculturalismo e interculturalismo. A 
manera de conclusión”, también pretende ser un cierre de la obra. Aldo 
Muñoz Armenta y Ma. Aidé Hernández García participan en un debate teórico 
que ha permanecido después de varios años, y que esta obra deja abier- 
to como incentivo para la siguiente investigación del grupo Cultura Política. 
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Introducción

Hasta ahora, una de las corrientes más fuertes de la ciencia política que 
estudia la participación política es la funcionalista, encabezada por autores 
como Gabriel Almond, Sidney Verba (1963) e Inglehart (1990) (Hernández 
y Coutiño, 2019). Dado que las encuestas mundiales y las nacionales se han 
basado en el funcionalismo, han intentado homogeneizar valores, compor-
tamientos y orientaciones del individuo a nivel nacional, pero no se han en-
focado en el análisis de las particularidades regionales, tal como lo plantean 
Craig y Wayne, en Political Culture in Mexico: 

 Los mexicanos y los estudiantes de México conocen perfectamente las 

diferencias existentes entre las regiones del país en términos de desarro-

llo económico, propiedad, ocupación, étnia, religión, participación política, 

relación con el gobierno, y otras dimensiones. Hay evidencia de importantes 
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variaciones intrarregionales en modelos de participación comunitaria, forma-

ción de grupos de interés y competitividad política, vinculada con las di- 

ferencias inter regionales en cuanto a desarrollo económico y contacto con 

el gobierno (1980: 337).

Ante tal enfoque, es necesario que se reflexione sobre las formas de par-
ticipación a nivel regional, las cuales pueden mostrar la pluralidad cultural 
que existe en México. En este contexto, el presente capítulo analiza un ca- 
so particular en el estado de Michoacán: San Francisco Cherán, municipio 
que tiene una alta participación y una forma de gobierno propia, donde el 
capital social y la identidad purépecha concretan una nueva forma de organi-
zación y de cultura política. 

Cherán es una comunidad indígena que en 2011 decidió emprender una lucha 
legal para defender sus bosques, de manera que en el camino los pobladores 
se dieron cuenta de que debían continuar sin partidos políticos; por tanto, 
entre las acciones que realizaron estuvo solicitar a las instancias electorales 
correspondientes que se les respetara, entre otras cosas, su forma de gobier-
no basado en usos y costumbres y sin partidos políticos. El Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación falló a su favor logrando así ser el único 
municipio en México que se gobierna –sin dejar de gozar de sus derechos 
y obligaciones a nivel estatal y federal como municipio– con una estructura 
distinta: no hay una o un presidente municipal, existen doce K´eris, no hay 
regidores o regidoras ni síndicos/as, existen ocho consejos operativos, y la 
base de este gobierno es la participación de la comunidad.

Este municipio indígena muestra a la ciencia política que sí es posible gober-
narse sin partidos políticos y con participación directa, temas que se consi-
deran poco viables en la actualidad. Esta investigación revela cómo se logró 
una amplia participación no solo por un interés común (la protección de sus 
bosques), sino por la formación de capital social, elementos que fueron fun-
damentales para la conformación de un nuevo gobierno a nivel municipal. 
Este estudio de caso nos remite a la propuesta teórica de Robert Putnam 
(1994), la cual desarrollaremos más adelante. 
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Por tanto, en Cherán existe una amplia participación política cotidiana, la cual 
no pasa por instituciones convencionales sino por el amor de la comunidad 
a su identidad y a sus raíces culturales, además de la existencia del capital so-
cial, elemento que manifestó ser fundamental para conseguir cooperación, 
solidaridad y unión. En este contexto surgen cuestionamientos que son los 
ejes de este capítulo: ¿cómo surgió la lucha en Cherán?, ¿cuál es el papel del 
capital social en esta lucha?, ¿el nuevo gobierno indígena tiene valores demo-
cráticos?, ¿se puede gobernar sin partidos políticos a nivel municipal?

Con estas interrogantes se realizó una investigación cualitativa en donde se re-
currió a entrevistas semiestructuradas de comuneros y comuneras en Cherán, 
representantes legales y autoridades electorales (Anexo II), además de que 
se realizó observación en la comunidad de mayo de 2018 a febrero de 2019.

Cherán, capital social y su forma de gobierno indígena

Cherán, municipio de Michoacán, es una comunidad purépecha que en 2011 
llevó a cabo uno de los movimientos indígenas más importantes –después de 
la del Ejército Zapatista de Liberación Nacional– en el tema de un gobierno  
basado en usos y costumbres, ¿cómo sucedió esto?, ¿cuáles fueron las 
motivaciones? 

A partir de 2008, después de que el Partido Revolucionario Institucional 
ganara nuevamente las elecciones en el municipio, los bosques de Cherán 
empezaron a sufrir una gran deforestación por parte de los talamontes; los 
políticos no solo no detuvieron a estos grupos sino que además fueron cóm-
plices. Hay que señalar que estos bosques son parte del territorio de Cherán, 
de su identidad, proporcionan agua a la comunidad y representan temas 
sagrados. Por lo importante que son para la comunidad, históricamente los 
han defendido y han cuidado de ellos; en este sentido, la población cuenta 
diversas historias como esta: en tiempos de Porfirio Díaz el gobierno quiso 
explotar estos bosques y empezó a construir las vías del tren para poder sa-
car la madera; así que por la tarde se trabajaba para ponerlas y por la noche 
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la comunidad las quitaba (Hernández, 2020). Esta anécdota nos deja ver la 
manera en que la población ha defendido su territorio.

El hecho de que el gobierno municipal haya permitido y protegido a los ta-
lamontes llevó a que la comunidad también estuviera molesta con sus au-
toridades municipales, ya que no estaban realizando el trabajo para el que se 
les había elegido: cuidar de la comunidad y de su territorio. En consecuencia, 
si bien la desconfianza hacia sus autoridades no fue el principal motor de la 
participación, sí constituyó la causa de querer transformar su forma de go- 
bierno sin partidos políticos. Lo anterior nos lleva a las teorías de la transición 
de régimen (Morlino, 1985), en este caso a nivel municipal y con nuevas es-
tructuras indígenas.

Todo cambió para esta comunidad después de vivir la desforestación de  
sus bosques, pues las y los comuneros al ver como cortaban y se llevaban sus 
árboles, se indignaron y se enojaron contra los talamontes y las autorida-
des municipales que los apoyaban. Asimismo, además de la tala de los bos- 
ques comenzaron los asesinatos:

 [...] en la comunidad se vivía un clima de inseguridad y violencia cotidiana; 

los comuneros ya no podían ir a trabajar con tranquilidad a sus parcelas, cinco  

comuneros fueron asesinados en sus parajes y otros 10 están desapare- 

cidos, a otros tantos les robaron sus herramientas de trabajo y sus animales, 

además los golpearon y amenazaron; de igual manera, a quienes se atrevieron 

a presentar alguna denuncia, los desaparecieron, como le sucedió a Jesús 

Hernández después de interponer 17 denuncias ante las autoridades corres-

pondientes (Ventura, 2012: 161).

Era claro que las cosas no mejorarían, en las entrevistas cualitativas se per-
cibe que en el imaginario colectivo estaba presente la idea de que estos gru-
pos delincuenciales querían talar los bosques para tener un terreno propicio 
para el narcotráfico y la plantación de aguacate (Hernández, 2020). Ante 
esta realidad tan peligrosa y que podía acabar con la historia y el patrimonio 
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natural de este pueblo, como le sucedió a sus antepasados, las y los cheranen-
ses de este siglo se dispusieron a defender sus bosques y territorio.

Con esta problemática, ya se empezaban a organizar reuniones cuan-
do un grupo de mujeres se enfrentaron una mañana a los camiones de los 
talamontes: 

 Para el viernes 15 de abril de 2011 ya estaban dadas varias condiciones para que 

cualquier chispa empezara el fuego, lo cual sucedió: cuando los talamontes 

llegaron a la Cofradía (zona sagrada por sus árboles históricos y su manan-

tial) se dio una coyuntura. Las mujeres salían del molino, estaban cerca de la 

iglesia del Calvario, cuando vieron pasar los camiones con la madera; ellas 

conscientes de la situación y enojadas de las muertes de los hombres, con 

las pláticas previas en la comunidad y el apoyo de los clérigos, no es casual 

que estando cerca de la iglesia, decidieran enfrentarse a los camiones de los 

talamontes (Hernández, 2020: 40). 

En este enfrentamiento, los jóvenes se unieron a las mujeres y posteriormen-
te, toda la población; las campanas de la iglesia fueron vitales para organizar:

 Después del acto de la detención de los hombres las campanadas de El 

Calvario repicaban y repicaban sin parar durante el transcurso de la maña-

na. En un primer instante el toque de las campanadas era para asistir a misa, 

pero el llamado de las campanas se prolongó durante la mañana. Era una 

señal de alarma, lo que significaba, que algo estaba sucediendo en el barrio 

tercero, porque ese llamado es muy característico de nuestras comunidades 

(Romero, 2018: 157). 

Así, inició el movimiento. Los días que pasaron fueron cruciales, pues la 
comunidad se reunió en las esquinas de las calles, alrededor del fuego. En 
Cherán la mayoría de las casas tiene una fogata en su patio, es donde suelen 
reunirse para comer, platicar y/o convivir; en la lucha se sacó esta fogata a las 
calles de tal forma que las y los habitantes de Cherán se reunieron en torno 
al fuego, ahí platicaron, discutieron y consensaron su futuro; fue así que se 
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constituyeron 189 fogatas (Aragón, 2019; Hernández, 2020; Martínez, 2017; 
Carrasco, 2015), las cuales serían la base de la organización. Estas fogatas se 
distribuían en los cuatro barrios de Cherán, división histórica de la población, 
por tanto, el segundo espacio de organización fue el Barrio. 

Esa división dio una mayor estructura a la lucha, pues surgieron las asam-
bleas, no solo de las fogatas sino también de los barrios, espacios públicos 
donde se decidió continuar sin partidos políticos en cualquier elección: es-
tatal, municipal y federal (Lemus, 2018; Pinto, 2016; Hernández, 2020). Esta 
decisión, que al final se concretó en la asamblea general, fue fundamental 
para el destino de la comunidad y se tomó considerando que los partidos 
políticos no los habían apoyado a sacar a los talamontes de Cherán, pues 
estos grupos delincuenciales eran escoltados por la policía municipal; pero 
además, las y los cheranenses se percataron de que la existencia de los par- 
tidos políticos en la comunidad los dividía, pues cada quien tomaba posición 
y defensa por uno de estos, olvidándose del bien común, así que no se logra-
ba la unidad tan necesaria en ese momento; por lo tanto, decidieron que en 
su nuevo gobierno y en su municipio no había espacio para estas agrupacio-
nes políticas. 

La forma de organizarse de Cherán para lograr sacar a los talamontes y a los 
partidos políticos se fundamentó en tres ejes principales. En primer lugar, se 
organizaron para defender la comunidad, así que se construyeron barricadas 
(Lemus, 2018; Hernández, 2020), espacio que dio inicio a lo que hoy se co-
noce como la “ronda comunitaria”; el segundo eje fue el político: marchas, 
manifestaciones, reuniones con políticos; y el tercero, la ley. El movimiento de 
Cherán fue muy estratégico, pues no solo ocuparon autopistas y se manifes-
taron en Morelia sino también decidieron ir por el camino legal, este último 
recurso fue el que principalmente los llevó a lograr sus objetivos. 

Fue así como la comunidad presentó el 6 de junio de 2011 al Instituto Electoral 
de Michoacán (IEM) los acuerdos de la Asamblea General del 1° de junio de 
2011. Para el 9 de septiembre de 2011 (Vázquez, 2014) el IEM emitió el 
Acuerdo CG-38/2011 con el que daba respuesta a la petición de la comunidad 
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indígena para celebrar elecciones bajo sus “usos y costumbres”, y determinó 
que carecía de atribuciones en los términos que lo solicitaba la Comunidad 
Indígena de Cherán; en ese momento, las y los cheranenses decidieron ir a las 
siguientes instancias legales.

Esta lucha de Cherán, la cual duró casi un año, no se puede explicar solo 
por el amor a sus bosques y a su identidad sino también por el surgimiento 
del capital social: cada comunera y comunero confió sus vidas a los otros, el 
futuro de su comunidad dependía de ello; en este sentido, las fogatas se con-
virtieron en la célula de organización base en donde las y los cheranenses 
compartieron comida, planes, tristezas y oraciones; en este sentido, además 
de confianza existió reciprocidad; se daba lo que se tenía y se recibía lo que 
se necesitaba, el trato era entre iguales, todos se apoyaron, compartieron  
y confiaron.

Antes de continuar, es necesario dejar claro qué se entenderá por capital 
social, concepto que, si bien Robert Putnam (2002) llevó a la fama, quien 
logró darle forma fue James Coleman.1 Para este autor el capital social se 
forma con un grupo de personas y solamente beneficia simultáneamente 
al individuo y al colectivo que lo conforman; en este punto radica una de las 
diferencias con Putnam (1994), quien considera que el capital social puede ir 
más allá y lograr el éxito de la democracia. Ahora bien, para Coleman (2001) 
dentro del capital social se distinguen tres componentes: obligaciones y ex-
pectativas, canales de información, normas sociales y efectivas sanciones,2 
elementos que, como podremos constatar, retoma Putnam. Uno de los temas 

1 El capital social “no es una entidad individual, sino una variedad de entidades diferentes que tienen 
dos características en común. Todas están formadas por algún aspecto de una estructura social 
y facilitan ciertas acciones de individuos que se hallan dentro de la estructura [...]. A diferencia de 
otras formas de capital, el capital social es inherente a la estructura de relaciones entre dos o más 
personas. No se aloja ni en los individuos ni en la puesta en marcha física de la producción” (Coleman, 
2001: 302). 

2 Las obligaciones y expectativas se refieren a la reciprocidad: si A hace algo por B, A espera que B, en 
el futuro, haga algo por A, dinámica que solo es posible en condiciones de confianza. Respecto a los 
canales de información, cuando un grupo se conoce bien sabe quién tiene determinada información, 
de tal modo que en caso de necesitarla todos sabrán con quién ir; por tanto, la información provee y 
prevé una base de confianza y reciprocidad. Finalmente, las normas y sanciones efectivas, cuando en 
una comunidad están claras las normas y se conocen las sanciones por infringirlas, difícilmente se 
buscará desobedecerlas, por lo que confianza y reciprocidad pueden darse y, con esto, la cooperación.
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importantes para Coleman (2001) es la clausura, es decir, el capital social 
solo se da en grupos cerrados donde las relaciones son cara a cara,3 en co-
lectivos donde se pueden conocer todos, condición que permite consolidar 
la reciprocidad y la confianza, además de saber quién tiene información que 
ayude al grupo. En este sentido, las fogatas, los barrios y la comunidad han 
funcionado con esta base teórica. 

Precisando, para Putnam el capital social “se refiere a las características de or-
ganización social, tales como la confianza, las normas y las redes, que pueden 
mejorar la eficiencia de la sociedad mediante la facilitación de las acciones 
coordinadas”4 (1994: 212); como se observa, remite nuevamente al papel 
de las redes, pero a diferencia de Coleman propone otras, las que tienden 
puentes y las que vinculan, como lo expondremos más adelante. 

Respecto a la confianza interpersonal, al igual que Coleman (2001) para 
Putnam (1994) la confianza que tú tengas en mí y yo en ti lubrica la coo-
peración: “un grupo cuyos miembros manifiestan confiabilidad, y confían 
ampliamente unos en otros, estará en capacidad de lograr mucho más en 
comparación a un grupo donde no exista la confiabilidad ni la confianza”. Este 
elemento del capital social es fundamental; hay otro que es la reciprocidad, la 
cual para Putnam es de dos tipos: “equilibrada” o específica, y “generalizada” 
o difusa. La reciprocidad específica se refiere a un intercambio simultáneo 
de ítems cuyo valor es equivalente, por ejemplo, cuando unos compañeros  
o compañeras de oficina intercambian regalos. La reciprocidad difusa implica 
expectativas mutuas respecto a un beneficio que hoy se otorga, pero que 

3 Hay que recordar el ejemplo de Coleman acerca de los mercaderes de diamantes en Nueva York: 
“en el proceso de negociación de una compraventa, un comerciante le entregará a otro una bolsa  
de piedras para que la examine a su antojo en privado, sin ninguna garantía formal de que este último 
no sustituirá una o varias de las piedras inferiores por bisutería. La bolsa puede valer miles o cientos 
de miles de dólares” (Coleman, 2001: 52). Cada mercader confía en que el otro no le va a cambiar 
ninguna piedra, como tampoco él lo haría; la confianza fortalece la reciprocidad. Esto funciona debido 
a que estos mercaderes constituyen un grupo cerrado, “el mercado de diamantes al por mayor de la 
ciudad de Nueva York [...] es judío con un alto número de matrimonios internos, con familias [...] es 
esencialmente una comunidad cerrada” (Coleman, 2001: 50). 

4 En Solo en la bolera, sostiene la misma idea: “el capital social refiere a [...] las redes sociales y las 
normas de reciprocidad y confianza asociadas a ellas” (Putnam, 2002: 19).
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podría ser devuelto en el futuro, y no se espera una reciprocidad inmediata. 
Ambas formas se observaron en la lucha que emprendió Cherán. 

Para Putnam (1994), el tercer componente del capital social está compuesto 
por las redes de compromiso cívico: aumentan los costos potenciales de un 
desertor, promueven normas de reciprocidad robustas, facilitan la comunica-
ción y mejoran el flujo de información. El autor también señala que para que 
las redes sean realmente de compromiso cívico deben tener “una intensa 
interacción horizontal” y ser “densas”; es decir, todos los miembros deben 
gozar de una igualdad al interior del grupo (horizontalidad); además, como 
todos se conocen (clausura), existe confianza y reciprocidad entre las y los 
miembros, por tanto, se tiende a realizar actividades más allá del fin con el 
que se formó el colectivo, hay una amplia interacción entre ellos, por lo que 
se forman redes densas, tal como sucedió en Cherán.

Una de las aportaciones que hace Putnam al concepto de Coleman es  
establecer, como parte del capital social, redes externas a la asociación;  
de hecho, estas redes fueron las que ayudaron a Cherán a tener el éxito que se 
esperaba. Putnam las divide en dos categorías: las que vinculan y las que tien-
den puentes. En su libro Solo en la bolera (2002) distingue entre las redes que 
tienden puentes bridging y las redes vinculantes bonding, las cuales, como 
veremos, fueron de gran utilidad en la lucha que enfrentó Cherán. Las re-
des bonding remiten a vínculos entre iguales que, por su naturaleza, tienden  
a formar lazos fuertes, los cuales pueden, en ocasiones, excluir a aquellos 
que no pertenecen al grupo; mientras que las bridging, en contraste, refieren 
a la construcción de conexiones entre personas de diferentes grupos; los la-
zos que se forman aquí son más frágiles y, por lo mismo, pueden ser más 
inclusivos. Mientras las redes bondging consolidan la reciprocidad específica  
y activan la solidaridad, las redes bridging son mejores para establecer en-
laces con activos externos y para difundir información. Ambas redes son 
posibles en una misma organización, ya que muchos grupos que al mismo 
tiempo se vinculan en algunos aspectos sociales tienden puentes con otros 
(Putnam, 2002). 
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Este autor también propone medir el capital social a través del número de 
asociaciones (clausura), por tanto, su supuesto es que entre más asociación 
haya en una sociedad, mayor capital social, y esto llevará necesariamente al 
aumento de la participación en la esfera pública, la cual, a su vez, ayudará a la 
eficiencia de las instituciones y, con ello, a la democracia.5 Considerando es-
ta propuesta teórica, en Cherán, en un principio, el capital social surgió en las 
fogatas, que son grupos pequeños donde la clausura estuvo presente, todos  
se conocían, había confianza interpersonal, realizaban distintas actividades en  
colectivo formando redes densas; este capital social les ayudó a organizarse 
en el barrio y en la asamblea general, donde también este elemento estuvo 
presente, tal como lo apuntó Putnam se generalizó logrando el éxito de la 
lucha: una nueva forma democrática de gobierno a nivel municipal. Como 
puede observarse, fue la Fogata la instancia principal de la organización:

 Por tanto, a través de las Fogatas los cheranenses discutieron su futuro, 

recordaron su pasado y enfrentaron el presente, se unieron, se vieron como 

comunidad; este fuego se convirtió en un espacio de cohesión social donde 

las familias se acercaron, se conocieron, comieron, rieron, se preocuparon, 

durmieron. Es en la parangua (Fogata) donde se formó el capital social que 

fortaleció la participación política y, con ello, toda la organización que implicó 

la nueva lucha (Hernández, 2020). 

En las fogatas todas y todos se consideraron comuneros sin importar gé-
nero, puesto, profesión, dinero o cualquier otro factor; por tanto, las redes 
horizontales se formaron entre iguales y de manera natural, se conoció la 
reciprocidad, cada uno proveía lo que podía: granos, dinero, mano de obra  
o lo que pudiera dar para la lucha; de igual manera, recibía de la comunidad lo  
que necesitaba para su vida cotidiana y para la organización de la lucha. Esta 
reciprocidad robusteció la confianza entre las y los miembros y las redes den-
sas, pues los comuneros/as compartían una serie de actividades durante 

5 La crítica a Putnam es que no siempre el capital social es positivo para la democracia –pensemos  
en las mafias–, por lo que este autor no establece cómo el capital social que se forma en asociaciones en  
una sociedad determinada sirva a la democracia; tema que Cherán pudo resolver de manera clara: 
con un sentimiento de pertenencia y de amor a su patrimonio natural y cultural.
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todo el día, dejando ver de manera cotidiana la fortaleza en la confianza y en 
la reciprocidad. De ahí que el capital social unió desde un principio a cada una 
de estas fogatas, las cuales tenían un objetivo común: sacar a los talamon-
tes, defender su territorio, sus vidas y su identidad. 

Hay que señalar que antes de esta movilización, principalmente los jóvenes 
ya no recordaban lo que era ser purépecha, así que la lucha se los trajo a su 
memoria y con ello fortalecieron sus raíces: 

 [...] a partir de 2011 se reivindica la identidad purépecha, es decir, Cherán estaba 

comenzando a ser una pequeña ciudad; a partir del 2000 empieza a haber 

una fuerte migración estudiantil hacia la ciudad y eso hace que la comunidad 

comience a cambiar en su rostro y en sus actitudes y demás, pero en 2011 es  

una sacudida de a ver, espérate, eres purépecha, tienes a la comunidad, regre-

sa a quién eres (Miembro A de la Comisión de Enlace).

La organización histórica de los barrios ayudó al ordenamiento y al éxito de 
los consensos en Cherán, pues las discusiones y diálogos que se establecían 
en un primer momento en las fogatas, posteriormente, si era necesario, se 
llevaban a las asambleas de los Barrios, y si los temas afectaban a la comuni-
dad, se trataban en la Asamblea General, de lo contrario, era en cada barrio 
donde se tomaban las mejores decisiones para él mismo y las fogatas que lo 
integraban; las resoluciones en este espacio se debían informar y, si era el 
caso, continuar con la discusión en las fogatas.

Como se puede observar, en la lucha hubo un gran diálogo entre Fogata-
Barrio-Asamblea General, de manera que se pudo ver –tal como lo estableció 
Putnam en Para hacer que la democracia funcione–, que el capital social de 
una asociación (Fogata) se puede generalizar a la sociedad y lograr la demo-
cracia. En otras palabras, el capital social de las fogatas se generalizó a los 
barrios y a la Asamblea General, logrando una amplia organización, lo que 
les permitió no solo aguantar la presión del Estado sino ganar su lucha, prin-
cipalmente la legal. En la formación de este capital social, las redes puentes 
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y vinculantes que hicieron las y los cheranenses con el exterior fueron fun- 
damentales para el movimiento, entre estas estuvieron los inmigrantes. 

Michoacán es una de las entidades mexicanas con mayor migración a Es-
tados Unidos (Anexo I); en este sentido, Cherán logró la participación y co-
laboración de sus paisanos en Estados Unidos, quienes a pesar de su lejanía 
lograron organizarse, reunir dinero y mandar víveres, ropa, lo que fuese para 
ayudar a las y los cheranenses en México. Esta ayuda fue vital, pues permitió 
a la comunidad seguir en la lucha hasta lograr sus objetivos: 

 Durante el movimiento de Cherán, los norteños que vivían en Estados Unidos 

siempre estuvieron muy atentos de lo que pasaba en su comunidad, en algu-

nos lugares periódicamente se reunían, se organizaban, tomaron acuerdos 

y emprendieron acciones para recabar fondos y enviarlos a las fogatas, para 

cumplir con su parte y contribuir al movimiento, otros más tomaron la decisión 

de mandar dinero con uno de sus miembros directamente a la comunidad [...], 

con el único objetivo de cuidar el territorio, reforzar las barricadas, Fogatas 

y aportar recursos para la causa comunitaria.

 De las claras acciones que los norteños emprendieron, resulta pertinente reco-

nocer sus aportaciones materiales, por ejemplo que las primeras “guanitas” que 

entraron a la comunidad llegaron precisamente de manos de los norteños, así 

como los uniformes que portaron la ronda comunitaria, los cuales contenían 

la leyenda de US Army, la cual fue sustituida por la bandera P’urhépecha, e in- 

cluso uno de los primeros que entrenó a la ronda comunitaria fue uno de los 

tantos paisanos que por algún momento estuvo en las filas del ejército esta-

dounidense, entrenamiento que se hacía muy temprano en la monumental 

plaza de toros (Leco, 2018: 174).

De las distintas actividades de las y los cheranenses, como ya se mencionó, 
la que tuvo un gran éxito fue la que se realizó por la vía legal; el capital social 
puente que realizaron con la Universidad Michoacana les permitió conocer 
a Orlando Aragón, profesor de Derecho de esa casa de estudios, quien ante 
la respuesta del 9 de septiembre de 2011 (IEM, 2011) del Instituto Electoral  
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de Michoacán, donde exponía que carecía de atribuciones para resolver lo 
solicitado por la Comunidad Indígena de Cherán (Hernández, 2020), se ofre-
ció a llevar la defensa de la comunidad, y esta aceptó. Orlando y su equipo 
fueron ante la Sala Regional para pedir que se respetaran los derechos in- 
dígenas de Cherán: 

 [...] estos tres abogados trabajaron arduamente en la comunidad: fueron de 

Fogata en Fogata para enseñar a la comunidad el conjunto de derechos que 

tenían como grupo indígena, también escucharon sus aspiraciones e inten-

taron hacerlas coincidir con la ley, sin perder nunca de vista los intereses  

de las y los cheranenses. Con esta información, la comunidad y sus abogados 

acudieron a la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación (TEPJF) correspondiente a la Quinta Circunscripción Plurinominal 

Electoral para exigir sus derechos de autonomía y libre determinación 

(Hernández, 2020: 90). 

Por la importancia de la demanda –Expediente SUP-JDC-9167/2011–, la 
Sala Superior del TEPJF (TEPJF, 2011) atrajo el caso, y el 24 de septiembre 
determinó iniciar el caso de controversia solicitado por la comunidad de 
Cherán, por lo que ordenó la integración y registro del expediente SUP-JDC- 
9167/2011. Es así que el 2 noviembre falló a favor de la comunidad de Cherán 
al resolver: 

 primero. Se revoca el acuerdo CG-38/2011 de nueve de septiembre de dos mil 

once emitido por el Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán por el  

que se da respuesta a la petición de la Comunidad Indígena de Cherán para 

celebrar elecciones bajo sus usos y costumbres.

 segundo. Se determina que los integrantes de la comunidad indígena de Cherán 

tienen derecho a solicitar la elección de sus propias autoridades, siguiendo 

para ello sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, con pleno 

respeto a los derechos humanos.
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 tercero. Se dejan sin efectos todos los acuerdos de las autoridades electora- 

les locales relacionados directamente con la elección de integrantes del 

Ayuntamiento en el Municipio de Cherán, para la preparación y organización 

de los comicios conforme al régimen de partidos políticos.

 cuarto. Se ordena al Consejo General del Instituto Estatal Electoral de 

Michoacán realizar todas las acciones ordenadas en el considerando Noveno 

de la presente resolución.

 quinto. Se ordena al Congreso del Estado de Michoacán realizar todas las 

acciones ordenadas en el considerando Noveno de la presente resolución.

 sexto. Se ordena a las autoridades estatales que, en el ejercicio de sus funcio-

nes, acaten la presente ejecutoria y presten el auxilio necesario al Instituto 

Electoral de Michoacán […] (TEPJF, 2011).

Los logros legales de esta comunidad, en palabras de su abogado, se de-
ben en gran parte a la capacidad de unidad, de organización y disposición a  
colaborar en lo que se les pedía: 

 Cherán está en otro mundo de organización [...]. También eso ha sido fun- 

damental para los juicios, tienen una organización muy eficaz; teníamos tres 

días para escribir la demanda y en un contexto de violencia, de asesinatos, 

y todo eso, la coordinación juntó dos mil quinientas firmas (en una noche) 

[...], entonces [...], los partidos políticos se movieron con todo, claro, noso-

tros hicimos los alegatos judiciales, pero para hacer eso requeríamos de la 

organización de la comunidad. Entonces, quien respondía con asambleas, 

documentos, discusiones, eran las distintas autoridades de Cherán (abogado 

que representó a Cherán). 

Por tanto, es claro que las redes internas y las externas que lograron articular 
las y los cheranenses fueron esenciales para el éxito del movimiento en 2011; 
en otras palabras, en esta comunidad no solo se formó el capital social den-
tro de la comunidad, sino también se tendieron redes, puentes y vinculantes 
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con personas y organizaciones fuera de la comunidad y del país. El primer 
organismo que se manifestó y exigió la resolución del problema fue Amnistía 
Internacional, pero además Cherán contó con el acompañamiento de intelec-
tuales y asociaciones nacionales, y con el apoyo del Alto Comisionado de la 
Organización de las Naciones Unidas (Aragón, 2019). Estas redes externas 
llevaron al gobierno a hacer un cálculo político más apegado a los derechos 
humanos de la comunidad (Hernández, 2020).

Lo anterior habla del éxito del capital social al ayudar a que una comunidad lo- 
grara sus objetivos, pues estuvo en lucha durante casi un año; en ese tiem-
po se organizaron, convivieron, comieron, rezaron, realizaron reuniones para 
informarse y tomar decisiones, se relacionaron con personas, asociaciones  
y organizaciones nacionales e internacionales; lo anterior, permitió la defensa 
de sus bosques y el origen de una nueva forma de gobierno.

Una nueva forma de gobierno indígena en México

Como resultado de la sentencia de la Sala Superior, Cherán acordó conjun- 
tamente con el Instituto Electoral de Michoacán los mecanismos para reali-
zar la consulta. En primer lugar, se debía organizar una reunión informativa 
para que se explicara qué son los usos y costumbres, la cual se efectuó el 15 
de diciembre. “La consulta se llevó a cabo el 18 de diciembre de 2011, votando 
a favor de los usos y costumbres 4 mil 844 ciudadanos y ocho en contra” 
(Ventura, 2012: 168-169); por tanto, a partir de esta fecha, sus autoridades 
serían nombradas bajo usos y costumbres, y en este municipio no se podría 
volver a celebrar ninguna elección ni estatal ni federal con partidos políticos; 
en otras palabras: en Cherán no hay elecciones para gubernatura, ni para 
diputaciones ni senadurías federales, ni para presidente/a de la República.

El 22 de enero de 2012 la comunidad purépecha de Cherán eligió a los 
doce K’eris que integrarían el primer K’eri Janaxkaticha (Concejo Mayor de 
Gobierno), avalado por el IEM, y el 5 de febrero se celebró la toma de pose-
sión de esta nueva estructura de gobierno (Vázquez, 2014). A partir de esta 
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fecha empezó el primer gobierno indígena que gobierna sin partidos políti-
cos. Ahora quien lleva la representación en la Casa Comunal es un Concejo 
Mayor6 y ocho consejos operativos. La comunidad ganó ante el Tribunal 
Electoral el respeto a su autonomía y a su forma de gobierno, por lo cual, de 
aquí en adelante la comunidad elegirá a sus autoridades aplicando sus pro-
pias normas, usos y costumbres, sin partidos políticos. 

Esta nueva forma de gobierno se construyó con la organización base que 
se formó en la lucha: fogatas, barrios, asambleas generales; espacios don-
de ahora se llevan a cabo la participación, los debates y los nombramien-
tos de los representantes del gobierno indígena: Concejo Mayor y consejos 
operativos. El Concejo Mayor se compone de 12 K´eris (tres por cada barrio),  
y existen ocho consejos operativos: Administración Local, Barrios, Desarrollo 
Social, Jóvenes, Bienes Comunales, Asuntos Civiles, Honor y Justicia, y el de 
la Mujer (Hernández, 2020); cada consejo tiene representación de cada uno 
de los barrios, cada uno de los cuales se integra con cuatro miembros, excep-
to el Consejo de Barrios, que por su importancia y trabajo, tiene dos represen-
tantes de cada barrio, por lo que son ocho integrantes en total. 

El que los consejos tengan representación de cada uno de los barrios se 
debe a que estos deben informar a sus integrantes lo que sucede en la Casa 
Comunal. Uno de los consejos que fue creado para que sirviera como la bi-
sagra entre la población y el gobierno indígena es el de Barrios: un repre-
sentante de este consejo –de acuerdo con el barrio al que pertenece– dirige  
la asamblea de su barrio, la intención es comunicar constantemente los  
temas del gobierno al barrio que representa, para que de esa instancia  
se baje a las fogatas; asimismo, este representante del Consejo de Barrios 
debe escuchar y llevar los consensos al gobierno indígena, generando así una 
alta comunicación entre las y los comuneros y las y los representantes en la 
Casa Comunal; sin embargo, en la actualidad se está observando, como se 

6 El gobierno de Cherán está conformado por el Concejo Mayor y los consejos operativos; en este punto 
hay que aclarar que el Concejo Mayor es con “c”, recordando la figura ancestral de gobierno indígena. 
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expondrá a continuación, que no está bajando la comunicación a las fogatas 
como se planeó desde un inicio. 

Hoy en día, las reuniones de las fogatas ya no se realizan con tanta conti-
nuidad como durante la lucha, pues las y los comuneros regresaron a sus 
actividades económicas, laborales y/o culturales; en el caso de las asambleas 
de los barrios, son más continuas las reuniones por la relación que tienen con 
el Consejo de Barrios, y en el caso de las asambleas generales, estas surgen 
solo cuando hay un tema trascendental en la comunidad o cuando es tiempo 
de los nombramientos.

En Cherán hay una alta rendición de cuentas horizontal, pues no solo las 
asambleas de barrio sirven para manifestar las necesidades cotidianas, tam-
bién pueden destituir a cualquiera de sus representantes en la Casa Comunal, 
en caso de que no estén trabajando a favor de la comunidad; además, en estas 
asambleas se realizan los nombramientos, es decir, los procesos para ele-
gir a las autoridades indígenas, y se han convertido en una de las formas 
de participación más importantes del gobierno indígena. Estos procesos  
duran meses, ya que no solo se trata de ir a votar, sino también de consensar 
los requisitos para los nuevos nombramientos, que se plasman en la convo-
catoria, la cual se acuerda desde la fogata, luego en los barrios y finalmente 
en la Asamblea General, en ese orden; hay que apuntar que son varias sesio-
nes, principalmente en esta última instancia.

También habría que decir que la realización de la convocatoria es un espa-
cio que se da la comunidad para repensar, cuestionar si los consejos están 
funcionando, si hay que reestructurarlos, si se necesitan más o se puede 
continuar con los mismos, conocer en qué están fallando y qué cosas han 
resultado. Es un proceso de reflexión que tiene la comunidad no solo para 
organizar sus nombramientos sino sobre su estructura de gobierno; cuando 
se termina este proceso se establecen las fechas para los nombramientos del 
Concejo Mayor y de los consejos operativos. 
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Nuevamente, como sucedió durante la lucha, el capital social sigue presente 
en cada uno de los espacios de participación de las y los cheranenses; de 
hecho, es común que en el momento de los nombramientos, si alguien no 
ha llegado, lo busquen o den razón de por qué no asistió; esto sucede por las 
redes densas –en palabras de Putnam– que existen tanto en las fogatas como 
en los barrios.

Es muy interesante observar la participación directa que se genera en los días 
de nombramientos en Cherán, los cuales tienen como finalidad elegir, de ma-
nera directa, a quienes los representarán en la Casa Comunal por tres años. 
Esta forma de organización cuesta muy poco dinero, es transparente, sin 
corporativismo y/o clientelismo, y con total legitimidad. Cuando se consen-
sa con toda la comunidad la nueva convocatoria, esta marca el día y hora de 
inicio de cada uno de los nombramientos. En primer lugar, se elige a los K´eris 
de manera simultánea en los cuatro barrios (en el mismo horario y el mismo 
día); de esta forma los nombramientos son completamente libres y autóno-
mos en cada una de las asambleas. El nombramiento de los K´eris se lleva 
a cabo dos veces, el primero es solo entre la población; el siguiente, en teoría, 
sería una repetición para que el IEM pueda certificar los resultados y avalar  
al nuevo gobierno indígena en Cherán, pero lo atractivo es que la segunda repe- 
tición ha llegado a funcionar como una segunda vuelta electoral (Hernández, 
2020), por lo que se han dado cambios en los resultados, y la población los 
respeta, pues son consecuencia de una asamblea. Después, siguen los nom-
bramientos para cada uno de los consejos operativos, y funcionan de igual 
forma en cada barrio: proponen a sus candidatos y candidatas, se vota por 
una o un representante para cada uno de estos consejos, excepto para el de 
Barrios, en el cual se eligen dos miembros por barrio; estos nombramientos 
se llevan a cabo solo una vez, el IEM ya no pide estar presente. 

La forma en cómo se lleva a cabo la elección de las autoridades en cada 
uno de los cuatro barrios, en general, es la siguiente: la Comisión de Enlace 
pregunta a la Asamblea a quiénes propone para la Mesa de los Debates, 
para que lleven el proceso de los nombramientos ese día. La comunidad 
debe proponer una o un presidente, un secretario/a y dos escrutadores/as. 
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Cuando es designada la Mesa de los Debates, se da inicio al nombramiento, 
lo primero que hace esta mesa es dar lectura a la convocatoria, la cual ya 
fue previamente consensada por toda la población; después, se pregunta 
Fogata por Fogata cuáles son las propuestas que quieren hacer, y se justifi- 
ca el porqué de estas personas, así luego que la comunidad las admitió pasan 
al frente (la Mesa de los Debates debe cuidar que haya candidatos y candida-
tas)7 y exponen si aceptan la candidatura. Ya que la asamblea nombró a sus 
candidatos/a y estos consintieron la postulación, se cuentan los apoyos, para lo  
cual estos se suben a una silla, enseguida, la o el presidente de la Mesa de 
los Debates invita a las y los comuneros presentes a que se formen enfrente 
de quien apoyarán. Posteriormente, los escrutadores/as cuentan en voz alta 
a las personas por cada candidato y candidata; si todos están de acuerdo con 
el conteo, se escriben los resultados en una cartulina y se pegan en el lugar 
de la Asamblea. No hay quejas posteriores a estos nombramientos, no hay 
recuentos, todo es muy transparente. 

Es así como el municipio de Cherán designa 12 k´eris (tres por cada barrio)  
y ocho consejos con cuatro miembros cada uno (uno de cada barrio), ex-
cepto el Consejo de Barrios que tienen dos por cada barrio, con un total de 
ocho miembros.

Haciendo un balance general después de ocho años de esta nueva forma 
de gobierno indígena en México, se observan algunos temas que a futuro 
pueden representar un problema para su organización, en caso de que no 
se atiendan: 

7 Hay que señalar, por lo que se observó en el proceso de los nombramientos, que en Cherán hay 
una preferencia porque sean hombres los que representen a la comunidad en el Concejo Mayor; sin 
embargo, la comunidad está consciente de que se debe integrar a la mujer, y haciendo uso de su 
autonomía y respeto de sus usos y costumbres la comunidad no aceptó aplicar la paridad electoral 
en los nombramientos de 2018; ante esto, se promovió en las asambleas la participación de las mu-
jeres, y se aclaró en la convocatoria que se debía motivar y respetar la participación de ellas; en este 
sentido, se logró que hubiese tres K’eris del género femenino. Se debe aclarar que en los barrios en 
los que se eligió a una mujer fue porque separaron por género la votación o le asignaron un espacio 
a ellas. Cherán enseñó al país que, si se consensa con la comunidad la participación de la mujer, se 
evita la violencia política por razón de género (Hernández, 2020).
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a. El primer tema es que en estos últimos nombramientos se observó 
una baja, aún insignificante, en la participación, por tanto, se debe 
cuidar este proceso. A continuación, se presenta la participación de 
las y los cheranenses en los tres nombramientos del Concejo Mayor 
que se han dado en la comunidad. Cabe señalar que son el resultado 
de la segunda elección, la cual se hace para que el Instituto Electoral de 
Michoacán avale los resultados de los nombramientos.

Gráfica 1
Nombramiento de los K’eris para el Concejo Mayor (2012-2018)

BARRIO 1 BARRIO 2 BARRIO 3 BARRIO 4 TOTAL

2012

2015

2018

3500

3000

2500

2000

1500

1000

500

0

Gráfica 1. Nombramiento de los K’eris para el Consejo Mayor (2012-2018)

Fuente: Instituto Electoral del Estado de Michoacán.

La gráfica 1 deja ver cómo los barrios que mayor participación tienen de ma-
nera histórica son el dos y el tres. En el Barrio 1, como se observa en este 
último nombramiento hubo mayor participación, mientras que en los demás 
barrios sucedió lo contrario. En la elección de 2015 en el Barrio 2 se partici-
pó más. En el Barrio 3 fue en el primer gobierno y, finalmente, en el Barrio 4 
solo en este último nombramiento hubo una menor presencia de comuneros  
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y comuneras. Ante estos resultados, se observa una alta presencia de  
la población. 

Hay que aclarar que la participación en estos nombramientos no es de un 
día, sino de meses y horas invertidas (las asambleas en Cherán tienen una 
duración aproximada de tres a cinco horas), además de los días cuando se 
nombra a las y los miembros del Concejo Mayor y de los consejos operati-
vos, estas últimas asambleas son convocadas desde las 10:00 de la mañana 
en los cuatro barrios, el nombramiento empieza a las 12:00 p.m., las y los co- 
muneros permanecen hasta que se concluye la asamblea (alrededor de las 
3:00 de la tarde).

En este sentido, los nombramientos en Cherán no se pueden relacionar  
o comparar con las elecciones convencionales en la democracia liberal, pues 
no solo es ir a votar y ya, como ya se señaló, es mucho más amplia la parti-
cipación y con un gran compromiso hacia su comunidad; no hay compra de 
voto ni acarreo ni nada parecido. Las y los comuneros que se presentan a las 
diferentes asambleas es porque quieren colaborar en nombrar a sus nuevos 
representantes, porque saben que es su compromiso y su responsabilidad 
elegir a la siguiente gestión, a la cual estarán observando durante tres años.

b. El segundo tema al que se tendría que poner atención se refiere a que 
el Consejo de Barrios se ha llenado de trabajo, principalmente de acti-
vidades de organización en la comunidad (Hernández, 2020: 132), por 
lo que ha dejado de lado uno de sus objetivos principales: asegurarse 
de que la información que se genera en la Casa Comunal se transmita 
no solo al barrio sino hasta las fogatas. Aunque se hacen reuniones en 
los barrios, este Consejo no da seguimiento a lo que sucede después; 
en este sentido, se ha llegado a observar que no siempre todas las 
fogatas se enteran de las noticias del gobierno. Aunque esto aún no  
representa un problema, a futuro sí puede menoscabar la participa-
ción, por tanto, se deberían reestructurar las tareas del Consejo de 
Barrios para que recupere el espíritu con el que fue creado: la bisagra 
que une a la sociedad y al gobierno indígena. 
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Sin embargo, en el balance general son más los logros de este gobierno puré-
pecha; en el caso de la administración, hay que señalar que hay continuidad de  
los proyectos importantes para la comunidad. Las y los nuevos miembros  
de la Casa Comunal deben continuar con las encomiendas que dejó incon-
clusas la anterior gestión, lo cual se puede ver en el relato del K’eri B del 
segundo gobierno de Cherán: 

 Dentro de nuestro tiempo, se sacaron [...] tres libros, se culminó la cuestión de  

la etapa del hospital, se hizo la purificadora, se hizo la Casa de la Mujer, se hizo 

el segundo pozo de agua profundo, un sinfín de pavimentaciones, se termina la 

Casa de la Cultura, y pues las avenidas principales ya se tienen totalmente con 

servicios, agua potable, drenaje, y se echó a andar la planta de tratamiento de 

aguas residuales […]. Entonces, fue un cambio enorme en la cuestión, tal vez 

no se ve todo lo que se quisiera, porque son muchas cosas, cuestiones que al 

parecer ya las teníamos, pero no estaban concluidas: está la segunda etapa 

del hospital, se decía, sí, ya está, pero no estaba terminada, y la cuestión del 

equipamiento, la cuestión de echarla a andar fue lo más grande; ahí está el dre- 

naje, que casi todos se conectaban, pero no sabíamos que ahí se estaba 

regando solo la cuestión de aguas residuales; no había tratamiento, ahorita lo  

hay [...]; se empezó la segunda planta de tratamiento en la parte norte, ya 

también se va a abrir otra línea para allá [...]. Y en la cuestión del campo pues 

ya también se avanzó mucho más en el asunto de la reforestación y el asunto 

del cuidado del bosque [...]. Políticamente, pues consolidamos la cuestión de 

nuestra libre determinación, no se tenía la consolidación, tal vez no esté termi-

nado, falta el 115, falta la ley orgánica municipal, pero se caminó muy bien [...], 

políticamente hablando [...], también los reportajes, los documentales, la parte 

de la difusión, la parte de tal vez, no ser un modelo, pero si una inspiración 

[...] se da, o sea, eso no existía, a mí me toca ir a visitar Ayutla y demás en 

el estado de Morelos [...]. Y entonces, eso es así como echarnos porras […]. 

La concreción de la ley de mecanismos de participación ciudadana [...]. En la 

cuestión de seguridad tuvimos dos, tres cuestiones no muy agradables, como 

el asesinato del niño y el asesinato de Lupita, que fue fuera de la comunidad 

[...] (K’eri B del segundo gobierno de Cherán). 
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Así, cada gestión trabaja arduamente por su comunidad, muestra de ello es 
la creación del vivero (proyecto que inició con el primer gobierno indígena), 
el cual no solo da empleo a las y los miembros de la comunidad, sino que al 
término de la segunda gestión ya había logrado la reforestación de sus bos-
ques (Hernández, 2020).

En este gobierno indígena se acabó el mal uso de los recursos públicos, pues 
hay una alta rendición de cuentas horizontal, además los doce K´eris, como 
representan a barrios distintos, también se observan entre ellos. Otro de los 
logros de este gobierno indígena y que hay que destacar por las condiciones 
nacionales, es la existencia de seguridad pública (ver la tabla 1); en Cherán 
se puede caminar tranquilamente por sus calles, esto no sucede ya en casi 
ningún otro lugar del país.

Una nueva cultura política resultado de los usos y costumbres indígenas

Con este nuevo gobierno indígena se generaron en las y los cheranenses nue-
vos valores, comportamientos y/o creencias de lo político y de la comunidad. 
Uno de ellos es la revocación de mandato, cualquier barrio que crea que su 
representante en el Concejo Mayor o en cualquiera de los consejos operati-
vos no está trabajando para el bien del Barrio y/o de la comunidad lo puede 
destituir. Esto en Cherán es parte de su nueva cultura política; las y los comu-
neros, después de la lucha, acordaron que si uno de sus representantes no 
cumplía con la labor que se le había asignado, se le podía quitar del cargo. Las 
y los cheranenses tienen claro que cualquiera a quien se le proponga y acepte 
ser candidato o candidata sabe que tiene que trabajar por la comunidad, es 
su obligación como comunero/a, pues la paga es significativa. Está introyec-
tado en el imaginario colectivo que la intención de ocupar estos puestos no 
es para hacerse rico sino para trabajar por su comunidad. Así que no es que 
se dé un voto de confianza por tres años, quien sea elegido será vigilado y se 
le exigirá todo el tiempo. En consecuencia, a los K’eris no se les trata con nin-
guna reverencia, de hecho, en las asambleas se les cuestiona de igual a igual, 
hay una amplia rendición de cuentas horizontal.
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Otro de los elementos culturales presentes en la reconfiguración de su go-
bierno basado en sus usos y costumbres es el de sentirse en igualdad de 
condición frente al otro, ello pareciera un tema resuelto en las democracias 
liberales, no obstante esto no es así, aunque la mayoría de las constituciones 
lo establece como un derecho humano; sin embargo, en la realidad no se lleva 
a cabo por temas de color de piel, dinero, educación, puesto, género, religión, 
tal como lo observamos en las distintas encuestas nacionales descritas en la 
introducción de esta obra. En Cherán todas y todos los comuneros tienen una 
igualdad de estatus, como consecuencia de que en la lucha toda la comuni-
dad estuvo dispuesta a defender su territorio, sus bosques, su familia y su 
vida; todas y todos participaron como iguales, sin distinción de ningún tipo. 
Hay que aclarar que esta igualdad es en el sentido de ciudadanía, pues la po-
blación aprovechó la diferencia de género, de edad, de profesión que existía 
entre ellos y ellas para lograr sus objetivos: todos/as cooperaban con lo que 
podían, tenían y sabían, desde la igualdad como comuneras y comuneros. En 
este sentido, tanto en la lucha como ahora en el gobierno, todas y todos los 
comuneros son iguales y en la esfera pública se tratan como tal; cualquier 
ciudadano o ciudadana cheranense puede opinar, participar y hasta exigir 
que el gobierno vaya siempre por el camino trazado por la comunidad, en 
consecuencia, será escuchado y tomado en cuenta como cualquier otro.

Ante el trato igualitario entre comuneras y comuneros que surgió en la lu-
cha y que ahora con el nuevo gobierno continúa, como una consecuencia 
natural, existe una gran tolerancia ante la opinión de la y el otro frente a los 
temas de la comunidad; lo anterior se observa en cualquiera de sus distintas 
asambleas. La comunidad tiene claro en el imaginario colectivo que cual-
quier participación y opinión es importante, y nunca ni más ni menos que 
otra, hay un gran respeto a la opinión del otro/a, por tanto, en las diferentes 
asambleas todas las voces son escuchadas para posteriormente llegar a los 
consensos. Las imposiciones no son válidas ni existentes en esta comunidad 
(Hernández, 2020).

La historia de lucha de Cherán y las entrevistas cualitativas que se rea-
lizaron dejan ver a cada comunera o comunero dispuesto a defender su 
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territorio en cualquier momento, en caso necesario; pero además, cualquier 
cheranense tiene claros sus derechos, dado que en la lucha los abogados 
les dieron a conocer sus derechos nacionales e internacionales como gru-
po indígena purépecha; si esto lo reforzamos con el hecho de que cualquier 
comunero/a sabe que puede ser escuchado por sus autoridades y que su 
participación es importante para influir en el gobierno, estamos ante una 
ciudadanía con una gran competencia subjetiva9 y eficacia política.

Paradójicamente, el triunfo de esta comunidad nos lleva a cuestionarnos al-
gunos elementos de las posturas culturalistas, pues en primer lugar no se 
necesita, como prioritario para la participación, un grado de estudios o co- 
nocimiento político ni una edad específica, pues cada individuo puede apor-
tar desde su historia elementos importantes a la organización. En otras  
palabras, aunque no toda la población en Cherán tiene las condiciones socia-
les para tener niveles altos de escolaridad e ingresos, elementos que autores 
como Almond y Verba (1963), Inglehart (1990, 1998), Dahl (1989) y Sartori 
(1992) consideran fundamentales para formar a una o un ciudadano par-
ticipativo, lograron el movimiento, hasta ahora, el más importante de este 
siglo en México, y siguen participando cotidianamente para que su gobierno 
responda a la comunidad.

Se observa entonces que un tema interesante que se manifestó en la lucha 
de Cherán es la forma en la que la confianza o desconfianza en las institucio-
nes puede marcar el tipo de participación, en este caso, ante una amenaza a 
su patrimonio natural la comunidad se quejó con sus gobernantes, quienes 
no respondieron; en consecuencia, la población los desconoció y sacó de su 
comunidad a los partidos políticos, generando una nueva forma de gobierno, 
la cual ya ha trabajado durante nueve años y con resultados positivos para las 

9 Almond y Verba (1963) son los autores que le dieron origen a esta característica, consideraban que si 
un ciudadano o ciudadana creía que podía influir en la política, lo haría con mayor probabilidad que 
aquel que no confiaba en sí mismo. Para ellos, cuando una o un individuo posee una alta competencia 
subjetiva es mayor la probabilidad de ser el más activo en cuanto “a seguir y conocer los asuntos 
políticos, en discutirlos y en procurar que su voz sea escuchada” (p. 296), en otras palabras, podría 
lograr ser eficaz políticamente hablando. Al contrario, cuando una o un ciudadano cree que no puede 
incidir en las decisiones de las y los políticos, además de que se piensa que estos no se preocupan 
por sus intereses, difícilmente mostrará interés y no se informará sobre la política, por lo tanto, su 
participación será exigua y desinformada.
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y los cheranenses. De esta manera, la comunidad mostró que dejar de creer  
en las instituciones convencionales y terminar con ellas no llega a ser un tema 
negativo, tal como pensaron los clásicos (Almond y Verba, 1963) sino que 
se convierte en el surgimiento de nuevas propuestas que pueden fortalecer  
y enriquecer una democracia multicultural (Kymlicka, 1996). 

Hay que aclarar que en el caso de Cherán nunca se pretendió una separación 
del pacto federal, solo se exigió respeto a su forma de gobierno indígena, de he-
cho, la comunidad continúa pagando impuestos y recibiendo el ingreso que le 
corresponde como municipio, recursos que se utilizan en el desarrollo del mu-
nicipio. Lo anterior ha abonado a que esta nueva forma de gobierno sea exitosa.

En conclusión, este estudio de caso nos permite reflexionar acerca de cómo en  
un país donde las encuestas nacionales muestran que hay una participación 
muy exigua en la esfera pública, hay experiencias regionales que son excep-
cionales y que no se reflejan en este tipo de investigaciones. Por ejemplo, 
si se contrasta esta alta participación de la comunidad de Cherán con datos 
que se muestran en las encuestas nacionales, se puede ver que se trata de 
realidades distintas: en la Encuesta Nacional de Cultura Política de 2001 
(BDSOCIAL, 2020) 85% de las y los mexicanos encuestados no eran miem-
bros de ninguna asociación; del 15% que respondió positivo a esta pregunta,  
37% señaló pertenecer a una asociación religiosa, y 25%, a un sindicato (por-
centajes con más presencia); lo anterior nos permite deducir que hay poca 
participación, pero se observa más en lo social que en lo político. Cifras pare- 
cidas a las Encuestas Nacionales de Cultura Política en 2003, 2005, 2008 
y 2012 (BDSOCIAL, 2020); en esta última, por ejemplo, cuando se preguntó 
a las personas encuestadas si eran miembros de alguna de las organizacio-
nes, 23% dijo formar parte de una asociación de padres de familia; 15%, 
de una agrupación religiosa; 13%, de una asociación de vecinos, colonos y 
condóminos; 13%, de una asociación deportiva; 12%, de una organización 
estudiantil; 12%, de una organización de voluntariado o beneficencia; 12%,  
de una organización de ciudadanos; 8%, de algún grupo de defensa del medio 
ambiente; 7%, de un partido político; 7%, de alguna agrupación política; 7%, 
de un grupo de arte y cultura; 6%, de un sindicato; 4%, de una agrupación 
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profesional; 3%, de un grupo relacionado con la industria, el comercio o si-
milares, y 3%, de un grupo de pensionados o jubilados. Resultados que se 
confirman en el Informe país sobre la calidad de la ciudadanía en México en 2015 
(INE, 2015). En este contexto, es claro que se necesita complejizar el tema de 
la cultura política en México, pues estas encuestas nacionales no alcanzan  
a reflejar las realidades existentes en el país. Por tanto, uno de los objetivos 
de este libro es exponer la multiculturalidad mexicana, la cual debe ser estu-
diada con teorías, conceptos y metodologías diferentes a las que hasta ahora 
se han empleado.

Finalmente, a partir del análisis de este caso, se propone evidenciar que en 
México existe un multiculturalismo que debe ser considerado en los análisis 
de cultura y participación políticas. En este sentido, Cherán aporta a esta 
perspectiva:

a. Dejar de ver a México como un país homogéneo, por lo cual no se 
puede utilizar un único instrumento metodológico para intentar apre-
hender la cultura política y la participación de las y los mexicanos. 

b. Considerar que para lograr que la participación ayude a la democracia 
se necesita de un bien común, una identidad cultural y la existencia del 
capital social. 

Reflexiones finales

Cherán mostró cómo la participación de una comunidad, si bien puede iniciar 
por el amor a su identidad y a su patrimonio (sus bosques), podría ser exi-
tosa y lograr sus objetivos si se genera capital social y valores democráticos, 
independientemente de variables sociodemográficas como son la educación  
y el ingreso, las cuales han sido consideradas como esenciales por los autores 
clásicos de la cultura política. 

Asimismo, esta comunidad dejó ver que cuando una población ya no tiene 
respuesta de sus instituciones y pierde la confianza en ellas, puede lograr trans-
formaciones institucionales, generando nuevas formas de gobierno, en este 
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caso a nivel municipal, sin partidos políticos. La lógica por la que expulsaron 
a los partidos políticos me parece interesante y motivo de reflexión; en las 
entrevistas las y los comuneros mencionaban: “nos dividían como comu-
nidad”, “no nos permitían vernos como comunidad”; si esto lo trasladamos 
a otros contextos municipales, podríamos analizar si efectivamente estas 
instituciones políticas trabajan por el bien colectivo o si solo lo hacen por 
sus intereses individuales y/o de grupo y/o de partido. Para evitar esto úl-
timo, en Cherán expulsaron a los partidos políticos y ya no pueden entrar 
formalmente. Este logro considero que es una de las aportaciones empíri-
cas importantes a nivel nacional que pueden ayudar a las y los científicos  
sociales a deconstruir conceptos como el de democracia y además permiten 
cuestionarnos temas como el de la organización municipal. Hay mucho que 
aprender de esta nueva forma de gobierno indígena.

Analizar el caso Cherán nos hace cavilar en la importancia y la necesidad de 
que hoy, ante el descrédito de los partidos políticos, se tienen que innovar 
nuevas formas de gobierno y de participación. La existencia de este pueblo 
nos lleva a imaginar y a abrir la posibilidad de la presencia de municipios con 
distintas formas de gobierno: algunos con partidos políticos, otros sin ellos, o 
una mezcla, como es el caso de Oaxaca. 

En este sentido, esta comunidad purépecha muestra cómo sus nuevas ins-
tituciones municipales: Concejo Mayor y los consejos operativos, junto con 
las fogatas, barrios y la Asamblea General pueden ser tan eficientes como el 
presidente/a municipal, las y los regidores o síndicos. Pero también, junto con 
esta forma de organizarse, Cherán expone la importancia de valores como 
el bien común, la igualdad –como el estatus de ciudadano o ciudadana– y la 
tolerancia, elementos sin los cuales no sería posible la amplia participación 
y el éxito de su gobierno indígena.

Por tanto, este municipio indígena está enseñando que hoy en día se puede 
combinar la participación directa con la representativa en la vida cotidiana  
y no solo en algunos mecanismos como el referéndum o el plebiscito; ade-
más, nos permite observar cómo una población puede garantizar mediante 
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la articulación de sus instituciones y su participación, que no haya corrup-
ción e inseguridad pública, dos de los problemas más graves por los que 
México atraviesa.

Hay que aclarar que esta nueva forma de gobierno no tiene que ver con el nú- 
mero de habitantes en el municipio sino con la manera en que se organi- 
zan; en el caso de Cherán la existencia de los cuatro barrios ha sido crucial, lo 
cual hace pensar en que esta forma de gobierno podría darse en poblaciones 
más grandes, con más barrios u otras formas de organización. Es decir, se debe 
ampliar el análisis para buscar nuevas formas de participación en donde las  
y los ciudadanos se involucren directamente y formen consensos; considerar 
cuándo se pueden dar y en qué contextos pueden organizarse asambleas ge-
nerales, de barrios o fogatas, cuántos y cómo se organizarían en los distintos 
municipios, es una tarea por hacer. Con este ensayo se pretende estimular la 
imaginación para generar realidades distintas a las que comúnmente conoce-
mos con los partidos políticos.

Finalmente, este trabajo también busca evidenciar lo heterogéneo que pue-
den llegar a ser los municipios en México, de tal forma que podamos buscar 
nuevas teorías para estudiar la cultura política de los mismos y generar ins-
trumentos metodológicos más allá de las encuestas, que nos puedan llevar 
a nuevas conclusiones o hallazgos sobre las culturas de las y los mexicanos.
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http://pacarinadelsur.com/dossier-12/975-cheran-un-ejercicio-de-autonomia-purepecha


66

Las culturas políticas de las y los mexicanos

An
ex

o 
I

Cu
ad

ro
 B

.16
. M

ic
ho

ac
án

 d
e 

O
ca

m
po

: T
ot

al
 d

e 
vi

vi
en

da
s,

 in
di

ca
do

re
s s

ob
re

 m
ig

ra
ci

ón
 a

 E
st

ad
os

 U
ni

do
s,

 ín
di

ce
 y

 
gr

ad
o 

de
 in

te
ns

id
ad

 m
ig

ra
to

ria
, y

 lu
ga

r q
ue

 o
cu

pa
 e

n 
lo

s c
on

te
xt

os
 e

st
at

al
 y

 n
ac

io
na

l, 
po

r m
un

ic
ip

io
, 2

01
0

Clave de la 
 entidad federativa

Clave 
 del municipio

Entidad 
 federativa/Municipio

Total 
 de viviendas1

% Viviendas que 
 reciben remesas

% Viviendas con emigrantes  
a Estados Unidos del  
quinquenio anterior

% Viviendas con migrantes 
circulares del quinquenio 

anterior

% Viviendas con migrantes de 
retorno del quinquenio anterior

Índice de 
intensidad migratoria

Índice de intensidad migratoria 
reescalado de 0 a 1002

Grado de 
 intensidad migratoria

Lugar que ocupa en 
el contexto estatal3

Lugar que ocupa  
en el contexto nacional3

16
02

0
Cu

itz
eo

6 
60

7
13

.17
6.

05
1.5

0
6.

09
0.

78
14

4.
49

64
Al

to
58

49
5

16
02

1
Ch

ar
ap

an
2 5

67
9.8

5
4.

37
1.2

1
5.8

6
0.

43
47

3.6
95

2
M

ed
io

78
69

5

16
02

2
Ch

ar
o

5 1
82

13
.0

2
9.4

6
3.1

6
10

.39
1.8

26
2

6.9
10

7
M

uy
 A

lto
19

15
5

16
02

3
Ch

av
in

da
2 5

19
18

.72
8.

52
7.0

4
10

.20
2.8

10
0

9.1
84

0
M

uy
 A

lto
6

34

16
02

4
Ch

er
án

4 
08

2
8.

29
5.4

8
2.1

4
5.4

9
0.

60
86

4.
09

71
Al

to
66

58
6

16
02

5
Ch

ilc
ho

ta
8 

31
2

5.3
0

3.9
8

1.4
1

3.0
3

-0
.0

37
6

2.6
03

8
M

ed
io

99
99

1

16
02

6
Ch

in
icu

ila
1 4

97
15

.4
3

6.
81

2.2
7

7.6
8

1.2
62

6
5.6

08
2

Al
to

35
30

6

16
02

7
Ch

uc
án

di
ro

1 3
09

41
.0

2
22

.15
1.0

7
10

.54
3.4

76
5

10
.72

40
M

uy
 A

lto
2

14

16
02

8
Ch

ur
in

tz
io

1 3
98

24
.50

8.
32

1.1
5

8.
58

1.6
04

7
6.

39
88

Al
to

25
19

5

16
02

9
Ch

ur
um

uc
o

3 2
65

12
.70

5.7
3

2.2
1

5.2
7

0.
80

42
4.

54
90

Al
to

56
48

8

16
03

0
Ec

ua
nd

ur
eo

3 5
09

26
.90

12
.26

1.6
3

7.1
9

1.9
43

9
7.1

82
5

M
uy

 A
lto

17
13

2

Co
nt

in
úa

...



67

Cultura y participación sin partidos políticos: Cherán

Clave de la 
 entidad federativa

Clave 
 del municipio

Entidad 
 federativa/Municipio

Total 
 de viviendas1

% Viviendas que 
 reciben remesas

% Viviendas con emigrantes  
a Estados Unidos del  
quinquenio anterior

% Viviendas con migrantes 
circulares del quinquenio 

anterior

% Viviendas con migrantes de 
retorno del quinquenio anterior

Índice de 
intensidad migratoria

Índice de intensidad migratoria 
reescalado de 0 a 1002

Grado de 
 intensidad migratoria

Lugar que ocupa en 
el contexto estatal3

Lugar que ocupa  
en el contexto nacional3

16
03

1
Ep

ita
cio

 H
ue

rta
4 

00
1

6.
31

9.1
1

3.5
5

4.
50

0.
98

60
4.

96
92

Al
to

48
40

4

16
03

2
Er

on
ga

ríc
ua

ro
3 5

37
17.

42
5.8

0
3.5

7
5.5

7
1.3

29
6

5.7
63

2
Al

to
33

27
6

16
03

34
Ga

br
iel

 Z
am

or
a

5 0
40

6.
20

4.1
3

0.
87

4.
01

-0
.0

01
5

2.6
87

2
M

ed
io

97
96

6

16
03

4
Hi

da
lg

o
27

 39
6

7.0
1

4.
68

2.2
4

6.
79

0.
65

70
4.

20
90

Al
to

64
55

5

16
03

5
La

 H
ua

ca
na

7 7
28

9.7
2

4.
57

0.
83

5.0
6

0.
27

85
3.3

34
2

M
ed

io
84

78
2

16
03

6
Hu

an
da

ca
re

o
3 4

42
24

.55
10

.8
2

2.4
2

12
.77

2.4
97

3
8.

46
13

M
uy

 A
lto

12
58

16
03

7
Hu

an
iq

ue
o

2 1
93

25
.4

2
13

.4
8

3.7
9

13
.18

3.0
60

9
9.7

63
8

M
uy

 A
lto

3
21

16
03

8
Hu

et
am

o
10

 9
85

20
.0

9
7.0

7
1.9

6
3.3

0
0.

95
01

4.
88

61
Al

to
50

41
7

16
03

9
Hu

ira
m

ba
1 8

13
3.9

7
2.9

8
2.5

4
6.

84
0.

47
72

3.7
93

3
M

ed
io

74
66

7

16
04

0
In

da
pa

ra
pe

o
3 8

27
12

.54
7.1

9
1.5

7
5.4

9
0.

78
80

4.
51

15
Al

to
57

49
2

16
04

1
Iri

m
bo

3 2
24

12
.6

3
7.3

9
1.9

9
6.

81
1.0

33
8

5.0
79

5
Al

to
45

38
6

Fu
en

te
: C

on
se

jo
 N

ac
io

na
l d

e 
Po

bl
ac

ió
n 

(2
01

0)
, Í

nd
ic

es
 d

e 
in

te
ns

id
ad

 m
ig

ra
to

ria
 M

éx
ic

o-
Es

ta
do

s 
U

ni
do

s (
Co

le
cc

ió
n 

Ín
di

ce
s S

oc
io

de
m

og
rá

fic
os

), 
 

p.
 13

5,
 d

isp
on

ib
le

 e
n 

ht
tp

s:/
/w

w
w.

go
b.

m
x/

cm
s/

up
lo

ad
s/

at
ta

ch
m

en
t/f

ile
/11

42
24

/In
di

ce
s_

de
_in

te
ns

id
ad

_m
ig

ra
to

ria
_M

ex
ico

_E
st

ad
os

_U
ni

do
s_

20
10

_P
ar

te
4.

pd
f 

(fe
ch

a d
e 

co
ns

ul
ta

: 1
2 

de
 fe

br
er

o 
de

 2
02

0)
.



68

Las culturas políticas de las y los mexicanos

Anexo II
Entrevistas semiestructuradas en la comunidad de Cherán

K’eri A del primer gobierno de Cherán

K’eri B del segundo gobierno de Cherán

Concejo Mayor del segundo gobierno de Cherán

Coordinadora de Fogata A 

Coordinador de Fogata B

Coordinador de Fogata C

Coordinador de Fogata D

Coordinadora de Fogata E

Coordinador de Fogata F

Coordinador de Fogata G

Coordinador de Fogata H

Coordinador de Fogata I

Coordinadora de Fogata J

Coordinador de Fogata K

Coordinador de Fogata L

Miembro de la Fogata A
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Miembro de la Fogata B

Miembro de la Fogata C

Miembro de la Fogata D

Miembro de la Fogata E

Miembro de la Fogata F

Miembro de la Fogata G

Miembro de la Fogata H

Miembro de la Fogata I

Miembro de la Fogata J

Miembro de la Fogata K

Miembro de la Fogata L

Miembro de la Fogata M

Miembro A del Consejo Administrativo del segundo gobierno de Cherán

Miembro B del Consejo Administrativo del segundo gobierno de Cherán

Miembro A del Consejo de Barrios del segundo gobierno de Cherán

Miembro B del Consejo de Barrios del segundo gobierno de Cherán

Consejo de Barrios del segundo gobierno de Cherán
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Consejo de Jóvenes del segundo gobierno de Cherán

Miembro A de la Comisión de Enlace

Miembro B de la Comisión de Enlace

Abogado que representa a Cherán

Consejero electoral A del IEM

Administrador del Vivero en el segundo gobierno de Cherán



Introducción

Tras la ola de transiciones a la democracia que se vivieron en países de 
América Latina, Europa del Este y África tras el fin de la Guerra Fría, se in-
crementó el interés por la cultura política como un concepto que nos ayuda 
a entender por qué algunas democracias funcionan y otras no tanto. En este 
sentido, se han difundido estudios basados en encuestas a nivel internacio-
nal para poder medir y comparar la cultura política en diversos países. Sin 
embargo, si por cultura política se entiende el conjunto de valores, actitudes  
y conocimientos que una población manifiesta hacia su forma de organiza-
ción política, encontramos que estas encuestas asumen cierta homogenei-
dad dentro de la nación. 

En México las prácticas comunitarias de las poblaciones indígenas de los 
estados del sureste, tales como Michoacán, Chiapas, Oaxaca y Guerrero, 
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Joann Picard*
Rocío G. Bravo Salazar**

* Correo electrónico: j.picard@gmx.com
**  Correo electrónico: rocio.bravo@unsis.edu.mx
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están reconocidas constitucionalmente y respaldadas por sistemas políti-
cos propios en los que conceptos como democracia, libertad, participación, 
ciudadanía e igualdad adquieren significados propios del contexto en el que 
surgen y se desarrollan. Legalmente, los pueblos y comunidades indíge- 
nas de México tienen garantizado, en el artículo 2° constitucional, el derecho 
de decidir, elegir y aplicar sus normas de convivencia de origen ancestral.

Específicamente, en el estado de Oaxaca, 417 de sus 570 municipios es-
tán reconocidos legalmente como Sistemas Normativos Indígenas (SNI). 
Este término ha causado dudas en los ámbitos académico, político, legal y 
cultural, ya que hace referencia a tres esferas de acción: la primera es legal  
y corresponde al reconocimiento constitucional de las prácticas tradicionales 
culturales y políticas de comunidades indígenas; la segunda se concentra 
en los procedimientos electorales que se implementan en estas comunidades  
y que difieren entre sí; finalmente, se asumen los SNI como parte de un con-
junto de prácticas comunitarias que subyacen a la identidad de los municipios 
oaxaqueños y que, a pesar de ser particulares de cada comunidad, presentan 
rasgos comunes como el trabajo colectivo a través del tequio y la gueza, el 
sistema de cargos como mecanismo escalafonario en el servicio público, la 
asamblea comunitaria en la que se dirimen los asuntos públicos y que se 
yergue como una fuente de derecho consuetudinario (Curiel, 2015a; Zepeda 
y Bravo, 2016).

Aunque las tres esferas de acción citadas (legal, electoral y comunitaria) es-
tán relacionadas entre sí, en lo particular refieren ámbitos de acción distintos. 
Específicamente en el ámbito legal, el reconocimiento a nivel constitucional 
de las prácticas comunitarias de las comunidades oaxaqueñas abona a la 
imagen de México como el país multicultural que es, pero genera también 
múltiples preguntas no resueltas y conflictos sobre lo que significa la convi-
vencia de culturas políticas distintas al interior de un Estado-nación de cor- 
te liberal.

Este texto retoma el concepto de cultura política de Almond y Verba (1963), 
que está basado en el enfoque estructural-funcionalista de Parsons (1991), 
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y a su crítico Luhmann (1991), para plantear una reflexión teórica entre las 
contradicciones que plantea el sistema democrático mexicano, basado en 
el liberalismo político, y las prácticas comunitarias, políticas y culturales de 
comunidades autoadscritas como indígenas en la Sierra Sur de Oaxaca. 

La discrepancia entre las acepciones de conceptos fundamentales de la cul-
tura política de distintas sociedades, tales como participación, democra-
cia, espacio público, derechos, sujeto de derecho, libertad, entre otras, ha  
generado conflictos. Primero, estos se dan entre comunidades regi-
das por SNI y diversas dependencias públicas del orden federal y estatal,  
tales como el Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 
Oaxaca (IEEPCO) o la Defensoría de los Derechos Humanos del Pueblo 
de Oaxaca. La segunda variante de conflicto es entre las mismas per-
sonas comuneras de los municipios, por ejemplo, entre jóvenes que se 
niegan a pasar por el sistema escalafonario para adquirir un cargo públi-
co, entre feligreses/as de religiones distintas a la católica que se niegan  
a participar en las cooperaciones para la mayordomía o que exigen mayor 
participación en el espacio público, o entre cabeceras municipales y agen-
cias por la distribución de los recursos federales del Ramo 28 y Ramo 33,1 

a comuneras que exigen su derecho a participar en el espacio público sin 
restricciones de género, migrantes que regresan a su comunidad con visiones 
distintas de su interactuar en el espacio público, por mencionar algunos.

Los conflictos mencionados se manifiestan con mayor intensidad y fre-
cuencia desde hace dos décadas en la Sierra Sur oaxaqueña y tienen como 
trasfondo una discrepancia entre la legislación estatal y documentos inter-
nacionales que el Estado mexicano ha firmado en materia de reconocimien-
to a los derechos de las comunidades originarias de autogobernarse según 

1 Las transferencias que se realizan por medio del Ramo 28 “Participaciones a entidades federativas 
y municipios” pueden ser usadas libremente por parte de los estados y municipios. Estos recursos 
los envía el gobierno federal a los estados y municipios según i) sus participaciones distribuidas 
durante ese ejercicio, ii) su crecimiento del PIB, iii) su esfuerzo recaudatorio y iv) su número de 
habitantes. Por otro lado, las transferencias que se realizan por medio del Ramo 33 (“Aportaciones a 
entidades federativas”) tienen objetivos definidos por el gobierno federal en materia de educación, 
salud, infraestructura educativa y social, y seguridad pública. El Ramo 33 se divide en fondos que se 
distribuyen a partir de fórmulas, indicadores, criterios, calendarios y destino, establecidos en la Ley 
de Coordinación Fiscal.
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sus tradiciones, y una jerarquía legal basada en el liberalismo político, en la 
que los derechos individuales son la garantía ante el despotismo del Estado. 
Sin embargo, existe una ambigüedad conceptual entre las prácticas consue-
tudinarias reconocidas legalmente y el derecho positivo que rige, al menos 
nominalmente, la vida de las y los ciudadanos del Estado mexicano, ya que 
algunas veces las tradiciones comunitarias son avaladas por la ley y otras son 
consideradas ilícitas.

La cultura política de una sociedad incluye su cosmovisión y valores respec-
to a la forma de interactuar entre quienes integran una comunidad y, en el 
caso de las comunidades indígenas, está marcada por la costumbre, es decir, 
prácticas sociales que se aplican, pero que no surgen del derecho escrito y, 
en este sentido, son flexibles. La confianza en la asamblea comunitaria como 
espacio para resolver disputas, el tamaño de la población y el grado de cohe- 
sión social y confianza entre esta han hecho innecesaria, hasta ahora, la legis-
lación escrita como fuente de Derecho.

Esta ambigüedad entre la costumbre y la ley deja un amplio margen para 
que autoridades municipales, partidos políticos, líderes locales y demás ac-
tores que nacen tras la ruptura de la homogeneidad interpreten la costum-
bre según sus propios intereses (Recondo, 2007), provocando conflictos 
que se asumen como electorales, pero que tienen raíces más profundas y en 
las discrepancias mencionadas.

Cualquier propuesta seria en materia de armonización de ambos sistemas, 
el tradicional y el liberal, que vaya más allá de lo emblemático pasa por un 
análisis de las culturas políticas que se han desarrollado en ambos siste-
mas para determinar puntos de choque y encuentro que permitan distinguir  
puntos de convivencia y diálogo. En este sentido, la antropóloga Deborah 
Poole sostiene que este proceso se complica debido a “[...] la distancia que 
separa los principios indígenas de representación, autoridad y jurisdicción de 
los criterios utilizados para valorar y reconocer las capacidades y legitimidad 
de una autoridad en el sistema electoral estatal (y nacional)” (2006: 17).



75

La relación entre las culturas políticas de las comunidades  
indígenas en la sierra sur de Oaxaca y el Estado mexicano

Este análisis busca abonar a la discusión de los principios que distinguen a la 
cultura política liberal del Estado mexicano y los que constituyen los pilares 
de las culturas políticas de las comunidades regidas por SNI en la Sierra Sur 
oaxaqueña. En este contexto, la primera parte del capítulo retoma el con-
cepto de cultura política propuesto por Almond y Verba y, desde la crítica de 
Luhman a la teoría estructural-funcionalista de Parsons, se propone que los 
valores de la cultura política liberal occidental no son únicos ni universales. 
La segunda parte aborda los elementos distintivos de las culturas políticas 
de comunidades indígenas de la Sierra Sur oaxaqueña y sus puntos de en-
cuentro y desencuentro con los valores del liberalismo político, entre ellos, 
conceptos fundamentales como: el sujeto de derecho y obligación, el espacio 
público y privado, el significado de la democracia. 

Los debates sobre el concepto de cultura política

Los debates actuales sobre el concepto de cultura política en México reto-
man el concepto de cultura cívica propuesto por Almond y Verba en su tra-
bajo clásico The Civic Culture: Political Attitudes and Democracy in Five Nations 
(1963). Haciendo un análisis comparativo en Estados Unidos, Reino Unido, 
Alemania, Italia y México, los autores llegan a la conclusión de que el tipo 
de cultura política mejor adaptado al sistema de gobierno democrático re-
presentativo es la cultura cívica, que es una mezcla de los tres tipos puros 
de cultura política: la parroquial, de súbdito y la participante. Destacan que 
ese tipo de cultura política se desarrolló en Reino Unido y se puede observar 
igualmente en Estados Unidos, a donde llegó ya desarrollada y en el momen-
to en el que las grandes peleas entre élites políticas aristocráticas, industria-
les, comerciales y el pueblo ya habían finalizado. Almond y Verba concluyen 
que la cultura cívica es muy parecida a la cultura política de Estados Unidos 
y Reino Unido, donde se tiene un equilibrio entre ciudadanía informada y 
políticamente activa, no de manera permanente, pero siempre cuando es 
necesario, y una élite política que estabiliza el sistema político y es capaz  
de formular e implementar políticas que correspondan a las necesidades de 
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la persona ciudadana ordinaria sin que esta sea forzada a intervenir cons-
tantemente de manera directa en la política para que se tomen en cuenta sus 
intereses. Concluyen de forma implícita que la mejor forma de estabilizar  
las democracias a nivel global consistiría en la adaptación de la cultura política 
anglosajona, lo que nos lleva directamente a pensar acerca del imperialismo 
cultural implícito que conlleva ese concepto, ya que los parámetros que per-
mitieron la creación de la cultura política anglosajona están estrechamente 
ligados a las condiciones sociopolíticas británicas y no podemos asumir que 
hayan existido las mismas condiciones en México.

Según Almond y Verba (1963), la cultura cívica es producto del encuentro en-
tre modernidad y tradición en el que la aristocracia logró crear una coalición 
con comerciantes y magnates industriales para establecer los principios de 
la supremacía del parlamento y de la representación política. La cultura po-
lítica anglosajona retoma principios tradicionales y modernos; es una cultura 
basada en la pluralidad, la comunicación y la persuasión, que Almond y Verba 
describen como una cultura del consenso y de la diversidad que permite el 
cambio político, pero que lo modera.

El concepto de cultura cívica de Almond y Verba crea paralelismos entre el 
desarrollo del sistema político de Occidente, que está caracterizado por  
su democracia representativa, el parlamentarismo y la separación del sis-
tema económico del sistema político (el capitalismo)2 y un sistema cultural 
congruente, capaz de crear una cohesión social lo suficientemente fuerte 
para sostener ese sistema.

Las categorías de análisis que proponen Almond y Verba para medir la cultura 
política son las “orientaciones individuales” y los “objetos políticos”, siendo la 
“orientación cognitiva”, la “orientación afectiva” y la “orientación evaluativa” 
las formas en las que puede aparecer la “orientación individual”. Mientras, “el 

2 El libre mercado sobre el que se basa el capitalismo no es una estructura que surgió de manera 
espontánea. Es producto de una política económica, que de manera consciente separó lo económico 
de lo político y abandonó de esa manera a la población empobrecida a su suerte, creando los ejérci- 
tos de pobres que sostendrán la revolución industrial (Polanyi, 2017).
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sistema político en general, roles o estructuras específicas de los represen-
tantes políticos y la burocracia estatal y las políticas públicas” determinan las 
formas de los “objetos políticos” (1963: 14).

En total, Almond y Verba (1963) distinguen tres diferentes tipos puros de 
cultura política:

1. Cuando la o el individuo no conoce la estructura del sistema polí-
tico en general, el rol de las y los representantes políticos, las políti-
cas públicas y sus capacidades de incidir en lo político, se habla de 
una “cultura política parroquial”, una categoría que se relaciona con  
la cultura política de las tribus africanas tradicionales, donde no 
existen roles políticos especializados, sino roles difusos que inte-
gran roles políticos, económicos y religiosos en uno solo.

2. Cuando la o el individuo conoce el sistema político en general, así 
como las políticas públicas, pero no tiene conocimiento acerca de 
roles burocráticos y políticos en específico, no sabe cómo incidir en 
lo político y se asume como un sujeto pasivo, se habla de una “cul-
tura política de súbdito”, ejemplificada en la cultura de la monarquía 
absoluta francesa.

3. El tercer tipo puro de cultura política es la “cultura política partici-
pante”, que se da cuando la o el individuo conoce el sistema político 
en lo general y en lo específico, las políticas públicas y sus oportu-
nidades de incidir en ellas. En esa cultura política la o el individuo 
se entiende como sujeto político activo. Sin embargo, estos tipos 
de cultura política raramente se encuentran de manera pura y lo 
usual es que se mezclen, creando la cultura política específica de 
cada sociedad.

Almond y Verba (1963) agregan otra categoría de análisis: la “congruencia” 
de la estructura del sistema político con la cultura política del lugar, que se 
puede medir con la lealtad, apatía o alienación de la persona hacia el sistema 
político. Por ejemplo, un sistema político autoritario y centralizado sería con-
gruente en un sistema político con una cultura política parroquial, a la vez que 
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un sistema político democrático y descentralizado sería congruente con una 
cultura política participante.

Los debates actuales en México sobre cultura política son planteados de tal 
manera que los conceptos de “cultura política” y “cultura cívica” se usan como 
si fueran sinónimos. De esa manera, en el ámbito académico encontramos 
trabajos que niegan la existencia de una cultura política en México (Hernán-
dez, 2008). En estos casos la cultura política se interpreta de manera teleo-
lógica, siendo una cultura política que fomenta la participación autónoma y 
propositiva un fin último. En el mismo esquema caen los debates acerca de la 
cultura política en comunidades indígenas y su relación con el derecho mexi-
cano. En el abanico tenemos, por un lado, trabajos descriptivos que enuncian 
las formas específicas de gobierno de los SNI (Martínez y Carrera, 2016) y 
por el otro, trabajos normativos que defienden o atacan la posición especial 
de los SNI en el sistema político mexicano (Aguilar, 1997; Escalante, 2004; 
Recondo, 2007; 2013).

El presente texto aporta a este debate desde las críticas profundas al enfoque 
estructural-funcionalista de Talcott Parsons, basado en los argumentos  
que formula el teórico alemán Niklas Luhmann. El concepto de cultura polí-
tica de Almond y Verba se basa en la postura teórica estructural-funciona- 
lista del sociólogo estadounidense Parsons, que explica la conducta de la  
o el individuo en una sociedad a partir de la existencia de estructuras sociales 
que definen la función que debe cumplir en la sociedad. Cuando una o un 
individuo toma una posición en la estructura social (el estatus), se espera  
un cierto comportamiento bien definido (el rol) y es a través de la sociali-
zación y el control social que la sociedad logra mantener la estabilidad del 
sistema social y la integración de las y los individuos (Parsons, 1991).

El sistema cultural, que es uno de los cuatro subsistemas del sistema so-
cial, tiene la función de integrar las personas en el sistema social a partir de 
la creación de símbolos, conocimientos e ideas que permiten crear normas  
y valores compartidos y es el sistema fiduciario que se encarga de la transmi-
sión de estos; un proceso que es parte de la socialización de la o el individuo. 
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De esa manera, este interioriza los símbolos culturales de la sociedad a la que 
pertenece hasta el punto de no reflexionar conscientemente acerca de ellos 
y convertirlos en parte de su sistema de valores y creencias (Parsons, 1991).

La cultura política se puede definir como “el conjunto de orientaciones cog-
nitivas (básicamente conocimientos y creencias), evaluaciones (opiniones  
y juicios) y actitudes (tendencias psicológicas que permiten a las y los indi-
viduos hacer valoraciones) que una población manifiesta frente a diversos 
aspectos de la vida política y el sistema político” (Schneider y Avenburg, 
2015: 111).

En el caso de una cultura política basada en una democracia representati-
va, podemos observar la existencia de símbolos específicos que personas 
socializadas en ella asocian de manera intuitiva con conceptos que la sos-
tienen, como: parlamento, elecciones y partidos políticos. Cuando se analiza 
la estructura del sistema político mexicano se puede caer en la tentación de 
decir que es disfuncional por falta de cultura política. Sin embargo, eso es 
asumir que una estructura dada viene automáticamente con una función 
cumplida, y es en este punto donde la crítica de Luhmann a Parsons reflexio-
na sobre el concepto de cultura política.

Luhmann critica en Parsons el hecho de que, si bien su teoría explica la con-
ducta de la o el individuo en una sociedad, nunca menciona cómo se crea el 
sistema social y su estructura. Además, niega que una teoría social basada en 
la teoría general de sistemas pueda reclamar ser universal sin caer en juicios 
subjetivos por ser autorreferentes, es decir, estar basados en la estructura de 
la sociedad a la que el sujeto pertenece. Para evitar comparar estructuras so-
ciales fuera de su entorno, Luhmann propone analizar los sistemas a partir de 
una comparación de las funciones y luego observar las diferentes estructuras 
que una función social puede establecer en diferentes entornos. Retoma el 
enfoque estructural-funcionalista de Parsons, pero de forma inversa, asu-
miendo que es la función la que antecede a la estructura y que la estructura 
de un sistema es variable, es decir, no tiene valores o normas absolutos, sino 
solamente valores autorreferenciales (Luhmann, 1991).
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Luhmann también critica en Parsons el hecho de que este describe la estruc- 
tura social como estática y dada, por lo tanto, no alcanza a explicar cómo esta 
se origina y cambia a través del tiempo. La estructura social determinaría la ac-
ción de la o el individuo, pero no se explicaría cómo él o ella puede determinar 
la estructura social. Como solución a ese dilema, Luhmann introduce el con-
cepto de “autopoiesis”, inspirado por el biólogo chileno Humberto Maturana.

Según Luhmann, el sistema social se crea de manera autopoiética, es decir, 
de manera autónoma, sin incidencia externa y a partir de la comunicación 
que existe entre los diferentes elementos del sistema social. La creación del 
sistema social se efectúa a base de códigos binarios que diferencian al siste-
ma social de su entorno. Esa diferenciación crea un sistema cerrado con una 
lógica y una organización propias, que es incapaz de analizarse de manera 
objetiva, ya que todo elemento del sistema es a la vez sujeto y, por lo tan-
to, autorreferente. El sistema se encuentra operacionalmente cerrado a su  
entorno y se rige por una lógica propia que, vista desde el exterior –es decir, en  
el momento en el que se objetiviza por un tercero– no tiene sentido. Las trans-
formaciones en el sistema social son únicamente posibles cuando sus ele-
mentos modifican los códigos de comunicación como resultado de cambios 
en la conciencia que está estructuralmente acoplada al sistema social. So- 
lamente nuestra conciencia es capaz de observar y objetivizar el sistema  
social; sin embargo, es necesario que los elementos se comuniquen para que 
los cambios en el sistema se efectúen (Luhmann, 1991).

Retomando nuestro ejemplo de la democracia y sus símbolos, eso significaría 
que los valores y normas que una o un individuo socializado en una democra-
cia liberal y representativa pueda asociar con ellos solamente tienen sentido 
en este. Cuando no entiende el sentido de los símbolos, significa que tiene 
una socialización en un entorno diferente. Por ejemplo, la compra de votos 
en el sistema político mexicano puede ser juzgada como un problema para 
la democracia mexicana. Pero el asumir que las personas que compran votos 
no tengan valores y carezcan de cultura política es malentender la función de 
ese acto y la estructura social que lo posibilita. Hay que asumir que la compra 
de votos es parte de la cultura política de algunas regiones en México y que 
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las personas que la practican lo hacen por los valores y las normas que in- 
teriorizaron en su proceso de socialización política, en la que asocian eleccio-
nes a la obtención de beneficios económicos o en especie. La o el político que 
quiera ganar una elección en un medio en el que la compra de votos es parte 
de la estructura social no logrará nada con argumentos racionales, cuando lo 
que se espera de él es una despensa o algún tipo de beneficio directo. En este 
sentido, la despensa y el argumento político racional pueden tener la misma 
función en entornos sociales diferentes.

La autorreferencia en el análisis de los sistemas sociales es un hecho que 
plantea la complejidad de los estudios de la cultura política de los SNI en 
México desde una perspectiva no indígena. En la actualidad estos se realizan 
a partir de una comparación con una estructura social ajena al sistema cul-
tural indígena y a partir de códigos que fueron creados en un entorno diferen-
te. Hasta ahora, en el estudio de la cultura política indígena mexicana no se 
ha entendido que los códigos sociales son un valor en sí mismos y no tienen 
sentido fuera de su entorno.

Eso no significa que no sea posible entablar una comunicación entre dos 
sistemas culturales diferentes, sin embargo, hay que ser conscientes de que 
eso conlleva directamente a una disputa sobre los poderes interpretativos 
acerca de los códigos. No olvidemos que estos se crean a partir del mecanismo  
de diferenciación. Esto explica los múltiples conflictos que observamos ac-
tualmente en la Sierra Sur oaxaqueña cuando los SNI y el derecho positivo 
mexicano entran en contacto. Al final se trata de una lucha por el poder in-
terpretativo que a menudo termina con cambios en los códigos del sistema 
cultural indígena debido a las jerarquías de poder establecidas.

Recondo (2013) bosqueja, a partir de argumentos de Escalante Gonzalbo, 
el debate que existe entre los teóricos acerca de la compatibilidad de los 
SNI y el derecho positivo, es decir, entre las posiciones del holismo y del in-
dividualismo. El argumento de Escalante, citado en Recondo, es que existe 
una incompatibilidad de fondo entre el “espíritu individualista de los dere-
chos civiles y el espíritu comunitario de las costumbres jurídicas indígenas” 
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(2013: 25). El objetivo de estas es preservar la comunidad ante los “impul-
sos egoístas, indóciles, de los individuos que la constituyen”, mientras que  
los derechos civiles apuntan ante todo a preservar la libertad de estos mismos 
individuos (Escalante, 1997 en Recondo, 2013: 26). A ello, Recondo contesta 
que los sistemas indígenas son “órdenes normativos eminentemente híbri-
dos” y que a nivel local observamos “contradicciones permanentes que cru-
zan los órdenes jurídico-institucionales locales” (2013: 26).

Las costumbres no son totalmente anteriores ni ajenas al proceso de forma-
ción del Estado, al contrario, constituyen una especie de sedimentación, de 
cristalización poliforme de las normas y los principios jurídicos instituidos 
por el poder central –durante la época colonial, pero también después de la 
Independencia y de la Revolución– y reapropiados, reinterpretados, en el plano 
local, según los modos específicos de las sociedades indígenas. Normas sin-
créticas por excelencia reflejan una tensión permanente entre la lógica de la 
reproducción de las relaciones de fuerza e identidad comunitarias y la de la for-
mación de un orden estatal centralizado e individualizador (Recondo, 2013).

En este punto del análisis es necesario introducir el tema de la complejidad 
de los sistemas que, como describe Luhmann, parte del hecho de que la 
complejidad de un sistema aumenta con el número de elementos que deben 
ser relacionados en él, ya que a partir de un número definido de elementos  
ya no es posible relacionar cada uno de ellos, con lo que se pierde el grado 
de organización y se corre el riesgo de llegar al límite del sistema social, 
dado que los elementos no relacionados dejarían de formar parte de él. La 
única solución a ese dilema es disminuir la comunicación entre los elemen-
tos sociales, teniendo menos códigos que comunicar y, de esa manera, re-
ducir la interacción necesaria entre los elementos en el sistema complejo 
(Luhmann, 1991).

Al retomar el argumento de Recondo y asociarlo al aumento de la compleji-
dad de un sistema, tenemos que, si bien es cierto que la cultura política en los 
SNI debe ser entendida como el resultado de la diferenciación entre el orden 
estatal centralizado y la comunidad indígena, es imposible ignorar que su  
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carácter híbrido y singular solamente puede reproducirse a nivel de la locali-
dad, donde la poca complejidad del sistema social, producto de los elementos 
reducidos que ese representa, permite una relación intensa entre todos/as  
sus integrantes. La creación del Estado moderno, basado en los principios del 
liberalismo político, la representación política de la o el individuo y un Estado 
de derecho basado en la igualdad de las y los individuos puede ser entendida 
como el intento de reducir la complejidad del sistema político monárquico, 
basado en privilegios y arbitrariedades, que ya no podía mantener la relación 
entre los elementos sociales por la complejidad cada vez más grande que 
conllevaban los procesos socioeconómicos en la época moderna. De igual 
forma, los SNI en México sobreviven en localidades homogéneas; sin em-
bargo, conforme las localidades se diversifican y personas reclaman que son 
discriminadas en nombre del derecho consuetudinario, observaremos una 
lucha por el poder interpretativo de los códigos y una transición paulatina a los 
principios del Estado liberal.

Un ejemplo en el contexto mexicano es el conflicto acerca de la participación 
de las mujeres en el sistema político indígena. Desde el punto de vista del dere-
cho positivo, la exclusión de las mujeres es una violación a sus derechos hu-
manos. Sin embargo, en la gran mayoría de los SNI ese debate es falaz, ya que 
la función de representación política no se da a través de una participación 
individual en lo político, sino a través de una participación colectiva familiar; 
la o el individuo no existe y la mujer es parte del colectivo familiar, por lo tan-
to, una participación de la mujer, como se interpreta en los sistemas políticos 
influenciados por una cultura política liberal, no tiene sentido, ya que es el 
jefe de familia quien la representa. Es interesante observar que en contextos 
en los cuales el jefe de familia hombre está ausente, por ejemplo, por haber 
migrado, la participación de la mujer como jefa de familia no es problemática.

En Oaxaca el IEEPCO ha obligado a los municipios que se rigen por SNI a in- 
tegrar mujeres en el cabildo y permitir su participación en las asambleas 
comunitarias. El resultado es, por el momento, poco alentador, ya que en 
muchas ocasiones se puede observar que se cumplen con las normas por 
forma, utilizando a las mujeres como prestanombres para sus esposos  
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o delegándoles regidurías de manera simbólica. La razón es la misma. No 
existe una función real en el sistema político indígena para que las mujeres  
participen en lo político. Sin embargo, se está dando esa transición y pode-
mos observar cambios en la estructura de la composición del ayuntamiento 
municipal de los pueblos indígenas de la Sierra Sur de Oaxaca, así como lu-
chas de poder en torno a la interpretación de la costumbre.

La razón por la cual el sistema democrático representativo solamente funcio-
na en un sistema cultural basado en valores liberales es porque el liberalis-
mo adaptó los códigos de comunicación a las funciones necesarias para que 
funcione ese sistema y quitó de la comunicación puntos sensibles y poten- 
cialmente controversiales, como la cuestión religiosa, creando el concepto 
de individuo, esfera privada y esfera pública. Como ya se mencionó, el sistema 
cultural indígena no conoce el concepto de individuo y, por lo tanto, no existe 
esfera privada ni pública, lo que nos explica por qué es imposible que la cues-
tión religiosa sea vista como un asunto meramente privado en comunida-
des indígenas, ya que en la función “autoridad política” no se ha separado lo  
religioso de lo político como en los sistemas culturales liberales. Lo religioso 
y lo político conforman una unidad, por lo que se puede inferir que dentro de 
la cultura política en los pueblos indígenas tiene un fuerte elemento parro-
quial, siguiendo la tipología de Almond y Verba. Sin embargo, esa unión se ve 
retada por la emergencia masiva de iglesias protestantes.

Una vez planteado el enfoque teórico que sigue el texto, en el siguiente apar-
tado de este capítulo se busca comparar funciones y estructuras entre el sis-
tema cultural y político indígena y liberal en México para resaltar los códigos 
que hacen a estos sistemas distintos entre sí.

La cultura política en comunidades  
indígenas de la Sierra Sur oaxaqueña

El estado de Oaxaca concentra en sus 570 municipios una gran cantidad 
de población indígena (34%). Con 16 lenguas indígenas reconocidas y sus  
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variantes, las poblaciones indígenas oaxaqueñas tienen usos y costumbres 
propios que han desarrollado a lo largo de décadas paralelamente al de- 
sarrollo del Estado mexicano. Las comunidades indígenas de la Sierra Sur 
de Oaxaca poseen formas particulares de comprender el mundo y de in- 
teractuar con él. De estas formas de convivir, celebrar sus festividades, vivir, 
etcétera, se desarrolla una concepción de lo público y la vida en comunidad 
que genera lo que se puede llamar sus culturas políticas.

De los 570 municipios oaxaqueños, 417 se rigen por el llamado sistema de 
usos y costumbres, que actualmente se denomina sistemas normativos indí-
genas3 y que hace referencia a la autodeterminación de estas comunidades 
en su forma de elección de autoridades y reconocimiento legal de sus prác-
ticas comunitarias e indígenas. Bajo este sistema de organización, las co- 
munidades indígenas permiten, y en ocasiones obligan, a sus habitantes  
a participar en procesos comunitarios en los que la cooperación, colabora-
ción y reciprocidad se dan en dos niveles: en beneficio de la comunidad y a 
nivel familiar. Entre los primeros se encuentran instituciones como el sistema 
de cargos, el tequio, las asambleas comunitarias, los diversos comités y las 
mayordomías. En el ámbito privado las prácticas solidarias se muestran en 
eventos familiares como fallecimientos, matrimonios, bautizos o cuando 
alguien de la comunidad lo requiere por estar incapacitado/a para realizar un 
trabajo o por estar pasando por un mal momento; en estas circunstancias el 
apoyo comunitario se muestra en trabajo o en especie.

Mientras que una parte fundamental de la cultura política de los sistemas 
liberales se sustenta en el reconocimiento de los derechos individuales y la 
garantía de estos como protección ante el despotismo del poder estatal, en 
las comunidades indígenas el acceso a la ciudadanía y el ejercicio de esta 
depende de cumplir con las obligaciones comunitarias arriba mencionadas 
para acceder a una serie de derechos colectivos. Aunque esta concepción 

3 Los usos y costumbres hacen referencia a una serie de prácticas comunitarias compartidas por 
pueblos oaxaqueños que, si bien varían entre ellas y son únicas al ser propias de cada comunidad, 
tienden a tener elementos en común como lo son: la asamblea comunitaria, la práctica del trabajo 
comunitario expresada en el tequio o la gueza, las prácticas de ayuda mutua y las mayordomías en 
las fiestas patronales (Zepeda y Bravo, 2016).
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del bien comunal pudiera ser difícil de entender desde la lógica liberal, dichas 
medidas de solidaridad han sustentado en buena medida procesos organiza-
tivos de corte autonómico, así como han garantizado la existencia de estas 
comunidades ante años de olvido estatal. En este sentido, mientras que para 
la democracia liberal representativa la o el individuo es el sujeto de dere-
cho en el espacio público y privado, en estas comunidades el principio de  
representación es familiar y comunitario. Cuando existen, los derechos indi-
viduales van estrictamente asociados a los derechos colectivos.

En la figura 1 se aprecia un esquema acerca de la estructura política, que tam-
bién es cultural, de los municipios regidos por SNI.

Figura 1
Aproximación a la estructura política de los municipios regidos por SNI

Asamblea comunitaria

Sistema de cargos Trabajo comunitario 
(tequio, comités)

Escalafón del ayuntamiento: 
Presidencia municipal, alcaldía, sindicatura, 
primera regiduría, segunda regiduría, 
tercera regiduría, topil.

Estructura del comisariado de bienes 
comunales: 
Presidencia, secretaría, tesorería, 
propietario/as.

Cargos religiosos: mayordomía, comité  
de iglesia, limpieza del santo patrono.

Comités: de salud, educación, caminos,  
del agua, etcétera.

Fuente: Elaboración propia con base en información de Canedo Vásquez (2008) y Gallardo García (2012), 
así como observación en trabajo de campo.
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El principio de la autoridad moral y la construcción del prestigio social son 
valores fundamentales dentro de la cultura política de las comunidades in-
dígenas. La vida cotidiana de estas poblaciones está marcada por estrechas 
relaciones sociales de convivencia, tanto en lo público –una ritualidad inten-
siva manifestada en numerosas fiestas religiosas, en los diversos comités de 
la escuela, de la iglesia, centros de salud, políticas sociales, etc.– como en lo 
privado –densos vínculos familiares que demandan una intensa asociación 
con la familia extendida–. En este contexto de estrecho tejido social, el pres-
tigio y la autoridad moral que alguien de la comunidad adquiera a través de 
su desempeño en la vida comunitaria le es un patrimonio social tan valorado 
como en las sociedades liberales podría ser el poder económico. Esta es la 
razón por la que, desde la lógica liberal, nos cuesta entender que una persona 
destine todo su patrimonio a dar una fiesta comunal en la que tendrá que 
proveer comida y música para toda la población a cambio del prestigio social 
que esto le conlleva. La autoridad moral y el prestigio social ante la comuni-
dad son elementos fundamentales en la construcción de los valores políticos 
de las comunidades indígenas y fungen como determinantes del compor- 
tamiento y control social.

Una estrecha relación de la comunidad con su territorio y un fuerte sen-
timiento de pertenencia a la comunidad marcan también los valores po- 
líticos de estas comunidades. El territorio, como elemento del Estado-nación 
de corte liberal, es el escenario geográfico en el que transcurre la vida polí-
tica de la comunidad; sus recursos son usufructuados y administrados para 
generar bienes al Estado. Para las comunidades indígenas, el territorio es un 
elemento vivo; montañas, ríos, valles y desiertos que lo componen tienen vida 
y cobran un significado especial en su cosmovisión del mundo. No es casual 
que comunidades indígenas que han perdido su tejido social ante los em- 
bates de la modernidad retomen sus tradiciones y valores comunitarios 
cuando su territorio se ve amenazado ante megaproyectos de extracción  
o construcción que ponen en peligro la vida de estos. De la misma manera, el 
sentimiento de pertenencia a su comunidad es parte de los valores políticos 
de las y los comuneros. Pertenecer a la comunidad no es algo que se decide; 
la pertenencia tiene sus raíces en antepasados de la comunidad, el idioma  
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y la convivencia de generaciones. La pertenencia a la comunidad no es  
algo que se adquiera en una generación o se pierda fácilmente. Los proce-
sos migratorios llevan a las personas indígenas fuera de sus comunidades, 
pero en la mayoría de los casos las remesas para las familias que envían son 
una fuente importante de entrada de recursos a los poblados indígenas de la 
Sierra Sur oaxaqueña.

Los conceptos de dignidad y buen vivir, entendidos como un equilibrio entre 
el ser humano y la sociedad en la que se desenvuelve para disfrutar la vida, 
están presentes en las prácticas comunitarias de las comunidades indíge-
nas de la Sierra Sur de Oaxaca, cuyos valores conceden preeminencia a una 
intensa vida comunitaria y familiar en equilibrio con su territorio. La conser-
vación de su territorio resulta menos complicada que en otras sociedades, ya 
que, en su mayoría, estas comunidades cuentan con una economía primaria 
en la que la agricultura de autoconsumo, la generación de artesanías y las 
transferencias monetarias conforman la base de las actividades productivas.

Puntos de desencuentro entre la cultura política de  
las comunidades regidas por SNI en la Sierra Sur  
de Oaxaca y el Estado mexicano

Teóricamente los SNI están integrados al Estado mexicano, aunque supedi-
tados a la jerarquía de normas que establece que, en caso de controversia, 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) está por 
encima de las leyes federales y las constituciones estatales. Lo que sucede en 
la realidad es que, históricamente, el Estado mexicano ha tenido poca pre-
sencia en las comunidades indígenas de la Sierra Sur oaxaqueña, causada 
por el desinterés y aunada a lo complicado de su acceso. Recondo (1999) 
argumenta que el reconocimiento constitucional que se le otorgó a los en-
tonces usos y costumbres se debió no tanto a una política del reconocimiento 
de la multiculturalidad de la población oaxaqueña, sino a cálculos políticos  
y discursos legitimadores con escaso análisis y sustento.
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Sin embargo, una vez reconocidas las prácticas comunitarias indígenas a ni-
vel legal, se desataron numerosos conflictos derivados de las diferentes 
cosmovisiones y culturas políticas que están sobre la base de ambos siste- 
mas. Según datos del IEEPCO (2020) en 1995 se reportaron 57 conflictos 
postelectorales en municipios regidos por SNI; en 2013, la cifra que ya en 
años anteriores mostraba una clara tendencia al alza llegó a 144; y en 2016 
fueron 157. Los llamados conflictos postelectorales se alimentan de múlti-
ples conflictos sociales originados por los embates de la modernidad: las 
transferencias federales de los ramos 28 y 33, la creciente migración, el con-
siderable avance de las iglesias protestantes, entre otros fenómenos sociales 
que están transformando la configuración sociopolítica de las comunida- 
des indígenas. La parte visible de estas transformaciones son los llamados 
conflictos postelectorales que dejan de manifiesto las diferencias entre las 
culturas políticas de las comunidades indígenas y el Estado mexicano.

En la tabla 1 se esquematizan los principios básicos en los que los valores de 
las culturas políticas de sociedades tradicionales y modernas difieren entre sí.

Tabla 1
Principales diferencias entre las estructuras sociales en comunidades 

regidas por usos y costumbres y el Estado mexicano central

Función social
Comunidades regidas  
por usos y costumbres

Estado mexicano central

Representación política Principio de representación familiar Principio de representación individual

Participación política
Sujeto activo: Tenue línea divisoria  

entre gobernantes y gobernados/as
Sujeto pasivo: Clara línea divisoria  

entre gobernantes y gobernados/as

Toma de decisiones
Democracia directa con  
principio de consenso

Democracia representativa  
con principio de mayoría

Legitimación del poder
Legitimidad del poder es la tradición 

(Derecho consuetudinario)
Legitimidad del poder es  
legal (Derecho positivo)

Producción económica Sociedades agrícolas Sociedad industrial

Continúa...
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Función social
Comunidades regidas  
por usos y costumbres

Estado mexicano central

Esfera política Lo privado es público y viceversa Estricta división entre lo público y lo privado

Administración de  
la sociedad

Administración directa y personalizada
Administración profesionalizada,  

impersonal y racionalizada

Fuente: Elaboración propia con base en observaciones en diversas comunidades regidas por SNI en la 
Sierra Sur oaxaqueña.

A continuación, ampliamos dos principios para establecer las diferencias  
de acepción:

1. Participación de todas y todos los miembros de la comunidad política 
en el espacio público: el principio de representación para las demo-
cracias liberales es universal, es decir, toda aquella persona que sea 
ciudadana, sin distinción de raza, género, estatus socioeconómico, 
filiación religiosa, etcétera. Por el contrario, el derecho de participa-
ción en la asamblea comunitaria, o el principio de representación en 
las comunidades indígenas, es familiar y notabiliar. En la asamblea 
comunitaria se representan familias en la medida que se les consi-
dera la base de la sociedad, y no las y los individuos. Este principio 
contrasta con los valores occidentales al dejar fuera de la asamblea 
a mujeres, hombres que no son jefes de familia, personas no origi- 
narias de la comunidad (llamadas avecindadas), personas con  
religión diferente a la católica (ya que las mayordomías son cargos 
políticos) y comuneros/as emigrados/as que no cumplen con las 
responsabilidades comunitarias.

2. Capacidades administrativas-institucionales: las democracias li- 
berales asumen la forma representativa debido al número de ciuda-
danos y ciudadanas que conforman la comunidad política; cuando 
las comunidades sobrepasan las y los 10,000 habitantes,4 se hace 
necesaria la profesionalización del aparato gubernamental, que 

4 Número de habitantes que considera la CPEUM para ser considerado un centro urbano, disponible en 
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0188-46112003000100010

http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0188-46112003000100010
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asumirá un rol preponderante en la provisión de servicios públicos. 
Así, la capacidad administrativa de un gobierno pasa por la primera 
fase de organización, en la que se hacen necesarios los reglamentos, 
organigramas, la profesionalización de la persona gobernante que 
se rodeará de “personas expertas”, asesores/as encargados/as de 
la toma de decisiones para la comunidad. Lo anterior significa una 
clara separación entre gobernantes y gobernados/as; estos últimos 
a través de su voto delegan su derecho a decidir lo mejor para la co-
munidad. En los municipios indígenas, también por su tamaño, esta 
separación entre gobernantes y gobernados/as es muy tenue. El  
sistema de cargos que regula la participación activa en el ayun- 
tamiento municipal en los municipios regidos por SNI está confor- 
mado de manera que cada integrante de la comunidad tiene el  
derecho y la obligación de “servir” a su pueblo como parte del ca-
bildo municipal, a través de un sistema escalafonario en el que se 
empieza siendo topil (una especie de policía) y se van escalan-
do posiciones de acuerdo con la edad, el prestigio y los servicios  
prestados a la comunidad. Bajo este precepto, cualquier persona 
comunera puede ser elegida para fungir en el ayuntamiento sin que 
su nivel educativo o de profesionalización sea determinante, ade-
más de que las decisiones de importancia serán consultadas en la 
asamblea comunitaria, que es el órgano máximo de decisión dentro 
de la comunidad. En el siguiente esquema se aprecian las raíces de 
los conflictos postelectorales que son los más visibles en términos 
de diferencia cultural entre la organización de los SNI en la Sierra 
Sur oaxaqueña y la democracia representativa del Estado mexicano.
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Figura 2
Las diferencias entre la democracia directa de los municipios regidos 

por SNI y la democracia representativa del Estado mexicano

Hay una clara distinción 
entre el espacio público  

y el privado, el gobierno es 
complejo y hay una clara 

división entre gobernados  
y gobernantes

Ciudadanos/as (todo 
adulto mayor a 18 años que 

tenga el estatus legal de 
ciudadano sin importar su 

género o condición)

El espacio público 
es también privado, 
no hay diferencias 
entre gobernados 
y gobernantes, la 

Asamblea Comunitaria 
es el máximo órgano de 

toma de decisiones

Comuneros/as 
Jefes de familia 

Representantes de un 
grupo familiar

Percepción del espacio público

¿Quién interactúa en  
el espacio público?

Individuo abstracto 
(liberalismo político)

Familia  
(tradición escolástica)

Núcleo / Base social

Economía industrializada / 
Trabajo asalariado

Economía primaria / 
Actividades agrícolas

Conformación socioeconómica

Derecho positivo / Ley
Tradición (componente 
indígena legitimador)

Legitimidad del poder

Derecho  
consuetudinario

Derecho positivo

Comunidades regidas  
por usos y costumbres

Estado mexicano

Fuente: Elaboración propia con base en observaciones en diversas comunidades regidas por SNI en la 
Sierra Sur oaxaqueña.
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Reflexiones finales 

Este capítulo aporta al debate teórico de las culturas políticas en México. 
Retomando la crítica que el teórico alemán Niklas Luhmann realiza a la teoría 
estructural-funcionalista de Talcot Parsons, se analiza el concepto de cul- 
tura política propuesto por Almond y Verba, que explica la cultura política de 
una sociedad como el producto de la relación de las “orientaciones individua-
les” respecto a los “objetos políticos”.

En este sentido, el análisis de Almond y Verba se interpreta como el “deber 
ser” de una cultura política en una sociedad liberal-democrática y, a este res-
pecto, establecemos que la cultura política, producto de la evolución cultural 
e institucional de Inglaterra y Estados Unidos, se convirtió en ideal para las 
democracias liberales. El Estado mexicano, al adoptar el liberalismo político 
como estructura institucional, aspira a lograr los valores de la cultura polí- 
tica liberal.

Los abismos entre el “deber ser” y el “ser” de la cultura política liberal en 
México son profundos. Lo anterior ha llevado a conclusiones que sostienen la  
inexistencia de valores cívicos y cultura política en México o a la ideali- 
zación de la cultura política de sociedades ajenas a la propia. Pasamos de una 
idealización de la cultura política de sociedades europeas y anglosajonas a la 
corriente actual de idealización de cultura política en sociedades indígenas.

En este punto, se retoma la crítica de Luhmann a Parsons que consiste en 
proponer un análisis funcional en vez de uno estructural. Ello, aplicado al con-
cepto de cultura política de Almond y Verba, implica que esta solo puede ser 
entendida a partir de la función que cumple dentro de una sociedad. En la 
perspectiva de Luhmann, solo se puede comprender otro sistema de valores 
desde una diferenciación a partir del sistema al que se pertenece y en el cual se  
fue socializado. Por lo tanto, los valores siempre se entenderán a partir de una 
perspectiva propia y únicamente la diferenciación le da sentido a la estruc-
tura de otros sistemas, lo que permite apreciar otros sistemas de valores sin 
que estos nunca se lleguen a entender como propios. En el caso específico 
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de los conflictos de valores entre la cultura política prevaleciente en el Estado 
mexicano y la cultura política de los pueblos indígenas de la Sierra Sur de 
Oaxaca, la primera busca imponer sus valores a la segunda, agravando así las 
diferencias existentes.

En México, en tanto nación multicultural, coexisten diversas culturas políticas 
que, al haber surgido y desarrollado en contextos distintos, presentan puntos 
de desencuentro. Específicamente, las comunidades que se adscriben como 
indígenas y se rigen por SNI en Oaxaca han desarrollado una cultura política 
con valores y elementos que difieren de la cultura política liberal-democráti- 
ca del Estado mexicano. La coexistencia de esas culturas políticas en el mismo 
espacio geográfico y la falta de códigos de comunicación entre ellas, así co-
mo el hecho de que una se asuma superior a la otra, provocan conflictos que 
aumentan la violencia política y rompen el tejido social en esas comunidades.

En el texto se analizaron las diferencias fundamentales entre elementos de las 
culturas políticas en ambos sistemas. Una vez que desde el aporte teórico es-
tablecimos que la cultura política liberal-democrática es una cultura política, 
pero no la única, se delinearon los principales puntos de desencuentro entre 
esta y la cultura política de las comunidades indígenas. En la tabla 1 se resu- 
mieron las principales funciones de cada estructura en ambos sistemas. Entre 
los elementos más importantes, destaca la inexistencia de la o el individuo 
como base de la sociedad en la cultura política de las comunidades indígenas 
en las que la familia cumple esa función. También el principio de representa-
ción, que en el caso de las comunidades indígenas es notabiliar, pues difiere 
del principio de representación universal en una democracia representativa. 
Asimismo, el principio de legitimación del poder, que en el caso del Estado 
liberal es legal y en el caso de las comunidades indígenas surge de la tradición.

En la medida en que se reconozca el que diferentes estructuras cumplen las 
mismas funciones dentro de una determinada sociedad, se pueden relativizar 
las estructuras del sistema político propio. Lo anterior permitirá la comunica-
ción entre ambos sistemas sociales.
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Futuros trabajos de investigación tienen el reto de buscar el sustento de esta 
armonización para lograr la convivencia pacífica entre culturas políticas en 
México. Conceptos como el de ciudadanía multicultural y multiculturalismo, 
enarbolados desde la teoría política liberal por el canadiense Will Kymlicka 
(1996), podrían ser de utilidad para contemplar la posibilidad de convivencia 
de prácticas comunitarias en una lógica de liberalismo político. Sin embar-
go, el debate es amplio y las propuestas de convivencia deben ir centradas 
en los casos particulares de las comunidades indígenas mexicanas. En este 
sentido, el ejercicio de la tolerancia y la capacidad de entender los argumen-
tos ajenos serán indispensables para lograr una visión que nos acerque a una 
estructura legal y política en concordancia con la multiplicidad de culturas 
políticas que conviven dentro del Estado mexicano.
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Introducción

El estudio de la cultura política en Tlaxcala y de las presidencias de comuni-
dad, para este caso, por usos y costumbres, es un tema poco explorado en 
la región, dado que no se cuenta con registros ni archivos organizados que 
faciliten la información documental. No obstante, el reconocimiento legal en 
las subsecuentes reformas electorales locales ha hecho de esta práctica tra-
dicional de ejercer el poder político un elemento de la cultura política regional 
cuyo mecanismo de selección se ha adaptado a las circunstancias políticas 
actuales, sin dejar de lado sus propios retos.

Este documento está dividido en tres apartados: en un primer momento se 
revisa de manera muy somera el estudio del fenómeno de la cultura política 
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desde lo local, ya que se ha estudiado a partir de la participación política cuyas 
prácticas y actitudes tradicionales de relacionarse con el poder continúan y, 
en algunos casos, son necesarias, las cuales se han ido adaptando a las cir-
cunstancias políticas, después de tres alternancias políticas consecutivas. En 
la segunda parte se desarrolla el tema de las presidencias de comunidad, cuya 
particularidad es la de usos y costumbres; se describen las características mu-
nicipales de género y método de selección con sus propias particularidades, 
así como sus retos, por mencionar algunos, el caso de la participación de la 
mujer y la relación con las propias autoridades municipales y estatales.

De manera paralela se entrevistó a tres personas que ocupaban la presiden-
cia de comunidad (dos hombres y una mujer) cuya elección fue por este mé-
todo, y que al momento de las entrevistas se encontraban en funciones. Las 
entrevistas se realizaron en el mes de diciembre de 2019, fueron grabadas y se 
reproducen de manera estenográfica. Las comunidades seleccionadas fueron 
San Felipe Cuauhtenco, perteneciente a Contla de Juan Cuamatzi; San Mateo 
Huexoyucan, de Panotla, y de Fco. I. Madero Tecoac, de Huamantla. Las per-
sonas a cargo de la presidencia de comunidad reflejan sus opiniones respecto 
a sus trayectorias de vida, el mecanismo de selección en su comunidad, la 
relación con el ayuntamiento, la participación de la mujer y los archivos como 
los elementos principales que se entrelazan en continua persistencia de una 
identidad regional.

Cultura política en México:  
aproximaciones desde lo local

La cultura política en nuestro país como fenómeno de estudio surgió a partir 
del texto, ahora clásico, de Almond y Verba (1963), en donde México forma-
ba parte de uno de los cinco países seleccionados para su análisis, novedoso 
para aquel tiempo, pues incorporaba datos empíricos individuales a través de 
encuestas. Dichos autores consideraban las actitudes hacia lo político a par-
tir de los procesos de socialización de la o el individuo, tales como la familia, 
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la escuela o el trabajo; y clasificaron la cultura política en tres tipos: parro-
quial, subordinada y participativa; esto en función de dos vías: a partir de la 
evaluación ciudadana sobre la influencia que tiene el gobierno en el quehacer 
cotidiano, y a partir de la capacidad ciudadana de influir en este.

Desde entonces, los estudios académicos han continuado en diferentes ver-
tientes y desde diversos enfoques metodológicos y, sin pretender profundizar 
en las discusiones teóricas del fenómeno, se retoma la definición que más  
se ha utilizado para este: “Los valores, concepciones y actitudes que se 
orientan hacia el ámbito específicamente político, es decir, el conjunto de 
elementos que configuran la percepción subjetiva que tiene una pobla-
ción respecto” (Peschard, 2016: 12). No obstante, las autoras Schneider  
y Avenburg (2015) advierten que el concepto es:

 Complejo y multidimensional que, con mucha facilidad, puede tornarse 

ambiguo, oscuro y vago [...] está atravesado por dos enfoques: el político  

y el socio-antropológico. El primero, anclado en la larga tradición politológi-

ca norteamericana del análisis del comportamiento (comportamental beha-

vioural); y el segundo, en una tendencia que desde los años 60 y 70 atiende 

al universo simbólico y sus sentidos, la disputa en torno a estos y las ideas 

de dinamismo y heterogeneidad (2015: 109-110).

Dos de las cuatro principales críticas que recupera Peschard (2016) de esta 
propuesta teórica se ubican en la poca o nula atención de las subculturas 
políticas que impactan con la cultura política nacional, y a la importancia de 
la cultura política de la élite gobernante de países de culturas parroquiales 
o súbditas.

De acuerdo con la revisión actualizada del concepto, Hernández y Coutiño 
(2019) no han encontrado una propuesta diferente a la tipología de los au-
tores, ni tampoco una definición con mayor precisión que refleje la realidad 
mexicana, siendo esta uno de los principales desafíos. También señalan 
que los estudios se han centrado en identificar los cambios y su impacto  
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e intensidad en la sociedad, a raíz de las alternancias políticas que se empe-
zaron a registrar en diversas entidades federativas. De manera muy concreta, 
identifican dos enfoques: 

 Sin embargo, podemos ver dos grandes vertientes en los trabajos sobre la 

cultura política del mexicano: por un lado, hay quienes enfatizan la cultura 

autoritaria y cambios a futuro. Mientras que, por otro lado, están los que 

señalan que hay pocos cambios en la cultura del mexicano y estos no van  

a lograr consolidarse a futuro debido a que aún perdura una estructura autori-

taria en el régimen mexicano (2019: 71).

A partir de entonces, los estudios del fenómeno desde realidades regionales 
empezaron a discutirse en círculos académicos como aportes trascendenta-
les, dado que se han enfocado a revisar y registrar las formas de participación 
política y el estudio de las elecciones en todos sus ámbitos, con la utilización de 
herramientas metodológicas, cuantitativas y cualitativas. En este sentido, los 
estudios sobre cultura política en Tlaxcala se han orientado a revisar dicho fe- 
nómeno a partir de la participación política: en el caso de la mujer, en los 
ámbitos municipales y legislativos, así como de los procesos de alternancia 
que ha vivido la entidad tanto a nivel municipal como estatal. No obstante, 
ha quedado pendiente analizar la relación entre estos últimos fenómenos; es 
decir, entre la cultura política local, los procesos de alternancia política y su 
impacto en los valores, concepciones y actitudes.

Se retoma, en este caso, lo que el autor Garza (2012) entiende por la partici-
pación política, visualizada como una necesidad y un sentido de pertenencia 
hacia la comunidad, por lo que debe ser estudiada a partir de sus consecuen-
cias, ya que el impacto alcanza hasta la calidad de la ciudadanía y sus formas 
de organización.

Sam (2002) comenta que la participación política femenina se ubica en las 
bases de partidos políticos, sindicatos y organizaciones sociales, e identifi- 
ca el año de 1949, cuando se publicó el decreto de reconocimiento del dere-
cho a votar y ser votadas a nivel municipal:
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 Es la XXXIX Legislatura Local que aprueba el 6 de abril de 1949, el decreto 

número 77, en el que se reforman los artículos 37 y 40 de la ley electoral del 

estado de Tlaxcala. En las elecciones que tienen lugar ese mismo año son 

elegidas las primeras mujeres para ocupar cargos en la administración muni-

cipal. Son elegidas nueve regidoras propietarias y 14 suplentes y la primera 

síndica en la historia de Tlaxcala (2002: 36).

También existen coincidencias entre autoras (Chávez y Vázquez, 2016; 
Cazarín, 2018) que han revisado dicho aspecto, en el sentido de que las 
prácticas tradicionales de ejercer el poder en el ámbito regional y local son 
identificadas con aquellas de tipo clientelar paralelamente a los procesos de 
alternancia que se han registrado.

De acuerdo con Chávez y Vázquez (2016), la socialización política de las mu-
jeres en el ámbito local empieza en el círculo familiar; es decir, ellas han cre-
cido en ambientes políticos, y sus familiares han militado en algún partido, lo 
que va formando lealtades y compromisos de participación en la comunidad 
con valores de servicio, honestidad y respeto a la autoridad que se entrelazan 
a lo largo de su vida cotidiana; la escuela y su vida profesional se van convir-
tiendo en los subsecuentes espacios de participación política. No obstante, 
el acceso al cargo público está en función de las coyunturas electorales, cada 
vez más frecuentes en los ámbitos regionales: 

 En la política mexicana, las prácticas de acarreo y clientelismo político se 

perciben como necesarias para incursionar en los círculos de poder y para 

acceder a beneficios sociales incluso [...] las presidentas dejan ver que más 

que los proyectos políticos, su acceso –a veces bastante sinuoso– a las alcal-

días, tuvo más que ver con las alianzas partidistas y las acciones clientelares 

(2016: 180-181).

Las acciones a corto plazo que identifican las autoras se relacionan con la 
manera en que se generan los compromisos electorales; es decir, a través de 
invitaciones a desayunos, comidas, fiestas, apoyos para materiales de cons-
trucción, apoyos en fiestas de graduación, apoyos para las fiestas patronales, 
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etcétera. Dichas prácticas siguen vigentes y se transforman cada vez más 
en todos los ámbitos regionales y en cada proceso electoral, sin garantías de 
triunfo. Las autoras señalan que estas “prácticas ciudadanas objetivan una 
serie de elementos culturales propios de la herencia colonial mesoamerica-
na” (2016: 184). 

Por su parte, Cazarín (2018: 26) identifica prácticas sofisticadas de machis-
mo en espacios de decisión reservados, así como en la distribución inequi-
tativa del poder legislativo local, cuyo “rol estereotipado de las mujeres en 
una sociedad aún machista y hasta misógina, sobre todo tratándose de la 
actividad de mujeres en espacios públicos y como actores políticos con tras-
cendencia en la toma de decisiones”.

Los esfuerzos académicos por analizar estos fenómenos desde lo local han 
continuado desarrollándose en diferentes instituciones de la región. No obs-
tante, el mayor reto es identificar las características, prácticas y actitudes 
políticas que se manifiestan dentro de comunidades muy diferentes entre sí, 
pertenecientes a la misma región, como sucede con los estudios de la parti-
cipación política en las comunidades del estado; en este caso, el método de 
elección por usos y costumbres.

Para Romano y Sharma (2010), este tipo de método de elección de autorida-
des abarcaba hasta el ámbito municipal, por ejemplo, Mazatecochco, uno de 
los municipios que en la década de los cuarenta se regía por usos y costum-
bres, tal y como lo describen:

 Actualmente, el municipio mantiene una práctica política regida por el Instituto 

Electoral de Tlaxcala (IET) […] Sin embargo, esta práctica es relativamente 

reciente, ya que en la década de 1940 la elección para presidente municipal 

se realizaba en una asamblea comunal parecida a la forma de elegir al cargo 

de fiscal. En la plaza pública del pueblo se presentaban los candidatos para 

la presidencia, y la gente se formaba realizando una fila frente al candidato 

con el que simpatizaba, el candidato que tuviera más adeptos era el que 

ganaba. A menudo, esta forma de elección culminaba en zafarranchos, pues 
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las personas que simpatizaban con los candidatos perdedores se molestaban 

con los que habían apoyado al candidato ganador y más porque con frecuencia 

eran hermanos, tíos, sobrinos o compadres (2010: 137).

En este sentido, en el siguiente apartado se exploran las comunidades de 
Tlaxcala que se rigen bajo los usos y costumbres, es decir, el método de se-
lección de autoridad reconocido por la población del lugar, mediante la asam-
blea del pueblo y legalmente establecido en la legislación local. También de 
manera paralela se presentan las entrevistas a quienes están a cargo de la pre-
sidencia de comunidad de San Felipe Cuauhtenco, perteneciente a Contla 
de Juan Cuamatzi, y San Mateo Huexoyucan, de Panotla, ambas personas del 
género masculino; y de Fco. I. Madero Tecoac, de Huamantla, una de las  
11 mujeres presidentas de comunidad.

Comunidades en Tlaxcala:  
usos y costumbres

En el análisis que realiza Uzeta respecto al ordenamiento jurídico de las  
costumbres indígenas y de las prácticas de ciudadanía, desde un enfoque cul-
tural, los usos y costumbres son “la expresión de procesos históricos que no 
siempre resultan contradictorios”, y las define como la expresión de “una cul-
tura compartida y una organización social jerárquica en lo político, tendiente 
a mediatizar las diferencias económicas internas” (2006: 263-264).

De esta manera, el método de elección de autoridades en las comunidades 
indígenas de nuestro país ha sobrevivido a través del tiempo, según Gómez 
(2005: 122), como un “hilo continuo de resistencia a formas ajenas”, y que 
los estudios (en su mayoría antropológicos) se han concentrado en ana-
lizar la idea central de comunidad, tanto en su vida cotidiana como en su  
cosmovisión. Para el autor es importante el reconocimiento de las prácticas 
de autogobierno, las cuales no están aisladas de los cambios políticos y so-
ciales, por ejemplo, la participación de la mujer que, en algunos casos, sigue 
siendo un espacio político exclusivo para hombres.
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Por ello, el tema de usos y costumbres no solo se reduce al reconocimiento 
constitucional, sino a identificar las prácticas, los valores y las actitudes que 
forman parte de estas “subculturas políticas” a las que la autora Peschard 
(2016) hacía mención. Y para este caso se explora el método de usos y 
costumbres en Tlaxcala, tema poco explorado en comparación con los es- 
tudios realizados de las comunidades en Oaxaca.

En Tlaxcala, el sistema de cargos, así como los usos y costumbres, son dos 
sistemas tradicionales de participación en ciertas comunidades de la entidad 
y que lograron adaptarse a los cambios político-culturales, producto de la co-
lonización en nuestro país. Pese a que han sobrevivido a lo largo del tiempo, el 
tema de los usos y costumbres ha quedado pendiente de identificar, registrar, 
sistematizar y revisar en sus diferentes particularidades. La autora Barabas 
(2006) entiende ambos sistemas de participación comunitaria como: 

 El sistema normativo de la costumbre es el sistema pautado verbal, regulador 

de las relaciones dentro de la sociedad y forma de control social que tiene 

expresión en todos los campos de la vida social. Particularmente, se manifiesta 

en el sistema de cargos cívico-religiosos que representa el sistema político 

comunitario y cuyos poderes son, por un lado, el grupo de autoridades que 

representa el escalafón de cargos y, por otro, la asamblea del pueblo; ambos 

toman las decisiones, sobre todo lo relacionado con la vida comunal, apegán-

dose al sistema normativo vigente (2006: 114).

Quienes han revisado el tema coinciden en señalar que dicha práctica ve-
nía desde antes de la Conquista española, y que se fue adaptando durante  
los años posteriores hasta que se desprendió una de la otra; por ejemplo, 
Mateos (2018) identifica sus elementos básicos, tal y como la red de relaciones 
familiares convirtiéndose en un sistema jerárquico de autoridad, rotativo y sin 
separación entre lo político y lo religioso: 

 El resultado de la alianza marcó el rumbo político de Tlaxcala. Los españoles 

hicieron una serie de concesiones y privilegios que no tuvieron a bien hacer 

con otras comunidades [...] Se continuó y mantuvo la organización política 
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que existía previa a los acuerdos de paz y la copiaron tanto las instituciones 

religiosas como las de administración pública por dos razones: era una estruc-

tura muy parecida a la española que simplemente se hizo converger con la 

indígena; la segunda es que, como aliados de los españoles –no conquistados– 

exigieron que se mantuviera el tipo de estratificación ya fijado. Tlaxcala fue, 

en todo el territorio conquistado, el único lugar que gozaba de un cabildo indio 

[...] Es necesario señalar que la cosmovisión indígena no separa lo político  

de lo religioso. Son elementos que están totalmente relacionados entre sí. De 

esta forma, lo que con la conquista se integró como parroquias requería el 

nombramiento de ciertas autoridades: fiscal mayor, fiscal teniente y mayor 

(2018: 126-127).

El sistema de cargos, vigente en algunas comunidades, se relaciona de 
manera específica con la organización de las fiestas patronales, sin remu- 
neración económica para quien decide participar durante el tiempo asignado, 
a cambio del reconocimiento y prestigio social de dicho lugar. Mateos (2018) 
comenta que dicho sistema se ubica predominantemente en comunidades 
indígenas, sin dejar de lado las zonas mestizas de municipios semiurbanos. 
Con la diferencia en el número de cargos, originalmente son dos: fiscales  
y mayordomos. 

 Los sistemas de cargo se caracterizan porque los hombres varones adultos 

de la comunidad dan su tiempo y energía sin pago alguno para servir en 

diversos cargos y no se espera que la misma persona continúe asumiéndolos 

en los años subsiguientes porque debe ser tomado por otro varón. Lo que se  

busca es que todos ellos participen de forma rotativa [...] Es importante 

señalar que, aunque el cargo lo toma una persona, la familia se involucra  

y forma parte importante en la realización de las tareas (2018: 131).

 En los casos urbano y semiurbano los sistemas de cargo se han desmem- 

brado de los usos y costumbres para convertirse en dos instituciones distintas 

[...] La característica de los usos y costumbres es que al desprenderse de su 

institución originaria –Sistemas de Cargo– se rigen bajo un asunto puramente 
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político el cual determina a aquel que será el encargado de escuchar a la 

comunidad y, en conjunto, tomar decisiones (2018: 127).

El desprendimiento de los usos y costumbres del sistema de cargos no se 
detalla en la descripción de la autora, pero podría responder a una visión 
menos indigenista o a lo que Romero (2009)1 identifica como los proce-
sos de modernización y secularización no ajenos de la realidad nacional, el 
“continuo etnocultural, donde las comunidades de Tlaxcala están en cons- 
tantes procesos de transición hacia el extremo mestizo del continuo” (2009: 
105). Por ejemplo, para Chávez (2014), el método de elección de los usos  
y costumbres:

 Se inscribe en espacios donde las relaciones son cercanas y las prácticas 

son comunes al grupo que las genera. La vigilancia de la continuidad de esa 

organización radica en cada uno de los miembros quienes legitiman la regu-

laridad y el arraigo de esos procederes [...] Estas características constituyen 

un elemento central que hace posible y necesario involucrarse con el entorno, 

en particular de su organización en tanto que los efectos de las decisiones 

que se tomen se inscriben en el espacio inmediato, en sus bienes y perso-

nas. Establecer lazos de convivencia cercanos y una amplia participación 

social y política en los asuntos de interés común, y no solo en lo individual, 

lleva a generar modos de proceder que respondan al beneficio del conjunto  

(2014: 111). 

Las tres personas presidentas de comunidad entrevistadas2 reconocieron 
que el sistema de cargos continúa vigente en sus comunidades, pero con sus 
propias particularidades: 

1 Para mayor detalle del tema véase Romero, O. (2009), “Cultura y poder. El sistema de cargos, su 
vigencia en las comunidades nahuas tlaxcaltecas”, en F. Castro y T. M. Trucker (coords.) (2009), Ma- 
tlalcuéyetl: visiones plurales sobre cultura, ambiente y desarrollo, tomo II, México, El Colegio  
de Tlaxcala, Conacyt.

2 Entrevista JC: Ing. Juan Cocoletzi, presidente de comunidad de San Felipe Cuauhtenco. Entrevista PL: 
Pilar López, presidente de la comunidad de San Mateo Huexocuyan. Entrevista LM: Lucía Martínez, 
presidenta de la comunidad de Fco. I. Madero Tecoac.
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 El sistema de cargos es imprescindible. Aquel que no participa, cuando exija sus 

derechos, no se le dan. No se le niega el servicio de la presidencia de comunidad 

al jefe de familia por no participar en el sistema de cargos (Entrevista JC). 

 De hecho, e independientemente de la presidencia de comunidad está el co- 

mité de mayordomos del templo, existe el comité de agua, porque tene- 

mos nuestro propio pozo; entonces para todo existen los comités y trabaja 

cada uno por su lado. Claro y con el apoyo, siempre me dicen, no nos dejen 

solos porque aquí somos todos o no se puede. Entonces sí, aquí todavía 

(Entrevista LM). 

Así, los usos y costumbres, como método de elección directa, significan elegir 
a la o el representante de la comunidad ante el cabildo del ayuntamiento, en 
estrecha relación con la aceptación social y el reconocimiento de la comuni-
dad. Este método ha sido validado y reconocido por las autoridades locales 
a través del tiempo:

 El respeto a las tradiciones y autoridades locales era conocido por las élites, 

y también por quienes llegaron a ser gobernadores o líderes políticos. Muchos 

de ellos provenían de esas comunidades [...] La estructura de los pueblos 

tenía como base la familia extensa y las relaciones de compadrazgo. Am- 

bos generaban lazos políticos y religiosos fuertes [...] Es necesario señalar 

que la cosmovisión indígena no separa lo político de lo religioso. Son elemen-

tos que están totalmente relacionados entre sí. De esta forma, lo que con la 

conquista se integró como parroquias requerían el nombramiento de ciertas 

autoridades: fiscal mayor, fiscal teniente y mayor (Mateos, 2018: 129-130). 

Armenta (2006) señala que las condiciones específicas de la estructura so-
cial y política del tema de los usos y costumbres es el tema pendiente de 
revisar. No obstante, en el recuento histórico-legislativo que realiza, ubica  
a mediados de la década de los ochenta el antecedente legal del reconocimien- 
to de dicha práctica del “principio de representación comunal y territorial”, 
para identificarlo 10 años después como “presidencia municipal auxiliar”:
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 En 1985 se introduce en Tlaxcala lo que podríamos llamar el “principio de 

representación comunal y territorial”, dentro del ayuntamiento, con los “regi-

dores de pueblo” […] El ayuntamiento está compuesto así por tres tipos de 

regidores: 1) los de mayoría relativa, 2) los de representación proporcional 

y 3) los de pueblo (representación comunal y territorial). El ayuntamiento 

amplía el número de sus regidores según la cantidad de regidores de pueblo, 

aunque permanezcan en número fijo los regidores de mayoría y de represen-

tación proporcional […] En 1995 se introduce en la Constitución del estado 

de Tlaxcala la figura de la “presidencia municipal auxiliar”, donde el “pre- 

sidente municipal auxiliar” sigue perteneciendo al ayuntamiento como “regi-

dor de pueblo” pero con atribuciones y recursos municipales, legislados por 

el Congreso local, que ejercen en su ámbito microlocal (2006: 7).

Chávez (2014) ubica los antecedentes de la figura de presidente/a de comu-
nidad a mediados de la década de los cincuenta, en donde hace un recuento 
de funciones, responsabilidades y atribuciones del entonces agente muni-
cipal, quedando plasmadas en las reformas a la Ley Orgánica Municipal de 
1964; en 1984 se lograba el reconocimiento como autoridad.

Actualmente, en la legislación local, en su artículo 90, fracción II,3 se reco-
nocen para la elección a presidente/a de comunidad ambos sistemas de 
elección: el principio de sufragio universal, libre, directo y secreto y por la 
modalidad de usos y costumbres. En este sentido, en la Ley Municipal de 
Tlaxcala, artículo 116, fracción VI,4 se estipula que deben acreditarse ante el 
ayuntamiento mediante el acta de asamblea de la población, así como contar 
con la asistencia del personal del Instituto Electoral del Estado de Tlaxcala en 
calidad de testigo; situación que se modificó gracias a las reformas electora-
les, ya que anteriormente no era una actividad obligatoria. Además, en la Ley 

3 Constitución Política del Estado de Tlaxcala (2018), Código Civil para el Estado Libre y Soberano 
de Tlaxcala, disponible en https://congresodetlaxcala.gob.mx/legislacion (fecha de consulta: 20 de 
marzo de 2020).

4 Secretaría Parlamentaria H. Congreso del Estado de Tlaxcala (2016), Ley Municipal del Estado de 
Tlaxcala, disponible en https://congresodetlaxcala.gob.mx/wp-content/uploads/2018/03/Ley_
Municipal_del_Estado_de_Tlaxcala.pdf (fecha de consulta: 20 de marzo de 2020).

https://congresodetlaxcala.gob.mx/legislacion
https://congresodetlaxcala.gob.mx/wp-content/uploads/2018/03/Ley_Municipal_del_Estado_de_Tlaxcala.pdf
https://congresodetlaxcala.gob.mx/wp-content/uploads/2018/03/Ley_Municipal_del_Estado_de_Tlaxcala.pdf
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de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Tlaxcala, ca-
pítulo VI, artículos 275 y 276,5 se menciona al Catálogo de comunidades como 
el documento básico de registro y la asistencia técnica, jurídica y logística 
que se cuenta por parte del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones (ITE), siempre 
y cuando sea solicitada. 

El ITE, en su reglamento (ITE-CG 20/2015)6 de asistencia técnica, jurídica 
y logística a las comunidades que realizan elecciones de presidentes/as de 
comunidad por el sistema de usos y costumbres, concretiza las responsa-
bilidades electorales y jurídicas que realizan en cada periodo de renovación 
de las o los presidentes de comunidad por usos y costumbres; entre ellas, la 
actualización de dicho catálogo.

En este sentido, el método de usos y costumbres en Tlaxcala ha transitado 
de una práctica precolonial que se adaptó y sobrevivió al colonialismo y a la 
indiferencia legal y jurídica posterior, hasta llegar a una práctica legalmen- 
te establecida en los diferentes marcos normativos y niveles institucionales 
del estado. No obstante, esto no ha significado menores retos, ya que las soli- 
citudes de comunidades de usos y costumbres a ser consideradas como 
comunidades de voto constitucional se han mantenido a través del tiempo. 
Un ejemplo de estas transiciones se registra en el documento de Armenta 
(2006), donde identificaba 98 comunidades de usos y costumbres distribui-
das en 24 municipios; mientras que Chávez (2014) anexaba las comunidades 
que entre 2004 y 2007 se mantenían en esta categoría, en donde se obser-
van los movimientos de incremento o disminución de localidades (ver tabla 
3). Actualmente se tienen identificadas 94 comunidades en 23 municipios 

5 Congreso del Estado Libre y Soberano, Tlaxcala, Poder Legislativo (2015), Ley de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales para el Estado de Tlaxcala, disponible en https://www.congresodetlaxcala.
gob.mx/archivo/leyes/L036.pdf (fecha de consulta: 14 de febrero de 2020).

6 Instituto Tlaxcalteca de Elecciones (IEC) (2015), Reglamento de Asistencia Técnica, Jurídica y Logís-
tica a las Comunidades que realizan elecciones de Presidentes de Comunidad por el Sistema de Usos 
y Costumbres, disponible en https://www.itetlax.org.mx/PDF/acuerdos-pestana/2015/noviembre/
ACUERDO-REGLAMENTO-USOS-Y-COSTUMBRES.-ITE-CG-20-2015-10-noviembre-2015-4.pdf 
(fecha de consulta: 10 de febrero de 2020).

https://www.congresodetlaxcala.gob.mx/archivo/leyes/L036.pdf
https://www.congresodetlaxcala.gob.mx/archivo/leyes/L036.pdf
https://www.itetlax.org.mx/PDF/acuerdos-pestana/2015/noviembre/ACUERDO-REGLAMENTO-USOS-Y-COSTUMBRES.-ITE-CG-20-2015-10-noviembre-2015-4.pdf
https://www.itetlax.org.mx/PDF/acuerdos-pestana/2015/noviembre/ACUERDO-REGLAMENTO-USOS-Y-COSTUMBRES.-ITE-CG-20-2015-10-noviembre-2015-4.pdf
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del estado, pero el registro sistemático quedaría pendiente de revisar en ar-
chivos del Congreso local.

Para el caso de la comunidad de San Felipe Cuauhtenco, perteneciente al muni-
cipio de Contla de Juan Cuamatzi, cuyo método de elección de su autoridad es 
un espacio de participación comunitaria obligatoria, de manera particular solo 
los jefes de familia participan en las decisiones de la asamblea: 

 La forma en que se ha venido gobernando, eligiendo a sus autoridades aquí 

en la comunidad de San Felipe Cuauhtenco viene desde tiempos ancestrales. 

El primer agente municipal elegido por la comunidad fue en el año 1895 […] 

los candidatos se eligen en el momento, en asamblea, no se hace campaña, no 

hacen ninguna operación proselitista en el cual puedan llamar la atención, 

para sumar a la gente [que] lo puedan respaldar; el que lo hiciere, lo sancionan 

no eligiéndolo; negándole la oportunidad a que fuera candidato y tienen, se 

convoca con el presidente de comunidad en turno, a través de citatorios, 

personalizados, a los jefes de familia; ya que aquí nada más votan los jefes de 

familia; no votan los mayores de 18 años [...] Necesitan estar al día con sus 

cooperaciones, con sus representaciones en la comunidad que es importante, 

la participación ciudadana; ser parte de un comité nombrado en asamblea 

de la presidencia de comunidad o los que se nombran como parte de la co- 

fradía en la Iglesia, los fiscales (Entrevista JC).

En cambio, para los casos de las comunidades de San Mateo Huexoyucan, 
del municipio de Panotla y de Fco. I. Madero Tecoac, perteneciente al mu-
nicipio de Huamantla, el método de elección de sus autoridades coincide 
en aspectos en relación con las elecciones constitucionales, ya que en estos 
casos la población mayor de 18 años es la que puede elegir a sus autoridades 
en la asamblea:

 Bueno se supone que usos y costumbres es como lo está mencionando; porque 

ya pedimos la intervención del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones, pues nos 

traen las boletas y ya pasamos como si fuera normal y pues se tacha la foto 
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del candidato, se hace un conteo y pues ya nos dan una boletita donde queda-

mos registrados y donde dice el tiempo que dura el presidente de comunidad 

(Entrevista PL).

 De hecho, el INE viene a levantar primero un padrón para ver cuántos votantes 

hay… le digo, que en sí no hay una campaña, pero acá se empiezan a escuchar 

rumores de que alguien quiere participar, la mayoría es de algunos que ellos 

quieren... Entonces, a veces uno se pone de acuerdo ya antes y nada más para 

el requisito, pero ya sabemos quién va a ser. Entonces se puso otra persona 

que decía que no tenía el interés de lleno, pero si solo es para el requisito; 

pues lo hacemos. Y le digo, ese día se hizo de esa manera, nos presentamos, 

una de las personas lo proponen a uno y ya, este, nos pasan al frente y ya la 

gente es la quien decide. El voto es directo (Entrevista LM).

Con respecto al método de elección para la comunidad de San Felipe 
Cuauhtenco, si bien se simula a una elección constitucional, no se utiliza ma-
terial electoral y el voto es secreto:

 Se hace la convocatoria donde todos los ciudadanos tienen derecho a ser 

elegibles si cumplen con sus obligaciones; se congrega en el patio principal de 

la presidencia de comunidad y se ponen las bases, en el momento, para lo cual 

se le invita a observar a un representante del ITE […] para dar fe y legalidad, en 

el cual no interviene, más que como observador. Se nombra la mesa que va 

a llevar la elección; y ya nombrada la mesa ahora sí se lanza la convocatoria 

dentro de la asamblea para aquellos que se sientan con las ganas de partici-

par con las características de ser nuestro representante o bien que alguien, 

un grupo determinado de personas lo nombren en plena asamblea y pase al 

frente. Sea por voluntad o por nombramiento. Ya que pasan al frente, se les 

da la oportunidad de que hagan campaña, según el número de candidatos que 

llegasen a ser, que pueden ser mínimo dos, máximo diez. Cinco minutos de 

campaña, por persona, y cinco minutos de preguntas y respuestas con respec-

to a lo que pudieran hacer si es que llegasen a ganar […] se preparan hojitas 

de tamaño de 1/8 de una hoja tamaño carta, en blanco, y se van nombrando 

a las personas conforme a la lista del registro del agua potable a que pasen  
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a votar. En esa hoja en blanco ponen los nombres de los candidatos y en una 

urna de cartón, van introduciendo el voto. Se practica el voto libre y secreto (En- 

trevista JC).

En relación con la participación de las mujeres7 para este tipo de cargo, 
es uno de los retos que enfrentan en las presidencias de comunidad. Pese  
a que actualmente existen 12 mujeres al frente, continúa siendo un espacio 
de preferencia hacia el género masculino, aunque, de manera particular, en 
cada caso revisado para este documento los retos se centran en el cum- 
plimiento de los requisitos y no tanto en prácticas machistas: 

 De hecho, no hubo la resistencia ya que soy la segunda mujer, hace nueve 

años también participó una señora que ella fue la primera mujer en la comuni- 

dad, entonces no qué le puedo decir, un poquito difícil porque por ejemplo 

tenemos personas en el padrón que viven en Huamantla, pero aparecen todo 

el tiempo acá. Entonces cuando llegaron a emitir su voto, y hubo personas 

que dijeron: no pos tú no vives aquí, aquí no decides, todo eso. Pero es que 

coopero y esto, y entonces ese fue el único roce y sí hubo un conflicto. Y sí  

se hizo, pero no porque iba a ser yo, porque fuera mujer, sino porque por 

ellos que dicen si no estás acá, aunque estés en el padrón, pero pues como 

no querían tomar en cuenta esa parte [sic] (Entrevista LM).

 En esta que pasó sí hubo participación de mujeres [...] no, pues yo creo que 

no, en esta que pasó lo ven bien, no lo ven mal, no quedó muy abajo, yo creo 

que tuvo buena aceptación, yo creo que sí, pues si es aceptable porque así que 

digamos machismo, pues a lo mejor algunas personas, pero hay que seguir 

(Entrevista PL).

 Hasta la actualidad no ha participado ninguna mujer. Ya en la elección anterior 

en la cual yo participé, por ahí ya se vio algunas personas, mujeres, con esa 

7 Sam Bautista (2002) registra dos testimonios de presidentas de comunidad entre 1999 y 2001:  
Ángela Cordero López, de la comunidad de La Trasquila, perteneciente a Atlangatepec e Hilda Gui-
llermina Cervantes Pelcastre, de la comunidad de San Felipe Sultepec, del municipio de Calpulalpan. 
Actualmente en la comunidad de La Trasquila se eligen por voto constitucional.
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posibilidad; pero dado que no han cumplido con los trabajos que les correspon- 

de, como la de cargos; entonces no se pudo elegir (Entrevista JC).

En lo que se refiere a la continuidad de este tipo de método de elección de 
autoridades, se identificaron valores de participación, identidad y respeto  
a las tradicionales formas de participación: 

 La forma de elección es importante para el progreso ya que nos obligamos, por 

medio del sistema de cargos y en esencia por medio del agua potable; obligar 

a los jefes de familia a que trabajen, a que cooperen; ya que históricamente 

somos un pueblo que nos tienen con cierta represión de nuestras autoridades 

municipales y las gestiones que tenemos, que se han desarrollado, así como 

las obras que tenemos, han sido directamente del gobierno del estado y del 

gobierno federal. Entonces, esto de los usos y costumbres nos obliga a que 

hagamos faenas completas en especie o efectivo, hagamos los cargos por lo 

que son honoríficos, no tienen ningún pago, ser representante, salvo el presi-

dente de comunidad que sus obligaciones es la gestoría ante la ciudadanía  

y es el único que percibe una remuneración. Como ejemplo del porqué no 

debemos de cambiar al voto por partidos políticos; nosotros en la infraestruc-

tura que tenemos por cooperación; no ha sido porque haya pasado algún presi-

dente de Cuauhtenco y le dio mucho beneficio al municipio; que externamente 

así lo ven; pero en la realidad el único que ha pasado en estos últimos 25 años, 

no apoyó al pueblo de San Felipe y que fue presidente municipal (Entrevista JC).

 Pues yo creo que, en sí por guardar las costumbres o el respeto a nuestros 

fundadores, en el momento de saber cómo les costó para adquirir este lugar, 

para vivir; no sé cómo que ellos desde un principio fueron formando esa par- 

te y de hecho no se ha roto porque en todo eso ellos dejaron esa parte de la 

costumbre o de la palabra […] ya se sabe que así lo dejaron como uso y cos- 

tumbre que todo lo religioso, todo lo del templo es la comunidad la que se 

hace cargo, que tiene que cooperar, aportar su dinero para hacer el arreglo 

del templo, para hacer o pagar las misas, todos los cohetes, todo lo que 

tenga que ver, allá. Y el presidente de comunidad se tiene que hacer cargo, 

o sea a él le toca, la comida para toda la gente que nos visite, en que sí se va 
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a hacer una verbena popular, le llamamos así porque no podemos hacer gran 

baile; como en otras comunidades o con grandes grupos porque somos una 

comunidad pequeña […] o los juegos que se hacen, todo eso ya está dividido. 

Religioso, comunidad y todo lo que tenga que ver con el evento recreativo, al 

presidente de comunidad. Ya se sabe, nadie revuelve nada. Nadie dice, “hay 

es que vamos a apoyar para la comida o yo para la Iglesia; y toda la gente 

participa y coopera” (Entrevista LM).

 Pues no tanto como decir arraigado, pero se ha ido perdiendo o pues la mane-

jamos porque desconocemos realmente cómo es el uso y la costumbre, digo 

[…] Yo me manejaba que por usos y costumbres era de tres años, pero por 

ejemplo yo tengo una boleta que me dio el ITE que me está marcando del 1° 

de enero del 2017 al 30 de agosto de 2021, entonces digo, cuál es el asunto; 

yo digo que si es por usos y costumbres, entonces vamos a determinar si son 

tres años se forman aquí todos los que votamos y se estipula en el acta, ya 

sabes que, tú vas a fungir tres años nada más, ¿estás de acuerdo?, entonces 

si ya estás ahí ni modo que digas que no, no. Ni modo que digas quiero cinco 

o seis años, no. Se estipula ahí y se acabó el asunto (Entrevista PL).

Los retos que enfrentan las presidencias de comunidad son variados y están 
en relación con las autoridades municipales: conflictos internos de la pobla-
ción, así como las prácticas tradicionales de apoyos políticos:

 Nos evitaríamos muchos, muchos conflictos. Porque sí, sí hemos tenido 

bastantes conflictos; principalmente con las personas que están afuera. 

Porque ellos quieren y vienen y pues como le digo, haga de cuenta que toda 

su vida se la han pasado en la Ciudad de México, entonces vienen cuando 

hay fiesta, entonces no están día a día con la gente, o sea, y cuando uno tiene 

la mayordomía, uno va con la gente, los saluda o algún otro evento, y eso es 

lo que nos va marcando, no. Y que nos va marcando que tengamos conflicto 

porque ellos quieren ejercer sus derechos, pero sus obligaciones se supone 

que deben de contribuir, porque hay personas que dicen que yo no tengo 

nada ahí, yo no coopero, yo nada; pero cuando se trata de que llega este tipo 
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de eventos, ya todos son de San Mateo, ciudadanos, todos quieren ejercer 

su voto, pero donde están, ahora sí sus obligaciones (Entrevista PL).

 Por lo menos en mi administración y en base a las investigaciones que también 

he llevado a cabo, dentro de nuestra forma de gobierno, y de los beneficios 

que hemos tenido, no valdría la pena, volverlo constitucional por partidos po- 

líticos. Nos generaría divisionismo […] más bien aquí se hace campaña en 

la vida, desde que es jefe de familia, ya sea soltero o con pareja, empiezan a 

participar a ser parte de algún comité, colaborar ya sea en especie o en efec- 

tivo para el progreso del pueblo para la construcción de alguna obra, por 

voluntad y eso hace que vaya generando un liderazgo de la persona, que en su 

momento la misma gente te dice, sabes que puedes ser nuestro representante, 

te invitamos a que acudas a la asamblea y hay más posibilidades de llegar de 

esa manera, que en sí hacer una campaña (Entrevista JC).

 Por la cuestión que le digo que parece nada, es como [...] todo lo que hace-

mos es de agradecimiento o de algo que se guarda como de respeto a nuestros 

fundadores, a los que dejaron, así las cosas; yo lo veo así, porque, por ejemplo; 

yo veo en el centro en el municipio, aunque cambien leyes, aunque cambien 

cosas y todo; al final de cuentas aquí se sigue haciendo así. Comento por 

ejemplo algo, hablaban en un principio, por ejemplo, de siempre de la munici-

palización del agua, por ejemplo, yo veo compañeros que en cabildo presentan 

este, su plan de trabajo y quieren municipalizar su agua […] O sea, ellos son 

los que dejaron eso y nosotros sentimos que eso es lo que funciona, porque 

si dejamos que otra cosa entre, entonces ya es difícil de controlar. Y aquí  

así pasa, eh por ejemplo si se quema el transformador del pozo, ni la capan, ni  

comisión aportan; aquí todos sí se va se cotiza y se divide entre todos la 

cantidad y tampoco se le da a saber al municipio, o sea cuánto cobramos 

de agua, o cuánto se paga y todo eso. El manejo es acá, totalmente interno 

[sic] (Entrevista LM).

Las tres personas presidentes de comunidad entrevistadas coincidieron en 
sus trayectorias de vida, en relación con sus primeros acercamientos de 
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gestoría para mejoras de sus comunidades, con lo cual es importante desta-
car que sus trabajos fueron dejando antecedentes de responsabilidad, hones-
tidad y compromiso con sus comunidades:

 Yo estudié en el Instituto Tecnológico de Apizaco la carrera de Ingeniería 

Civil, a partir de ahí, sigo mis investigaciones; regresé en el 2005 a volver a 

trabajar a ser ya faenas, incluirme en los trabajos de comités. Yo fui presi-

dente del comité de construcción de la Iglesia, mayordomo de nuestro santo 

patrón San Felipe de Jesús, en su momento y todavía soy parte del comité 

de límites y otras acciones voluntarias que he venido generando y esto a mí 

me ha dado de alguna manera el conocimiento y forma e interés de que no 

perdamos nuestra esencia como un pueblo de usos y costumbres; ya que eso 

nos da mayor beneficio a que ser constitucional, entraríamos desde mi pun- 

to de vista a la anarquía del pueblo (Entrevista JC).

 Yo le puedo decir que a mí me gusta, me gustó desde un principio la política, 

el lado bonito de la política que es la gestión para la comunidad. Yo empecé 

a la gestión y todo alrededor de los 19 años, viendo las carencias de la familia, 

de la gente cercana y también el interés de ver o de conocer cómo [...] y le 

digo de ahí me vengo con el asunto de la gestión y como ahí las reuniones 

se hacen una semana antes para la presidencia de comunidad y se ponen de 

acuerdo o en otras es en el momento, depende de cómo lo decían nuestros 

fundadores; todavía tenemos tres fundadores. Ya hemos ido perdiendo uno 

por uno (Entrevista LM).

 Yo trabajé mucho tiempo como gestor voluntario, en un programa de Sedesol 

y entré con adultos mayores y de ellos salió, pues la inquietud, pues depen-

diendo del trabajo que realiza uno es la correspondencia con las personas no, 

y de ahí pues esa fue la motivación de que participara yo como presidente de  

comunidad. Yo no realicé pues llevar una despensa, sino simplemente como 

pues ya me conocían pues así no más, yo me presento y quiero participar, 

vamos a participar y si lo logramos vamos a trabajar para la comunidad 

(Entrevista PL).
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Por lo regular, no se tiene permitido el acceso de los medios de comunica-
ción durante el día de la elección de autoridades en las comunidades por 
usos y costumbres. No obstante, quedaría pendiente la verificación de esta 
característica en el resto de las comunidades:

 Es una actividad cerrada; de hecho, llegaron periodistas como 360 grados, 

un periódico el de hojas blancas grandes, no me acuerdo del nombre [...] 

ABC y otro periódico digital. Ya habían puesto sus cámaras, sus audios de 

grabación y todo. Pero sí se pidió, la asamblea pidió al presidente en turno 

que desalojaran los lugares y que si querían saber cómo quedó la elección, que 

regresaran después de la asamblea [...] yo lo he intentado, pero ni nosotros 

podemos hacerlo; pues como son muchos los que se congregan, pues están 

observando lo que estamos haciendo (Entrevista JC).

 De hecho, sí se ha querido hacer abierto, pero por lo regular no. Es cerrado, 

no viene ningún medio, de hecho, el presidente de comunidad cuida esa parte 

para que no asistan (Entrevista LM).

 Sí se ha permitido, vienen los medios, o sea, no hay tanto problema con eso. 

Le digo, yo lo veo como si ya no es tanto de usos y costumbres; digo si es 

de usos y costumbres pues el día que se va a nombrar a nuestra autoridad, 

si llegan veinte personas y si son dos candidatos y si uno tiene diez y el otro 

tiene cinco; pues ya gana el de diez y ya se acabó el asunto (Entrevista PL).

Finalmente, con el tema de los archivos de asambleas de las comunidades 
se observó que se encuentran disponibles en caso de consulta, pero no son 
de fácil acceso debido, en algunos casos, a la falta de cultura de conservación:

 Quedan plasmados en actas de asamblea (Entrevista JC). 

 Se mantienen los registros, solo sería cuestión de buscarlos y echarles un ojo 

(Entrevista PL). 
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 Esta vez que recibí solo me dieron las llaves y el inmobiliario. Cada presidente 

de comunidad tiene sus documentos; cada uno, solamente si se llegase a 

solicitar alguno, es como va uno y le dice: ¿sabe qué? que necesito esto y ya, 

otros desconocían y por lo mismo de que es cerrado y como nunca se los han 

pedido en el municipio y no pasa nada, pues cada quien lo guarda y ya… no, 

no hay. Cada quien guarda sus archivos. En mi caso es algo que le dije que 

me hubiera gustado, y quiero cambiar (Entrevista LM).

Características de las  
comunidades por usos y costumbres

El estado de Tlaxcala es una de las entidades federativas que tiene munici-
pios con población indígena y población hablante de lengua indígena.8 De 
esta última característica, se ubican los municipios de Ixtenco (de lengua oto-
mí), San Pablo del Monte y Contla de Juan Cuamatzi (de lengua náhuatl). No 
obstante, en algunos municipios con población indígena no se practica en sus 
comunidades el método de usos y costumbres para elegir a sus autoridades; 
tal es el caso de Mazatecochco, Tepetitla de Lardizábal, San Pablo del Monte, 
Teolocholco, Tetla de la Solidaridad, Xaloztoc, Papalotla de Xicohténcatl  
y Yauhquemehcan; a diferencia de lo que sucede en el estado de Oaxaca.9

Pese a ello, en la legislación local del estado se contempla el método de 
selección por usos y costumbres,10 además del voto constitucional en las 

8 Para mayor detalle puede consultar: Atlas de los pueblos indígenas en México (2020), Pueblos 
indígenas con mayor presencia en la entidad, disponible en http://atlas.cdi.gob.mx/?page_id=7251 
(fecha de consulta: 12 de junio de 2020); Indicadores Socioeconómicos de los Pueblos Indígenas de 
México (2002), Población total e indígena de 5 años y más, total y hablantes de lengua indígena, según 
condición de habla española, lenguas predominantes y tipo de municipio, México, 1/58, disponible en 
http://www.cdi.gob.mx/indicadores/em_cuadro01_tlax.pdf (fecha de consulta: 12 de junio de 2020).

9 Véase Valdivia, M. T. (2010), “Elecciones por usos y costumbres en el contexto de las reformas 
estatales oaxaqueñas (1990-1998)”, en Argumentos, vol. 23, núm. 63, pp. 247-263, disponible en 
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0187-57952010000200010&lng=es
&tlng=es (fecha de consulta: 14 de junio de 2020). 

10 Véase Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, artículo 90, fracción II, 2017. 
La otra entidad federativa es Oaxaca. Constitución Política del Estado de Tlaxcala (2018), Código 
Civil para el Estado Libre y Soberano de Tlaxcala, disponible en https://congresodetlaxcala.gob.mx/
legislacion (fecha de consulta: 20 de marzo de 2020).

http://atlas.cdi.gob.mx/?page_id=7251
http://www.cdi.gob.mx/indicadores/em_cuadro01_tlax.pdf
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0187-57952010000200010&lng=es&tlng=es
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0187-57952010000200010&lng=es&tlng=es
https://congresodetlaxcala.gob.mx/legislacion
https://congresodetlaxcala.gob.mx/legislacion
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presidencias de comunidad. De los 60 municipios que conforman el estado 
de Tlaxcala: 21 de estos utilizan el voto constitucional; 22 municipios utilizan 
ambos métodos y solo un municipio contempla los usos y costumbres como 
su método de elección; mientras que los 16 municipios restantes no celebran 
elecciones en comunidades (en la gráfica 1 se muestran los porcentajes de 
esta distribución). Los municipios que tienen ambos métodos de elección 
son municipios considerados urbanos y semiurbanos; mientras que la distri-
bución de sus localidades, en el sentido del número de comunidades con un 
método y con el otro, no es equitativa. Por ejemplo, Contla de Juan Cuamatzi 
tiene 12 comunidades, de las cuales siete son por voto constitucional y cinco 
por usos y costumbres. En la tabla 1 y el mapa 2 se detallan la distribución  
y georreferenciación por municipio.

Gráfica 1
Métodos de elección en los municipios de Tlaxcala

Fuente: Elaboración propia con base en información del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones.

Gráfica 1. Métodos de elección en los municipios de Tlaxcala
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De las 393 comunidades, 94 eligen a sus autoridades por el método de usos 
y costumbres, mientras que el resto (299), por voto constitucional. Aunque 
también coexisten ambos sistemas de elección en algunos municipios. Los 
23 municipios que han mantenido esta práctica de elección se ubican princi-
palmente en la mayor parte del territorio, siendo el municipio de Españita el 
único que conserva en todas sus comunidades el método de usos y costum-
bres. En la tabla 2 se detallan las comunidades que utilizan dicho método 
para elegir a su presidente/a de comunidad.

Mapa 2 
Municipios de Tlaxcala: métodos de elección en comunidades

T

 

Mapa 2. Municipios de Tlaxcala: métodos de elección en comunidades

Voto constitucional Usos y costumbres

Ambos Sin elección

Fuente: Elaboración propia con base en información tratada en el paquete ArcView 3.2.
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Tabla 1 
Municipios de Tlaxcala: métodos de elección de sus comunidades

Método de elección Municipios 

Voto constitucional

Amaxac de Guerrero, Apetatitlán de A. Carvajal, Apizaco, Muñoz de D. Arenas,  
Mazatecochco de J. M. M., Tepetitla de Lardizábal, Acuamanala de M. Hidalgo, San Pablo 
del Monte, Teolocholco, Tetla de la Solidaridad, Zitlaltepec de T. S. Santos, Tzompantepec, 

Xaloztoc, Papalotla de Xicohténcatl, Yauhquemehcan, Zacatelco, Emiliano Zapata,  
Sta. Catarina Ayometla, Sta. Cruz Quilehtla

Voto constitucional / 
usos y costumbres

Atlangatepec, Altzayanca, Calpulalpan, El Carmen Tequexquitla, Cuapiaxtla, Chiautempan, 
Huamantla, Hueyotlipan, Ixtacuixtla de Mariano Matamoros, Contla de Juan Cuamatzi, 

Sanctórum de Lázaro Cárdenas, Nanacamilpa de Mariano Arista, Nativitas, Panotla, Santa Cruz 
Tlaxcala, Tepeyanco, Terrenate, Tetlatlahuca, Tlaxcala, Tlaxco, Totolac, Xaltocan

Usos y costumbres Españita

Sin elección  
en comunidades

Ixtenco, Tenancingo, Xicohtzinco, Benito Juárez, Lázaro Cárdenas, La Magdalena  
Tlaltelulco, San Damián Texoloc, San Francisco Tetlanohcan, San Jerónimo Zacualpan,  

San José Teacalco, San Juan Huactzinco, San Lorenzo Axocomanitla, San Lucas  
Tecopilco, Santa Ana Nopalucan, Santa Apolonia Teacalco, Santa Isabel Xiloxoxtla

Fuente: Elaboración propia con base en información del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones.

Tabla 2 
Municipios y sus comunidades por usos y costumbres, 2016

Municipio Comunidad

Altzayanca San Antonio Delicias

Atlangatepec Santa María Tepetzala

Calpulalpan
Santa Isabel Mixtitlán, La Venta, San Antonio Mazapa, Gustavo Díaz Ordaz,  
La Soledad, Santiago Cuaula, San Felipe Sultepec, San Marcos Guaquilpan

Chiautempan
Santa Cruz Tetela, San Pedro Talcuapan, San Pedro Muñoztla, San Pedro Xochiteotla,  

San Rafael Tepatlaxco, San Bartolomé Cuahuixmatlac, Colonia Tepetlapa  
Río de los Negros, Guadalupe Ixcotla

Contla de Juan Cuamatzi San Felipe Cuauhtenco, Ocotlán Tepatlaxco, Ixtlahuaca, San José Aztlatla, La Luz

Cuapiaxtla N.C.P. San Rafael Tepatlaxco, Colonia El Valle

Continúa...



124

Las culturas políticas de las y los mexicanos

Municipio Comunidad

Carmen Tequexquitla, El Temalacayucan

Españita
San Agustín, La Constancia, Miguel Aldama, Barrio de Torres, San Miguel El Piñón,  

San Miguel Pipillola, La Reforma, La Magdalena Cuextotitla, Francisco I. Madero Viejo, 
Álvaro Obregón, San Francisco Mitepec, San Juan Mitepec, Vicente Guerrero

Huamantla
Ranchería La Lima, Colonia Lic. Mauro Angulo, Colonia Agrícola San Martín Notario, 

Colonia San Fco. Notario, San Diego Xalpatlahuaya, Ranchería El Molino,  
N.C.P. San José Teacalco, Francisco I. Madero Tecoac

Hueyotlipan
El Carmen (Las Carrozas), San Antonio Techalote,  

San Diego Recova, San Andrés Cuaximala

Ixtacuixtla de Mariano M.
San Marcos Jilotepec, Santa Justina Ecatepec, San José Escandona, Santiago Xochimilco, 

San Cristóbal Oxtotlapanco, San Juan Nepopualco, Alpotzonga de Lira y Ortega,  
La Caridad Cuaxonacayo, Santa Rosa de Lima

Nanacamilpa de M. A. Domingo Arenas, Miguel Lira y Ortega

Nativitas
San Bernabé Capula, San Miguel del Milagro, San Vicente Xiloxochitla,  

San Francisco Tenexyecac, Santo Tomás La Concordia, Guadalupe Victoria,  
Jesús Tepactepec, Santa María Nativitas

Panotla San Mateo Huexoyucan

Sanctórum de L. C. N.C.P. Álvaro Obregón

Santa Apolonia Teacalco Santa Apolonia Teacalco, San Antonio Teacalco, Santa Elena Teacalco

Sta. Cruz Tlaxcala Centro de la Población de Santa Cruz Tlaxcala

Tepeyanco Las Águilas, Colonia Guerrero, Colonia Vacaciones

Terrenate Colonia Los Ameles

Sta. Isabel Tetlatlahuca Santa Ana Portales

Tlaxcala San Diego Metepec, San Sebastián Atlahapa

Tlaxco
La Herradura, San Diego Tecomalucan, Diego Muñoz Camargo, Guadalupe Huexotitla,  

Maguey Cenizo, Graciano Sánchez, Las Vigas, San Diego Quintanilla

Totolac Santiago Tepecticpac, La Trinidad Chimalpa

Xaltocan San Simón Tlatlahuquitepec

Fuente: Elaboración propia con base en información del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones.
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En la tabla 3 se presentan los cambios de categoría en comunidades (de 
usos y costumbres a voto constitucional) en cuestiones de aumento o dis-
minución que han tenido las comunidades en los tres años. Cabe destacar 
que no se localizaron registros anteriores a 2004, de ahí que los periodos no 
son consecutivos.

Tabla 3 
Movimientos en comunidades por usos y costumbres

Municipio 2004 2007 2016

Altzayanca 2 2 1

Atlangatepec 1 1 1

Calpulalpan 8 9 8

Chiautempan 8 8 8

Contla de J. Cuamatzi 7 5 5

Cuapiaxtla 2 2 2

Carmen Tequexquitla, El 1 1 1

Españita 13 13 13

Huamantla 8 8 8

Hueyotlipan 2 4 4

Ixtacuixtla de M. Matamoros 9 9 9

Nanacamilpa de M. Arista 2 2 2

Nativitas 8 8 8

Panotla 1 1 1

Continúa...
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Municipio 2004 2007 2016

Sanctórum de L. Cárdenas 1 1 1

Santa Apolonia Teacalco 1 3 3

Santa Cruz Tlaxcala - - 1

Tepeyanco 4 3 3

Terrenate 2 1 1

Tetlatlahuca 1 1 1

Tlaxcala 2 2 2

Tlaxco 8 8 8

Totolac 2 2 2

Xaltocan 1 1 1

*Nota: Para el caso de Xaltocan y su comunidad, la autora originalmente tiene en la tabla el nombre de la 
comunidad (San Simón Tlatlahuquitepec), pero en total tiene el número 2. 
Fuente: Elaboración con base en información de Chávez (2014) para los años 2004 y 2007; para el año 
2016, con datos del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones.

Según la participación por género, en ambos métodos de elección continúa 
predominando el género masculino; la presencia femenina es mucho menor 
en las comunidades por usos y costumbres. Queda pendiente por revisar el 
año en que las mujeres comenzaron a ganar la simpatía y confianza de la 
comunidad, ya que los datos que se presentan corresponden a 2016-2017. En 
la gráfica 2 se muestran los resultados de manera general para ambos mé- 
todos y géneros. Las comunidades encabezadas por mujeres para los años 
2016 y 2019 son: Santa María Tepetzala (municipio de Atlangatepec), Colo-
nia Tepetlapa Río de los Negros (municipio de Chautempan), Ranchería 
La Lima, Ranchería El Molino y Francisco I. Madero Tecoac (municipio de 
Huamantla), San Cristóbal Oxtotlapanco (municipio de Ixtacuixtla de M. M.), 
Colonia Guerrero, Colonia Vacaciones (municipio de Tepeyanco), Las Vigas  
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y San Diego Quintanilla (municipio de Tlaxco), La Trinidad Chimalpa (muni-
cipio de Totolac) y Los Ameles (municipio de Terrenate).

Gráfica 2
Elección en las comunidades de Tlaxcala, por sexo

241*

77**
57**

13**

Hombre Mujer

Voto constitucional Usos y costumbres

Gráfica 2.Elección de comunidades en Tlaxcala, por sexo

*No suman 299, dado que falta el dato de un empate.  
**No suman 94, ya que dos no notificaron al ITE y dos más no tienen dato.  
Fuente: Elaboración propia con base en información del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones.

Respecto al método de selección en las comunidades por usos y costum-
bres, se detectaron seis métodos que se utilizan para dicha actividad; cabe 
mencionar que este puede cambiar entre una elección y otra. Los métodos 
son: 1) voto por boletas (emitidas por la Institución Electoral en el estado),  
2) asamblea directo en pizarrón, 3) asamblea a mano alzada, 4) asamblea 
por votación directa, 5) asamblea voto por papeleta y 6) asamblea fila frente 
a la persona candidata. Los porcentajes de dicha distribución se muestran en 
la gráfica 3.
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Gráfica 3
Métodos de elección por usos y costumbres en Tlaxcala

Voto por 
boletas simuladas 

32%

Asamblea
(directo en pizarrón)

5%

Asamblea
(fila frente al candidato)

9%

Asamblea
 (votación directa) 

30%

Asamblea
 (voto por papeleta) 

9%

Asamblea
 (mano alzada) 

15%

Voto por boletas

Asamblea (votación directa)

Asamblea (directo en pizarrón)

Asamblea (voto por papeleta)

Asamblea (mano alzada)

Asamblea (fila frente al candidato)

Gráfica 3. Métodos de elección por los uos y costumbres en Tlaxcala

Fuente: Elaboración propia con base en información del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones.

Reflexiones finales 

Si bien los usos y costumbres forman parte de la cultura política en Tlaxcala, si- 
gue pendiente identificar los valores y actitudes de dichas comunidades que 
presentan características muy peculiares entre sí. Pese a que se localizaron al- 
gunos trabajos académicos respecto de las comunidades que realizan elec-
ciones por usos y costumbres en Tlaxcala, es un tema que continúa pendiente 
de analizarse desde otros enfoques que coadyuven a la identificación de una 
cultura política regional. No basta el reconocimiento legal.

Los retos en su proceso de investigación, derivado del desinterés en que 
han permanecido (en su gran mayoría los archivos desorganizados, o en 
el mejor de los casos sin la infraestructura ni el mantenimiento adecuado, 
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presupuestalmente hablando) hacen que sea necesaria la suma de esfuerzos 
institucionales para analizar y entender dichas formas tradicionales de po-
der y prácticas de ciudadanía que continúan en la entidad.

Quedan asuntos pendientes por revisar; tal es el caso del recuento históri- 
co de la participación de la mujer, las razones de cambios de método en 
las comunidades, el registro de experiencias de historia de vida de hombres y  
mujeres que han servido a su comunidad, entre otros temas. Derivado de las 
tres entrevistas se puede reflexionar que la elección por usos y costumbres es 
un método de elección tradicional que se ha conservado y adaptado a las rea- 
lidades locales, con el reto latente de llegar a ser comunidades por voto 
constitucional. 

Pese a eso, las personas presidentas de comunidad coincidieron en que dicho 
método aporta identidad a sus comunidades, además de ser una actividad 
exclusiva, pues por lo regular no están cerradas a compartir sus experien-
cias de vida como autoridades. Por lo que respecta a la cultura política desde  
lo local, también se encuentra pendiente de seguir analizando, y no solo des-
de la participación política, por ejemplo, la relación entre dicho fenómeno y el  
periodo de alternancia política consecutiva (1998-2004-2010) en donde 
alianzas opositoras al partido político que se encontraban en su momento 
ganaron la gubernatura.
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Introducción

La mayoría de las entidades federativas mexicanas ya poseen su Ley de 
Participación Ciudadana, sin embargo, las investigaciones empíricas existen-
tes solamente han descrito su evolución normativa, instrumentos y tipos, han 
subsumido la participación al comportamiento electoral, al gobierno abierto 
o a políticas y programas públicos concretos. El esfuerzo por establecer un 
marco teórico-conceptual comparativo es el más abundante y desarrollado 
(Arzaluz, 2013), pero en el campo de la participación indígena se cuenta con 
unos pocos estudios electorales (Ramírez, 2003).

La Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Hidalgo se publicó el 16 
de febrero de 2015. En ella se establecen los mecanismos para ejercerla de 
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forma institucionalizada: iniciativa ciudadana, consulta popular y audiencia 
pública (Gobierno del Estado de Hidalgo, 2015). Sin embargo, Hidalgo está 
muy lejos de ejercer mecanismos de participación ciudadana directa (Espacio 
ICSHu, 2018). Lo cierto es que no existe mucha literatura especializada en 
la participación ciudadana local, y la poca existente se ha dedicado a estu-
diar a grupos como el estudiantado, a la relación con las políticas públicas y a 
sus aspectos más teóricos o relacionados con la participación electoral, pero  
sin ahondar en un análisis profundo sobre esta en sus distintas dimensiones ni 
en grupos como la población indígena (Taguenca y Vega, 2019).

En este capítulo presentamos algunos de los hallazgos encontrados en una in-
vestigación sobre cultura política y participación ciudadana que realizamos en  
diferentes zonas indígenas de Hidalgo. En concreto, trabajamos con los dis-
tritos electores de Ixmiquilpan, Huejutla y San Felipe Orizatlán, los cuales 
fueron considerados indígenas en las elecciones estatales de 2018. La ma-
yoría de las y los habitantes de estas zonas pertenece a las etnias náhuatl  
y hñähñu.

El objetivo de la investigación es analizar, desde el prisma de la cultura política 
y la participación ciudadana, las formas políticas de los pueblos originarios 
del estado de Hidalgo, en concreto, los que habitan las regiones del Valle del 
Mezquital y la Huasteca hidalguense, representados por los distritos elec-
torales que señalamos en el mapa 1. Partimos del supuesto de que la Ley de 
Participación Ciudadana resulta insuficiente para garantizar la inclusión de los 
pueblos originarios. En contraste, consideramos necesario recoger otros con-
ceptos –más propios de la antropología, la comunalidad o la teoría decolonial– 
para comprender la cultura política indígena y, con ello, proponer cambios 
políticos y legislativos capaces de fomentar un diálogo realmente intercultural. 

Para realizar la investigación hicimos entrevistas a profundidad, así como et-
nografía en algunas comunidades de las zonas señaladas. En este texto, ana-
lizamos nueve entrevistas semiestructuradas a estudiantes, docentes, líderes 
comunales y representantes indígenas de comunidades de estas regiones. 
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Mapa 1 
Hidalgo, distritos indígenas en las elecciones estatales de 2018

Mapa 1. Hidalgo, distritos indígenas en las elecciones estatales de 2018
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Región Huasteca Hidalguense

Región Valle del Mezquital

Distrito 05
Ixmiquilpan

Distrito 04
Huejutla

Distrito 03
San Felipe
Orizatlán

Fuente: Elaboración propia con base en información de Vázquez (2018: 42).

Así, presentamos –en primera instancia– nuestra orientación teórica, partiendo 
de los aportes de los estudios decoloniales e interculturales, así como de  
la deconstrucción de las teorías clásicas de la cultura política. Posteriormen-
te, aportamos algunos datos sociodemográficos sobre los territorios ana-
lizados, además de la descripción de la muestra cualitativa del estudio. A 
continuación, presentamos los primeros resultados derivados del análisis 
de las entrevistas, para acabar con un apartado de conclusiones donde ade-
lantamos la coexistencia en las comunidades de formas de cultura política 
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mestiza e indígena, junto con resabios de la colonialidad y posibilidades de 
diálogo intercultural.

La cultura política y la participación de  
los pueblos originarios. Cuestiones teóricas

La cultura política es una noción central en la ciencia política contemporá-
nea. Desde la clásica obra de Almond y Verba (1963), se entiende como las 
orientaciones de la ciudadanía hacia la política. Estos autores distinguieron 
tres tipos ideales de cultura política: la súbdita, la parroquial y la participante, 
así como otros subtipos que son producto de la combinación de los mis-
mos. Existe multitud de trabajos académicos sobre la cultura política de las 
y los mexicanos, que, con base en las categorías de Almond y Verba (1963), 
la analizan como una cultura política con rasgos autoritarios, tales como el 
corporativismo, el clientelismo, el caudillismo y las formas de participación 
verticales y no autónomas (Hernández, 2008). En los últimos años también 
han aflorado estudios que subrayan la existencia de subculturas políticas o 
culturas políticas “otras”. Tal es el caso de la cultura política indígena, que en 
este apartado vamos a caracterizar por los encuentros y desencuentros entre 
la participación política comunitaria y autogestiva, la reciente preocupación 
del Estado mexicano por la “integración” de las comunidades indígenas y los 
efectos del predominio o la hegemonía de los rasgos propios de la cultura polí- 
tica mestiza emanada de los procesos de Independencia, Reforma y Revolu- 
ción mexicana.

Cultura política y cuestión indígena

En México, la cultura política tiene su origen en el proyecto político liberal 
sustentado en la división de poderes (Ejecutivo, Legislativo y Judicial), con sus 
respectivas institucionalizaciones y divisiones entre lo público y lo privado. Se 
construye, así, un imaginario de participación individual en la esfera pública, 
desde derechos y deberes de la ciudadanía, sobre todo los referidos a elegir 
y ser elegidos representantes de la soberanía del pueblo. 
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Ello proviene del liberalismo mexicano, opuesto al conservadurismo imperia-
lista de mediados del siglo XIX, cuyo proyecto aristocrático fracasó. Sin em-
bargo, el renacimiento de la República mexicana, el cual impulsó las Leyes 
de Reforma –y con ellas la privatización de las tierras de la Iglesia y, sobre 
todo, de las comunales–, dejó en manos privadas la propiedad de la tierra, 
que se parceló en grandes extensiones. Por tanto, unos pocos hacendados se 
hicieron con las tierras y contrataron a las y los desposeídos en un mercado 
asimétrico que los excluía de las esferas social, cultural, económica y política.

A esto le siguió el porfiriato, el cual agudizó las desigualdades y la exclu-
sión de la cultura indígena. Se mantuvieron, pues, dos culturas con puntos 
de relación no lo suficientemente densos para influenciarse. En el periodo 
posrevolucionario se constituyó el México moderno, basado en un acuerdo de 
las élites surgidas de la Revolución, en el que se llegó a consensos sobre el 
orden social que permitirían el desarrollo del país. Al respecto, se ensanchó 
la base social beneficiada por las reformas emprendidas, una nueva clase 
media. Sin embargo, amplios sectores de la población quedaron excluidos 
de estos acuerdos, en particular las comunidades indígenas, que queda- 
ban subsumidas en un programa integrador, con base en el indigenismo,1 el 
cual las atrapaba en un discurso folclórico usado en la identificación na- 
cional de base simbólico-cultural; en una estructuración económico-social y 
política que las sometía orgánicamente a la sección corporativa campesina 
del partido hegemónico, el Partido Revolucionario Institucional (PRI), sin dis-
tingos de la población y forma de propiedad mestiza basada en la propiedad 
privada, aunque con la introducción del ejido como forma entre aquella y  
la propiedad comunal; y, por último, en una pretensión integrativa que también 
las sometía al mestizaje instrumentalmente, lo que implicaba su desaparición 
como forma de vida diferenciada, con su lengua y usos y costumbres propios, 

1 Como señala Bonfil (1991), citado por Gutiérrez, Martínez y Sará (2015: 37): “[…] se considera al 
indigenismo como ideología del mestizaje, el método y la técnica de unificación nacional, la expresión 
específica de las políticas gubernamentales frente al llamado problema indio […]”. Este indigenismo, de  
carácter gubernamental, excluía a la población indígena de la arena política nacional y de la toma 
de decisiones sobre las políticas públicas. No existía un reconocimiento a la diferencia de la y el 
indígena, sino una inclusión a un mestizaje de naturaleza excluyente.
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su simbiosis con la unidad nacional y su proyecto de desarrollo moderniza-
dor, que no admitía más que diferenciaciones culturales que no afectaran al 
proyecto nacional de la élite. 

No obstante, el proyecto de integración de la población indígena fracasó al no  
existir en realidad un proyecto integrativo que recogiera las demandas indí-
genas, sino un proyecto de negación de sus realidades y de exclusión del or-
den mestizo-política y económicamente instituido. Esto lo resume González 
Casanova cuando señala la existencia de dos órdenes: “[…] uno súper-par-
ticipante y otro súper-marginal, uno dominante [mestizo] y otro dominado 
[indígena]” (1982: 89).

No fue hasta entrada la década de 1960, pero sobre todo desde 1970, que 
se inició una nueva conciencia por parte de intelectuales y líderes indígenas 
que valorizaba a las comunidades indígenas mexicanas de una forma posi-
tiva, es decir, consideraba que las diferencias que presentaban con relación 
a la cultura mestiza nacional eran una riqueza por sí mismas y que, por tan-
to, se debían respetar y favorecer con políticas activas de reconocimiento  
y desarrollo. 

Compatibilizar la democracia liberal (formal) con la democracia indígena ha 
resultado difícil. Al respecto, ha existido falta de voluntad de los poderes pú-
blicos democráticos formales para realizar los ajustes estructurales y norma-
tivos necesarios que permitan la compatibilidad de los usos y costumbres 
indígenas con la democracia liberal y, por tanto, su inclusión real en la organiza-
ción política nacional. Además, han existido discrepancias de grado entre la 
cultura política mestiza y la indígena que no se han resuelto satisfactoriamen- 
te. Por un lado, la primera necesita de orientaciones y actitudes positivas con 
respecto a la política liberal, lo que implica dimensiones cognoscitiva, evaluati-
va y afectiva orientadas a la participación activa en la esfera pública liberal de la 
representación política (Almond y Verba, 1963); por otro lado, la democracia 
indígena se basa en una participación política de carácter comunal, donde 
las autoridades se eligen de acuerdo con un escalafón de “arraigo a la tierra 
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y al grupo, la permanente ayuda en la solución de los problemas colectivos, la 
disposición en la celebración de las fiestas, tequios [faenas] y sobre todo,  
la honestidad en el desempeño de los cargos” (Melgar, 1991: 61).  

Participación política y comunidad 

Según Bonfil (1991), la sociedad mexicana actual tiene su origen histórico en 
la coexistencia de pueblos diferentes, la mayoría de los cuales participaba 
de una civilización común (la mesoamericana) y que fueron sometidos a la 
dominación colonial por un grupo invasor. Los colonizadores se vieron en la ne- 
cesidad de justificar la invasión y la explotación. Así, hicieron ver sus acciones 
como parte de una empresa redentora (la cristianización) y a los mal lla- 
mados indios/as, como pueblos inferiores. 

Desde ese momento, quienes habitaban los pueblos originarios tuvieron que 
irse a vivir a territorios más alejados que los de sus antiguos centros civili-
zatorios (ahora ocupados por los conquistadores). Es por eso que Aguirre 
Beltrán (1967) acuñó el término “regiones de refugio”. La pregunta sería: ¿Por 
qué hoy, en pleno siglo XXI, muchos/as indígenas siguen viviendo en regiones 
de refugio? pareciera que las transformaciones del México independiente no 
han conseguido generar una política que logre incluir a los pueblos originarios 
que siguen manteniendo sus formas de vida comunitaria. 

En ese sentido, Villoro (2003) reflexiona sobre una sociedad en la que los 
lazos colectivos son prácticamente inexistentes y nos recuerda que la idea 
de comunidad existía desde las sociedades precapitalistas, muchas de las 
cuales han legado esta visión a las actuales comunidades indígenas. Esta idea 
de comunidad –dice Villoro (2003)– supone que sus integrantes tienen un  
sentimiento a favor de construir juntos y bajo un fundamento de servicio  
un proyecto común, más allá del bien propio. En las comunidades de los  
pueblos originarios, la tierra, su sustento económico, no es de propiedad pri-
vada, sino que es un bien común. Son también muy importantes el trabajo 
colectivo, el disfrute de la fiesta y la reciprocidad de servicios, a través del 
tequio y el cumplimiento de cargos. Estos últimos son ocupados por tiempo 
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limitado y sin remuneración. Finalmente, las decisiones se toman de forma 
asamblearia con participación de toda la población y la moderación de un 
“consejo de ancianos” (Villoro, 2003: 7). 

Gutiérrez y Salazar (2015) conciben lo comunitario como una forma de esta-
blecer relaciones sociales de “competencia” (a la manera de Martínez Luna) y  
de cooperación, es decir, una forma de tejer vínculos de haceres compartidos 
y coordinados, con equilibrios dinámicos que no están libres de tensiones, 
cuyo fin es la reproducción de la vida social y en los cuales “una colectividad 
asume la capacidad autónoma, autodeterminada y autorregulada de decidir 
sobre los asuntos relativos a la producción material y simbólica para garan- 
tizar su vida biológica y social a través del tiempo” (Gutiérrez y Salazar, 
2015: 20-21). 

Pero vayamos a las propias voces que emergen de estos pueblos. Así, el an-
tropólogo mixe oaxaqueño Díaz (1995) reconoce los siguientes elementos 
para hablar de comunidades indígenas: a) un espacio territorial, demarcado y 
definido por la posesión; b) una historia común, que circula de boca en boca  
y de una generación a otra; c) una variante de la lengua del pueblo, a partir de 
la cual identificamos nuestro idioma común; d) una organización que define lo 
político, cultural, social, civil, económico y religioso; y e) un sistema comuni-
tario de procuración y administración de justicia. Díaz asegura que cualquier 
sociólogo o antropólogo puede darse cuenta de que se trata de las mismas 
características del Estado-nación occidental. Sin embargo, más allá de esta 
forma de organización social, la comunidad tiene una inmanencia definida, 
por lo que este autor la denomina “comunalidad”, la cual está relacionada con 
nociones como: lo colectivo, la complementariedad o la integralidad. 

Para Díaz (1995), no puede entenderse la comunalidad sin otra serie de ele-
mentos propios de la organización comunal de los pueblos originarios, que 
van más allá de una mera forma de organización social. A saber: a) la tierra 
como madre y como territorio (y la relación entre madres e hijos/as no puede 
ser de propiedad, sino de pertenencia mutua); b) el consenso en asamblea 
para la toma de decisiones (para la búsqueda del bien común); c) el servicio 
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gratuito como ejercicio de autoridad (trabajo desinteresado); d) el traba- 
jo colectivo como un acto de recreación (para esparcimiento y búsqueda del 
bien común); y e) los ritos y ceremonias como expresión del don comunal 
(vivencia espiritual de la comunalidad).

Por su parte, la socióloga maya quiché Tzul (2015) entiende la forma de go-
bierno indígena comunal como una trama plural de hombres y mujeres que 
“crean relaciones histórico-sociales que tienen cuerpo, fuerza y contenido 
en un espacio concreto: territorios comunales que producen estructuras de 
gobierno para compartir, defender y recuperar los medios materiales para la 
reproducción de la vida humana y de animales domésticos y no domésticos” 
(Tzul, 2015: 128).

Tzul deja muy claro que no aboga por una concepción esencialista de lo co-
munal indígena. No se trata de una forma arcaica del pasado o de una con-
cepción romántica que deba mantenerse intacta para que no se contamine 
con formas externas de organización. Por el contrario, nos propone pensar 
lo comunal indígena como el funcionamiento de las estrategias que hombres 
y mujeres desarrollan cotidianamente para gestionar, autorregular y defender 
sus territorios. Y –prosigue– al señalar que estas tramas comunales no están 
exentas de contradicciones y jerarquías políticas. Están agregadas y rodeadas 
por ellas, pero a pesar de esto, pugnan por una lucha autónoma para contro-
lar sus medios de vida cotidiana.

Interculturalidad y acción afirmativa. Encuentros y desencuentros

Según Dávalos (2005), el proyecto de modernidad que empuja la creación 
del Estado-nación, la ciudadanía y la democracia liberal en el siglo XIX  
latinoamericano lo hace desde la negación, aniquilación y dominación de las 
comunidades indígenas, sin despegarse apenas de la matriz colonial de  
poder impuesta por el Imperio español. No fue hasta la emergencia del mo-
vimiento indígena como sujeto político a finales del siglo XX que se iniciaron los 
intentos por “integrar” a los pueblos originarios en las democracias liberales 
realmente existentes. Efectivamente, el primer levantamiento indígena en 
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Ecuador y la emergencia del zapatismo en México se produjeron en un con-
texto de auge del neoliberalismo, dominación mundial estadounidense ante 
la derrota del bloque socialista y emergencia del pensamiento posmoderno 
por la derrota estratégica de la clase obrera (Dávalos, 2005). El indigenis- 
mo no apareció entonces como fundamentalismo étnico, ni siquiera como mo- 
vimiento campesino, sino como esperanza y realidad de resistencia frente 
a la globalización neoliberal que sitúa a los pueblos de México, Ecuador o 
Bolivia a la vanguardia de las demandas de paz, justicia y libertad de toda la 
humanidad, frente a la barbarie y a la violencia de un capitalismo desatado. 
Es en este contexto en el que las políticas públicas se plantean la necesidad 
de integrar a la población indígena. 

El movimiento indígena ha puesto a la modernidad frente a su propio espe- 
jo, el del fracaso en su pretensión de construir sociedades homogéneas, además 
de plantear el reto de transformar esos vetustos, autoritarios, excluyentes y 
violentos estados modernos, en estados pluralistas, democráticos y partici-
pativos. Este debate se ha trasladado a la lógica moderna con la discusión en-
tre prácticas y conceptos como los de pluralismo cultural, multiculturalismo 
e interculturalidad. Se trata de un debate complejo, ya que se aborda la gestión 
de la diversidad cultural en los diferentes modelos y tradiciones nacionales 
en cuanto a la integración de migrantes y minorías étnicas (Giménez, 2003). 

Para empezar el debate, es necesario delimitar de nuestra parte un posicio-
namiento político-epistemológico. En este sentido, debemos remarcar nues-
tras oposiciones a las visiones integracionistas y de aculturación defendidas 
por la ciencia política hegemónica que podríamos representar con las pos-
turas de Sartori (2002) o Azurmendi (2002). Estos autores apuestan por los 
modelos de integración y aculturación de las minorías étnicas, como el fran-
cés o el español, que han demostrado su fracaso con la creación de guetos 
como las banlieues en los suburbios de París y de sociedades racistas donde 
emergen valores de extrema derecha, neofascistas y/o autoritarios represen-
tados hoy por partidos políticos como el Frente Nacional en Francia o Vox 
en España. Ahora bien, si de esta forma nos decantamos por el pluralismo 
cultural y la defensa a ultranza de la diversidad y el derecho a la diferencia, 
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cabe señalar que el multiculturalismo y la interculturalidad son “concreciones 
sucesivas del paradigma pluralista” (Giménez, 2003: 14).

Giménez (2003) resume los tipos de modelos sociopolíticos ante la diversi-
dad cultural. En primer lugar, cabría distinguir entre los modelos de exclusión 
y los de inclusión. Los primeros estarían fuera del debate académico en la 
actualidad, pero lamentablemente vigentes en algunas derivas xenófobas  
y racistas de las políticas migratorias en el mundo. Se podrían clasificar en 
tres: 1) discriminación legal y/o social, 2) segregación espacial y/o institu- 
cional y 3) eliminación cultural y/o física. 

Por lo que se refiere a los modelos de inclusión, Giménez establece una diferen- 
cia esencial entre aquellos de inclusión aparente, basados en la búsqueda de 
la homogeneización cultural y que podemos clasificar en asimilacionistas y  
de fusión cultural (melting pot); y los de inclusión real, que aceptan la diversidad 
cultural como algo positivo y que pertenecen al ámbito del pluralismo cultural. 
Estos últimos tienen dos tipos: el multiculturalismo y el interculturalismo.

Una vez posicionados en este último tipo como normativa y políticamente 
preferible para gestionar la diversidad cultural en México, nos preguntamos: 
¿Qué distingue al multiculturalismo del interculturalismo?, ¿encajan las políti- 
cas de acción afirmativa en alguno de ambos?, ¿o solo lo hacen formalmente 
dentro de un modelo general de inclusión aparente o peor de exclusión ahora 
velada?, ¿pueden las políticas públicas interculturales acabar con la matriz 
colonial del poder y generar un México intercultural y plurinacional?, ¿có- 
mo trascender la raza cósmica y el falso mestizaje de Vasconcelos para ge-
nerar un México sin racismo y con igualdad de oportunidades? 

Para realizar este análisis, será necesario distinguir entre multiculturalis- 
mo e interculturalidad, aunque adelantamos que, tratándose este último del 
término más de avanzada, es el más utilizado en los textos legales que sostie-
nen las políticas de acción afirmativa indígena en México en los últimos años,  
incluyendo la creación de los distritos y representantes indígenas en el  
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estado de Hidalgo en el proceso electoral de 2018. Por eso queremos com-
probar que su uso normativo se corresponde con la realidad y las prácticas 
políticas que se derivan de la nueva legislación. Sin ánimo de simplificar, 
entendemos el interculturalismo como una superación de las aproximacio-
nes multiculturales. Estas últimas celebraban la diversidad étnico-cultural  
de México, pero tras tres décadas (1970, 1980 y 1990) de aplicación, se 
han mostrado insuficientes como proyecto de cohesión social (Malgesini  
y Giménez, 2000). La interculturalidad, además de reconocer la multiplicidad 
de culturas presentes en el país, pone el énfasis en la interacción entre estas, 
en las convergencias entre las culturas, más que en las diferencias. Es decir, 
más que enfatizar la cultura e historia propias, el interculturalismo pone el 
acento en el aprendizaje mutuo, la cooperación y el intercambio (Giménez, 
2003). Construir la unidad en la diversidad a través del principio de la in- 
teracción positiva para no solo superar la exclusión y el asimilacionismo 
dominantes desde la Colonia, la Independencia y la propia Revolución mexi-
cana, sino potenciar la cohesión social y la convivencia democrática que no 
se consiguieron con el modelo multicultural. El modelo intercultural es, pues, 
una crítica constructiva al multiculturalismo; tiene una misma raíz, pero su-
pera el mero intercambio, el sincretismo, la simbiosis o el mestizaje cultural 
(aunque los incluye y los aprecia). Se trata entonces de un nuevo paradigma 
en construcción que enfatiza el aprendizaje cooperativo y el enriquecimiento 
mutuo entre las culturas que conviven en un mismo territorio (Giménez, 1999). 

Traducido a nuestro estudio, la aproximación intercultural no debería tratar 
de integrar a las y los indígenas a la democracia liberal, sino abrirse a la ex- 
ploración, aceptación y reconocimiento de la democracia directa de las co-
munidades (Quijano, 2005; Rice, 2016). No se trataría solamente de incorporar 
a los pueblos originarios a los conceptos tradicionales liberales de ciudada-
nía, sino enriquecerse con las aportaciones de la ciudadanía indígena (Bello, 
2015). No nos deberíamos acercar, pues, a la cultura política indígena sin  
deconstruir las categorías de Almond y Verba, pensadas desde y por 
Occidente frente al otro, sino incorporar aproximaciones que reconocen cul-
turas políticas indígenas (Cedillo, 2009; Gutiérrez, Martínez y Sará, 2015). 



146

Las culturas políticas de las y los mexicanos

En definitiva, las incipientes políticas de acción afirmativa indígena (como la 
creación de los distritos electorales de representación indígena) nos ofrecen  
un campo de oportunidad para profundizar en una interculturalidad real que su-
pere la colonialidad del poder, el eurocentrismo del saber y la subalternización  
de los pueblos originarios (Walsh, 2008) para posibilitar la construcción de 
un México plurinacional con una identidad múltiple y diversa, como lo son las 
distintas matrias que componen este país (Giménez, 1999).

La importancia de la presencia indígena  
para la democracia hidalguense

Tres son los criterios utilizados para cuantificar la población indígena en 
México: 1) población total hablante de lengua indígena, 2) población que 
se autoadscribe como indígena y 3) población indígena por hogares, que son 
aquellos donde el jefe de familia, su cónyuge o ascendientes se expresan 
mediante una lengua indígena. Este último criterio es el que está detrás de 
la metodología empleada por la Comisión Nacional para el Desarrollo de los 
Pueblos Indígenas (CDI),2 la cual toma como base para la cuantificación de la 
población indígena el total de integrantes de los hogares indígenas. 

Según datos del INEGI, México tenía en el año 2010 una población de 
119,530,753 habitantes, de los cuales 12,025,947 (10.10%) eran indígenas 
que se distribuían principalmente en 10 estados (INEGI, 2010). La tabla 1  
nos muestra esta distribución. 

Según la CDI, Hidalgo tiene 84 municipios, de los cuales 23 son municipios 
indígenas, 7 tienen presencia indígena y 54 tienen población indígena disper-
sa (CDI, 2010).3 En la entidad se encuentran ubicados 39 grupos etnolingüís-
ticos diferentes. Los más significativos son el náhuatl (60.4% de la población 

2 Actualmente Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas.

3 Cabe señalar que el catálogo de los pueblos indígenas realizado por la Universidad Autónoma del 
Estado de Hidalgo (UAEH) para el Congreso del Estado de Hidalgo los sitúa en 32, de los que solo  
14 forman parte de los tres distritos indígenas de la entidad (Raesfeld, López y Mendoza, 2013).
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indígena en Hidalgo) y el hñähñu (35%). Muy alejados de la población de 
estos dos grupos se halla el tepehua (0.7%). En conjunto, estos tres grupos 
indígenas representan más de 95% de la población indígena hidalguense. 

Tabla 1
Estados mexicanos con mayor población indígena en 2010

Estado Total Indígenas Porcentaje
Posición respecto 

al número  
de indígenas

Posición respecto 
al porcentaje

Oaxaca 3,967,889 1,744,658 43.70 1 2

Chiapas 5,217,908 1,706,017 32.70 2 3

Veracruz 8,112,505 1,101,306 13.60 3 10

Puebla 6,168,883 1,094,923 17.70 4 8

Yucatán 2,097,175 1,052,438 50.20 5 1

Guerrero 3,533,251 681,615 19.30 6 7

Hidalgo 2,858,359 606,045 21.20 7 6

Quintana Roo 1,501,562 488,244 32.50 8 4

San Luis Potosí 2,717,820 370,381 13.60 9 9

Campeche 899,931 199,335 22.20 10 5

Nacional 119,530,753 12,025,947 10.10

Estados
37,075,283
(31,02%)

9,044,962 75.21

Fuente: Elaboración propia con base en información del INEGI (2010).

Por otro lado, el Censo de Población y Vivienda de 2010 señala que en el esta-
do de Hidalgo había una población total de 2,665,018 personas, de las cuales  
se considera población indígena a un total de 560,962, lo que representa 
21.05%. La CDI aumenta en algo la población indígena de la entidad al situar-
la en 575,161 habitantes (21.58% del total poblacional de Hidalgo) (INEGI, 
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2010). Por último, la Encuesta Intercensal del año 2015 realizada por el 
INEGI señala la existencia de un aumento de la población para el estado, 
situándola en 2,858,359 personas, de las cuales 1,035,059 son indígenas 
por autoadscripción (36.21% del total de la población hidalguense) (INEGI, 
2015: 20). No es que haya crecido exponencialmente la población indíge-
na en Hidalgo, pasando de 21.58 a 36.21%, sino que es el criterio utiliza- 
do, en el último caso de adscripción, al que se debe la diferencia existente 
entre ambas mediciones. Además, la población indígena es probablemen- 
te superior a la que reporta el INEGI, por una doble tendencia: la de las ins-
tituciones a minimizar la cantidad y la de un sector de la propia población  
indígena que niega serlo por la carga valorativa “negativa” que implica 
(Cedillo, 2009). 

Por lo que se refiere a su distribución territorial, 84% de la población indíge-
na reside en zonas indígenas (55% en la Huasteca hidalguense, 23% en el 
Valle del Mezquital y 6% en la Otomí-Tepehua), mientras que 16% reside en 
el resto del estado, especialmente en ciudades como Pachuca o Tulancingo 
(Vázquez, 2018). En consecuencia, en Hidalgo existen tres distritos electorales 
indígenas: Ixmiquilpan (en el Valle del Mezquital), Huejutla de Reyes y San 
Felipe Orizatlán (ambos en la Huasteca hidalguense). Los datos relativos  
a estos tres distritos electorales se presentan a continuación.

Ixmiquilpan

Conforma el distrito 05 de Hidalgo, con 134 secciones electorales distribui-
das en cinco municipios: Cardonal, Chilcuautla, Ixmiquilpan, Nicolás Flores 
y Santiago de Anaya. Los datos referentes a estos municipios muestran un 
predominio de las y los indígenas hñähñu del Valle del Mezquital.
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Tabla 2 
Población indígena en el distrito electoral número 05 (Ixmiquilpan)

Municipio Población total Población indígena
Porcentaje  

de indígenas
Número  

de comunidades

Cardonal 18,347 14,600 79.58 39

Chilcuautla 18,169 12,006 66.08 22

Ixmiquilpan 93,502 58,124 62.16 25

Nicolás Flores 7,031 5,413 76.99 25

Santiago de Anaya 17,032 14,238 83.60 21

Fuente: INEGI (2010), citados por Raesfeld, López y Mendoza (2013).

Huejutla de Reyes  

Conforma el distrito 04 de Hidalgo, en el que se sitúan 91 secciones elec- 
torales distribuidas en tres municipios: Huautla, Huejutla de Reyes (que es la 
cabecera) y Jaltocán. En todos ellos las y los habitantes pertenecen mayori-
tariamente a la etnia náhuatl de la Huasteca hidalguense. 

Tabla 3 
Población indígena en el distrito electoral número 04 (Huejutla de Reyes)

Municipio Población total Población indígena
Porcentaje  

de indígenas
Número  

de comunidades

Huautla 21,244 19,938 93.85 53

Huejutla de Reyes 129,919 100,070 77.02 140

Jaltocán 11,818 11,542 97.66 19

Fuente: INEGI (2010), citados por Raesfeld, López y Mendoza (2013).
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San Felipe Orizatlán

Conforma el distrito 03 de Hidalgo, con 104 secciones electorales que se or-
ganizan en seis municipios: Atlapexco, Huazalingo, San Felipe Orizatlán (que 
es la cabecera), Tlanchinol, Xochiatipan y Yahualica. En todos ellos la mayoría 
de sus habitantes es náhuatl de la Huasteca hidalguense.

Tabla 4 
Población indígena en el distrito electoral número 03 (San Felipe Orizatlán)

Municipio Población total Población indígena
Porcentaje  

de indígenas
Número  

de comunidades

Atlapexco 19,902 18,341 92.16 14

Huazalingo 13,986 12,669 90.58 26

San Felipe Orizatlán 38,925 30,673 78.80 81

Tlanchinol 39,722 37,334 93.99 49

Xochiatipan 39,772 27,334 68.73 34

Yahualica 24,173 22,533 93.22 32

Fuente: INEGI (2010), citados por Raesfeld, López y Mendoza (2013).

Elementos para comprender la cultura política  
de los pueblos originarios de Hidalgo

Las dos zonas de mayor presencia indígena en Hidalgo se dividen a nivel elec-
toral en tres distritos. Para nuestro estudio, hemos entrevistado a profundi-
dad a nueve personas que pertenecen a estas comunidades; en concreto, a 
cinco de etnia hñähñu del Valle del Mezquital y cuatro de etnia náhuatl de la 
Huasteca hidalguense. De las nueve personas entrevistadas, tres son mu-
jeres y seis, hombres; dos son jóvenes y siete, adultos/as. Nos interesaban 
personas con algún tipo de liderazgo social o político en sus comunidades, por 
lo que el perfil de las y los entrevistados es de estudiantes universitarios, aca- 
démicos/as, delegados comunitarios, líderes asociativos y diputadas locales. En  
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la tabla 5 se pueden consultar las características de las personas entrevis-
tadas a quienes agradecemos mucho la información y la disponibilidad que 
mostraron. El tipo de entrevista fue a profundidad y semiestructurada.

Tabla 5
Codificación de las entrevistas realizadas

Ixmiquilpan, Valle del Mezquital

Código Fecha Características

IA 16/10/2019 Académica indígena, comunidad de El Maye, Ixmiquilpan, 48 años.

IL1 24/10/2019
Presidente municipal del Consejo Supremo Hñähñu A. C.,  

comunidad Llano Primero, Chilcuautla, 47 años.

IE 26/09/2019 Estudiante de la UAEH, comunidad de San Miguel Tlazintla, El Cardonal, 25 años.

IL2 14/10/2019
Exdelegado, presidente regional del Consejo Supremo Hñähñu,  

comunidad González Ortega, Santiago de Anaya, 59 años.

ID 09/10/2019 Diputada en el Congreso local por Ixmiquilpan, comunidad de El Deca, El Cardonal, 33 años.

San Felipe Orizatlán y Huejutla, Huasteca hidalguense

SFL1 26/09/2019 Delegado de la comunidad de Huitzilingo, San Felipe Orizatlán (sin datos de edad).

SFE 09/09/2019 Estudiante de posgrado, comunidad de Huitzilingo, San Felipe Orizatlán, 34 años.

SFL2 26/09/2019 Líder indígena, comunidad de Huitzilingo, San Felipe Orizatlán (sin datos de edad).

HD 17/01/2020
Diputada en el Congreso local por el distrito 04 Huejutla de Reyes,  

comunidad de Ahuatitla, Huautla, 34 años.

Fuente: Elaboración propia.

Como decíamos en la introducción, la legislación electoral no alcanza a ex- 
plicar la complejidad de la cultura política y las formas de participación 
ciudadana que se desarrollan en los pueblos originarios de Hidalgo. Es así 
como hemos ido explicando una serie de conceptos que –nos parece– po-
drían enriquecer el análisis politológico y ayudar a proponer una legislación 
que fomente un verdadero diálogo intercultural. Con base en ellos, hemos 
organizado este apartado en diversos epígrafes que corresponden a cuatro 
categorías analíticas derivadas de nuestro marco teórico y de la observación: 
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1) etnicidad, 2) cultura política, 3) participación y 4) políticas públicas. En pri-
mer lugar, consideramos que no puede estudiarse la cultura política indígena 
sin tener en cuenta elementos de perspectivas antropológicas, comunales  
e incluso decoloniales que agrupamos en la categoría etnicidad, en la cual 
incluimos los siguientes elementos: a) datos generales y lengua y b) organi- 
zación comunitaria y propiedad. Por lo que respecta a la cultura política, tra-
bajamos los siguientes aspectos: a) tensión entre cultura política mestiza y 
usos y costumbres indígenas, b) relaciones con autoridades formales y po- 
deres informales y c) comunalidad y transformaciones al interior de las comu-
nidades. Como se ve, la cultura política indígena está en diálogo con la propia 
del mundo mestizo y lo que encontramos es que muchas veces esta relación 
se da sobre una base desigual con sustrato colonial. En cuanto a la participa-
ción política, también analizamos esta relación desigual para intentar explicar 
su complejidad. Estos fueron los elementos que marcamos: a) relaciones con 
partidos políticos y elecciones y b) participación comunitaria y sus relaciones 
con la política formal. Finalmente, dentro de la categoría políticas públicas, tra-
bajamos diferentes elementos: a) interculturalidad, la cual incluye la interlo-
cución, la presión comunitaria y la incidencia que autoridades constitucionales 
pueden tener en la comunidad, b) usos y costumbres como derecho de un 
proyecto incluyente, c) autogestión y d) clientelismo. Nuevamente vemos 
la complejidad de una región plural, compleja, pluriétnica, donde coexisten la 
cultura política y participación mestizas y la cultura política y participación 
indígenas. En algunas ocasiones se establece un diálogo intercultural, pero en 
otras este diálogo está completamente atravesado por la colonialidad. 

Etnicidad

La etnicidad tiene que ver con cómo se autodefinen las comunidades, las 
personas concretas, si se habla o no una lengua indígena en esa región. Es sin  
duda un tema que está asociado al origen y a la tierra. Sin embargo, las co-
munidades indígenas no son estáticas en el tiempo. Ha habido cambios al 
interior y también en la propia relación con el mundo mestizo. Así, el año 
1994, con el surgimiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional en 
Chiapas, representó una gran oportunidad para los movimientos indígenas  
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y para la obtención de algunos derechos. En opinión de una de las personas 
entrevistadas:

 A mí me pareció muy importante –y es algo que yo valoro muchísimo– el hecho 

de que pone en la mesa de discusiones este asunto del indígena, pero de ma- 

nera positiva. Quienes somos indígenas lo valoramos, porque todo el contexto 

siempre te está enseñando que ser indígena es malo, y con esta carga peyora- 

tiva haces todo el esfuerzo por ocultarlo, pero cuando te das cuenta que es 

importante, que es positivo, entonces te reivindica y te posiciona (IA, 2019).

Datos generales y lengua

Las personas entrevistadas pertenecientes al distrito electoral 03 de San 
Felipe Orizatlán, situado en la Huasteca hidalguense, son de la comunidad de 
Huitzitzilingo, en la que aproximadamente 80% de su población es hablante 
de la lengua náhuatl, aprendida en el ámbito familiar y comunitario. En la 
zona destaca la autoridad tradicional, se mantienen la asamblea comunitaria 
y los comités tradicionales como forma de organización política y de relación 
con las autoridades constitucionales; el trabajo comunitario sigue utilizándo-
se y siguen respetándose los usos y costumbres para resolver los conflictos 
que se presentan dentro de la comunidad (Raesfeld, López y Mendoza, 2013) 
(SFE, 2019; SFL1, 2019 y SFL2, 2019).

En el ámbito comunitario es importante el uso de la lengua en la vida cotidiana 
y en las reuniones de la asamblea. No ocurre lo mismo en la cabecera munici-
pal ni en la interlocución con las autoridades, en las que la lengua utilizada es 
el español: “[…] el delegado de mi comunidad, que habla náhuatl, va al ayun-
tamiento y habla español” (SFE, 2019); “[Los que viven en la cabecera] no 
hablan náhuatl, solo español” (SFL2, 2019). La lengua plantea identidades di- 
ferenciadas: la indígena que hablaría náhuatl, con toda la cosmovisión que ello  
implica; y la mestiza, que hablaría español y que se arrogaría una predomi-
nancia social y política basada, como uno de sus pilares, en su correcto uso.
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Una diputada huasteca reconoce que había perdido el náhuatl y ahora se da 
cuenta de que es necesario y trata de recuperarlo: 

 Mi padre lo habla muy bien, mi madre igual. ¿Y qué crees?, de pronto lo que 

es en las escuelas, que ahorita es lo que queremos erradicar, anteriormente 

aquel niño que hablaba el náhuatl en las instituciones decía: “no, no hables 

el náhuatl, habla en español” […] Irónicamente, fíjate que yo fui entendiendo 

más la lengua en lo laboral […] Llegan autoridades de las comunidades a so- 

licitarte asesoría, y entonces yo me trasladaba a las comunidades a las asam-

bleas comunitarias donde todos hablaban el náhuatl […] (HD, 2020). 

Por otro lado, en el Valle del Mezquital hay un amplio porcentaje de población 
de origen hñähñu. No todas las personas conservan la lengua. De hecho, 
algunas la han perdido, aunque sus padres, madres o abuelos/as aún la con-
servan: “[…] mis abuelos paternos, mi bisabuela materna y mis bisabuelos 
paternos son los que hablaban hñähñu. De todos mis tíos, mi papá es el único 
que habla hñähñu, es el único que lo habla y lo entiende más o menos bien” 
(IE, 2019).

Las razones por las que las personas fueron perdiendo la lengua tienen que 
ver con modelos homogeneizantes que se impusieron a través de la enseñan-
za básica y con una suerte de vergüenza de origen, con la promesa que algu-
nas personas vieron para sus hijos e hijas de una mejor vida si eran capaces 
de integrarse a la cultura mestiza. Ello nos habla de huellas de colonialidad: 

 Mi abuelo me llevaba a trabajar con él, mi abuela me llevaba a trabajar con 

ella, y ellos, cuando hablaban con otras personas –personas mayores o de 

su generación– hablaban hñähñu muchas veces y me sentía como excluido 

por no poder entender lo que ellos decían […] Yo estudié en una primaria 

general, no se nos enseña hñähñu […] Muchas de las razones por las cuales 

no se nos enseñaba es por el estigma que se tenía respecto a los hablantes de  

esta lengua […] (IE, 2019).
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En distintas entrevistas vemos cómo los padres y madres deciden conscien-
temente dejar de hablar su lengua con sus hijos/as y optan por privilegiar su 
educación en español. Pero vemos algunos intentos por resistir y mantener 
la lengua: 

 Es interesante porque el municipio de Cardonal, de entrada, cuenta con una 

radio indigenista. Este tipo de radiodifusoras se encargan de promover y preser-

var la cultura y la lengua, en este caso la hñähñu. Algunas comunidades que 

se encuentran del municipio cuentan con escuelas hñähñu (IE, 2019).

No es solo una cuestión de hablar o no una lengua. La lengua provee de iden-
tidad y de una cosmovisión: 

 […] en la medida en que sales también te das cuenta de que hay cosas en la 

vida que no te puede explicar la otra lengua. En este caso, la castellana no me 

lo puede explicar, especialmente cuando lo tienes como experiencia de vida 

en términos también de emociones, de olores, de sitios y eso solamente es 

a través de la lengua indígena […] (IA, 2019). 

La migración, la llegada de otras personas externas a las comunidades y la 
mediatización son otras causas de la pérdida de la lengua: 

 Bueno, en primera por el bombardeo en la cuestión de comunicaciones –la 

televisión, la radio– [Luego], la migración: si yo me hubiese quedado otros 

10 años en la ciudad, ya desconocen sus orígenes […] También ha llegado 

gente que viene de fuera y hablan otra lengua, pero ya no es compatible con 

la de aquí. Por ende, se muere, tanto el hñähñu, como la que viene de llegada 

(IL1, 2019).

Respecto a la lengua, uno de los temas que se relaciona con la interculturali-
dad y que nos habla también de autodefinición es la diferencia entre otomí  
y hñähñu. Así lo aclara un entrevistado: 
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 […] nos denominamos hñähñu, para nosotros es el término nuestro, es como 

en el norte del país con los tarahumaras. Los tarahumaras no aceptan el 

término de tarahumaras, aceptan el término de rarámuris. Entonces nosotros 

no aceptamos el término de otomí porque viene del náhuatl otomitl […] o sea, 

personas flechadoras, cazadoras (IL2, 2019).

Los esfuerzos por recuperar la lengua hñähñu se notan en las nuevas ge- 
neraciones. La joven diputada del Valle del Mezquital se considera totalmen- 
te bilingüe: 

 […] bilingüe, hñähñu y español hablábamos […] Era habitual: en mi infancia, en  

la casa, con la familia. En la escuela, apenas estaban habituando a hablar 

porque anterior a eso, las generaciones anteriores, de hecho, se les prohibía 

hablar esa lengua y nosotros, al contrario, ya nos inculcaron más a hablar- 

la (ID, 2019).

Organización comunitaria y propiedad

En la comunidad de Huitzitzilingo, en la Huasteca hidalguense, existen dos 
autoridades importantes que se eligen mediante asambleas y en votación 
a mano alzada. La primera, la o el delegado, representa a la comunidad. La 
segunda, el comisario de ejido, representa solo a los ejidatarios. Estos per-
tenecen a las comunidades de “Huitzilingo, Ahuatitla, Huichintla y Texcacli” 
(SFE, 2019). 

Por otra parte, “el delegado imparte justicia y organiza la comunidad [y  
es, además, la autoridad comunitaria de intermediación con las autoridades 
constitucionales]. El comisario ejidal lleva los asuntos agrarios” (SFL2, 2019). 
La organización de ambas autoridades es la siguiente: la o el delegado, que 
gestiona los asuntos de la comunidad y funge como juez conciliador: “tiene 
un suplente, un tesorero, secretario y además tiene vocales” (SFE, 2019). 
Estos vocales, “pupiles” avisan de las reuniones (SFL1, 2019). El comisario eji-
dal dispone de “un consejo de vigilancia, que es el que interviene para ayudar 
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al comisariado a resolver problemas con las tierras, como pueden ser el de los 
deslindes de terrenos” (SFL2, 2019).

La organización de la comunidad se realiza mediante dos tipos de órganos 
colegiados: la asamblea y los comités. La primera se reúne por lo menos una 
vez año para elegir a la o el delegado, y cada vez que un asunto importante 
lo requiera, es el delegado o delegada quien la convoca. Los comités se crean 
conforme a las necesidades de las y los habitantes, quienes se organizan y 
ponen “un presidente, un secretario y un tesorero y se dirigen al delegado 
solicitando [su conformación]” (SFE, 2019).

La organización de las fiestas patronales se realiza mediante un comité  
llamado “patronato”. Este comité es el que pide las cooperaciones a las fa-
milias para organizar la fiesta, que incluye comidas, danzas, pirotecnia, etc. 
También participan otros grupos, por ejemplo, la comitiva deportiva o de 
baile (SFE, 2019).

En el Valle del Mezquital el funcionamiento de las comunidades es muy pare-
cido al descrito para la zona de la Huasteca. La etnicidad también tiene mu-
cho que ver con la tierra y el tipo de propiedad, que en algunos casos todavía 
es comunal: 

 En la comunidad de El Maye [...] es un pueblo indígena con tierras comunales 

[…] y mi familia tiene tierras comunales. Las tierras comunales no son más que 

el reconocimiento que hace el gobierno mexicano a la ubicación ancestral y del 

control ancestral que los pueblos han tenido sobre los territorios, a diferencia 

de las tierras ejidales, que es la recuperación que hacen los pueblos sobre esas 

tierras (IA, 2019). 

Sin embargo, la diputada de esta zona entrevistada introduce otras cuestio-
nes polémicas, como la autoadscripción: 

 Yo opino que hay muchas formas de considerarse ciudadano indígena, porque 

pues a lo mejor mi hijo puede decir que no lo es, cuando de sangre, nacimos 
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en la comunidad, desempeñamos actividades en la comunidad, somos parte 

de ese grupo indígena, lo somos. O a lo mejor le puedo decir que no, porque 

finalmente no habla la lengua, pero sigue siendo […] (ID, 2019).

Cultura política

Como hemos dicho, la cultura política mexicana está marcada por el proyec-
to liberal y homogeneizador del México independiente y postrevolucionario.  
Muchas de estas relaciones están marcadas por el sustrato colonial del que 
no pudo sacudirse el proyecto de identidad nacional (Bonfil, 1991). Por tan-
to, sigue existiendo una cultura política indígena que entabla un diálogo in-
tercultural con la cultura política mestiza y de la cual muchas veces resulta 
discriminada: 

 [Para] nosotros ha sido una lucha constante desde que llega la conquista 

espiritual y el sometimiento y nosotros –como una resistencia–, lo nues-

tro: nuestras costumbres, nuestra convivencia, nuestra forma de trabajar en 

la colectividad, nuestra forma de percibir los propios fenómenos naturales, 

cómo compartimos la relación social y la relación geográfica (IL2, 2019). 

Sin embargo, algunas de las personas indígenas que pertenecen a la re- 
gión, cuando participan en política, reconocen sobre todo los criterios de ads-
cripción que marcan las reglas de operación de la cultura política del mundo 
mestizo, aunque otras reconocen las pertenecientes a la cultura política in-
dígena: 1) “Mi lugar de nacimiento es la comunidad de Llano Primero, muni-
cipio de Chilcuautla. Pertenecemos al distrito jurídico judicial de aquí, pero 
también es el municipio autónomo de Chilcuautla [...]” (IL1, 2019); 2) “[…] 
para ser hñähñu hay varios criterios: número uno, ser hablante, número dos 
es vivir en la comunidad con sus creencias, sus valores, también trabajar en 
la colectividad y lo otro, participar en la gestión, pero más en el trabajo comu-
nitario [...]” (IL2, 2019).
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Tensión entre cultura política mestiza  
y usos y costumbres indígenas

Son tres las regiones indígenas de Hidalgo: el Valle del Mezquital, la Sierra 
Otomí-Tepehua y la Huasteca. Sin embargo, donde ha habido más desarrollo 
y vínculos con el mundo mestizo es en el Valle del Mezquital. Así lo explica 
una de nuestras entrevistadas:

 […] desde 1931, el Valle del Mezquital se vuelve un foco de atención señalado 

por intelectuales de la Ciudad de México, entonces también hace posible 

que también sea un foco de atención para la política pública y los recursos 

públicos [...] Hace entonces que desarrolles una infraestructura de carreteras, 

de escuelas, de casas de salud que, por supuesto impacta. Y que no está en 

la Huasteca. Y en la Otomí-Tepehua, menos (IA, 2019). 

Los usos y costumbres de la comunidad de Huitzitzilingo no difieren de los de 
otras comunidades del distrito de San Felipe Orizatlán, en la Huasteca hidal-
guense. Conforman un entramado en el que la vida social, política y religiosa 
se mezcla en un orden estructurado. La política en esta comunidad viene con-
formada por la economía de prestigio, en la que resulta elegida una persona 
delegada, por un año, por votación a mano alzada en una asamblea. La o el 
candidato que se considera puede favorecer más a la comunidad, dados sus 
antecedentes en los cargos previos que ha ocupado, aunque últimamente se 
está buscando también que tenga buena relación con quien esté a cargo de la 
presidencia municipal. Lo mismo puede decirse del comisariado ejidal, aun-
que este es elegido por los ejidatarios de varias comunidades y por tres años. 

Otra característica importante la expresa claramente uno de los entrevis-
tados cuando dice: “Lo que se está buscando es evitar la corrupción, que el  
alcalde que vaya a quedar esté bien vigilado… ¿Cuál es la diferencia?, que la ho- 
nestidad está más en las comunidades” (SFL2, 2019).

La honestidad de la máxima autoridad de la comunidad y su elección pública, 
colectiva, unánime y con base en una economía de prestigio, que privilegia 
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los antecedentes en cargos previos de la persona candidata, cuyo desempe-
ño ha mostrado su capacidad para favorecerla, son criterios distintivos que 
separan a los usos y costumbres comunitarios de la cultura política liberal. 

Una de las diputadas indígenas electas enfatiza la existencia todavía de una 
cierta incompatibilidad entre el sistema de normas formal y el utilizado por 
los grupos indígenas:

 Hay que regularlos. Los tratados internacionales son claros, y ahí lo dice. Hay 

que respetar la autonomía de usos y costumbres de cada comunidad, la diver-

sidad de culturas. Entonces no puedes tú generalizar una ley, ni empatar una 

ley cuando tiene cierta forma de conducción de usos y costumbres en cada 

comunidad (HD, 2020).

Relaciones con las autoridades formales  
y los poderes informales

Las relaciones de la comunidad con las autoridades formales se dan me-
diante las figuras de la o el delegado de la comunidad y, para las cuestiones 
agrarias, del comisario ejidal. La primera figura funge de mediadora de las 
solicitudes de la comunidad –que son expresiones de necesidades urgen- 
tes aprobadas por la asamblea– ante la presidencia municipal, pues raramente  
hay contacto con otras autoridades constitucionales, para solicitar obras  
o servicios. También comunica las informaciones procedentes de estas au- 
toridades hacia la comunidad. El comisario ejidal lleva a las autoridades  
agrarias aquellos asuntos que escapan a su competencia.

Las funciones de la persona delegada se establecen mediante el siguien- 
te mecanismo: 

 […] si la comunidad necesita drenaje o pavimentación o alumbrado se  

forma un comité: un comité en nuestra calle, en una colonia, un barrio se va a 

la delegación y plantean la necesidad al delegado. El delegado realiza o elabora 
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un oficio solicitando el servicio que hace falta y lo presenta al ayuntamiento 

(SFE, 2019).

Ahora bien, esta forma de organización política tiene un sentido hacia el 
interior de las comunidades y se teje de cierta forma hacia el exterior. Una de 
las personas entrevistadas que tiene la función de conectar estos dos univer-
sos, como parte del Consejo Supremo Hñähñu (CSHñ), lo explica así: 

 La asamblea comunitaria se reúne y dice: “Juan Pérez va a ser nuestro delega-

do, María Pérez va a ser nuestra subdelegada”. Entonces el presidente muni-

cipal dentro de sus facultades dice: “te otorgo el nombramiento de delegado 

municipal de la comunidad de San Fernando, te otorgo el nombramiento de 

subdelegado de la comunidad…”. Y si eres de obras, te dan tu nombramiento, 

entonces van registrando tu participación comunitaria por si algún día quieres 

ser regidor o regidora o acceder a otro cargo (IL2, 2019).

Otro entrevistado nos explicó el sistema de gestión del agua, a través del cual 
se ve la relación entre la organización política al interior y al exterior de las 
comunidades: 

 De ese comité, el que está más apegado a la parte municipal es el delegado 

y el subdelegado, que son los representantes de la comunidad ante la muni-

cipalidad y también ante el estado o a nivel federal. Esta representatividad 

se va dando desde cargos muy pequeños, como son los vocales. Empiezas  

a subir más o menos de rango, no puedes empezar siendo delegado (IE, 2019). 

La relación con las autoridades formales depende de cómo se lleven con 
quien ocupe la presidencia municipal. También señalan que ser del mismo 
partido político que ganó la elección en el ayuntamiento favorece la relación 
(SFE). No obstante, como señala otro entrevistado: “[El presidente munici-
pal] siempre te pone el tiempo y luego no lo cumple” (SFL1, 2019).

El funcionamiento de la o el delegado con la autoridad municipal está explici-
tado por este mismo entrevistado: 
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 Desde la presidencia municipal mandan un formato donde se tiene que poner 

obra por hectárea… Es el municipio el que construye, el que contrata y busca 

los recursos. Nosotros solamente nos encargamos de decir que obras son 

prioridad para la comunidad […] A nosotros, como autoridades, nada más 

nos piden que le demos el visto bueno y que les demos a conocer un comité 

de obra para que la vigile (SFL1, 2019).

Es importante destacar las relaciones de las autoridades de la comunidad con 
los poderes informales, pues estas vienen caracterizadas por la dominación de  
la cabecera municipal, que es predominantemente mestiza, tiene poder eco-
nómico y político, y utiliza instrumentos de cacicazgo para mantener el con-
trol del municipio. En este sentido: 

 […] en mi municipio el ayuntamiento está controlado por familias adineradas 

de la cabecera (SFE, 2019). 

 Cuando entra un presidente municipal que no es de ellos [los caciques de  

la cabecera] lo tienen vigilado […] le ponen muchas trabas para que no 

avance; ¿por qué lo hacen? Para decir: ¿ya ven que no puede hacer nada?, 

nosotros sí podemos hacer (SFL1, 2019). 

 Hay caciques en la cabecera del municipio que se consideran dueños del 

municipio por el poder económico que tienen… No nos quieren a nosotros, 

consideran que son de otra raza y que nosotros somos morenos (SFL2, 2019).

El sustrato de la comunalidad y sus transformaciones  
al interior de las comunidades

La cultura política del mundo indígena no puede pensarse sin nociones 
como las de comunalidad (Díaz, 1995). Uno de los entrevistados nos explica 
su visión al respecto: 
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 Yo quisiera verlo más como una cuestión de mandar obedeciendo y un rollo 

así. […] la comunidad crea su orden de gobierno y mediante una asamblea 

se determina quiénes van a ser los que sustenten el cargo como directores 

o directoras de esa área, de ese comité de gestión (IE, 2019). 

Uno de los matices importantes –que también señala Villoro (2003)– con 
respecto a las formas de participación política en el mundo indígena es el del 
consenso. A diferencia de la democracia liberal, que se basa en el principio 
de mayoría, la búsqueda del consenso implica asegurarse de que a todas las 
personas les convenza determinada decisión: 

 Corrijo, en las comunidades, se instauró la democracia, pero no había demo-

cracia, había consenso y el consenso tenía que ver con que una decisión no 

tenía que ser de la mayoría, tenía que ser de todos. Entonces eso significaba 

lograr un proceso de convencimiento que hacía que las reuniones… había reu- 

niones que no acababan, que se suspendían para continuar a otro día, hasta 

que nadie tuviera duda sobre la decisión que se iba a tomar (IA, 2019).

La cultura política indígena está atravesada por la noción de comunalidad. 
Sin embargo, también se ve tocada por la colonialidad y, además, no puede 
pretenderse que se trate de culturas estáticas, que no cambian. Por el con-
trario, muchas veces las propias situaciones que tienen que ver con el mun-
do mestizo, como la pobreza a la que han sido sometidas las comunidades 
indígenas, hacen que el contacto con el mundo exterior sea inevitable. Así, 
una de las personas entrevistadas consideraba que su visión del mundo era 
parcial y traía una imposibilidad de desarrollo profesional hasta que emigró 
a una ciudad: 

 Después […] tuve que emigrar a la Ciudad de México […] A veces, estando 

adentro de la comunidad uno no percibe más allá de lo que uno puede ver, 

más que lo mismo de siempre: quejarnos […] Pero ya estando desde otro 

panorama y desde otro ángulo, puede uno ver que hay muchas ventajas en 

la comunidad para salir adelante en la cuestión económica […] A veces no 
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sabemos detonar ese potencial que tenemos en las comunidades hasta que 

no salimos (IL1, 2019).

Otro asunto importante –que sucede también en el mundo mestizo– es el 
acceso restringido de las mujeres a la participación política. En el mundo 
indígena una clara restricción tiene que ver con la propiedad de la tierra y el 
derecho a participar en las asambleas. Sin embargo, de viva voz nos dicen 
que esto ha ido cambiando poco a poco: 

 Últimamente esta participación ha ido mejorando, porque hasta hace algu-

nos años no había una mujer que hubiera ocupado un cargo de delegada  

o subdelegada […] Pero, por ejemplo, las mujeres encabezaban mucho lo que 

son los comités de las escuelas primarias, secundarias, preescolar, salud  

y en algunos casos, el religioso (IE, 2019).

Una de las razones por las que cambia, igual que en el mundo mestizo,  
es cuando las mujeres reciben una remuneración por su trabajo. Así, IA nos 
explicó cómo –aunque no estaba previsto que ella estudiara– su mamá, que era 
vendedora ambulante, se empeñó en costear sus estudios. Finalmente, salió 
de su pueblo a estudiar la secundaria, estudió la preparatoria en Pachuca, la 
licenciatura en la Universidad Nacional Autónoma de México y realizó inclu-
so estudios doctorales. Y, aunque vive en Pachuca, se considera ciudadana 
de su comunidad y participa con faenas y cooperaciones. Así explica cómo 
otros fenómenos sociales, como la migración, trastocan la participación de 
las mujeres: 

 Si no hubiera sucedido la migración, quizá no podría decirte con firmeza que 

sería ciudadana, porque soy mujer, soy soltera, he vivido más tiempo afuera 

que adentro. Pero la migración también pone a prueba las formas de organi-

zación indígena, porque ante esta masiva migración de hombres, ¿quién se 

queda a cargo de las comunidades? (IA, 2019). 



165

Participación y cultura política indígena en Hidalgo, México.  
Los casos de Ixmiquilpan, Huejutla y San Felipe Orizatlán

Participación

A pesar de que hay una cultura propia de las comunidades enraizada en los 
usos y costumbres, la participación de las comunidades está atravesada por 
lo que ocurre en el mundo mestizo y las huellas de colonialidad en el trato de  
quienes gobiernan hacia los pueblos indígenas. En el siguiente apartado 
abordamos, en dos epígrafes, las relaciones de participación política de las 
comunidades.

Relaciones con partidos políticos y elecciones

Huitzitzilingo es una de las comunidades más grandes del municipio de  
San Felipe Orizatlán y, por tanto, es estratégica a la hora de ganar la elección  
municipal. No obstante, de esta comunidad solo ha salido un presidente mu-
nicipal, Justino Hernández Amador (2000-2003), por el PRI, aunque con 
resistencias por parte del propio partido y de los cacicazgos locales.

Las personas delegadas de la comunidad no han llegado a cargos de repre-
sentación en la estructura institucional formal, lo que da idea de que quienes 
lideran los partidos no las tienen en cuenta a la hora de elegir a las perso-
nas candidatas a los puestos de representación, ni siquiera en su municipio.  
Al respecto: “los líderes de partido son los que proponen a sus diputados  
y a sus regidores en el ayuntamiento” (SFE, 2019); y “en las elecciones pasa-
das…, invitamos a los partidos a que nos tomaran en cuenta [a la gubernatura 
indígena] para meter algunas candidaturas indígenas y no quisieron los parti- 
dos” (SFL2, 2019).

Lo anterior no impide que la comunidad se relacione con los partidos polí-
ticos, aunque desconfiando de ellos. De hecho, integrantes individuales de 
la comunidad pertenecen a distintas agrupaciones políticas, y la estrategia 
a corto plazo es trabajar con las personas candidatas de los partidos en la 
elección para que una vez elegidas la apoyen; mientras que a largo plazo se 
muestran favorables a que las elecciones municipales se realicen con base 
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en usos y costumbres (SFE, 2019; SFL1, 2019 y SFL2, 2019), lo cual evitaría 
la corrupción y haría que las elecciones las ganaran las o los mejores candi-
datos, que han mostrado resultados en su trabajo para las comunidades,  
y no quienes han sido favorecidos/as por el parentesco o el compadrazgo 
(SFL1, 2019 y SFL2, 2019). Esta última estrategia es la que está actualmente 
en discusión en los cambios que se proponen en la reglamentación electoral 
del estado de Hidalgo. De ello es significativa la siguiente expresión: 

 Estamos peleando que [las elecciones en los municipios sean] por usos  

y costumbres en los lugares donde corresponde –como el caso de San Felipe, 

Huejutla, Yahualica, Jaltocán–, para que entren alcaldes indígenas que sean 

de comunidades que cumplan con ciertos requisitos: haber sido “topillio”, 

secretario del comisariado o delegado municipal…, hablar perfectamente 

nuestro idioma y, sobre todo, ser lo más sencillo que se pueda (SFL2, 2019).

Las diputadas indígenas electas en el proceso electoral 2018 también dan 
cuenta de esta relación entre la democracia liberal del mundo mestizo y la 
democracia comunitaria del mundo indígena, que pasa por la mediación de 
los partidos políticos y no de las asambleas comunitarias: 

 Fui electa a través de […] una asamblea municipal con los compañeros 

de Morena, –[¿la comunidad no participó en ningún momento para su 

elección?]– la comunidad a la que represento, no […] Es decir, en el municipio 

llamas a los integrantes de Morena para elección de algún candidato, digamos, 

entonces ya se hace un llamado a todas las comunidades que militen en este 

partido, todos se concentran en el municipio y ya generan una asamblea,  

y sale el resultado (ID, 2019).

La participación en política formal de quienes integran las comunidades es 
escasa. Ello no es óbice para señalar que a nivel individual existen mem-
bresías a distintos partidos y asociaciones. Ejemplo de ello es el de Justino 
Fernández Amador, quien fue alcalde de San Felipe Orizatlán por el PRI  
y actualmente es líder activo del CSHñ, asociación desde la que promueve 
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acciones en pro del reconocimiento de las y los indígenas, así como del de-
sarrollo de sus comunidades.

En el transcurso de este complicado diálogo intercultural entre el mundo 
mestizo y el mundo indígena, habría distintas figuras mediadoras. A veces, 
hablaríamos no solamente de líderes, familias o caciques locales; sino de la 
presencia de organizaciones que cumplen esta función. Tal es el caso del 
CSHñ y su evolución: 

 Es una organización civil […] Estamos hablando de los setentas, cuando profe-

sores indígenas en lucha señalan la importancia de reivindicar la condición 

indígena y generan el CSHñ […] Pero también el gobierno estatal los asume 

como sus interlocutores en la región […] Que hace que esto se distorsione, 

y lo que tú encuentras es que de pronto los presidentes del CSHñ tienen más 

lealtad al partido del gobierno, que a las comunidades indígenas (IA, 2019). 

En la entrevista a uno de sus integrantes podemos comprobar que, efecti- 
vamente, hubo un proceso de cooptación por parte del PRI: 

 Con las nuevas generaciones nos cuesta, porque nos acostumbramos que 

quien llegaba, llevaba recursos […] La gestión es constante, por ejemplo, quien 

solicita que se le apoye con lentes, un pase a un espacio de salud, las visas 

y también es de los jóvenes que están interesados por estar en otros países 

[…] (IL2, 2019).

La participación comunitaria y sus  
relaciones con la política formal

La participación comunitaria en Huitzitzilingo es pequeña, ya que solo un re- 
ducido número de habitantes de la comunidad participan en las asambleas  
o colabora en el mantenimiento de la delegación (SFL1, 2019). Sin embargo, 
en otras comunidades es más significativa, pues alcanza porcentajes de 20% 
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de la población (IE, 2019). Esta participación se da en sentido democrático  
y con características de horizontalidad (SFE, 2019).

El primer punto a destacar es la diferencia existente entre los tipos de asam-
blea municipal, que son escasos y los convoca quien asume la presidencia 
municipal, y las asambleas comunitarias, que surgen conforme a las proble-
máticas de la comunidad y las convoca la o el delegado por petición propia, 
por ejemplo, para informar a la comunidad decisiones del ayuntamiento, con 
lo que funge de correa transmisora de arriba abajo de la presidencia munici-
pal, o de los comités, o el comisario ejidal por solicitud de los ejidatarios o por 
propia iniciativa.

Otro aspecto importante de dicha relación es señalado por un entrevistado 
de la comunidad de Huitzitzilingo: “[…] la cabecera municipal, que es San 
Felipe Orizatlán, tiene el control de los cargos dentro del ayuntamiento. 
Su estrategia es apoyar a los delegados comunitarios, pero hasta ahí” (SFE, 
2019). Es un apoyo matizado en el que se beneficia la propia presidencia 
municipal, al ser la que baja los recursos y los ejerce en obras y servicios que 
da a la comunidad. 

En cuanto a cómo se organiza dicha relación, el primer paso es el reco- 
nocimiento de la persona delegada por parte de la presidencia municipal 
mediante un acta firmada de la asamblea que la eligió que se presenta en el 
ayuntamiento. Una vez que existe ese reconocimiento, la relación se da ver-
ticalmente, y es la persona presidenta municipal quien establece las formas 
de esta, pese a que la o el delegado también plantea las problemáticas de 
su comunidad que le son transmitidas por los comités. No obstante, la en-
trevista a una de las diputadas de la Huasteca nos deja vislumbrar la propia 
complejidad de la política comunitaria indígena y su relación con la política 
formal del mundo mestizo: 

 Hay una figura que se llama diversidad de cultura de usos y costumbres […] 

No porque esta comunidad tenga un reglamento va a ser igual a esta u otra 
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comunidad. Cada comunidad tiene su esencia. Además […] hay otra contro-

versia de ley que los ampara, su autonomía […] Esa es una controversia muy 

fuerte que nosotros en el estado tenemos, que cada comunidad es distinta 

[…] (HD, 2020).

Una articulación de estos dos modelos de democracia pasaría por una ma-
yor relación –y claridad de esta– entre los cargos comunitarios y los cargos 
públicos del sistema formal. Cuestión compleja y multinivel que, en opinión 
de una diputada entrevistada, pasaría por integrar comisariados ejidales, de- 
legados/as comunitarios/as, presidentes/as municipales, representantes 
distritales (locales y federales), hasta llegar a la gubernatura y sus ramifica-
ciones en los tres poderes (HD, 2020).

Políticas públicas 

La incidencia de las y los indígenas hidalguenses en el diseño e implemen-
tación de políticas públicas es un asunto central que no está exento de hue-
llas coloniales o de relaciones conflictivas entre la cultura política del mundo 
mestizo y la cultura política indígena de las regiones estudiadas; así, podría-
mos encontrar relaciones clientelares, negociaciones puntuales o incluso 
prácticas autogestivas. 

Un ejemplo de esta complejidad es el asunto de la educación bilingüe. Un 
proyecto que para la región se empezó a gestar en la década de los ochenta 
(Gutiérrez, 2012). Una de las entrevistadas nos compartió la siguiente reflexión: 

 La educación instalada en la región para mi generación fue solamente en 

español […] El asunto de educación indígena es posterior y no se instaló en un  

pueblo como el mío, que está demasiado cerca de la cabecera municipal 

(Ixmiquilpan) […] y yo aquí tengo una hipótesis: ya este pueblo no necesita 

lengua indígena, vamos a mandarlos a los que están más lejos (IA, 2019).
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La falta de políticas públicas que ayuden a preservar la lengua hace que sea 
muy difícil tener un diálogo efectivamente intercultural y que quienes son in-
dígenas ni siquiera puedan mantener una cultura bilingüe. Algunas instancias 
mediadoras o grupos de presión –como el CSHñ– han puesto en el centro  
del debate la necesidad de diseñar e implementar políticas públicas de de-
fensa de la lengua materna. Sin embargo, al ser partícipes de una cultura po-
lítica clientelar, muchas veces se limitan simplemente a seguir las directrices 
que se recogen desde los centros urbanos mestizos sin tomar en cuenta las 
necesidades reales de las comunidades: 

 Aquí el gobierno federal, a través del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas 

–el INALI– y el Consejo Estatal de Lenguas Indígenas –CELSI– son los encar-

gados –a través del Sistema Educativo Nacional– de fortalecer a través de 

programas en las comunidades [...] Enviándoles materiales, libros, otros textos 

o materiales didácticos para que se mantenga su enseñanza [...] el artículo 

tercero, en las leyes generales [...] dice que primero sea el aprendizaje de la 

lengua materna en esas regiones (IL2, 2019). 

Pero ¿quién diseña esos materiales?, ¿participa gente de las comunidades? 
Incluso, estos programas sociales eran cuestionados desde los centros mesti-
zos. El mismo integrante del CSHñ así lo explica: 

 Decían que, por qué habría de regalar el dinero con programas sociales que 

no se justificaban, que, al contrario, mantenían la pobreza. Después vieron 

que eran votos y dijeron: “no, sí vale la pena apoyar a la política social”, 

igual la mayor parte de los que forman el actual gobierno, vienen del Partido 

Revolucionario Institucional y el PRI siempre sobrevivió gracias al manejo del 

presupuesto. Y para tener control, pues había que generar programas que lo 

mantenían en el poder (IL2, 2019). 

Por lo tanto, estamos ante cuatro posibilidades en cuanto a políticas públicas 
y comunidades indígenas: la presión comunitaria/interlocución, los usos y 
costumbres, la autogestión y el clientelismo. 
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Presión comunitaria e interlocución  
con las autoridades constitucionales

La comunidad de Huitzitzilingo no es pasiva frente a las decisiones de las au-
toridades municipales. Al respecto, se organiza de la siguiente forma: “Llegan 
las quejas al delegado, quien convoca a la asamblea para buscar soluciones. 
Si llega a haber un conflicto, se exige al delegado que vaya al ayuntamiento 
a exponer la queja [de la comunidad]” (SFE).

Sin embargo, el diálogo fluido entre estos actores se da muy pocas veces. Y, 
cuando ocurre, casi nunca tiene como base pautas de interculturalidad. Está 
más bien atravesado por la colonialidad, como decía Walsh (2008). Una de 
las entrevistadas opina que es una relación:

 […] de avasallamiento y discriminación […] Incluso para quienes se dicen indí-

genas y en realidad no lo hacen, porque me parece que esta gente ya rompió 

con esta cosmovisión y con este sentido del bien colectivo. Son hablantes 

de lengua indígena, se visten como indígenas, pero no necesariamente en su 

forma de comprender el mundo y de construir el mundo estando indígena [...] 

muchos de ellos –incluyéndome a mí– nacimos bajo esta lógica positivista 

de proceso de individualización (IA, 2019).

Y sobre el diálogo intercultural, uno de los entrevistados explica cómo se in-
tentan agotar –desde su comunidad y las comunidades aledañas– todas las 
posibilidades de negociación, antes de tomar medidas más contundentes: “Sí, 
un poco más por los canales [indicados], pero cuando no son oídos, pues  
sí se ha tenido que tomar otras alternativas para que nos hagamos escuchar” 
(IE, 2019).

Muchas veces, las huellas coloniales se encuentran en las maneras en que 
el Estado interfiere directamente en las formas de organización de la pro-
pia comunidad. Así lo explica una entrevistada: “Esta estructura tiene que 
ver con los nuevos comités que se implementaron a partir de la acción del 
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Estado, antes no había un comité de salud, ahora existe. Es allí donde vas 
encontrando de manera más directa la acción del Estado […]” (IA, 2019).

Poco a poco la cultura política mestiza y su organización de partidos ha ido 
ganando terreno en las comunidades. Así lo explica uno de los entrevistados: 

 Pese a que se maneja esta forma de organización comunitaria, los partidos 

tienen algo que ver, porque hay personas dentro de la comunidad que, abier-

tamente todos sabemos que están afiliadas y casadas con partidos políticos, 

la mayoría en su tiempo fue priista, después de este priismo cambian a el 

perredismo, después de este perredismo cambian a Movimiento Ciudadano 

y después de este Movimiento Ciudadano, cambian a Morena [...] En ese 

aspecto, muchas comunidades han encontrado la forma de subsidiar traba-

jos públicos a través de estas aportaciones, con la compra de votos y con  

el acarreo (IE, 2019). 

Este contacto con los partidos políticos ha sido visto por algunas entrevis- 
tadas como un hecho conflictivo:

 Fragmentaron. Fue una situación sumamente dura, porque de pronto el pueblo 

estaba dividido entre priistas y perredistas […] Por eso yo señalo que los 

partidos políticos en realidad echaron a perder la democracia, el consenso que 

se construye alrededor de las comunidades [...] mientras que la democra- 

cia instaurada por los partidos políticos es el de la mayoría, pero la mayoría, 

además, previamente pactada con recursos públicos [...] (IA, 2019). 

Un mecanismo como el consenso, inherente a la comunalidad y a la cul-
tura política indígena, se ve fuertemente vulnerado por la injerencia de los 
partidos políticos que llegan a imponer otra cultura política. Así, aunque se 
supone que el tema de las cuotas se pensó para que se asegurara una repre-
sentación indígena en el Congreso, no queda del todo claro que quienes ocu-
pan ese cargo bajo esas condiciones realmente representen a la población 
indígena del Valle del Mezquital o de la Huasteca. Cuando le preguntamos 
a uno de los entrevistados si conocía del proceso electoral 2018, basado en 
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políticas de acción afirmativa, que aseguraba que en un distrito electoral ma-
yoritariamente indígena la o el diputado debía ser indígena, él respondió: “No, 
en mi comunidad no se conoce. O sea, como que esa parte se maneja más 
como en una parte del distrito o en la zona, pero no es como una información 
que se baja a la comunidad y que entonces todos en la comunidad tengamos 
[…]” (IE, 2019).

Sin embargo, una de las diputadas indígenas declara que sí están acudien-
do con ella cuando no hay interlocución con los presidentes municipales: 
“[...] que el presidente municipal no los escucha, no los atiende, entonces la 
diputada está ahí [...] les damos la orientación de adónde ir o si nosotros les 
podemos resolver o apoyar en algo pues lo hacemos con gusto” (ID, 2019).

El sistema propio de las comunidades, en cuanto a su organización política  
y a la resolución de conflictos, de acuerdo con otro entrevistado, también 
puede servir para acceder a cargos de elección popular: 

 Hay mucha relación, porque para poder acceder a una representación muni-

cipal, pues hay que hacer un trabajo comunitario. El trabajo comunitario, si 

yo quiero aspirar al otro nivel, me da elementos para entender lo que ocurre 

abajo y poder diseñar a través de la planeación municipal los programas de  

acuerdo al techo financiero de los recursos federales y estatales que se reciben 

y los ingresos propios del municipio (IL2, 2019).

La mayor relación de las autoridades indígenas se da con las autoridades 
municipales en cuestiones de obras y servicios, manejando los recursos desti- 
nados a estos rubros con base en sus propios tiempos políticos (SFL1, 2019). 
Sin embargo, un entrevistado realiza dos importantes señalamientos: “Casi 
no hay proyectos productivos” y “hubo programas que nunca aterrizaron. 
Supuestamente apoyaban al indígena porque era el INI, después fue el CDI. 
Esos son recursos federales que van destinados a los programas netamente  
indígenas y pues llegan nomás partecitas” (SFL2, 2019). Estas opiniones 
dan cuenta del abandono de esta comunidad indígena por parte de las 
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autoridades constitucionales, quienes deciden qué les dan o qué no, pese a es- 
tar etiquetados los recursos para su desarrollo. 

Finalmente, cabe destacar la inexistencia de una agenda pública indígena en 
el Congreso local y en los estatutos de los partidos políticos: “Para la cuestión 
indígena, no hay una agenda, hay una coordinación […] Específicamente 
los estatutos del partido no lo mencionan que tienen que ser parte de una  
comunidad indígena, pero sí mencionan que somos un partido pluricultural 
de diversidad de ideas […]” (ID, 2019).

A pesar de ello, la inclusión por primera vez de tres diputadas de distritos in-
dígenas en el Congreso de Hidalgo en 2018 iría en la línea de resolver estas 
cuestiones, de “rescatar la identidad de las comunidades indígenas, sus cos-
tumbres, su lengua, sus tradiciones, todo lo que identifica a una comunidad 
indígena, pues es la función prioritaria” (ID, 2019).

Los usos y costumbres: un derecho  
a conquistar por un proyecto incluyente

El tema de los usos y costumbres es complicado cuando se trata de relacio-
narlo con la cultura política mestiza. Un entrevistado lo explica así: 

 El 70 por ciento de la población indígena de un municipio puede reunirse  

y decidir quién pudiera ser, ya sea a través de un voto secreto, a través de levanta 

dedo, del levanta mano o el acuerdo que pudieran tener las comunidades y 

sacar su candidato, esa es una oportunidad que nos da esas posibilidades, 

¿pero a quiénes no les va a gustar esto? Pues a los partidos políticos […] 

(IL2, 2019). 

Y, al haber sido presidente municipal, reconoce las dificultades de participa-
ción indígena en elecciones populares:
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  […] mi municipio es muy aparte, son casos especiales, nosotros nos elegimos 

a través de usos y costumbres, sale una convocatoria, se inscriben los que 

quieren participar, baja toda la población con su credencial de elector en un  

auditorio, enfrente están ahí los participantes en la elección […] aquí en 

Hidalgo, son como dos o tres municipios que tienen ese sistema (IL2, 2019).

Pero ¿qué son exactamente los usos y costumbres cuando nos referimos a la 
participación política? Según uno de los entrevistados: 

 Costumbres es un ejercicio, una actividad que las comunidades van realizando 

mes a mes. Acostumbran a reunirse en la sombrita del pueblo, acostumbran  

a estar a cierta hora para sus reuniones, acostumbran a saludarse, acos-

tumbran a convivir [...] ¿Qué es un uso? El uso se utiliza para hacer valer 

la decisión que tomó la asamblea, “la asamblea dijo que quien no pagó el 

agua, pagará el doble” [...] Entonces va a hacer uso de un acuerdo que tuvo 

la asamblea [...] y eso siempre ha funcionado, no nada más hoy como país, 

desde la época prehispánica se acordaba abrir un camino y todos abrían un 

camino [...] (IL2, 2019).

Usos y costumbres no solamente hace referencia a un mecanismo de par-
ticipación de la cultura política indígena, sino que es un derecho. Una de  
las entrevistadas lo explica así:

 […] más que tomarse en cuenta, [el tema de los usos y costumbres] es un 

derecho. Desde el momento en que Hidalgo tiene la ley de cultura y de dere-

chos de cultura indígena, es un derecho de las comunidades […] Entonces no 

tiene por qué haber partidos políticos, si por usos y costumbres deciden que 

no, sino a través de formas tradicionales (IA, 2019). 

La comunalidad atraviesa la cosmovisión indígena e impacta necesariamente 
en sus formas de participación política. Por ello, trabajar en un diálogo inter-
cultural implicaría reconocer que los usos y costumbres no son asunto de 
someter a las y los representantes indígenas –y con ello a las comunidades– a  
las lógicas de la cultura política mestiza. En ese sentido, IA explica lo siguiente: 



176

Las culturas políticas de las y los mexicanos

 Mientras que los partidos políticos –y los que se postulan– están más in- 

teresados en cuidar una trayectoria, una carrera política; las formas en que 

se mantienen las autoridades indígenas no tienen que ver con trayectoria. 

Tienen que ver con servicio a la comunidad y reconocimiento de la comuni-

dad, que es otro asunto distinto (IA). 

En cambio, los criterios de adscripción no iban en esa dirección ni denotaban 
la intención de un diálogo intercultural. Sobre las actuales personas candida-
tas que supuestamente representan a las y los indígenas de esas localidades, 
una entrevistada dice:

 Son hablantes de lenguas indígenas, pero habría que ver los otros criterios, que 

es trabajo a la comunidad, reconocimiento de la comunidad… estos criterios 

fueron validados solamente por el partido político […] Yo lo que veo es que 

podemos crear figuras que se asumen como indígenas, de región indígena, 

pero que no necesariamente retribuyen al beneficio colectivo, sino más bien 

a una trayectoria personal (IA, 2019). 

No se toma en cuenta el “nosotros” y se rompe con un punto central de la 
cultura política indígena que es la comunalidad. Otro asunto que se relaciona 
con esto es el de los tiempos. Sobre la implementación de los usos y costum-
bres como derecho para garantizar la participación política de los pueblos 
indígenas, una entrevistada señala: 

 ¿Qué haría yo? Cada comunidad postula y [que] después elijan a las personas 

más sabias de su pueblo para que se conviertan [en parte] del comité electoral 

y vayamos a discutirlo. ¿Cuál es el problema? que es un proceso más tardado, 

pero en las [...] en las comunidades nos tardamos mucho [...] los tiempos son 

distintos (IA, 2019). 

Al respecto, una diputada indígena entrevistada reconoce que, por el mo-
mento, las cosas no se han hecho bien: “No, a las comunidades no se les  
ha consultado […] La ley dice que nuestros pueblos indígenas tienen que ser 
consultados, en la práctica no se hace” (HD, 2020).



177

Participación y cultura política indígena en Hidalgo, México.  
Los casos de Ixmiquilpan, Huejutla y San Felipe Orizatlán

Autogestión

Otra cuestión es la de la autogestión de ciertos recursos que el estado no 
alcanza a proveer. Así, para el caso del Valle del Mezquital, las personas en-
trevistadas hablan del caso de la gestión del agua: 

 […] nosotros compartimos el sistema de agua potable con otras siete comu-

nidades. Entonces […] tenemos un órgano interno pero que es regido también 

por un órgano externo que lo conforman las ocho comunidades […] Enton- 

ces ellos se encargan de […] cobrar el monto de agua potable, revisar las 

líneas y las tuberías, que no encuentren fallas […] Si hay reparaciones, ellos 

las reparan […] con la participación de las comunidades […] existe un rol de 

faenas que tiene que cumplir cada comunidad (IE, 2019). 

Sin embargo, la autogestión es limitada en la Huasteca, porque la autoridad 
principal de la comunidad, la o el delegado, es un mero gestor de las decisio-
nes tomadas en el ayuntamiento con respecto a los recursos destinados a 
obras y servicios: su función se limita a solicitar lo que la asamblea decide que 
es prioritario ante el ayuntamiento y a esperar que este atienda a la demanda 
con los recursos y tiempos que considere oportuno. Además, la pérdida de 
usos y costumbres en cuanto al trabajo comunitario –faenas– y la imposibili- 
dad de que las autoridades comunitarias sancionen su incumplimiento ha 
limitado, en gran medida, su posibilidad de autogestión. La queja de uno  
de los entrevistados es significativa al respecto: “Ya no hay faenas, el delega-
do ya no manda a la gente que las realice, pues no las harían y no se les puede 
sancionar por no hacerlas” (SFL1, 2019).

Clientelismo

Las personas entrevistadas realizaron comentarios que abonan a la idea de la 
existencia de clientelismo en la comunidad. Al respecto, señalaron que: “[…] 
cuando el gobernador es de un partido y el presidente municipal es de otro 
no hay los mismos apoyos, no hay el mismo trato” (SFE) y “[…] es la amistad 
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que se pueda tener con los políticos la que puede arreglar los problemas” 
(SFL1, 2019).

Una de las diputadas entrevistadas atribuye ese clientelismo al largo perio-
do del partido hegemónico en el poder: “Creo que los partidos políticos han 
influido mucho en que una comunidad se desarrolle o no […] Por lo menos 
el partido político hegemónico que estaba antes de este nuevo gobierno 
los manipulaba. Si la comunidad estaba con ellos, le daban el beneficio, si  
no, pues no” (ID, 2019).

Uno de los resultados paradójicos del diálogo intercultural es una cultura 
política clientelar específica para las zonas indígenas, especialmente a raíz 
de las luchas indígenas durante las décadas de 1980 y 1990 y de la presión de 
los organismos internacionales para que el gobierno mexicano incluyera a 
la población indígena en sus formas de organización política. Esto es lo que 
explica una de las entrevistadas: 

 […] ser indígena se vuelve políticamente correcto, y entonces vamos encon-

trando personajes de apellido Pedraza, como un profesor que de pronto descu-

bre que es indígena y que además hace todo este discurso que entonces lo 

presenta como alguien con el capital suficiente para ser aceptado y promovido 

para ser, primero presidente municipal, luego diputado local y después dipu-

tado federal […] por supuesto del PRI (IA, 2019).

Como resultado de esta cultura política clientelar, algunas personas usan 
los conocimientos de la cultura política indígena para ponerlos al alcance de la  
cultura política mestiza. Hay quienes perciben el liderazgo comunitario como 
trampolín para postularse en la representación de cargos de corte partidista. 
Efectivamente, consideran que la forma de organización comunitaria puede 
liderarse a través de los partidos políticos establecidos por la política mestiza. 
Así lo explica un entrevistado: “[…] en el liderazgo comunitario, en mi caso, 
yo estoy adherido a un partido político, y se hacen los escrutinios o se hace 
un balance cuando se tiene que cambiar una diligencia, dicen, ah fulano de 
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equis comunidad tiene la actitud y tiene la capacidad y tiene el don de liderar” 
(IL1, 2019).

Otro aspecto de la política clientelar, que es claramente una huella colonial, 
es el de dar migajas a las comunidades indígenas a cambio de apoyos políti- 
cos. Expresiones de la cultura política priista –que es la predominante de la 
zona– tales como “maicear” dan cuenta del desprecio con el que algunos 
políticos caciquiles conciben su labor frente a los pueblos indígenas. Quienes 
tienen el control en el contexto urbano bajo las directrices de la cultura po-
lítica mestiza fomentan la emergencia de caciques locales que, aunque sean 
indígenas, se van “aladinando”. Para el caso de Ixmiquilpan, algunos entrevis-
tados nos hablaron de los Charrez: 

 La familia de los Charrez […] tiene organizaciones civiles que se encargan de 

hacer trabajos para comunidades […] Obviamente se quedan con una parte 

de lo gestionado, bajan los recursos y esto les sirve para que se catapulten. A 

los Charrez les sirvió para qué tanto a Pascual como Cipriano se convirtieran 

en presidentes municipales de Ixmiquilpan (IE, 2019). 

Y aunque algunas personas se van presentando por Morena, el sustrato de 
las prácticas de la cultura política priista aún pervive. Ver en la implemen- 
tación de estos programas sociales la posibilidad de obtener votos es una clara 
muestra de la cultura política clientelar. Por otro lado, una diputada indígena 
hace referencia a la existencia de acciones “clientelares” o condicionamiento 
del voto, que sirven para la imposición de candidatos/as por parte de algunos 
empresarios o partidos políticos, a través de la gestión de recursos: 

 Por lo menos en el Valle de Mezquital se les ha acostumbrado muchísimo 

–o el distrito– a que un diputado les baja el recurso para hacer sus carreteras, 

escuelas, drenajes, etcétera. […] Pues creo que han quedado mucho a deber 

nuestras instituciones con las comunidades indígenas […] han servido más 

para manipular a los ciudadanos que para poderlos apoyar (ID, 2019).
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Reflexiones finales 

Si bien la noción de cultura política de Almond y Verba (1963) ha permiti-
do explicar las disposiciones u orientaciones de las y los ciudadanos hacia 
la política, no puede obviarse que esta noción fue pensada desde y para 
Occidente. Y aunque originalmente contempló a América Latina (específi-
camente a México), lo hizo desde una cosmovisión occidental, la cual ofrece 
a los países “periféricos” la promesa de gozar de la situación privilegiada de 
los países “centrales”, siempre y cuando sigan las recetas que estos impo-
nen a los primeros. 

Sin embargo, tal y como hemos querido explicar en el texto, nuestros países 
tienen una historia marcada por un pasado de pueblos precolombinos que 
fueron colonizados durante tres siglos. Estas relaciones de sometimiento no 
han acabado una vez que estos países alcanzaron la independencia en el  
siglo XIX. Ahora bien, según nos proponen las y los autores decoloniales, 
podemos recuperar las nociones que se han pensado desde América Latina. 
Una de ellas es la idea de comunalidad que rescatamos de Díaz (1995) y que 
otras autoras como Gutiérrez y Salazar (2015) o Tzul (2015) han trabajado 
a la luz de formas de gobierno comunales y reproducción de la vida social. 
Con estos conceptos se podría replantear el concepto occidental de cultura 
política. Por lo pronto, hemos intentado analizar, a través de las entrevistas, 
la relación que se da entre dos culturas políticas que coexisten en la región: la  
propia de los pueblos originarios y la del mundo mestizo, atravesada por re-
laciones clientelares. 

Así, las comunidades indígenas del Valle del Mezquital y de la Huasteca 
hidalguense, habitadas mayoritariamente por personas de etnia hñähñu  
y náhuatl, respectivamente, presentan trazos de diferentes tipos de cultura 
política que surgen de la convivencia entre la cultura política mestiza im-
puesta por la construcción del Estado-nación mexicano y una cultura política 
indígena fundamentada en principios comunales. La concurrencia de estos 
dos tipos en unas condiciones de colonialidad ha generado prácticas como el 
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clientelismo y el caciquismo que, por otro lado, han caracterizado también la 
cultura política mestiza. 

Sin embargo, se han podido rastrear potencialidades de un proyecto inclu-
yente e intercultural que recoja la participación comunitaria, la democracia 
directa y las formas horizontales de la cultura política indígena como aporte 
a un tránsito hacia una cultura política participativa en un horizonte de eman-
cipación de los pueblos originarios. 

Las dos regiones muestran también algunas diferencias. Así, el Valle del 
Mezquital parece tener una mayor potencialidad en las prácticas de autoges-
tión, así como niveles más altos de organización, tanto para la participación 
comunitaria como para la institucional. Sin embargo, tanto en el Valle del 
Mezquital como en la Huasteca hidalguense, perviven marcados cacicaz-
gos indígenas y mestizos, así como las prácticas clientelares. Finalmente, en  
todos los casos, la integración de la población indígena en la democracia li-
beral, a través de la acción afirmativa, se encuentra todavía en sus inicios 
y está excesivamente controlada por los partidos políticos. Sería deseable 
que fueran las y los actores de la democracia comunitaria quienes ganaran 
protagonismo en este proceso si la idea es seguir una perspectiva intercul-
tural. En el caso contrario, nos encontraremos de nuevo con las huellas de la  
colonialidad, en forma (en este caso) de simulación y poca eficiencia de  
las políticas públicas para resolver las necesidades de las poblaciones indí-
genas del estado de Hidalgo. 
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Introducción

La Carta Magna reconoce que la nación tiene una composición pluricultural 
sustentada en los pueblos indígenas descendientes de poblaciones origi-
narias previas a la colonización, las cuales han conservado sus propias ins-
tituciones sociales, económicas, culturales y políticas (Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 2020, art. 2); así, la población indígena 
está representada en esas 12,025,947 personas, lo que corresponde a 10.1% 
de la población total del país, porción de la cual más de siete millones son 
hablantes de lenguas indígenas (Instituto Nacional de Estadística, Geografía 
e Informática [INEGI], 2015). Ahora bien, de manera especial, la Sierra Norte 
de Puebla se caracteriza por su riqueza pluricultural justamente porque con-
vergen dos culturas originarias: la de Teotihuacán y El Tajín, que delinearon la 
región conocida como Sierra de Puebla (Báez, 2004: 5), de ahí la importancia 

Cultura política en la Sierra  
Norte de Puebla: el incremento  
de la protesta social en Olintla

Fabiola Coutiño Osorio*

* Correo electrónico: fabiola.coutino@hotmail.com



188

Las culturas políticas de las y los mexicanos

que tienen los pueblos originarios asentados en ese espacio, los cuales han 
conservado relevantes tradiciones que se preservan hasta nuestros días. En 
ese sentido, resalta la tarea fundamental de acercarse a los procesos de parti-
cipación política de las comunidades indígenas de esta región, pues es intere-
sante señalar que en la última década en la región totonaca ha incrementado 
de manera importante la participación no convencional, es decir, aquella que 
en el contexto de un sistema político formal se expresa fuera del marco le-
gal y se asocia a los movimientos sociales que se expresan en contra de un 
sistema autoritario (Durand Ponte, 2004), pues comunidades como la de 
Olintla han decidido enfrentar al poder político en una lucha desigual moti-
vada por causas justas. 

En el caso de los pueblos originarios que preservan sus tradiciones y que, 
por lo regular, son pacíficos, al cambiar sus pautas de comportamiento hacia 
esquemas de participación no convencional usualmente lo hacen motivados 
por justas razones, lo cual impulsa a su vez un cambio de orientaciones polí-
ticas, porque ciertamente los gobiernos estatales y municipales han ignora-
do sus demandas. De esta forma, el objetivo de este capítulo es analizar las 
causas y efectos de la modificación de las formas de participación en Olintla 
como aspectos clave de su cultura política, situación que explica, en parte, las 
dos alternancias políticas1 que ha experimentado la comunidad, así como el 
protagonismo de un importante número de totonacas y totonacos que revela 
el activismo en la defensa de sus derechos. En ese sentido, dada la naturaleza  
de nuestro objeto de estudio, decidimos optar por el análisis cualitativo, 
toda vez que entrevistamos a 20 personas (11 mujeres y nueve hombres),2 
protagonistas de las movilizaciones, actores políticos y personas notables de  
la comunidad. Algunos, de hecho, actualmente ejercen un cargo, otros fueron  
candidatos en el proceso electoral 2017-2018 y algunas mujeres forman 
parte de la organización Protectoras de la Madre Tierra, protagonista del 

1 La alternancia puede entenderse como el relevo en el poder por otra institución política. Estudiosos 
como Valdiviezo la asocian a la expresión del crecimiento, consolidación y presencia de nue- 
vos partidos políticos (Valdiviezo Sandoval, 2003).

2 Las entrevistas fueron semiestructuradas y se hicieron del 16 al 21 de septiembre de 2019 en el 
municipio de Olintla, Puebla.
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enfrentamiento con Grupo México, al que se le otorgó la concesión realizada 
de manera oficial para la construcción de una hidroeléctrica. 

El cuestionario incluye preguntas sobre diversos aspectos relacionados con 
la participación política y comunitaria en Olintla, considerando los siguientes 
tópicos: a) participación no convencional, clientelismo y compra del voto; 
b) percepciones políticas respecto de los partidos y el gobierno municipal, 
así como de la participación política de la mujer y sobre la discriminación e 
injusticia; c) medios de socialización política; d) familias y poder político; y 
e) aspectos culturales generales: valores e identidad. Es preciso señalar que a 
petición de las y los participantes en las entrevistas se optó por el anonimato, 
debido a que son actores que protagonizan las protestas y están dispuestos a 
actuar en cualquier momento para defender sus derechos.

Un acercamiento a la cultura  
política y sus componentes

Han transcurrido más de seis décadas desde que Almond y Verba (1963) 
escribieron Civic Culture. Political attitudes and democracy in five nations, obra 
en la que propusieron su clasificación de culturas políticas: parroquiales, súb-
ditas y participativas, que se expresan de forma combinada en cada comu-
nidad política. Los autores plantearon la existencia de orientaciones políticas 
afectivas, cognitivas y evaluativas que se exteriorizan con relación a los ele-
mentos de un sistema político. Con esta perspectiva, el enfoque conductista 
determinaba la importancia del comportamiento como objeto de estudio de  
la cultura política. De igual forma, se entendía que una cultura política no 
cambia de la noche a la mañana, por el contrario, un cambio rápido solo po-
dría ser motivado por una guerra, un holocausto o una situación traumática, 
por ejemplo, de carácter económico o político (Kavanagh, 1972). 

En cuanto a la evolución de la teoría, al principio los estudiosos de la cultura 
política otorgaban mayor importancia a factores de socialización como la fami-
lia, la escuela, los partidos y los medios de comunicación (Almond y Verba, 
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1963; Kavanagh, 1972; Rosenbaum, 1975), pero poco a poco fueron cayendo 
en la cuenta de la importancia de otro tipo de aspectos que no eran estu-
diados, tales como los movimientos sociales3 (Kavanagh, 1972; Tilly,4 1995  
y 2005) y las redes sociales, pues son factores que también impulsan nuevas 
orientaciones hacia el sistema político (Castells, 2003; Torres Nabel, 2013); 
a pesar de ello, buena parte de los estudios de la cultura política en México 
se centraron en el comportamiento y la opinión, es así que durante décadas 
hubo quienes se enfocaron en tratar de hacer una descripción acerca de lo 
mexicano, desde la perspectiva de ensayistas como Bartra (1996), Castrejón 
Diez (1995), Paz (1998), Peschard (1994), Ramos (1993), entre otros. 

Desde otra vertiente, la escuela conductista tuvo una fuerte influencia, de 
modo que prevalecieron los estudios cuantitativos centrados, particularmen-
te, en las percepciones5 y el comportamiento político, así es como surgieron 
las encuestas de carácter oficial y privado como la Encuesta Nacional so-
bre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas (ENCUP, 2012; véase también: 
Norris, 2002; Beltrán y Castaños, 1996), entre otras.

Sin embargo, estos trabajos usualmente eran realizados desde una perspec-
tiva nacional o con una cobertura regional (Beltrán y Castaños, 1996; Durand 
Ponte, 1992, 2004; Norris, 2002), pero rara vez se enfocaron en realizar inves-
tigaciones acerca de alguno de los componentes de las culturas políticas de 
los indígenas, pues generalmente lo que se estudiaba, desde la antropología 

3 Touraine define los movimientos sociales como “conductas socialmente conflictivas, pero también 
culturalmente orientadas y no como la manifestación de contradicciones objetivas de un sistema de 
dominación” (2006: 258).

4 En uno de sus trabajos, el autor estudia los fundamentos de la política democrática y el papel que 
juegan la confrontación y lucha, para lo cual toma las experiencias de varios regímenes europeos. 
El autor afirma: “Las historias de lucha dan cuenta de la democratización como el resultado –no 
necesariamente intencionado de alguien– de un conflicto entre gobernantes, aspirantes a gobernantes 
y otros actores políticos, incluyendo segmentos movilizados de la población en general” (Tilly, 2005: 
41-42).

5 Por ejemplo, Consulta Mitofsky realiza estudios de opinión pública en México y América Latina desde 
hace más de 20 años y es presidida por Roy Campos; De las Heras Demotecnia, coordinada por 
María de las Heras hasta su fallecimiento en 2012, hace estudios a nivel nacional e internacional, 
tanto de mercado como de opinión pública; el Proyecto de Opinión Pública en América Latina (LAPOP) 
fue fundado por el Dr. Mitchell Seligson para hacer análisis de la democracia en América Latina; 
Latinobarómetro, cuya directora ejecutiva es Marta Lagos, desde 1995 realiza investigaciones sobre 
el desarrollo democrático, la economía y sociedad de los países latinoamericanos.



191

Cultura política en la Sierra Norte de Puebla: el incremento 
de la protesta social en Olintla

política, eran aspectos como las prácticas políticas de las comunidades indí-
genas,6 es decir, durante décadas se desdeñó la riqueza que puede ofrecer 
este tipo de investigaciones, pues, por un lado, la comunidad académica  
se concentró en seguir las pautas de la investigación occidental que dictaba el 
tipo de temáticas a analizar, y por otro, llamaba más la atención enfocarse en 
los estudios de tendencias electorales de los distintos sectores sociales.

La participación como elemento de análisis  
en los estudios de cultura política

La participación, en una definición muy simple, es entendida como la “acción 
que realiza un individuo o una colectividad, con el fin de ejercer influencia en 
los asuntos públicos” (Sabucedo, 1988: 166); desde otra perspectiva, la par-
ticipación política se describe como un conjunto de acciones y de conductas 
que: “apuntan a influir de manera más o menos directa sobre las decisiones, 
así como la misma selección de los detentadores del poder en el sistema polí-
tico o en cada organización política, en la perspectiva de conservar o modificar 
la estructura (y por ende los valores) del sistema de intereses dominante” 
(Pasquino, 2011: 70). Ciertamente, la participación,7 desde un inicio, fue de 
sumo interés para los académicos, de ahí surgieron distintas clasificacio- 
nes que puntualizaban su importancia en razón del contexto en que tenían 
expresión (Tejera y Castro, 2010; Ziccardi, 1998).

En sus dos vertientes, convencional y no convencional, la participación 
como tema fue abordada desde el enfoque de la cultura política (Durand 
Ponte, 2004). La primera de ellas tiene expresión a partir de los lineamientos 

6 Como se ha señalado, “[...] a los indígenas se les ha reservado la mirada antropológica y se les ha 
desprovisto de análisis sociológicos, políticos, económicos. Fue recién en las últimas tres décadas 
cuando han alcanzado relevancia historiográfica y en los últimos años han sido insertos en el relato 
de la construcción nacional” (Argeri, 2013: 70).

7 Participar implica tomar parte en las decisiones o en las acciones, por voluntad propia. Debido a ello, 
hay quienes opinan que no significa ser puesto en movimiento por terceros, como en el caso de las 
movilizaciones (Sartori, 2011); sin embargo, consideramos que decidirse a participar en una movili-
zación o en una protesta social, en la mayor parte de los casos, implica un acto de voluntad, después 
de todo hay razones que motivan a participar más allá de los intereses individuales que se pue- 
dan tener.
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previamente establecidos por el Estado, y se considera que el voto, como 
punto de arranque de la democracia, es la definición mínima de la parti- 
cipación política (Paramio, 2015). Por otra parte, la participación no con-
vencional se relaciona con las movilizaciones y protestas a las que recurren 
las personas para exigir la solución de sus necesidades (Sabucedo, 1988); 
de esta forma, la protesta social ha logrado impulsar importantes cambios 
sociales, dependiendo del país en cuestión, por ejemplo, las revoluciones 
que marcaron el punto de quiebre en cuanto al reconocimiento de diver- 
sos tipos de derechos, los movimientos sufragistas que impulsaron la am-
pliación de los derechos políticos, los movimientos laborales que pugnaron 
por lograr mejores condiciones para las y los trabajadores en el marco de  
la dignidad.

De conformidad con lo anterior, es claro que la participación no convencional 
tiene un gran sentido, sobre todo cuando se analizan las razones que motivan 
las movilizaciones, principalmente porque se pretende como objetivo impul-
sar una decisión y una acción distinta por parte del gobierno, pero a diferencia 
de la participación convencional, esta es atacada y debido a ello han surgido 
respuestas que, lejos de encaminarse hacia la solución de las demandas de 
quienes impulsan la protesta, han configurado leyes que, desde el discur-
so oficial, se excusan en la protección de los derechos humanos, por ejem-
plo, las llamadas leyes bala que estuvieron vigentes en entidades federativas 
como Puebla, Chiapas y Morelos.8 Sin embargo, desde el contexto internacio-
nal se han realizado importantes reflexiones en torno a la relación entre el  
derecho y la protesta social –véase el trabajo del Instituto Interamericano de  

8 La institucionalización de este tipo de leyes causó gran polémica, sobre todo en entidades como Puebla, 
en donde, durante el gobierno de Rafael Moreno Valle, en 2014 se promulgó la Ley para Proteger los 
Derechos Humanos y que Regula el Uso de la Fuerza por parte de los Elementos de las Instituciones 
Policiales del Estado, conocida como Ley Bala, la cual tenía, entre otros fines, controlar, a través de  
las fuerzas policiales, las manifestaciones y protestas sociales; de hecho, uno de sus preceptos 
facultaba a los policías para disparar a los y las manifestantes. Después de un enfrentamiento entre 
policías y pobladores de San Andrés Chalchihuapan, quienes se oponían a la disminución de facultades 
de las juntas auxiliares, el niño José Luis Tehuatlie murió por haber sido herido en la cabeza cuando 
regresaba de la escuela (Proceso, 2014). Posterior a este lamentable incidente, Chiapas y Morelos 
decidieron dejar sin efectos este tipo de leyes, en cambio, en Puebla, hasta septiembre de 2018, con 
la llegada de la coalición Juntos Haremos Historia y su dominio en el Congreso local, por fin se acordó 
derogar la Ley Bala (Ávila, 2018). 
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Derechos Humanos (IIDH, 2011)–, la cual tiene distintas expresiones, pues 
va desde la pinta de bardas hasta la toma de calles, instalaciones, plan- 
tones, huelgas,9 etc., aunque esto no es lo común en las comunidades indí-
genas, pero en los últimos años cada vez más asisten a formas de resistencia  
comunitaria para defender sus territorios (Poniatowska y Monsiváis, 1994).

De hecho, estudiosos del tema han determinado que muchas personas que 
participan en revueltas lo hacen con plena conciencia como integrantes de 
agrupaciones religiosas, de barrio, laborales o familiares, incluso algunos gru-
pos de campesinos que participaban en levantamientos armados tomaban en 
cuenta áreas geográficas y tiempos, de modo que su participación no limitara 
el regreso a sus tierras para continuar con sus cultivos (Velázquez, 2010).

Las demandas de las personas indígenas deben ser escuchadas por el Estado 
porque también son parte importante de la sociedad civil, y al organizar-
se para protestar públicamente no deben ser reprimidas, sino protegidas. 
En concordancia con el marco normativo internacional, tanto a los pueblos 
como a las mujeres y hombres indígenas, en su carácter individual, les son 
reconocidos en México, entre otros, los siguientes derechos:

 Artículo 8 “[...] a no ser sometidos a una asimilación forzada ni a la destruc-

ción de su cultura”. Es decir, en el ámbito del respeto a la idiosincrasia y libre 

autodeterminación de los pueblos, deben ser respetados como comunida- 

des originarias y el Estado debe tomar las medidas necesarias para su preser-

vación cultural.

 Artículo 9 “[...] a pertenecer a una comunidad o nación indígena, de confor-

midad con las tradiciones y costumbres de la comunidad o nación de que  

se trate”. De modo que al ejercer ese derecho de ello no derive algún tipo de 

discriminación por tratarse de una cultura distinta.

9 El derecho a la protesta social deriva de la combinación de dos libertades legalmente reconocidas por 
la mayor parte de los instrumentos jurídicos internacionales: expresión y reunión (Naciones Unidas, 
2014).
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 Artículo 10 “[...] no serán desplazados por la fuerza de sus tierras o territorios. 

No se procederá a ningún traslado sin el consentimiento libre, previo e infor-

mado de los pueblos indígenas interesados, ni sin un acuerdo previo sobre 

una indemnización justa y equitativa y, siempre que sea posible, la opción del 

regreso” (CNDH), 2019). 

Este aspecto representa todo un reto, pues, por lo general, las movilizacio-
nes o protestas emprendidas por integrantes de las comunidades indígenas 
obedecen a intentos de desterritorialización, dado que grupos políticos, em-
presas o individuos tienen interés en los recursos que hay en sus territorios. 
Esto es lo que ha obligado a comunidades indígenas, como la de Olintla, a 
dejar, en ciertas etapas, su estilo de vida pacífico y recurrir a la protesta social 
como forma de participación no convencional, pues era preciso expresar su 
inconformidad contra el gobierno municipal. Además de ello, este municipio 
ha experimentado dos alternancias, pues en dos periodos gobernó Acción 
Nacional, partido que contendió mediante una coalición que logró derrotar 
al Partido Revolucionario Institucional (PRI) en los comicios de 2007 y 2010, 
por tanto, también hay cambios en la participación electoral y en las prác-
ticas políticas, por ejemplo, en el clientelismo y sus expresiones como la 
compra del voto, como veremos más adelante.

Olintla: enclave de una identidad  
indígena en la región del Totonacapan

El estado de Puebla se ubica en el centro del país, colinda con las enti- 
dades de Hidalgo al norte; al poniente, con Morelos, Tlaxcala, Hidalgo  
y Estado de México; al este, con Veracruz, y al sur, con Oaxaca y Guerrero. 
Ocupa el 5° lugar en cuanto a población y está dividido en 217 municipios. A 
pesar de que cuenta con áreas económicas importantes, también presenta 
regiones caracterizadas por un profundo rezago social.
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Ubicación geográfica y origen de Olintla

Olintla es un municipio que está ubicado en la región del Totonacapan, for-
mado por partes de las entidades de Veracruz, Puebla e Hidalgo. Olintla es 
una palabra compuesta del totonaco, formada por los vocablos ullin, hule  
o caucho, y tlan, junto o cerca, así que significa lugar cerca de árboles de cau-
cho. En 1895 se constituyó como municipio y hoy cuenta con una extensión 
de 63.05 km;2 por tanto, es pequeño en comparación con el tamaño de otros 
municipios que hay en la entidad poblana. Está en la vertiente septentrional 
de Puebla, formada por diversas cuencas parciales de ríos que desembocan 
en el Golfo de México, de esta forma pertenece a los ríos Tecolutla, Tapayu-
la, Caluhua, Ixcatitaman, Zun y Ajajalpan, este último es el límite con Jopala. 
Esta región cuenta con árboles maderables, pues aún tiene bosques de  
cedro, caoba y nogal, aunque gran parte de su biodiversidad ya fue explotada 
(Instituto Nacional para el Federalismo y Desarrollo Municipal [INAFED], 
2010). El municipio está conformado por 32 comunidades rurales y una ur-
bana, Olintla, que es además cabecera municipal. Según datos oficiales, en el 
censo de 2020 la población total de Olintla fue de 11,993 habitantes, de los 
cuales 48.7% eran hombres y 51.3% mujeres (INEGI, 2020). 

Una comunidad en condiciones de marginación

Olintla tiene un índice de marginación muy alto (Consejo Nacional de 
Población [CONAPO], 2010 y 2015), es decir, alcanza un nivel de 1.85, pun-
tuación que coloca al municipio en el lugar 88 a nivel nacional, en cambio, a 
nivel estatal tiene una condición peor, pues está en el segundo lugar. En 2015 
la población era de 11,517. Ese mismo año presentaba un rezago educativo de 
45.30%; una carencia de acceso a los servicios de salud de 8.8%; carencia 
de material de pisos, techos y muros en vivienda del 24, 10 y 22%, respec-
tivamente; hacinamiento en vivienda de 31.50%; carencia de acceso al agua 
entubada de 34%; falta de drenaje de 36% y falta de servicio de electricidad 
de 8.20% (Secretaría de Desarrollo Social [SEDESOL], 2017).
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La población analfabeta de 15 años en adelante alcanzaba 35.02% en 2015. 
Con este tipo de indicadores el Informe anual sobre la situación de pobre- 
za y rezago social de las entidades municipios y demarcaciones territoriales del país 
concluyó que en el caso de Olintla era necesario: “[...] reforzar la orienta- 
ción del gasto al abatimiento de las carencias en las que el municipio aún 
presenta rezagos respecto al promedio estatal: carencia por acceso al agua 
entubada de la vivienda, por servicio de drenaje en la vivienda y carencia 
por rezago educativo” (SEDESOL, 2017). No obstante, como se ha señalado 
antes, la condición social de esta cabecera municipal es terrible para sus 
habitantes, sobre todo para la población totonaca, pues hay varias familias 
que viven de manera acomodada con todos los servicios públicos y son, 
usualmente, los empresarios que han llegado a vivir ahí aprovechando las 
oportunidades que el municipio ofrece. Las demás personas, en cambio, no 
han podido resolver sus necesidades, pues sus peticiones no son escucha-
das por las autoridades estatales, ni municipales.

Aunado a ello, informes oficiales han señalado que la población en situación 
de pobreza en Olintla alcanza nada menos que 83.9%. De hecho, de manera 
oficial se han reconocido los diferentes tipos de vulnerabilidades que enfren-
ta la población del municipio, por ejemplo, la carencia social, que se refiere 
a aquella población que presenta una o más necesidades sociales, aunque su 
ingreso sea superior a la línea de bienestar, y la carencia de ingresos, la cual 
implica que su ingreso es inferior o igual a la línea de bienestar; de acuerdo 
con los análisis realizados, estos ingresos representan 0.5% del municipio 
(Ayuntamiento de Olintla, 2019). Esto nos da una idea clara de la situa- 
ción tan complicada que viven las y los pobladores indígenas, incluso quie-
nes residen en la cabecera municipal, pues ahí continúan presentes muchas  
carencias, pese a que ya estamos en el tercer milenio. 

Geografía electoral y cambio político

El municipio de Olintla perteneció al 24 distrito electoral local hasta 2012, año 
en que el gobernador impulsó una reforma político-electoral para modificar 
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la geografía. En diversos ámbitos de la región, durante más de siete décadas  
dominó el Partido Revolucionario Institucional, y en Olintla este partido  
triunfó de forma continua hasta las elecciones de 2004, cuyos resul- 
tados fueron muy cerrados,10 de modo que esto anunciaba el cambio que 
sobrevendría, pues en el proceso electoral de 2007-2008 ganó el Partido 
Acción Nacional (PAN),11 inaugurando una nueva fase caracterizada por las 
alternancias.12

En Olintla, en los comicios del 4 de julio de 2010 triunfó la coalición 
Compromiso por Puebla (CPP) con 50.83%, al obtener 3,015 votos contra 
2,700 obtenidos por Puebla Avanza (45.52%), coalición integrada por el PRI 
y el Partido Verde Ecologista de México (PVEM); mientras que el Partido del 
Trabajo (PT) no logró ningún voto, por lo que se aprecia en esta elección una 
importante diferencia en comparación con las dos anteriores (315 votos, lo 
que corresponde a poco más de cinco puntos porcentuales). La participación 
en esta elección fue de 57.04% (IEEP, 2010), es decir, mucho más alta que en 
los procesos electorales anteriores. 

Posteriormente, en 2012, Rafael Moreno Valle, gobernador de la enti- 
dad poblana, impulsó modificaciones a la geografía electoral mediante 
una propuesta enviada al Congreso del estado que fue recibida sin obje-
ciones, al aprobarse por unanimidad por parte de la comisión de Puntos 
Constitucionales, y que garantizaba el posicionamiento del PAN, ya que 
recurría al gerrymandering13 como un recurso que afectaría seriamente la  

10 El PAN logró 46.35% contra 47.79% del PRI; el Partido de la Revolución Democrática (PRD) alcanzó 
solo 3.72%, y la participación de ciudadanos y ciudadanas en listados nominales fue de 77.29% 
(Instituto Electoral del Estado de Puebla [IEEP], 2004).

11 El PAN obtuvo 48.42%; mientras que el PRI, 45.70%; la coalición PRD-Convergencia, 1.61%, y el 
Partido del Trabajo (PT), 1.37%, con una participación de la ciudadanía en lista nominal de 77.14% 
(IEEP, 2007). 

12 En el caso de la entidad poblana, la alternancia en el Ejecutivo del estado se dio en los comicios del 4 
de julio de 2010, cuyo triunfo fue para Rafael Moreno Valle (quien inicialmente era priista y después 
se afilió al PAN), candidato de la coalición Compromiso por Puebla integrada por el PAN, el Partido de 
la Revolución Democrática, Convergencia y Partido Nueva Alianza (PANAL). 

13 Estrategia consistente en la adecuación de las circunscripciones electorales del modo más 
conveniente para la élite política, con el objetivo de favorecer la votación hacia su partido político 
(Nohlen, 2005).
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votación tradicionalmente obtenida por su principal contendiente, el PRI. Por 
ejemplo, Olintla quedó como parte del distrito federal 04.14 

En Olintla ocurrió algo distinto a lo sucedido en buena parte de los municipios 
tras el triunfo panista, pues de nueva cuenta se dio la alternancia aun a pesar 
de la redistritación emprendida por el morenovallismo para fragmentar la 
votación del PRI, ya que en 2013 la Coalición Puebla Unida (CPU) perdió con 
casi dos puntos frente a la C5M (3,053 votos, equivalentes al 47.71%, contra 
3,143 votos, correspondientes al 49.12%, respectivamente). En esta elección 
el PT obtuvo 48 votos; Movimiento Ciudadano (MC), ninguno, y el Partido 
Socialista de Integración (PSI), únicamente uno. Llama la atención que  
la anulación del voto fue de 154, es decir, mucho más alta que la diferencia 
de votos entre las dos coaliciones (IEEP, 2013).

Como era de esperarse, en 2016 se impulsó otra redistritación para corregir 
los errores de la anterior, de cualquier forma, Olintla aún pertenece al dis-
trito federal 04, así, en este municipio los resultados del cómputo municipal 
en el marco proceso electoral 2017-2018 favorecieron otra vez al PRI, que 
obtuvo 3,238 votos contra su principal opositor (PAN), que alcanzó 2,586 
votos. El PRD logró 14; el PT, 61; el PVEM, 496; Movimiento Ciudadano, 18; 
Compromiso por Puebla (CPP), 28; Socialista de Integración, 3; Morena, 148, y  
el Partido Encuentro Social (PES), 7 (IEEP, 2018). Esta amplia diferencia, de 
casi 500 votos, confirma la relevancia que tiene el PRI en este municipio.

Como señalamos, a nivel estado ocurrió otra cosa, mientras en Olintla regresó 
el PRI al Ejecutivo, en la entidad los resultados de los comicios de gubernatura  

14 Esto tuvo importantes consecuencias, pues se favoreció el voto panista. Por esa razón, tras la salida 
de Moreno Valle se plantearía una nueva redistritación para corregir los vicios de la de 2012 (Núñez, 
2016), así, en los comicios de 2013 triunfó la Coalición Puebla Unida, integrada por PAN, PRD, CPP, es 
decir Compromiso por Puebla, y PANAL, la cual colocó en el poder a José Antonio Gali Fayad, Tony Gali 
como presidente de la capital poblana para el periodo 2014-2018, dado que previamente se había 
realizado una reforma para ampliar el periodo tanto de los congresistas como del cabildo, a fin de  
sincronizar los calendarios electorales en los comicios de 2018. En la entidad, Puebla Unida logró  
en total 92 municipios y su principal oponente fue la coalición 5 de Mayo (C5M) integrada por PRI-
PVEM, que lograron obtener en total 86 municipios; el PT obtuvo 21; Convergencia, nueve, y Pacto 
Social de Integración, solo siete de ellos.
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fueron muy cerrados. Morena, que tuvo un efecto arrasador a nivel na- 
cional, impugnó sus resultados en la entidad poblana15 después de que las 
autoridades jurisdiccionales determinaron el triunfo de Martha Érika Alonso, 
esposa del exgobernador Rafael Moreno Valle, lo que motivó la inconformi-
dad de Luis Miguel Barbosa, candidato de Juntos Haremos Historia.16 Morena 
también se posicionó en el municipio capital al colocar a Claudia Rivera como 
presidenta municipal. 

En el interior de la entidad el PRI se quedó con 81 ayuntamientos; la coalición 
Por Puebla al Frente (PAN, PRD, MC, PSI y CPP) obtuvo 69; la coalición Juntos 
Haremos Historia (Morena, PT y PES), 47; el PVEM, 9, y PANAL, 5. Cabe des-
tacar que dos candidatos independientes triunfaron en esa elección.

Ahora bien, Olintla está conformado por ocho secciones en las que se ins- 
talan 15 casillas; son 8,175 ciudadanos y ciudadanas inscritos en la lista  
nominal. En los comicios de 2018 el PRI triunfó con 3,238 votos; el PVEM 
obtuvo 496; Nueva Alianza, 16; el Partido Socialista de Integración, 3; la coa-
lición PT-Morena-PES, 216; la candidatura común PAN-PRD-MC-CPP solo 
alcanzó 2,646 y la ciudadanía anuló 162 votos (IEEP, 2018). 

Es necesario señalar que, a pesar de que en la elección del cabildo no fue 
en coalición y sus principales oponentes fueron una candidatura común  
integrada por cuatro partidos y una coalición de izquierda, el Revolucionario 

15 La coalición Juntos Haremos Historia durante la etapa de resultados argumentó reiteradamente  
que las instituciones electorales habían pasado por alto el fraude al que había recurrido el PAN, pues 
morenistas y panistas protagonizaron un violento enfrentamiento en el hotel MM Grand, cercano a las 
instalaciones en donde antes se ubicaba el Instituto Electoral del Estado de Puebla, así, en medio de 
un escándalo mediático, el 3 de julio los primeros denunciaron la existencia de un búnker en donde se  
orquestaba el fraude para favorecer a Martha Érika Alonso, la esposa del entonces gobernador 
(Almanza, 2018).

16 Como es sabido, el accidente en helicóptero acontecido el 24 de diciembre de 2018 ocasionó la 
muerte tanto de la primera gobernadora de Puebla como de su esposo, Moreno Valle, lo cual derivó 
en la necesidad de colocar a un gobernador interino, Guillermo Pacheco Pulido, de modo que era im-
prescindible convocar a elecciones extraordinarias, mismas que se realizaron el 2 de junio de 2019. 
En estas elecciones Luis Miguel Barbosa, candidato morenista, obtuvo 44.67% de los votos contra su 
principal oponente, Enrique Cárdenas, postulado por el PAN, quien obtuvo 33.23%; el PRI únicamen-
te alcanzó 18.45%. En esta elección la participación decayó estrepitosamente, pues apenas alcanzó 
el 33.41% (INE, 2019b). 
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Institucional ganó con un margen de casi 600 votos. Además, se observa que 
la coalición integrada por la izquierda tuvo una presencia mínima, al lograr 
únicamente 216 votos, por lo que, tras su regreso, el PRI se encuentra muy 
bien posicionado en este municipio en donde hoy rige un cabildo integrado 
por totonacos y totonacas.

Derivado de la elección, el cabildo actual se integra mayoritariamente por 
mujeres, pues son seis regidoras y cuatro regidores, de modo que a la fecha 
está conformado de la siguiente manera: Jovita Gómez Vázquez, regidora 
de Hacienda; Josefina Gómez Gómez, regidora de Industria y Comercio; 
Rosalina Rodríguez Sánchez, regidora de Salud; Laura Sotero Luna, regidora  
de Ecología; Sara Vega Salazar, regidora de Jardines y Panteones, y Jua-
na Vázquez Lucas, síndica municipal. En cuanto a los regidores, Miguel 
Juan Sánchez es el presidente municipal; Álvaro Bernabé Francisco López 
es regidor de Gobernación; Isaac Juárez García, de Obras Públicas, y Juan 
Marceliano Ramos, de Educación. Así, la integración del ayuntamiento  
da cuenta de la importancia que hoy tienen las mujeres en la política de 
Olintla, aun a pesar de las dificultades que enfrentan para participar en las 
cuestiones públicas, pues, como veremos, todavía persisten los estereotipos 
de género, aunque varios hombres también manifestaron que ven bien la  
paridad de género, siempre y cuando la mujer no deje de lado sus obligacio-
nes en el seno familiar, lo que implica un doble trabajo para ellas.

La cultura política en Olintla

En el entendido de que una cultura política está integrada por un conjunto 
de elementos de carácter objetivo y subjetivo que se expresan con relación 
a los componentes del sistema político, para efectos del caso estudiado el 
análisis se centra en los cinco ejes que describimos al inicio de este trabajo 
y que configuran los contenidos de la cultura política en Olintla, a los cuales 
nos referimos enseguida. 
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La participación política y comunitaria en Olintla

La participación es uno de los elementos de la cultura política. Respecto  
a este punto encontramos que los porcentajes de participación electoral, 
como se ha observado, siempre han estado arriba de la media nacional y 
estatal. La importancia que le dan las poblaciones indígenas a tomar parte 
en los asuntos públicos también se refleja en la representación política, por- 
que le dan un alto valor al ejercicio de cargos públicos. A este punto se refirió 
el cuarto entrevistado, quien es originario de Vicente Guerrero, perteneciente 
a Olintla, es hablante de totonaco y se dedica a la siembra de maíz y frijol. 
Actualmente, es regidor suplente de Educación y de Obras y llama la aten-
ción que, a pesar de tener una suplencia, en el momento de la entrevista se 
dirigía a la escuela para ver que varios trabajos que se estaban haciendo para 
remodelar la estructura estuvieran acordes a las necesidades inicialmente 
planteadas. Había caminado ya varios kilómetros por un camino de terra-
cería y tenía plena convicción de la importancia de su cargo en beneficio de 
la comunidad, el cual desempeña con mucho gusto; en cambio, manifestó su 
profunda preocupación, pues “los jóvenes ya no quieren participar y tampoco 
quieren trabajar, pero gracias a Dios, nosotros sí tenemos ese compromiso” 
(Anónimo 4, 2019).

Describió el gran significado que tiene para él haber sido electo con un car-
go de suplente y revela que lo mismo sucede para quienes detentan cargos 
de propietarios, pues tienen un gran deseo de trabajar en favor de la comu-
nidad. Desafortunadamente, está el tema del control que se ejerce sobre las 
decisiones, como veremos más adelante.

La entrevistada 7, hablante de totonaco y originaria de Olintla, tiene 42 años, 
pertenece a la organización Protectoras de la Madre Tierra y señaló que la 
gente es muy participativa, sobre todo cuando hay elecciones del cabildo, 
pues eso mueve el interés de los ciudadanos y ciudadanas, más que las elec-
ciones de gubernatura (Anónima 7, 2019). Estas declaraciones permiten 
entender que la identidad sí tiene fuerza y determina el alto nivel de partici-
pación en el municipio.
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En contraste, hay cambios importantes en cuanto a la participación comuni-
taria, entendida como aquella que se orienta al beneficio de la comunidad. En 
ese sentido, resalta lo señalado por el entrevistado 1, quien no es originario 
de Olintla pero llegó a vivir ahí hace más de 30 años. Aunque no domina el  
totonaco, conoce muchas palabras pues tiene una comunicación estrecha 
con muchas personas de la comunidad, y relata que las faenas fueron, durante 
un largo periodo, trabajos realizados por la propia comunidad para contri-
buir al bienestar de alguien o de todos, pero dice “ahora casi nadie quiere  
hacerlo” (Anónimo 1, 2019), y acusa a los partidos de ser los culpables, ya 
que al ofrecer dinero fueron cambiando a la gente, que ahora pide una recom-
pensa para participar en estas importantes actividades comunitarias.

Participación no convencional: las mujeres  
y hombres en la protesta social

Aunque Olintla tradicionalmente ha sido un municipio pacífico, varios de los  
y las participantes en la entrevista hicieron referencia a un enfrentamiento 
que ocurrió hace años por justas razones, como bien señalaron. De hecho, hoy 
en día una de las preocupaciones que tienen es la llegada de Antorcha 
Campesina, agrupación que, según el entrevistado 16, “[...] todavía mantie-
nen ciertas personas, y pues lamentablemente esas personas que lideran no 
son de aquí, son de otras regiones, pero vienen a operar por parte de la orga-
nización de Antorcha Campesina” (Anónimo 16, 2019). Varias de las personas 
entrevistadas refirieron la confrontación violenta que hubo entre esa organi-
zación y las y los pobladores de Olintla, por eso manifiestan su rechazo, pues 
saben que vienen a apropiarse de lo que no les pertenece.

En cuanto a la protesta social para rescate de los recursos naturales, como 
hemos referido, según quienes fueron entrevistados hay antecedentes de 
que el movimiento empezó desde 2011, aunque formalmente inició después: 
la comunidad de Ignacio Zaragoza detuvo la máquina que iniciaría la cons-
trucción de una hidroeléctrica concesionada a Grupo México, perteneciente 
al empresario Germán Larrea, uno de los más ricos y poderosos de México. El 
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hecho tuvo lugar el miércoles 5 de diciembre de 2012, a unos cuantos kilóme-
tros de la cabecera municipal de Olintla, Puebla, colindando con el estado de 
Veracruz en la región indígena del Totonacapan. Así se inició una resistencia 
indígena que en pocos meses logró la cancelación del proyecto que pre-
tendía contener el agua del río Ajajalpan, convirtiéndose en un ejemplo na- 
cional para las luchas contra las empresas extractivas (Castro Soto, 2015). Se 
difundió en los medios la forma en que un grupo de campesinos indígenas, 
en situación de pobreza e indefensión, logró detener las pretensiones capi-
talistas de Grupo México, como bien señalaron diversas publicaciones de las 
organizaciones participantes; de hecho, llama la atención que una de ellas 
tiene la siguiente leyenda: “territorio indígena tutunaku, pueblo que valien-
temente expulsó en el año 2013 al Grupo México, quien pretendía imponer 
una hidroeléctrica en la comunidad de Ignacio Zaragoza” (Tiyat Tlali, 2014).

Son tres las organizaciones que participan en la lucha por la defensa de los 
ríos, la primera de ellas es local, se llama Makxtum Kalaw Chuchutsipi y está 
formada por totonacos y totonacas de Olintla, quienes se decidieron a defen-
der su territorio; también ha apoyado al movimiento el Consejo Tiyat Tlali, 
que es una red integrada por organizaciones de la Sierra Norte de Puebla para 
la defensa de la vida y el territorio, y el Movimiento Mexicano de Afectados 
por las Presas y en Defensa de los Ríos (MAPDER). 

La concesión de tierras en la Sierra Norte de Puebla ha sido para apoyar 10 
proyectos hidroeléctricos, buena parte de ellos orientados a la extracción de 
minerales, también se han hecho 103 concesiones mineras en esta región, 
las cuales han sido llamadas industrias extractivas de la Sierra Norte de Puebla. 
Según se ha estudiado, hasta 2014 estas concesiones abarcaban 912,281 
hectáreas de tierras despojadas, de las cuales 73% fueron otorgadas  
a empresas canadienses, 22% a empresas mexicanas y el 5% restante a  
otras empresas extranjeras según el último informe de PODER sobre “In- 
dustrias Extractivas en la Sierra Norte de Puebla” (Rieublanc, 2014).

Ese mismo año se emitió la Declaración de Olintla con la participación de 
80 organizaciones provenientes de más de 55 municipios de Puebla y de las 
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entidades de Chiapas, Tabasco, Guerrero, Oaxaca, Veracruz, Nayarit, Jalisco, 
Colima, el entonces Distrito Federal, Estado de México y Coahuila, así como 
de Argentina, Cuba, Brasil, Colombia, Perú, El Salvador, Guatemala, Alemania, 
Francia, Italia, Grecia y España (Tiyat Tlali, 2014). 

En la Declaración de Olintla, los luchadores y luchadoras sociales refirieron 
los efectos que habían tenido las reformas estructurales emprendidas por el 
entonces presidente Peña Nieto (principalmente la energética), las cuales, de 
acuerdo con el discurso oficial, mejorarían las condiciones del país, pero en 
la realidad determinaron los despojos a los que se habían visto sometidos los 
pueblos totonacos mediante la aprobación de megaproyectos cuyo desarro-
llo implica la utilización de diversas técnicas ilegales altamente destructivas, 
tales como la siembra de transgénicos, la explotación desmedida de los ríos y 
mantos acuíferos, el agotamiento de hidrocarburos y el fracking,17 entre otros. 
De ahí su legítima preocupación, según han enfatizado las organizaciones, en 
que este tipo de prácticas puede llevar a la devastación, poniendo en riesgo 
tanto la región del Totonacapan como las huastecas de Puebla, Veracruz, 
Hidalgo, San Luis Potosí y Tamaulipas: 

 Nos enfrentamos a un minucioso y sistemático desmantelamiento de todos 

los mecanismos legales a los cuales los pueblos acudían para la defensa de su 

territorio. El derecho a la consulta, la propiedad social de la tierra, el municipio 

libre, las, ya de por sí débiles, normas ambientales: todo ha sido debilitado 

para abrir la puerta a inversiones de megaproyectos […] Hidroeléctricas que 

proveen electricidad a proyectos de extracción minera e hidrocarburos; carre-

teras y puertos que facilitan el despojo; acueductos que trasvasan cuencas 

para beneficiar complejos industriales, ciudades rurales que se encargan de 

lidiar con el desplazamiento forzado de poblaciones indígenas y campesi-

nas, siembra de transgénicos y monocultivos que afectan nuestra diversidad 

17 El fracking, fractura hidráulica o hidrofracturación se utiliza para la extracción de gas natural de  
yacimientos no convencionales, lo cual implica fuertes impactos ambientales, entre ellos, la rea-
lización de cientos de pozos en áreas geográficas amplias que pueden contaminar tanto las aguas  
subterráneas como la atmósfera, generar gases de efecto invernadero, producir terremotos y con- 
sumir excesivas cantidades de agua (Greenpeace, 2012).
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biológica, además de contaminar y sobreexplotar nuestros ríos y acuíferos 

(Tiyat Tlali, 2014).

Respecto a la protesta emprendida contra la construcción de la hidroeléctri-
ca, lo primero que debemos señalar es el activismo de un gran número de 
mujeres de la comunidad en contra de los proyectos de muerte. Pudimos entre- 
vistar a cinco mujeres que participan muy activamente en el movimiento y  
en este caso se les preguntó cómo se involucraron en las movilizaciones, 
de qué forma participan en el movimiento y cuáles son sus razones para 
participar. Para empezar, la entrevistada 7, quien pertenece al movimiento 
Protectoras de la Madre Tierra planteó que, para participar, las mujeres pri-
mero se informaron acerca de lo que estaba ocurriendo:

 Nosotras ya habíamos estudiado un poco de cómo era la situación aquí en 

Olintla, este, Olintla se volvió más famoso después, más o menos cuando se 

da el conflicto de la empresa, la hidroeléctrica. Entonces nosotras supimos 

de toda esa situación, ya hicimos un estudio con relación a eso. El estudio fue 

tomado más que nada de las fuentes de periódicos, más que nada de periódi- 

cos, o sea el seguimiento de noticias que fuimos haciendo, y entonces nos 

dimos cuenta de que por esa razón la comunidad de haber sido más pacífica 

empezó a defender los recursos; empezaron a recurrir a otras formas de 

participación, a agarrar las calles, porque estaban defendiendo sus recursos 

(Anónima 7, 2019).

Tal como se deduce de la expresión anterior, las entrevistadas que partici-
paron directamente en el movimiento tienen la firme convicción de que era 
necesario actuar así y no de otra forma, porque han sufrido la indiferencia de 
sus autoridades municipales, que muestran total desinterés cuando se trata 
de peticiones de la ciudadanía indígena, y como bien señalaron varias de las 
integrantes de las Protectoras de la Madre Tierra: “Nos llamó la atención 
la situación, y para nosotros el hecho de que hayan logrado parar la presa, 
pues fue un éxito de la comunidad, porque mucha gente iba a ver afectado 
su terreno y también la gente, pues sabemos que hay mucha pobreza, y la 
gente va día a día y si le quitan lo poquito que tenían, pues de quién vivirían, 
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porque el dinero está distribuido muy inequitativamente, hay mucha injusti-
cia” (Anónima 8, 2019).

Sobre el mismo punto, la entrevistada 8, quien también es parte de las 
Protectoras de la Madre Tierra y hablante de totonaco, señaló que esta orga-
nización fue creada hace años cuando entró Grupo México, y compartió sus 
razones para participar en este movimiento: “Nosotras nada más estamos de- 
fendiendo el pueblo [...] Sí, ha sido difícil. Vamos caminando con nuestros 
hijos, defendiendo lo nuestro desde 2011” (Anónima 8, 2019).

Las entrevistadas 9, 10 y 11 también pertenecen a la misma organización, 
ellas refieren que, aunque no tengan recursos, las mujeres se organizan y sus 
traslados los hacen a pie, pues están convencidas de lo importante que es 
la defensa de sus recursos naturales. Hay varias que son madres solteras, y 
otras más, viudas. Resulta un esfuerzo muy grande para ellas realizar trayec-
tos de varios kilómetros, a veces sin zapatos, bajo la lluvia, pero son mujeres 
que han logrado una gran solidaridad en el grupo que defiende lo poco que 
tienen, y que es la tierra que ancestralmente les pertenece.

En este caso, hubo quienes inicialmente participaron en el movimiento, pero 
luego se distanciaron, por ejemplo, el entrevistado 1 señaló: 

 Yo viví eso de la presa y les dije que iban a cambiar las cosas porque iba 

a venir gente de fuera y se iba a destruir la flora... Vino la excavadora con 

patrullas queriendo meterse por la fuerza y la gente estaba enojada, por ello, 

hubo golpes, entonces yo me los llevé y ellos cerraron la salida entre Olintla 

y Zaragoza, y yo estuve allí aconsejando a la gente. Finalmente los dejaron 

salir y salieron personas distinguidas en favor de que no se hiciera la presa, 

pero con miedo, lo que ocurrió fue algo muy salvaje […] (Anónimo 1, 2019).

Los pueblos indígenas han tenido que organizarse para defender sus recursos 
naturales, a veces arrojándose ante las aplanadoras, los tractores y las exca-
vadoras, porque no han tenido otra alternativa.
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Tal como es sabido, la intención de construir la hidroeléctrica continúa en 
pie, pero el movimiento también, así lo señalaron varias y varios de los entre- 
vistados, quienes dijeron estar atentos ante cualquier paso que pretenda 
volver a dar Grupo México, pues ellos no están dispuestos a perder sus  
tierras. Por eso tienen reuniones (la información se difunde a través de las 
organizaciones que han formado) a las que ellas y ellos, sin falta, asisten 
para saber el estado de las cosas y así poder actuar de inmediato, en caso 
de que sea necesario.

Evidentemente, a través de esta lucha lograron detener la construcción de 
la hidroeléctrica, pero no han parado de reunirse, pues tienen claro que las 
empresas no han dejado de lado sus pretensiones. Debido a ello, se percibe 
una participación no convencional de carácter latente que está al pendiente 
de todo lo que ocurre en la región. Así, tanto mujeres como hombres, familias 
completas, siguen dispuestos a seguir luchando para sobrevivir en el con-
texto de un neoliberalismo que pretende la imposición de la apropiación del 
espacio local.

Las prácticas antidemocráticas:  
el clientelismo y la compra del voto

El clientelismo es un fenómeno corriente en nuestros días. Existen diversos 
tipos de clientelismo, pero en general este alude al intercambio recíproco de 
favores entre dos sujetos, el patrón y el cliente, cuya finalidad es ofrecer servi- 
cios, lealtad, apoyo político o votos, y se trata de una práctica oculta e infor-
mal (Audelo Cruz, 2004: 127). En este caso, un aspecto que recurrentemente 
señalaron las entrevistadas y entrevistados es la forma en que han cambiado 
las cosas en los últimos años, sobre todo por las prácticas antidemocráticas 
que fomentaron los partidos, como dijo el entrevistado 13: 

 […] anteriormente se realizaban faenas, llegaba el presidente y por una 

multa daba un trabajo de una hora. Pero cuando empiezan a dar las famosas 
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participaciones, el gobierno federal o los partidos, empieza a cambiar un poqui-

to el interés del servicio, porque se iban con eso de ya hay dinero; al partido 

le toca tanto, lógico, empiezan los operadores políticos: “¿Cuánto me das?” 

Y cuando sucede eso empiezan a salir los líderes y comienzan a manipular 

a las personas y a decir “¿Sabes qué? Yo tengo cien gentes. ¿Cuánto me das  

y van a votar por ti?” (Anónimo 13, 2019). 

Esto fue expresado de distintas formas por las y los participantes en las en-
trevistas, incluso, varios señalaron su preocupación en torno a la forma  
en que esto influye en quienes viven en la ciudad, a diferencia de quienes vi- 
ven en los alrededores y son indígenas. Por ejemplo, el entrevistado 12 indicó: 

 […] lo que hacen ellos es irse con el malo y les trae bandas de música y con  

eso están felices, traen eventos musicales y viene la gente de fuera, así 

están felices, pero la gente indígena ni sale, están en sus casas porque ellos 

no escuchan esa música, ellos escuchan huapango. Pero aquí está lleno  

de camiones, de gente que viene de fuera, y yo conozco esa influencia que 

viene de grupos mafiosos porque viene de Koshequigui, porque la persona 

que trae esos grupos trajo eso a Olintla, y se vincula con esos grupos para 

sacar dinero (Anónimo 12, 2019). 

La entrevistada 3 es originaria de Olintla y hablante de totonaco, y participó 
como candidata a regidora. Ella comenta lo difícil que fue realizar su campaña 
porque ahora gran parte de las personas apoyan a un candidato o candidata 
siempre y cuando les ofrezcan algo a cambio: 

 […] nadie quería ir a dar la cara con nosotros, fuimos a dar la cara casa por 

casa, anduvimos para invitar a la gente, nosotros les dijimos lo que es la 

verdad, pero ya es cosa de ellos, de que ellos no entendieron o ellos van más 

a donde les dan, como nosotros no les ofrecimos nada, como nosotros no 

les ofrecimos láminas, herramientas, nada, por eso no nos siguieron. Entonces 

como el presidente tiene dinero pues ofreció herramientas, tabiques, vivien-

das, carretillas […] (Anónima 3, 2019). 
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Esto da cuenta del carácter clientelar de la participación en procesos elec-
torales, porque se ofrecen recursos a cambio del voto, lo cual es entendible, 
aunque no justificable, debido a los altos niveles de pobreza y marginación 
que sufren los y las habitantes de esta cabecera municipal. Incluso, podría-
mos decir que se recurre al voto del hambre, pues las necesidades de la comu-
nidad son muchas.

En cuanto al desempeño de quienes fueron electos en los comicios, por lo 
regular, las entrevistadas y entrevistados expusieron sus quejas, pues se han 
sentido utilizados, como señaló el entrevistado 12, hablante de totonaco, 
quien ha participado activamente en la política local: “Muchos de los que 
vienen a hacer candidatura aquí te piden que les juntes gente, les pongas 
lona, la comida, y uno lo hace porque esperan que les dé algo, pero al final se 
van y cuando ya están en sus cargos, se olvidan de sus promesas” (Anónimo 
12, 2019).

También refirieron la compra del voto en el proceso electoral 2017-2018, 
como narró el entrevistado 13: “Hay candidatos que para el mero día juntan 
dinero y lo reparten, aquí les dieron entre quinientos y mil pesos. Ahora todos 
participan solamente si reciben algo a cambio, y si le avisan a la gente que sí 
van a dar algo, pues ellos van” (Anónimo 13, 2019).

Incluso, describen que a través de los regalos y el dinero se da la manipula-
ción, y de diversas formas expresan que el actual gobierno (priista) utilizó el 
dispendio de recursos para lograr mantenerse en el poder, lo cual fue confir-
mado por el entrevistado 14, hablante de totonaco: “Hay grupos que se han 
aferrado al poder y que en su momento se quedaron por el capital que tu- 
vieron, se han mantenido en el poder y la gente es manipulada por un regalo,  
y pues se mantienen” (Anónimo 14, 2019).

La segunda entrevistada es originaria de Zoquiapan y participa activamen- 
te en política, respecto a la pregunta de cómo ha cambiado la participación 
en Olintla señaló: “Antes la gente participaba porque estaba convencida  
de hacerlo, pero mi abuelo me decía que eso empezó cuando veía que la gente  
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que votaba era poquita, fue que empezaron a comprar votos, anteriormente 
nadie quería ser presidente porque dejabas a la familia de lado y ahora todos 
se pelean por el puesto, por lo que dan los partidos políticos” (Anónima  
2, 2019). La entrevistada 15 lo confirmó, “Sí, mire, lamentablemente yo le 
digo: hoy en día las cosas así se mueven por interés, pero yo creo que si tu-
viera, daría más de lo que tengo [...]” (Anónima 15, 2019). Aunado a ello, 
varios comentaron el papel que en ese sentido realizan quienes coordinan: 
“El trabajo de los coordinadores es ganarse la confianza de la gente y decirles 
que se darán algunas cosas para amarrarlas” (Anónimo 14, 2019).

Ciertamente, los datos aportados por las y los entrevistados reflejan lo que ha 
pasado en gran parte del país, pues, como sabemos, desde hace varias déca-
das los partidos han destinado buena parte de los recursos que reciben (deri-
vados del financiamiento público y privado) a diversas formas de clientelismo 
y a la compra del voto, por tanto, podemos entender por qué la región del 
Totonacapan no es la excepción, ya que, pese a la riqueza en recursos natura-
les, los indígenas son muy pobres y los partidos se han aprovechado de ello. 

Percepciones sobre la participación  
política de la mujer en Olintla 

En este punto se aprecia que, en general, las entrevistadas y entrevistados 
ven muy positiva la participación de la mujer en la política, no obstante, seña-
laron los estereotipos que prevalecen entre los integrantes de la comunidad. 
Por ejemplo, cuando se les preguntó cómo aprecian la paridad de género, el 
entrevistado 18 dijo: 

 Mire, es un tema muy complejo. De repente la mujer se vuelca, participa, es 

muy participativa y muy importante, pero llega un momento al tomar un pues-

to, ella se va como regidora o como candidata, pero como que todavía aquí no 

aceptamos la paridad de género; todavía no existe ese pensamiento de que 

“mi esposa que se vaya de candidata”, todavía tenemos eso nosotros, no tanto 
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porque sea uno machista, sino porque ustedes las mujeres son muy, muy de  

su casa ¿no? [...] porque hay algunas mujeres que ya salen, se desenvuelven 

muy bien fuera de la casa. Pero aquí todavía dicen “si no está la señora, no está 

limpia la casa; si no está la señora, los niños no van a la escuela; si no está la 

señora, la ropa está allí tirada”, o sea que es muy importante la mujer. [...] To- 

davía podemos manejar muy machista la situación aquí (Anónimo 18, 2019).

Acerca de la paridad de género, el entrevistado 1 indicó: “Hay mujeres, pero 
los hombres les dan permisos, aunque a cierta hora deben volver y seguir 
con sus deberes, que hagan tortillas, comida, que cuiden a los hijos. Pero 
a veces las obligan a salirse de la política por tantas responsabilidades” 
(Anónimo 1, 2019).

Sobre este mismo punto se plantea lo complicado que ha sido el hecho de 
que las mujeres participen en política, en razón de los estereotipos que pre-
valecen, según el entrevistado 4: “Por la cultura y tradición, no hay muchas 
mujeres participando. De veinte hombres, por ejemplo, hay solo dos. Hay mu-
cho machismo, la razón de que una mujer se salga de la política es porque la  
mujer debe moler, hacer tortillas, con esto se llevan mucho tiempo” (Anónimo 
4, 2019).

Aun así, el entrevistado 19 dejó entrever que este tipo de pensamiento será 
superado, pues reconoce las ventajas que tiene una mujer al ejercer un cargo 
público: “[...] yo creo que con el tiempo la gente lo tiene que ir asimilando 
porque nos estamos dando cuenta hoy en día: la mujer es muy administra-
dora, y pues de lo que se trata aquí [es que] un presidente municipal es un 
personaje que [generalmente] no es un administrador, y eso lo hace muy 
bien la mujer” (Anónimo 19, 2019).

Como puede observarse, si bien es cierto que prevalece el machismo y los 
estereotipos de género, también varios hombres ven de manera positiva la 
participación política de la mujer, esto significa que el pensamiento de los 
totonacos está cambiando, en gran parte, gracias a la institucionalización 
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de la paridad de género, además de que se aprecia el profundo interés  
y compromiso de las mujeres al involucrarse en los problemas que atañen a 
la comunidad. 

Percepciones políticas: la inconformidad

Decidimos preguntar acerca de las percepciones hacia el gobierno,  
las respuestas dan cuenta de cierto resentimiento hacia el PRI y hacia la  
corrupción de quienes gobernaron anteriormente o gobiernan hoy, sobre 
todo porque se ha tratado de consolidar la izquierda. Así, la entrevistada 3, 
quien, como mencionamos, fue candidata a regidora por la coalición Juntos 
Haremos Historia (Morena-PT-PES), expresó:

 Aquí se perdió, ganó el PRI, […] de hecho, sabíamos que íbamos a perder. 

Nosotros lo hicimos, andar casa por casa, porque queríamos el cambio, pero 

ya no se pudo, porque si había cambio allá, iba a bajar de a poco a poqui- 

to. Porque el señor que ahorita está, el expresidente, tiene mucho dinero, todo 

lo que era para el pueblo se lo quedó […] entonces, a veces yo como que me 

desanimo [de] todo esto de votar porque como nosotros no tenemos apoyo 

ni nada (Anónima 3, 2019). 

Otro aspecto claramente manifestado por algunos participantes es la ven-
ganza contra quienes decidieron apoyar otra opción política distinta al PRI. 
Sobre este punto, la entrevistada 20 indicó: 

 No queremos que nos dé el gobierno, lo único que queremos es que nos tenga 

aprecio [por] lo que tenemos nosotros. Con lo que vendemos, como, por ejem-

plo, ahorita tenemos madera, no la podemos vender porque como tienes que 

sacar el permiso y si lo sacas te lo quitan, como no tienes el permiso, […] yo 

oigo que es mucho problema si tú pides permiso […] nosotros nunca vamos 

a salir adelante. Sí, aunque aquí es rico el pueblo, hay muchas cosas que se 

necesitan, por ejemplo, de las escrituras, nos cobran muy caro, no va a poder 

pagar un campesino […] (Anónima 20, 2019). 
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Por su parte, el entrevistado 1 se refirió al desempeño de los cargos públicos 
en el municipio: “[…] desafortunadamente los políticos tienen una prepara-
ción sin conciencia de que su cargo les da el poder de destruir o construir, nor-
malmente destruyen, lejos de construir […] tratamos de cambiar eso, como 
decíamos, con cultura, con cosas bonitas, pero cuesta mucho trabajo […]” 
(Anónimo 1, 2019).

Ante la inconformidad con sus gobiernos, nuevamente la gente ha tratado 
de organizarse de forma no convencional, pero son minoría. El primer entre-
vistado, una de las pocas personas de la comunidad que realizó estudios 
universitarios, fue postulado como candidato del PAN, pero perdió la elec-
ción, de ahí que buscaran su apoyo, como bien indicó en la entrevista: “[…] 
la gente me dice: ‘inge, vamos a tomar la presidencia’ y yo les digo que vayan 
porque no es lo que me toca, yo ya hice lo que tenía que hacer en mi tiempo 
y no me dieron la oportunidad de ser presidente, ahora vayan, yo los acom-
paño de lejitos […]” (Anónimo 1, 2019). Es decir, quienes están inconformes 
estarían dispuestos a tomar las instalaciones del ayuntamiento de Olintla, 
aunque no han encontrado suficiente respaldo para hacerlo. 

Percepciones sobre la discriminación  
e injusticia en Olintla

Sobre este punto todas y todos los entrevistados señalaron que a pesar de 
que Olintla tiene tantas riquezas y es un lugar agradable para vivir, desgra-
ciadamente existen muchas expresiones que describen tanto la forma en que 
son discriminados los indígenas como la injusticia social que experimen- 
tan, por ejemplo, la entrevistada 5 señaló: “cuando muere una persona to- 
tonaca, no hay justicia” (Anónima 5, 2019). La entrevistada 9, perteneciente 
a la organización Protectoras de la Madre Tierra, enfatizó que las autori-
dades apoyan a las y los hablantes de español, pero no a quienes hablan 
totonaco, a pesar de que el cabildo actual está integrado por mujeres y hom- 
bres totonacos.
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La entrevistada 11, quien también es parte de la organización Protectoras 
de la Madre Tierra, manifestó: “es que, por ejemplo, aquí vienen y solo cons-
truyen y se van, no ven por el bienestar y desarrollo de los ciudadanos y la 
situación es peor para los totonacos” (Anónima 11, 2019).

El entrevistado 16 dejó entrever que otra de las expresiones de la injusticia es 
la manipulación política: 

 Donde quiera que vayas manejan ya empresarios […] Precisamente ahorita 

tenemos un presidente indígena, muy indígena, que no hubiese llegado allí si 

no fuese por el apoyo del fulano que lo puso. Para empezar, al amigo le han 

rechazado cheques porque no sabe firmar. Por eso a veces hay indígenas 

que son muy inteligentes, entonces sí lo pueden hacer, pero la desigualdad 

económica y el ambiente que te rodea es algo difícil […] (Anónimo 16, 2019). 

Otra situación que revela las condiciones en las que se desempeñan las y los 
integrantes del cabildo actual (2018-2021) fue planteada por la segunda en-
trevistada, quien explicó que uno de los principales problemas que enfrentan 
los indígenas es la ignorancia: 

 El presidente no puede gestionar más ingresos porque no sabe, no tiene el  

conocimiento. Aunque reciban capacitación no es suficiente porque no entien-

den, casi no saben español y menos saben escribir y no entienden nada de 

eso. Aunque estén ejerciendo un cargo, por eso pueden ser manejados des- 

de atrás y eso lo aprovechan los partidos (Anónima 2c, 2019). 

De esta forma, el señalamiento que hizo la entrevistada fue una acusación 
directa para el PRI, pero, en su momento, también actuó de la misma ma-
nera el PAN, según se dijo, lo cual da cuenta de que las decisiones no son 
tomadas por la comunidad indígena, quienes siempre esperan instrucciones 
sobre cualquier asunto que deba resolverse. Esto explica, en parte, por qué la 
comunidad persiste con muchas carencias y pobreza, pues las personas indí-
genas no deciden en función de sus propios intereses, sino de los de alguien 
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más, una situación que es profundamente lamentable porque constituye un 
acto de injusticia social, lo cual da cuenta de que mientras no se gobiernen a 
sí mismas en función de sus propias necesidades e intereses, las comunida-
des indígenas continuarán marginadas.

Medios de socialización política en Olintla

Uno de los aspectos que más nos llamaba la atención conocer era la ma-
nera de informarse de la política, y aquí encontramos que hay diferentes  
medios de información a los que recurren las personas indígenas. Dado que 
la gente es muy participativa y usualmente no se ve la televisión, mucho menos 
se tiene acceso a internet,18 son las reuniones, el perifoneo y la radio los me-
dios de mayor importancia en esta región. De acuerdo con el entrevistado  
1, también tienen importancia las y los coordinadores: “[...] quienes se encar- 
gan de visitar un determinado número de familias por partido político, enton-
ces ellos van e invitan sobre las reuniones y lo que habrá, y en las reuniones se 
les da el punto de vista de lo que se busca lograr” (Anónimo 1, 2019).

Algo significativo es que varias de las entrevistadas (3, 5, 7, 8, 17 y 20) seña-
laron la radio como el principal medio a través del que obtienen información, 
como dijo una de ellas, hablante de náhuatl y totonaco: “[…] es en donde 
anuncian que ya va a empezar la campaña”; otra expresó “[…] por el radio di- 
cen si trajo despensas”; otra de ellas indicó “[…] a mí me gusta el radio, 
Totonaco Radio. Allí siempre dicen qué está pasando, todo te van a decir 
en Totonaco Radio, todo” (Anónima 5, 2019). Evidentemente, en este rubro, 
juegan un papel importante las reuniones a las que cotidianamente se les 
convoca, pero como se ha dicho antes, por desgracia, los partidos que han 

18 Es importante señalar que, a pesar de que las personas totonacas no tienen internet, su movimiento 
ha recibido impulso a través de diferentes redes sociales, pues asociaciones como MAPDER, la 
Universidad de la Tierra, el Instituto Mexicano de Desarrollo Comunitario, la Red Unidos por los 
Derechos Humanos Huasteca-Totonacapan, integrantes de la Pastoral Social de la Iglesia Católica, el 
Centro de Derechos Humanos Ignacio Ellacuría de la Universidad Iberoamericana de Puebla, entre 
otras organizaciones, han difundido la lucha entablada por los pueblos totonacos.
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gobernado (PRI y PAN) han influido negativamente al promover que la gente 
participe de forma convencional solo por el interés de recibir algo a cambio. 

Familias y poder político en Olintla

Tal como hemos descrito, el PRI gobernó durante más de siete décadas en 
Olintla, por lo que su poder parecía inamovible, de ahí que sea importante  
resaltar el papel que han tenido las familias políticas favoreciendo la presencia 
de ese partido. De acuerdo con las entrevistadas y entrevistados, en el ejer-
cicio del poder político puede identificarse la interacción principalmente de 
dos familias, como bien señaló el entrevistado 6: 

 […] aquí, por ejemplo, ha estado en el poder la familia Jiménez, ellos, pues el 

papá fue el presidente, los hijos fueron presidentes, los nietos fueron presi-

dentes. En este caso, el expresidente es yerno de una de esas personas, y ya 

no están, pero influyen mucho en la persona que queda, el tiempo prevalece 

(Anónimo 6, 2019). 

Según lo que nos narraron, todo inició con José Jiménez hace más de 30 
años, pero la alternancia llegó con los Arroyo, los panistas, que no lograron 
conservar el poder por mucho tiempo, pues como hemos visto, la primera 
alternancia a favor del PAN se dio en 2007 al derrotar al PRI. En 2010 triunfó 
la coalición Compromiso por Puebla, integrada por PAN, PRD, Convergencia 
y Partido Nueva Alianza; sin embargo, en los comicios de 2013 perdió la 
Coalición Puebla Unida (PAN, PRD, Compromiso por Puebla y PANAL) con-
tra su principal oponente, la coalición 5 de Mayo (PRI-PVEM). Finalmente, 
en el proceso electoral 2017-2018, triunfó, con una diferencia de más de 
600 votos, el Revolucionario Institucional, que no participó en coalición y se 
enfrentó a la coalición PT-Morena-Encuentro Social (PES), a la candidatura 
común PAN-PRD-MC, el Partido Compromiso por Puebla y el PVEM, pues 
este último, a diferencia de otros comicios, fue solo en la competencia.  
Con estos resultados quedó demostrado que el PRI es el partido más 
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fuerte en el municipio y que las y los totonacos tienen una gran identificación  
con él, aunque, como hemos visto, hay un buen número de opositores que  
expresan su inconformidad. De cualquier forma, la alta participación elec-
toral que tradicionalmente se expresa en los procesos de renovación de los 
integrantes del ayuntamiento revela la fortaleza del PRI.

Al respecto, el entrevistado 18 manifiesta que un personaje importante de la 
familia de los Arroyo es don Gustavo, pues ha dado un impulso muy impor-
tante a la participación de sus descendientes: 

 “[…] sus hijos, Anselmo Arroyo, y su otro hijo, Héctor Arroyo, y un pariente 

suyo, Don Ramón Arroyo, quien pues ha mantenido ese poder de esta comu-

nidad. Los otros han participado en presidentes municipales, pero él se ha 

mantenido, no como presidente municipal pero sí como líder moral del partido 

[…]” (Anónimo 18, 2019).

Otro aspecto señalado por las y los totonacos como una causa de preocupa-
ción es la presencia de Antorcha Campesina, grupo político bien organiza- 
do que se ha adueñado de muchos terrenos en diversas partes del país, y 
ahora muestra su interés por los terrenos ocupados por los totonacos. Varios 
recuerdan, como se señaló anteriormente, el enfrentamiento de esta organiza-
ción con el pueblo: “Porque en aquel entonces, Antorcha Campesina entró, o  
quiso entrar a tomar el poder por tantas cuestiones que estaban pasan-
do; según ellos con el ayuntamiento. […] Pero como eran de diferentes lu- 
gares, entraron, hubo balazos, hubo varios heridos, hubo muertos” (Anónimo  
18, 2019). Esto ocurrió porque, en su momento, la comunidad no permitió que 
los antorchistas tomaran el control, pero les preocupa que siguen al acecho.

Además de las formas de participación política de las personas totonacas, 
los medios de comunicación política que les permiten enterarse de los asuntos  
públicos, sus percepciones políticas acerca de los partidos y de quienes ejer-
cen el poder, sus grupos políticos, así como el clientelismo que se ha vuelto 
moneda corriente desde hace algunos años, quisimos abordar el tema de los 
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valores que comparten las y los ciudadanos del municipio de Olintla para en-
tender su pensamiento y la manera en que enfrentan la realidad que, día con 
día, experimentan las personas indígenas.

Aspectos culturales generales:  
valores e identidad en Olintla

En este punto es preciso enfatizar que pueden identificarse dos tipos de 
identidades en la comunidad que estudiamos.19 Los pueblos totonacos tie- 
nen muy arraigada su identidad, no obstante, según han señalado varias y 
varios de los entrevistados, en esta región se aprecia una diferencia entre las 
generaciones, pues mientras las y los adultos tienen una fuerte identidad, 
los y las jóvenes la están perdiendo, dado que existe una constante discrimi-
nación hacia las personas indígenas, sobre todo a “los de calzón”, quienes 
son considerados, despectivamente, “los sin razón”, pues la gente “de ra-
zón” son los que han dejado la vestimenta típica, los que viven en la ciudad 
o cerca de la periferia. 

Se observa que buena parte de las y los totonacas, principalmente las perso-
nas adultas mayores, con orgullo portan sus trajes típicos; sin embargo, dado 
que muchas de ellas no hablan español, son tratadas con discriminación. 
Por eso hay quienes prefieren mandar a sus hijos a estudiar fuera, para que 
no vivan lo que ellos han padecido, pues la vida para un totonaco originario es 
difícil. Al respecto, el entrevistado 1 y la entrevistada 2 comentan: 

 […] aquí, por ejemplo, los jóvenes no tienen arraigada la identidad de la perso-

na, ellos no saben que son de una cultura de un pueblo legendario y no lo 

19 En diversos enfoques académicos, la doble identidad ha sido señalada como una característica que 
atañe incluso a cualquier individuo, una de carácter informal, que es creada en las comunidades 
culturales y caracterizada por un perfil generado desde el enfoque religioso, desde el idioma y la ética 
que prevalece en la sociedad civil; y la identidad de carácter formal, establecida por la pertenencia 
a una sociedad de corte liberal, la cual establece el conjunto de derechos, libertades y garantías 
encontradas en la Constitución y las leyes reglamentarias (Cardoso Rosas, 2003). 
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valoran. O sea, a los jóvenes les da pena ser nacos, como aquí dicen. No dicen: 

“yo vengo de Totonacapan”, ni mucho menos “yo soy totonaco” porque se 

burlan de ellos. Entonces, lejos de llevar su cultura a Puebla y decir: “yo soy 

totonaco, yo hablo totonaco”, no lo dicen o se van a burlar de él (Anónimo 

1, 2019). 

 […] el ambiente de Puebla los consume. Como generalmente llegan a vivir 

en los cinturones de la ciudad, se los consumen, los vuelven drogadictos y 

los regresan, […] entonces nos damos cuenta de que los jóvenes de acá no 

llevan esa raíz ni respetan sus costumbres, sus tradiciones, que les sirvan de 

impulso para buscar una mejor forma de vivir (Anónima 2, 2019).

Es decir, las personas mayores de la comunidad se sienten muy orgullosas de 
ser totonacas, también de su lengua, tradiciones, vestimenta y costumbres, 
pero la juventud que ha emigrado ya no. Esto implica una gran diferencia con 
las y los jóvenes que permanecen en su comunidad, quienes componen can-
ciones en totonaco, bailan la música de la región y preservan sus tradiciones.

La entrevistada 5 señaló algo fundamental que demuestra la práctica de va-
lores prioritarios para cualquier comunidad: 

 […] siempre les digo a mis hijos: “respeta a tu hermano o hermana, respétense 

porque nunca saben cuándo van a necesitar de ustedes, un día él o ella te 

va a dar de comer, te va a dar tus medicinas”. Por eso les aconsejo a todos: 

“siempre salúdense, buenos días, buenas tardes, porque la paz empieza con 

un saludo” (Anónima 5, 2019). 

Otra expresión, en este caso de la entrevistada 15, fue “nosotras queremos que 
no se peleen los hombres por la política” (Anónima 15, 2019), con esto refleja 
la preocupación de que la ciudadanía de Olintla hoy se encuentre dividida. 

Finalmente, es claro que en la cultura política de los pueblos totonacos puede 
identificarse una mezcla de componentes tradicionales y modernos, pues las 
y los adultos pretenden preservar sus tradiciones y costumbres, pero, a su 
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vez, la marginación a la que se han visto sometidos repercute en que buena 
parte de ellos decidan educar a sus hijos de forma diferente, pues ya no les en- 
señan la lengua ni a preservar su forma de vestir, entre otras cuestiones 
culturales, de modo que hay un rompimiento intergeneracional entre quie-
nes viven en la comunidad y los y las jóvenes que se van a estudiar a otros 
lugares, esto determina los cambios que hoy experimenta Olintla. Al mis-
mo tiempo, se aprecia la injusticia social que han padecido durante tantos 
años, pues las familias políticas que han gobernado no se han preocupado 
por resolver las carencias de la comunidad, sino por enriquecerse, así que  
las concesiones realizadas durante el morenovallismo impulsaron una legíti-
ma lucha de los pueblos totonacos expresada en diversas formas de protesta 
social, de lo cual derivan los cambios en la participación, como expresión de 
la cultura política que prevalece en Olintla.

Reflexiones finales 

La cultura política de las y los habitantes de Olintla experimenta cambios 
importantes, sobre todo en lo que se refiere a las formas de participación, 
pues si bien la participación electoral está por arriba de la media nacional y 
estatal, en los últimos años ha incrementado notablemente la participación 
no convencional en la región debido a que las personas indígenas se han 
orientado a la lucha en contra de los proyectos de muerte respaldados 
durante la administración morenovallista, a consecuencia de la grave afec-
tación a sus recursos naturales y sistemas de vida en comunidad, es decir, 
aquellos aspectos que afectan tanto al patrimonio tangible como al intangible 
de pueblos ancestrales que hoy deben defenderse de las decisiones guber- 
namentales que contradicen los derechos humanos que los protegen.

Las percepciones políticas reflejan su inconformidad con las últimas gestio-
nes gubernamentales, lo cual determinó, en gran medida, la alternancia polí- 
tica que ha derivado en el bipartidismo (PRI-PAN) experimentado en los 
últimos años, pues, como se ha observado, los indígenas han esperado una 
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solución definitiva a sus legítimas demandas, en un contexto en el que preva-
lece la injusticia social y la marginación.

Por otra parte, la percepción que tienen respecto a la participación política 
de las mujeres refleja cambios en torno a los roles de género, pues se aprecia 
que varios ven de manera positiva que la mujer participe en los asuntos pú-
blicos, incluso en cuanto al ejercicio de un cargo, aunque también señalaron 
la importancia que tiene para las comunidades indígenas el que ellas, además 
de desempeñarse en el ámbito político, cumplan con las tareas que cotidia-
namente realizan en sus hogares.

Las entrevistas dan cuenta de que las personas indígenas constantemente se 
informan, a través de diversos medios, de los asuntos públicos, lo que refleja 
su profundo interés y compromiso con su comunidad, pues en cuanto son 
convocadas están listas para participar, aunque para trasladarse tengan que 
caminar muchos kilómetros descalzas y bajo la lluvia.

Independientemente de ello, también pueden apreciarse importantes di- 
ferencias intergeneracionales, a consecuencia, entre otras razones, de la 
profunda marginación a la que se han visto sometidos los pueblos indíge-
nas. Justamente por ello hay un rompimiento en la transmisión de los usos y 
costumbres, la enseñanza de la lengua y las tradiciones; además, aunque las 
personas adultas son muy participativas, externaron su preocupación por el 
desinterés de muchos y muchas jóvenes hacia las cuestiones públicas, por-
que pocos de ellos –los que se quedan a vivir ahí y algunos otros que, aunque 
estudien en Puebla, tienen una fuerte identidad como totonacos– han apren-
dido a hablar la lengua y a preservar sus tradiciones. 

Así, las razones plenamente justificadas han llevado a las mujeres y hombres 
totonacos a trascender los usos y costumbres en sus comunidades, pues han 
participado en diversos tipos de movilizaciones y protestas comunitarias para 
enfrentar las decisiones de un sistema político autoritario que ha trastocado 
sus intereses y bienestar, lo cual permite identificar los cambios que hay en 
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su cultura política, caracterizados por una mezcla de elementos tradicionales 
y modernos, que se expresan en aspectos como la alternancia; la participa-
ción política de las mujeres, que empieza a ser bien vista por los hombres,  
y un intenso activismo de diversos actores de esta comunidad ancestral, cuya 
vida política está experimentando importantes transformaciones.
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Introducción

La cultura política representa un modo de acercarnos a las disposiciones  
que se generan en el espacio social sobre lo político. Aunque la proble- 
mática ha sido estudiada desde la antigüedad, los trabajos de Almond y 
Verba (1963) resultaron paradigmáticos para fincar una tradición de investi-
gación. A partir de los resultados a los que llegaron, se produjo la impresión 
de que se podía establecer cierta homogeneidad en la cultura política de 
los países. Esto resulta problemático no solo porque construye una relación 
circular entre cultura política y democracia –pues la primera incide en las 
instituciones de la segunda–, sino porque en escenarios complejos, donde 
se articulan diferencias que pueden ser de tipo geográfico, etario, cultural, 
educativo u otras, estas intervienen en la forma en la que entendemos, nos 
informamos, participamos y construimos lo político. De ahí la importancia 
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de generar estudios de corte particular que nos permitan entender de ma-
nera heterogénea y compleja la dimensión del análisis, por ejemplo, desde 
las subculturas que conforman el tejido del país. Este trabajo busca ser una 
contribución en ese sentido.

El estudio de las subculturas es todavía un asunto incipiente en la agenda de 
la investigación nacional; existen pocos trabajos que se aboquen a ellas, y aún 
menos a los pueblos originarios. La cultura política de estos ha sido estudiada  
desde aproximaciones históricas, o bien ligadas al activismo de algunos  
y algunas líderes. Esto deja pendiente la realización de estudios que mues-
tren las formas específicas de organización y comprensión de lo político 
que en las comunidades se gestan, y que conviven de maneras múltiples 
y en tensión con la cultura política hegemónica. En este sentido, las pistas 
ofrecidas por las epistemologías otras parecen ser de utilidad, ya que los pue-
blos originarios, desde esta posición, no son romantizados ni descalificados 
a priori, sino que hay un acercamiento que busca su comprensión desde la 
construcción de los saberes que en estos tiene lugar. Se eligió para llevar  
a cabo este trabajo la comunidad de El Mirador, en Ixtacamaxtitlán; fue es-
cogida por formar parte de un municipio rural de la sierra de Puebla, con una 
alta concentración de población indígena, así como por las condiciones de 
accesibilidad y trabajo de campo previo que facilitaron el acercamiento a ella.

El objetivo de esta investigación es elucidar la dimensión de lo político que 
estructura la cultura política en la comunidad de El Mirador, a partir de una 
perspectiva comprehensiva, lo que significa un acercamiento de corte par- 
ticular a esta subcultura. Para lograr el mencionado objetivo, el trabajo se 
articula en seis apartados. En el primero, se aborda de manera general la cul-
tura política y se fija como postura teórica una visión comprehensiva anclada 
en las reflexiones weberianas, en las que se apoyó la investigación. En el se-
gundo, se esboza la subcultura de los pueblos originarios mostrando la visión 
cambiante que el Estado mexicano, generador de la cultura hegemónica,  
ha establecido respecto a ellos; se señala el tipo de estudios que se han ocu- 
pado de la subcultura y se adelanta la visión de las epistemologías otras como 
fuente de acercamiento. El tercer apartado se concentra en la metodología, 
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que se basó en entrevistas abiertas y a profundidad, así como en grupos 
focales. En el cuarto, se presenta un acercamiento a la zona, al municipio y a 
la comunidad que permite esbozar una escenografía general en la que lo polí-
tico toma forma. En el quinto se exponen los resultados articulados en cuatro 
dimensiones; la identidad, la organización en el interior de la comunidad,  
la relación con las autoridades y la comprensión de lo político. Finalmente, 
en la parte seis, se presentan una serie de reflexiones finales en las que se 
hace patente que: la identidad de la comunidad se construye en tensión con 
lo mestizo, lo colectivo prima sobre lo individual, la familia es la unidad base 
de la organización y a partir de ella se establecen mecanismos de solidaridad 
y funcionamiento, pero, sobre todo, que hay una tirantez entre la organización 
comunitaria y lo que sucede en el exterior, cuestión que genera dos formas de 
organización que se asimilan en el interior de esta, y que la participación se 
hace visible a partir del compromiso que se asume con el bienestar colectivo, 
de forma diferente a lo que ocurre en la cultura hegemónica.

Cultura política

Desde la antigüedad ha habido un interés por desentrañar al ser humano  
en el ámbito político. De acuerdo con Coutiño (2011b), los clásicos de-
mostraron cierta inclinación al estudio de estos temas, que tuvo una con-
tinuidad en el periodo de la Ilustración. En los siglos siguientes, la figura de 
Tocqueville es un referente, pues en el texto La democracia en América anali-
zó a los ciudadanos en la entonces incipiente democracia de los Estados Uni- 
dos. Posteriormente, destacan los trabajos de la Escuela de Frankfurt, con los 
aportes de Adorno en La personalidad autoritaria, obra que trataba de enten-
der los cambios que tuvieron lugar en la sociedad alemana para que Hitler 
pudiera llegar al poder; así como las aportaciones de Antonio Gramsci, de 
corte marxista (Hernández y Coutiño, 2019).

En las décadas de los sesenta y setenta se estableció un programa de tra-
bajo. Inauguraron aquel ejercicio Almond y Verba, específicamente su tex-
to The Civic Culture (1963), que desde el funcionalismo propuso un análisis 
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cuantitativo y comparativo de cinco casos, a saber: Estados Unidos, Alemania, 
Inglaterra, Italia y México. Los autores definieron el constructo como “las 
orientaciones específicamente políticas, posturas relativas al sistema político 
y sus diferentes elementos, así como actitudes relacionadas con un sistema 
especial de objetos y procesos sociales” (Almond y Verba en Pereira, 2019: 2), 
considerando las orientaciones sobre la política propuestas por Parsons, es 
decir, las cognitivas, afectivas y evaluativas. A partir de sus hallazgos, ge- 
neraron una tipología compuesta por la cultura política parroquial, la de súb-
dito y la participativa; además de la cívica o democrática, que es un equilibrio 
de las tres anteriores.

La agenda de trabajo que se desprendió de esas contribuciones teóricas des-
pertó debates en el espacio académico. Algunos especialistas emplearon 
como modelo el trabajo de Almond y Verba (1963); mientras que desde la 
antropología y la sociología se despertaron críticas que llevaron al cuestio- 
namiento sobre la inclusión de otras dimensiones de análisis y al plan- 
teamiento de nuevas metodologías. A la luz de ello, se generaron dos grandes 
corrientes: la comportamental y la interpretativa (Heras-Gómez, 2002). De la 
primera, que ha sido de cierto modo la más fecunda, destacan los trabajos 
de Gibbins (1989), Diamond (1993) e Inglehart (1988 y 1991); de la segunda, 
anclada en la sociología interpretativa, los de Welch (1993).

A nivel nacional, se pueden encontrar una serie de ensayos que han buscado 
entender la identidad, el perfil y la relación de las mexicanas y los mexicanos 
con lo político, provenientes de una tradición de filósofos, literatos e intelec-
tuales.1 De igual forma, hay un grupo de trabajos que surgieron como conse-
cuencia de la publicación de The Civic Culture, se trata de estudios donde la 
influencia de la sociología norteamericana resultó central (Ramos, 2006).2 

1 Destacan Ramos (1951), Paz (1959), Iturriaga (1951) y Bartra (2013).

2 Hernández y Coutiño (2019) señalan los trabajos de Peschard, Meyenberg, Salazar y Gutiérrez (1992), 
Millán (1993), Tejera (1996 y 1998), Bizberg (1997), Hernández (2006 y 2008), Duarte y Jaramillo 
(2009), Aguilera y Sánchez (2010), Flores (2011), Coutiño (2011b) y Puig (2012), así como el Informe 
País sobre la calidad de la ciudadanía en México (2015) y las diversas aplicaciones de la Encuesta  
Nacional sobre Cultura Política y Prácticas Ciudadanas. En cuanto a las aportaciones del marco interpre- 
tativo para la realidad mexicana, se deben mencionar los trabajos de Varela (2005) y Krotz (1990  
y 1997).
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Finalmente, hay una línea que viene del estudio de los movimientos sociales,3 
donde el rol de la socialización política es mayor.

Hernández y Coutiño, quienes realizaron un estado del arte del constructo, 
concluyen que la teorización abocada a la realidad nacional es incipiente y está 
altamente ligada a lo avanzado por Almond y Verba. Señalan que se pueden 
encontrar dos grandes grupos de trabajo: aquellos que consideran que la al-
ternancia puede conllevar cambios positivos en la cultura política y los que 
afirman que en México, pese a ella, permanecen todavía rasgos autoritarios. 
Asimismo, hacen saber que los estudios a nivel local son todavía escasos, así 
como aquellos abocados al estudio de las subculturas. 

A partir de la revisión esbozada, se precisa que este artículo se adscribe  
a la corriente interpretativa que se apoya en la herencia weberiana. El estudio 
de la cultura política desde esta perspectiva se concentra en desentrañar el 
significado que la vida política tiene para las personas. Para ello, se recurre al  
análisis del sentido y el significado de la acción social bajo el entendido de 
que las acciones de las personas no se dan por azar o por decisiones superfi-
ciales. Heras-Gómez señala al respecto que la vida política “tiene un deter-
minado sentido anterior, un sentido que se va adquiriendo a partir de los usos 
y costumbres de la comunidad. Ese sentido acumulado crea significaciones 
entre los miembros de la comunidad que a su vez se reproducen y forman 
códigos intersubjetivos” (2002: 284).

La cultura política desde la visión interpretativa es crítica frente al paradigma 
comportamental. Para esta, resulta central el análisis de la subjetividad y 
tratar de entender el sentido de la acción política a partir de la comprensión 
e interpretación de una serie de códigos socialmente construidos, y de los 
que la o el científico debe tratar de desentrañar el sentido para el grupo  
de referencia. Estos códigos se fundan en el actuar cotidiano y se decons-
truyen a partir de las experiencias individuales y colectivas; para compren-
derlos, el investigador o investigadora describe e interpreta “el sentido que 

3 Destacan las investigaciones de González Casanova (1967) y Segovia (1975).



236

Las culturas políticas de las y los mexicanos

los actores de una sociedad otorgan a la construcción de lo político” (Ramos, 
2006: 55), explorando así los códigos que están en el origen de las prácticas, 
bajo el supuesto de que estas no se dan de manera casual. Lo realiza a partir 
de un acercamiento hermenéutico en el que trata de comprender “la ‘subjeti-
vidad’ de los actores, mediante recursos dialógicos fundados en la descripción 
y explicación que los actores ofrecen de sus propias acciones” (Ramos, 2006: 
48). Se trata de un acercamiento interpretativo que considera la particularidad 
del grupo en el proceso. Desde esta perspectiva, se genera una reivindica- 
ción de lo particular que es propicia para estudiar las subculturas.

De acuerdo con Heras-Gómez (2002), la cultura política se articula con el 
análisis de la vida cotidiana, y sus fundamentos deben buscarse más allá de 
las personas en tanto ciudadanas. Esto se puede estructurar en la reflexión 
lefortiana de lo político como una dimensión metapolítica y metasocial,4 
que permite comprender los modos de institucionalización de lo social (Lefort, 
1988), lo que abre el marco comprensivo para trascender la cultura política 
democrática y poner el foco, de manera amplia, en las formas de organi- 
zación y comprensión del espacio que permiten que se funden y mantengan 
ciertos órdenes políticos.

La cultura política se define desde la perspectiva comprehensiva “como el 
acervo de códigos que los hombres han construido históricamente acerca 
de su orden político vigente. Y podríamos agregar que la acción política es la 
objetivación de dicha cultura” (Heras-Gómez, 2002: 288). Se consideran los 
conocimientos y creencias que permiten dar sentido a las relaciones que 
la población establece con sus gobernantes (Braud, 2008), las actitudes  
y opiniones que se generan en torno a la vida política, así como la posibili- 
dad que esta tiene de generar comunidad política, bajo la consideración de las 
particularidades que le dan forma (Rosanvallon, 2004). Asimismo, se debe 

4 En el pensamiento de Lefort la dimensión política (circunscrita a las relaciones de poder) se ve so-
brepasada por lo político que se presenta en los modos de institucionalización de lo social, y conlleva 
elementos simbólicos que fundan el régimen; es por ello que se considera una dimensión metapolíti-
ca. Por su parte, los mencionados modos de institucionalización son entendidos como un entramado 
que pasa de lo intra a lo intersubjetivo, y que se ve reflejado desde la vida interna de las personas 
hasta la instauración del régimen en una forma global, de ahí que sean pensados como metasociales.
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tomar en cuenta que la cultura política es generadora de identidad, ya que 
liga a la comunidad con su pasado, su presente y su futuro. Con el pasado, 
gracias a narraciones que se comparten colectivamente y son interiorizadas 
en la historia común. Con el presente, por medio de la construcción de ca-
tegorías que permiten dar sentido al espacio social, establecer normas de 
comportamiento e identificar aquellos considerados inaceptables dentro  
de una comunidad dada (Braud, 2008).5 Con el futuro, a través del estable-
cimiento de un proyecto colectivo.

Sobre la subcultura de los pueblos originarios

Las subculturas se refieren a culturas que se forman en el interior de otra que 
es considerada hegemónica. Su particularidad está dada por mantener cier-
tas características que les son propias y que no comparten con la mayoría, 
resisten a los cánones de la cultura hegemónica a través de expresiones 
efímeras, pero estables a través del tiempo (Arce, 2008). Las singularida- 
des que la apuntalan están mediadas por su condición de minorías y su posi-
ción jerárquica en el espacio social donde se encuentran.

Los pueblos originarios son considerados una subcultura en la medida en que 
tienen características que los hacen peculiares de cara a la cultura hegemó-
nica. En México, el interés por integrarlos al proyecto nacional data de finales 
de la década de los cuarenta. Desde aquel momento y hasta los años setenta, 
la idea fue buscar su aculturación. Sin embargo, a partir de 1970, el acento 
estuvo puesto en que participaran del desarrollo desde la visión hegemóni-
ca, y desde la segunda mitad de aquella década y hasta los años noventa –al 
menos en el discurso–, en el reconocimiento de su identidad y la necesidad 
de que la preservaran. Los pueblos originarios eran fuente de orgullo hacia el 
exterior, pero hacia el interior todavía no eran entendidos desde una visión 
multicultural, sino como un remanente del pasado que había que buscar traer 
al nuevo proyecto.

5 Braud llama a estas dimensiones: de función, de responsabilidad y de demarcación, respectivamente.
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Un hito fue el levantamiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional 
en 1994, que visibilizó en el espacio público las condiciones de histórica ex-
clusión vividas por los pueblos indígenas y las diferencias en la comprensión 
del desarrollo. A partir de entonces, se buscó tejer un vínculo roto tiempo 
atrás y apuntalado en la desconfianza. Producto de aquello se firmaron los 
Acuerdos de San Andrés Larráinzar, que se matizaron legislativamente a la 
luz de las condiciones políticas, en detrimento de los pueblos originarios. 
En 2001 se impulsó una reforma de reconocimiento de derechos y, a partir 
de 2003, se impulsaron proyectos de desarrollo integral sustentable. Al  
final de aquella década hubo una revalorización de la cultura de los pueblos 
originarios, acompañada de mecanismos legales de inclusión en la toma 
de decisiones, a saber, las consultas indígenas (Comisión Nacional para  
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, 2012). Estas consultas han abierto el  
espacio para reflexionar sobre sus necesidades, pero también sobre las formas 
de inclusión y participación que hacen sentido desde los propios referentes 
culturales de las comunidades. Además, han visibilizado los abusos sobre la 
apropiación de sus recursos, que al estar ahora regulados han redundado en 
demandas y movilizaciones sociales.

Desde el estudio de la cultura política en el plano nacional, y con la idea de en-
tender a esta subcultura de manera puntual, se han desarrollado una serie de 
trabajos de corte histórico para tratar de comprender a algunas comunida- 
des (Schneider y Avenburg, 2015: 121).

La utilización de enfoques comprehensivos puede ser útil para entender lo 
que caracteriza a los pueblos originarios, dándole valor a sus conocimientos y 
formas de entender y representar lo político, ya que han sido considerados 
como de menor importancia comparados con los hegemónicos. En este sen-
tido, conviene retomar para el estudio de la subcultura de los pueblos origi- 
narios los fundamentos de las epistemologías otras que, sin romantizarlos,6 les  

6 Distintas visiones han permeado la comprensión de los saberes de los pueblos originarios. Se 
ha pasado de la negación de su existencia a su reconocimiento como un obstáculo al desarrollo, 
luego a su idealización y, finalmente, a la posibilidad del diálogo y el mutuo intercambio desde el 
reconocimiento (Argueta en Alarcón-Cháires, 2019).
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confieren un espacio de recuperación de saberes. Estos se construyen a través 
del tiempo, conjuntando diferentes tipos de experiencias: la grupal, la genera- 
cional, la de la unidad doméstica y la personal, mediadas por elementos sim-
bólicos. Las epistemologías otras apuntan en el acercamiento a los pueblos 
originarios algunos elementos a considerar, tales como: la relación con la 
naturaleza que se entreteje con las otras dimensiones de la vida, la forma 
de construcción y transmisión de saberes, la visión holística de los procesos, 
la forma de comprensión de la organización social ligada a lo colectivo, las 
identidades en juego en su posición social, así como el sincretismo (Alarcón-
Cháires, 2019). Específicamente en el ámbito político, Klee señala la autosu-
ficiencia, la descentralización, la resolución de conflictos y la cooperación 
como dimensiones estructurantes (en Alarcón-Cháires, 2019).

Metodología

Para esta investigación, se realizó trabajo de campo en El Mirador, en 
Ixtacamaxtitlán, Puebla. La comunidad fue seleccionada debido a que es una 
de las principales del municipio7 y una buena parte de sus habitantes se au-
toadscriben como indígenas; además, la comunidad cuenta con las condicio-
nes de accesibilidad necesarias para llegar a ella, y el trabajo previo realizado 
en su interior significó que se contaba con informantes clave.

En consonancia con el marco teórico elegido, esta investigación se fincó en 
una aproximación comprehensiva, en la que lo central era develar los as-
pectos de lo político de forma amplia; para ello, se realizaron entrevistas y 
grupos focales. Sobre las primeras conviene precisar que se llevaron a cabo 
siete entrevistas abiertas y a profundidad con habitantes de más de 18 años, 
en ellas se abordaron aspectos relativos a la cultura política, específicamente, 
la identidad, la organización en el interior de la comunidad, las relaciones 

7 Junto con la cabecera del municipio y otras comunidades como Calpanería, Atezquilla, Cruz de León, 
Cuatexmola, Texocuixpan y La Unión Ejido Mexcaltepec.
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con las autoridades y el conocimiento general sobre lo político en el sentido  
avanzado por Lefort. Las personas entrevistadas fueron seleccionadas por 
conveniencia a partir de la técnica de bola de nieve, y gracias a los contac- 
tos previos que se tienen en la zona.

Los grupos focales tuvieron lugar en el bachillerato El Libertador, el segundo 
centro más importante del municipio a este nivel.8 El interés de considerar a los 
y las jóvenes estuvo dado por la falta de trabajos al respecto, pues la mayoría 
de los estudios que se concentran en la juventud se abocan al nivel univer-
sitario, sin considerar que en el bachillerato hay un espacio formativo que 
amerita reflexión y donde el ejercicio de la ciudadanía será muy próximo, si  
no es que se comienza a ejercer desde ahí. Se organizaron seis grupos con-
siderando el agotamiento del trabajo de campo, y se construyeron a partir 
de la técnica de muestreo por características. De acuerdo con lo sugerido 
por un informante clave, el criterio definitorio fueron las calificaciones, así 
se tuvieron dos grupos focales con alumnos y alumnas de promedios su- 
periores a 9.5, dos con promedios reprobatorios y dos más con promedios 
entre 8 y 8.5, que es la media de la institución. Cada uno de los grupos fo-
cales se formó con dos estudiantes por cada grado (Entrevista C, 2019).  
En ellos, se discutieron una serie de preguntas detonadoras construidas  
a partir de una agenda oculta o guion de trabajo donde se exploraron las di-
mensiones de la cultura política siguientes: identidad, participación convencio-
nal y no convencional, tolerancia, relación con las autoridades e instituciones, y 
conocimiento de lo político. Para el análisis de los resultados, las dimensio-
nes consideradas se enmarcaron en las abordadas en las entrevistas, como 
se presenta en el cuadro siguiente:

8 El primero se encuentra en la cabecera municipal. En total hay 24 bachilleratos: Ixtacamaxtitlán, El  
Libertador, Niños Héroes de Chapultepec, José Vasconcelos, Lázaro Cárdenas, Emperador Cuauh-
témoc, Juan Escutia, Juan Crisóstomo Bonilla Pérez, Nicolás Bravo, Juan Rulfo, Tierra y Libertad, 
Macuilxóchitl, Juan Aldama, Carmen Serdán, José Clemente Orozco, Juan Ruíz de Alarcón, Bachillerato 
General Digital no. 82, Bachillerato General Digital no. 136, Bachillerato General Digital no. 91, Bachi-
llerato General Digital de Tlacuela, Bachillerato General Digital de Tonalapa, Emiliano Zapata, Paulo 
Freire, Bachillerato General Municipal.
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Tabla 1
Las dimensiones de análisis de los grupos focales y las entrevistas

Dimensiones de análisis de las entrevistas Dimensiones de análisis de los grupos focales

Identidad Identidad

Organización al interior de la comunidad
Participación convencional y no convencional

Tolerancia

Relaciones con las autoridades Relaciones con las autoridades e instituciones

Conocimiento de lo político Conocimiento de lo político

Fuente: Elaboración propia.

El Mirador, Ixtacamaxtitlán, Puebla

Los pueblos originarios de la Sierra Norte de Puebla son herederos y lazo de 
permanencia entre la cultura teotihuacana y la tutunakú asentada en el Tajín 
en la época mesoamericana. La región contuvo parte del Totonacapan (ligado 
a la cultura tutunakú), cuyo auge fue en el año 750 d. C., y se extendió más allá 
de la región. Ya en aquella época encontramos diversidad lingüística, debido 
a que era una zona importante de comercio y de conexión entre territorios. 
El debilitamiento político de Totonacapan permitió que la Triple Alianza se 
instalara militarmente, lo que significó un repliegue de la población tutunakú 
y la propagación del náhuatl como lengua de uso principal. Al momento de 
la conquista, fue un espacio de paso y, de hecho, se mantuvo básicamen- 
te habitado por los pueblos originarios hasta bien entrado el siglo XIX; a no 
ser por las visitas de los frailes que se ocuparon de evangelizar la zona, pero en 
periodos diferenciados debido a la dificultad de acceso, la fauna peligrosa y la 
negativa de las y los habitantes de entrar en contacto con ellos (Báez, 2004). 
Todavía en épocas recientes, la dificultad de las comunicaciones significó 
que los únicos mestizos fueran los religiosos y los maestros. La gente en la 
zona los llama coyotes, haciendo alusión a la actitud depredadora hacia sus 
recursos naturales (Entrevista D, 2020). 
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El municipio de Ixtacamaxtitlán corresponde regionalmente al declive austral 
de la Sierra Norte de Puebla. Colinda al norte con los municipios de Aquixtla, 
Chignahuapan y Tetela de Ocampo; al sur, con Tlaxcala y el municipio  
de Libres; al este, con Tlaxcala, y al oeste, con los municipios de Cuyoaco, 
Ocotepec y Libres. Dos regiones conforman la estructura orográfica: el de-
clive austral de la Sierra Norte y la sierra de Puebla, que forman parte de la 
Sierra Madre Oriental. Se trata de una región con múltiples elevaciones, 
ya sea agrupadas o individuales, que generan altiplanicies intermontaño- 
sas, provocando relieves irregulares divididos por el río Apulco, que conforma 
un valle, de ahí la dificultad de las comunicaciones al interior de esta región. 
A nivel hídrico, el municipio cuenta con ríos jóvenes que forman parte de la 
vertiente septentrional y desembocan en el Golfo de México, igualmente 
está la cuenca de Tecolutla que desemboca en el río Apulco, y en la par- 
te sur del municipio hay algunos ríos que se adentran hacia el estado de 
Tlaxcala. El clima es templado en dos variedades: subhúmedo con lluvias en el 
verano en el centro y norte, y semifrío con lluvias en el verano en la parte sur y 
poniente. Aunque el municipio ha sufrido un importante proceso de defores- 
tación, todavía se encuentran zonas boscosas que se acompañan de pas-
tizales introducidos por las comunidades, así como matorrales desérticos.

De acuerdo con el catálogo de comunidades de la Secretaría de Desarrollo 
Social, Ixtacamaxtitlán (2013) contaba en 2010 con 25,326 habitantes, dis-
tribuidos en 126 localidades, todas consideradas rurales. Se trata de un mu-
nicipio con alto grado de marginación, con un índice de 0.81424,9 y alto grado 

9 Los indicadores de marginación municipal en Ixtacamaxtitlán se presentan como sigue: 
• Educación: El 19.63% de la población de 15 años o más es analfabeta y el 40.63% del mismo 

grupo poblacional no terminó la primaria. 
• Vivienda: El 3.42% vive en casas sin drenaje ni excusado; el 3.14%, sin energía eléctrica; el 

12.35%, sin agua entubada; el 54.99%, en estado de hacinamiento, y el 25.78%, en casas con 
piso de tierra.

 Todas las localidades tienen menos de 5,000 habitantes. El 89.61% gana menos de dos salarios 
mínimos (Secretaría de Desarrollo Social, 2013, Indicadores de marginación municipal).
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de rezago social, con un índice de 0.81837.10 De hecho, 25.09% de la pobla- 
ción se encontraba, al momento del censo de 2010, en situación de po- 
breza extrema. 

En cuanto a la composición étnica, conviene mencionar que la problemática 
sobre el Proyecto Ixtaca de la Minera Gorrión, que quería instalarse en la 
zona sin haber llevado a cabo en tiempo y forma la consulta respectiva en 
las comunidades, tuvo como consecuencia que públicamente se reivindicara 
de manera importante la identidad como una estrategia para frenarlo. Esto se 
gestó en un contexto donde la autoadscripción como pueblos originarios  
ha generado la búsqueda de protección de derechos vinculados al Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo de la que México es miem-
bro.11 En Ixtacamaxtitlán se reconocen solamente 2,797 hablantes de len-
guas indígenas en el municipio, específicamente nahuas de Puebla (Instituto 
Nacional de los Pueblos Indígenas, 2018).12 Sin embargo, las personas, aun-
que no hablen la lengua, se identifican a sí mismas como indígenas. Sobre 
ello conviene precisar que este criterio, el de la autoidentificación, es uno de 
los utilizados para darle reconocimiento a la identidad.

El Mirador, donde se realizó la investigación, colinda con las comunidades 
del municipio de Ixtacamaxtitlán de Tlalmotolo, Huilotla y Tonalapa, así 
como con Bella Vista del municipio de Libres. Se encuentra en la parte sur del  

10 Los indicadores de rezago social en Ixtacamaxtitlán son los siguientes:
• A nivel educativo: El 3.18% de niños de 6 a 14 años no asiste a la escuela. El 64.53% de la 

población tiene educación básica incompleta.
• Sobre la salud: El 64.53% de la población no tiene derechohabiencia.
• A nivel vivienda: El 5.29% no tiene sanitario, el 15.96% no cuenta con agua entubada de la red 

pública, el 50.56% carece de drenaje, el 4.05% no dispone de electricidad, el 80.21% no tiene 
lavadora, el 67.58% no posee refrigerador (Secretaría de Desarrollo Social, 2013, Indicadores 
de rezago social).

11 En Puebla hay varias comunidades indígenas en las que la movilización social en torno a la defensa 
del territorio se ha hecho presente.

12 A través de los repetidos contactos en la zona se ha hecho palpable que, aunque el náhuatl lo hablan 
mayoritariamente adultos y adultas mayores, hay un reconocimiento identitario de la población en  
tanto indígenas que va más allá del criterio formal del dominio de la lengua. Este se construye  
en una tensión entre el abandono tanto de la lengua como de otros elementos que redundan en estig- 
matización y discriminación, y la movilización de la identidad, en tanto esta redunda en benefi- 
cios particulares.
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municipio, lo que hace que tenga clima semifrío con lluvias en el verano. 
El Mirador concentra 4.72% de la población de Ixtacamaxtitlán; a saber,  
1,195 habitantes (Microrregiones, 2010). De ellos, 566 son hombres, y 
629, mujeres. La mayoría de la población está en la franja etaria de 18 a  
59 años (58.24% de la población). En cuanto a la escolaridad, el promedio de 
años estudiados es seis. Entre los mayores de 15 años, 9.95% nunca ha asis-
tido a la escuela y 10.62% declara no saber leer ni escribir.

El Mirador ha sido reconocido como una localidad náhuatl por el Instituto 
Nacional de Pueblos Indígenas (2010), con más de 40% de su población 
que se reivindica identitariamente como tal. De hecho, 43.59% de la pobla- 
ción se autoadscribe así, si bien solo los adultos mayores hablan náhuatl, 
a saber, 13.13%. Como otras localidades de Ixtacamatitlán, El Mirador está 
considerada con alto grado de marginación (SEDESOL, 2013).

La unidad base es la familia, en cuyo interior se gestan las dinámicas que 
garantizan la reproducción de diversos procesos de importancia en la comu-
nidad. Las familias se forman generalmente de manera endogámica, es decir, 
hay una preferencia por casarse con otros integrantes de la comunidad más 
que hacerlo con personas de otras comunidades, esto con la idea de pre- 
servar la tierra (Entrevista D, 2020). Las mujeres, al casarse, se integran a la 
familia de sus esposos, desligándose de la de procedencia, incluso si esto 
significa mudarse a otra comunidad (Entrevista E, 2020). 

En el interior de El Mirador, las familias tienen dos formas de mantener la-
zos con el resto de la comunidad: por medio del tequio y de la mano vuelta. El 
tequio se refiere al trabajo que realizan las personas en beneficio del grupo  
y la mano vuelta a la ayuda que entre familias se brindan a partir de invi- 
taciones que se tendrán que corresponder ante el llamado del invitado, 
como una especie de deuda adquirida (Entrevista F). Ambas son importan-
tes en el funcionamiento social, tal como un entrevistado comentaba: “Para 
hacer mejoras en la comunidad hacemos tequio, a partir de los 18 tenemos 
ese compromiso. También está la mano vuelta. […] Si invitas a alguien, tienes 
compromiso con su familia para apoyarla” (Entrevista F).
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En cuanto a la organización política, cabe mencionar que las autoridades 
municipales se eligen por elección constitucional y se conforman por la pre-
sidencia municipal, una sindicatura, seis regidurías por mayoría y dos por 
representación proporcional. Las comunidades de Ixtacamaxtitlán están 
agrupadas en el distrito 03 (IEE, 2020). En las elecciones de 2018, la presi-
dencia municipal fue ganada por el candidato priista Víctor Herrera Pozos. 
El partido triunfador ha sido hegemónico en la zona (Entrevista, F). Dentro 
de El Mirador, el establecimiento de comités resulta central para la vida  
comunitaria, ya que se encargan de atender los asuntos en el área para los 
que hayan sido elegidos (salud, escuela, agua); tienen poder de decisión, 
pero no cuentan con remuneración económica (Entrevista A y B). 

Resultados

Identidad

Los entrevistados y entrevistadas se reconocieron como indígenas, más allá 
de dominar o no el mexicano, que es como llaman ellos al náhuatl, explicando  
que “solo los mayores hablan esta lengua. La mayoría no se la quisieron en-
señar a sus hijos porque los discriminaban” (Entrevista A). Esto, que fue pro-
ducto de las políticas y la visión hacia los pueblos originarios, causó que las 
generaciones que ahora tienen hijos a veces puedan comprender el náhuatl 
cuando lo escuchan, pero que las nuevas generaciones lo hayan perdido en-
teramente. Estos resultados deben ser, empero, matizados a la luz de que no 
todas y todos los pobladores de El Mirador se reconocen como indígenas, 
solo cerca de la mitad.

Hay una clara diferenciación entre las personas de la comunidad y los mes-
tizos. La diferenciación entre la gente de razón y la gente de calzón sigue  
estando presente en su discurso, mostrando una asimetría jerárquica. Como 
se comentaba en una entrevista: “Ellos son los que saben, han estudiado, han 
visto muchas cosas; vienen de fuera. Nosotros somos ignorantes de eso, no 
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sabemos tantas cosas” (Entrevista E, 2020). Así, en la relación se genera una 
tensión entre la admiración y la desconfianza.

Como en otros pueblos originarios, se da un juego entre adscribirse como in-
dígenas o como mestizos, de acuerdo con el espacio relacional en el que se 
encuentren (Bourricaud, 1989), con el objetivo de obtener las mayores venta- 
jas y evitar la discriminación de la que han sido objeto a lo largo del tiempo. Esto  
se hace presente cuando tienen que realizar trámites en las ciudades,  
donde se privilegia la identidad mestiza, como fue evidente en una entre- 
vista: “Cuando voy a Libres, trato de verme como la gente de allá” (Entrevista 
E, 2020), pero no así ante la recepción de programas sociales, por ejemplo.

No se adscriben de forma primaria a sí mismos como poblanos, sino como 
serranos (Entrevista G, 2020), lo que pone el acento en lo local frente a lo 
estatal. Hay gran orgullo de pertenecer a El Mirador, manifestado a través de 
la identidad que les da la fiesta de San Isidro Labrador, patrono de los agri- 
cultores, que se celebra cada año el 15 de mayo. Esta, además de demostrar  
el sincretismo en el que se fundó la nación mexicana, es fuente de una  
ritualidad colectiva donde “a cada pueblo le pertenece su santo” (Entrevista F, 
2020), lo que genera un calendario ritual-anual que es un marcador del tiem-
po social de la zona y genera cohesión en el interior de la comunidad, dado 
que la organización de la fiesta depende de la mayordomía “que se apoya 
en el trabajo de todos” (Entrevista F, 2020). Esta cambia año con año y la 
decisión se toma dentro de una asamblea. La mayordomía “va rotando, por 
eso entre todos ayudamos. A la fiesta asisten tanto personas de la localidad 
como foráneos, ya sea promeseros, ya sea seguidores del santo” (Entrevista 
F, 2020).

Al lado de la influencia de la religión católica se conservan creencias de las 
comunidades originarias. En El Mirador se siguen concibiendo tres planos de 
existencia: el inframundo, el mundo y el cielo. Si bien en la mitología indígena 
el inframundo no tenía la connotación que guarda para el catolicismo –y que 
ha sido enteramente asimilada–, estos planos de existencia se presentan en 
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la forma de realizar los altares en las fiestas católicas (Entrevista G, 2020). 
Además, hay una búsqueda de una relación armónica con la naturaleza, que 
se da a partir de los aires: “Hay buenos y malos aires. Las personas malas 
tienen malos aires o ehécatl, como los llamamos” (Entrevista G, 2020). Los 
aires se ligan directamente con sus dueños y son una especie de alma de  
los elementos del entorno.

Entre las y los jóvenes de los grupos focales, la definición identitaria estuvo 
ligada a la pertenencia a grupos religiosos y a considerarse fans de grupos 
musicales o deportivos. En otros casos, a la realización de ciertas actividades, 
por ejemplo, participar en equipos de futbol o incluso realizar cierto tipo de 
arte (básicamente muralismo). La dimensión de pertenencia al grupo indígena, 
a la comunidad, al municipio, al estado o al país, solo apareció cuando al 
final de escuchar lo que ellos habían avanzado se les preguntó directamente  
en torno a ello. Es importante mencionar que la identidad no se declara de 
manera homogénea, es decir, de acuerdo con los espacios sociales, las perso-
nas eligen características que contextualmente hacen sentido. Quizás por 
ello no se escogió la pertenencia a estos espacios, pues esta englobaba  
a todos los participantes. Además, se debe considerar que posiblemente no 
es una identidad central en su construcción actual, mediada por el proceso 
de convertirse en adultos. Como sea, no debe dejarse de lado que la identi-
dad se finca en la cultura, pues las personas obtenemos de ella los referentes 
generales que nos permiten saber quiénes somos y quiénes no somos de 
manera colectiva, por lo que, aunque no se nombren referentes ligados a 
ella, estos se encuentran presentes en los discursos de los otros ámbitos 
abordados, como cuando se hizo referencia a la organización de las fiestas 
patronales, por ejemplo, que, según se hizo notar anteriormente, son centra-
les en la construcción comunitaria.

Organización en el interior de la comunidad

Se debe recalcar que en El Mirador, como en otros pueblos originarios, la uni-
dad de funcionamiento es la familia. Es decir, no hay una concepción de las 
actividades de forma individualizada, sino que se establecen compromisos  
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a partir de la familia, como en el caso de la mano vuelta, donde para las cose- 
chas se generan intercambios de trabajo basados en la solidaridad entre 
familias, que muchas veces se han vinculado a partir de los compadrazgos 
(Entrevista F, 2020), haciendo de la mano vuelta importante dentro de la 
comunidad, que relaciona las fiestas comunitarias con sus formas de orga-
nización propias. Esto también se visibiliza en el funcionamiento por medio 
de comités que son constituidos con integrantes elegidos en asamblea y que, 
aunque carecen de remuneración económica, se conciben como un servicio 
a la comunidad. La idea es que quienes forman parte de ellos defiendan los 
intereses e impulsen la mejora de las áreas a su cargo. Así, se comentó en 
una entrevista que, en un pueblo cercano, uno de los comités se organizó 
para conseguir el material para pavimentar la calle y entre todos ayudaron a 
través del tequio (Entrevista A). La idea es que los comités busquen el bien-
estar colectivo, lo que se contrapone con la visión que a veces se tiene de los 
pueblos originarios como pasivos. En ese mismo sentido, conviene mencionar 
la fiesta patronal, cuya responsabilidad, aunque se asume colectivamente, re-
cae en mayor medida en el mayordomo,13 quien tiene la obligación de cuidar 
la imagen de san Isidro Labrador, organizar la fiesta y ocuparse de la comida. 
En realidad, dentro de la comunidad se da una participación diferente a la que 
se concibe desde la visión hegemónica, pues la gente está dispuesta a do-
nar su trabajo y su tiempo, y está comprometida con las causas que le ha-
cen sentido.

Asimismo, se debe hacer notar que se generan cotidianamente espacios de 
participación ligados a actividades religiosas, deportivas y de organización 
de las mujeres, además de las asambleas donde se discuten asuntos comuni-
tarios, y que tienen lugar dentro de las instalaciones de la iglesia, en un salón 
previsto para ello. En estos espacios, hay una búsqueda de resolver los con-
flictos que se presentan e instaurar mecanismos de cooperación. Esto guarda  
relación con las dimensiones avanzadas por Klee (en Alarcón-Cháires, 2019), 
en el sentido de que en El Mirador buscan resolver los problemas de forma 
autosuficiente y descentralizada, además de tratar de establecer mecanismos 

13 Que asume la familia de quien ocupa la mayordomía.
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de resolución de conflictos y de cooperación que les hagan sentido desde el 
plano político.

Vale la pena hacer una precisión sobre el tequio, que es concebido como 
un privilegio y fuente de reconocimiento en el interior de la comunidad. La  
responsabilidad se asume al cumplir la mayoría de edad, y se reconoce como 
un honor del que la persona joven se responsabiliza con una actitud activa, 
lo que de nueva cuenta muestra cómo dentro de las comunidades hay par-
ticipación y compromiso con lo social, solo que estos valores se construyen 
desde espacios diferentes a los que habitualmente se han analizado.

En cuanto a las y los jóvenes del bachillerato, para comprender su posicio- 
namiento en la organización de la comunidad, se exploraron las dimen- 
siones de participación política y de tolerancia. La participación se manifestó 
activa en la vida asociativa, empero, las organizaciones en las que los jóvenes 
participan no tienen incidencia en el espacio político de manera directa. Sin 
embargo, la integración debe ser considerada como un antecedente, pues, de 
acuerdo con McAdam (1986), la militancia política comienza con experiencias 
positivas de vida asociativa, aunque no tengan relación con la militancia. Los y 
las jóvenes hicieron referencia a grupos ligados a actividades religiosas, ta- 
les como el coro de la iglesia y el grupo de catequistas, y deportivas, bási-
camente en la integración de equipos de futbol; ambas de importancia en el 
interior de su espacio social. En acercamientos anteriores a la comunidad,  
se hizo patente la importancia de las organizaciones de mujeres, básicamen- 
te de una caja de ahorro.14 Las jóvenes reportaron haber acompañado a sus 
mamás a las reuniones, pero sin participar. Al ser una actividad segmentada 
por género, los hombres no señalaron su integración.

Explícitamente en ninguno de los grupos focales se expresó el haber apoyado 
causas políticas o no políticas. Algunos jóvenes señalaron que sus familiares 
participaron en mítines y reuniones en las elecciones pasadas. A veces les pa-
gaban el día, y en los encuentros se negociaba la venta de voto, una práctica 

14 Las mujeres en la comunidad fincaron experiencia asociativa a partir de una serie de programas 
sociales en los que lograron construir una caja de ahorro que ahora funciona de manera independiente.
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común. Esto nos muestra una dimensión de los patrones socialmente cons-
truidos que ligan a la población con el espacio político: la instrumentalización 
de la política. Si bien esto no quiere decir que sea la única fuente de vincula-
ción, la población joven señaló que la gente participa en los eventos llamada  
por sus operadores, porque saben que tendrán beneficios o perderán los  
que tienen si no asisten, porque sus amigos o familiares tienen algún rol, o bien 
porque creen en las ideas que ahí se dicen. 

Sobre la tolerancia, se debe señalar que en el plano discursivo hubo una 
abierta postura por parte de las y los jóvenes a la aceptación de la diversidad; 
tener tatuajes, vivir solo o sola, o haber comenzado una vida sexual activa 
eran cuestiones vistas de manera extremadamente positiva; todos ellos fueron  
valorados como símbolos de haber llegado de algún modo a la adultez. Las 
normas intragrupales de las y los adolescentes predominaron; actos que 
dentro de la comunidad son considerados como indeseados, en este momen-
to son vistos como símbolos de independencia que se valoran y aceptan. 
Asimismo, se evidenciaron las contradicciones entre el discurso y las prácticas 
que hicieron saber que la intolerancia se hace presente en lo que tiene que 
ver con la preferencia sexual, que en la adolescencia está en construcción y 
se ve normada por la heterosexualidad, así como en las características físicas 
y, en ocasiones, las familias de procedencia, en caso de que sobre ellas haya 
caído un estigma en el plano social.

Relaciones con las autoridades

La comunidad de El Mirador tiene relación con las autoridades del gobierno 
municipal a través de dos instancias principales: la persona encargada de  
los asuntos de los pueblos originarios a este nivel y las reuniones con las 
autoridades que se dan semanalmente en Ixtacamaxtitlán. Sobre la primera, 
cabe mencionar que cambia con cada gobierno y que se elige a alguien que 
tenga contacto de primera mano con las comunidades. Actualmente “la re-
lación es cordial, aunque no se ha gestionado nada en particular” (Entrevista 
D, 2020). Las reuniones con las autoridades tienen lugar los miércoles, ese 
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día están presentes los regidores y basta acercarse a la presidencia para pedir  
una audiencia, en la que se puede tratar cualquier asunto (Entrevista A, 2019).

Con las autoridades estatales y federales el contacto se establece a partir de 
los programas sociales, principalmente. Quienes son operadores censan a las 
y los beneficiarios, gestionan las ayudas y les dan seguimiento. Además de 
los apoyos económicos y en especie, dentro de los programas se dan pláticas 
a las que hay que asistir de manera obligatoria. Estas tratan temas diversos  
como nutrición, elaboración de conservas, violencia de género o crianza 
(Entrevista F, 2020). Las y los operadores no pertenecen a las comunidades, 
pero durante el trabajo de campo realizado en 2017 se observó que ejercen 
cierto control sobre las actividades de quienes están afiliados, situación que 
oficialmente no debería darse; quizá por ello la relación se teje en la cercana 
lejanía, es decir, hay una recepción cálida y, a la vez, instrumental, una dis-
tancia marcada por la desconfianza que ha permeado el vínculo.

El trato entre los miembros de El Mirador y las autoridades está mediado 
por el uso instrumental de ambas partes ligada a los programas sociales y 
a la movilización de grupos, así como por la desconfianza fincada en años de  
promesas incumplidas, la percepción del desconocimiento tanto a nivel es-
tatal como federal de sus necesidades y sus verdaderas condiciones, y la 
subalternidad de cara a quienes ejercen el poder.

Con la población joven esta dimensión se exploró a partir de su relación con 
las autoridades e instituciones. Entre las principales conclusiones obtenidas, 
se puede resaltar que, de acuerdo a su percepción, las autoridades no respe-
tan las leyes. En un grupo focal, explicaban que estas generalmente actúan  
a su favor, sin importarles si esto las transgrede o no. En tanto al cumplimiento 
de las normas por parte de los jóvenes, en el grupo focal 1 se dio una discusión 
interesante, pues los integrantes afirmaron que las personas transgreden los 
ordenamientos en algunas ocasiones; las razones tienen que ver con que con-
sideran que lo que se les pide no es necesariamente lo mejor para ellos o que, 
al hacerlo, verán sus intereses afectados, entonces deciden tomar su propio 
rumbo. Todo sucede como si algunas regulaciones sociales no estuvieran  
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en sintonía con su concepción del mundo, entendiéndolas como externas. En 
contraparte, afirmaron que lo que tiene que ver con el ordenamiento comu-
nitario es respetado, de ahí que las tradiciones y costumbres de la comunidad 
son primordiales en la vida social y difícilmente alguien no las sigue, a riesgo de 
verse excluido. Los procesos de influencia social mayoritaria claramente se 
ponen en juego en este plano, mientras que lo que se dicta a nivel municipal, 
estatal y federal es percibido como algo ajeno a su propia realidad. Así, los  
y las jóvenes afirman que la gente busca hacer lo mejor para ellos y que esto 
no necesariamente está plasmado en lo que dicen las autoridades.

Asimismo, se señala que la percepción del mal funcionamiento del sistema 
de justicia en México sigue influyendo en la cultura de la legalidad. En el gru-
po focal 2 se explicaba que con dinero uno se libra de la justicia, y que sin este 
una persona puede convertirse en culpable sin serlo, en un chivo expiatorio. 
Las autoridades son protegidas por un sistema donde las comunidades origi-
narias están al final de la cadena. 

Sobre las instituciones, explicaron que no confían en las instituciones  
políticas formales que fueron concebidas como distantes a sus problemas 
cotidianos. La palabra que medió los discursos fue ajeno, tal como en las en-
trevistas. Las instituciones les eran ajenas y ellos eran ajenos a estas. La desco-
nexión entre los políticos y la población se hizo evidente en este sentido. La 
confianza en las instituciones es baja, lo que redunda en la legitimidad que se 
les concede, empero, desde su propio espacio de vida esto no ha conllevado 
acciones concretas, tampoco la generación de mecanismos de monitoreo 
y vigilancia. Estamos frente a ciudadanos y ciudadanas desconfiados, pero, a 
diferencia de los estudiados por Rosanvallon (2006), no han determinado 
mecanismos de incidencia para garantizar que las instituciones respondan 
a sus expectativas.

Conocimiento de lo político

Lo político es una dimensión metasocial y metapolítica que estructura el es-
pacio de interrelación de los grupos, permitiendo que se funde y permanezca 
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una forma de organización de lo social dada. En las entrevistas se buscó  
explorarla. Lo primero que de ello se desprende es la importancia de la trans-
misión de los saberes. El conocimiento que se tiene sobre lo político se ha 
construido a partir de las experiencias de la comunidad, de otras generacio-
nes y de la misma generación, como se comentaba en una entrevista: “Los 
mayores nos dijeron que no podíamos confiar, que los coyotes no siempre 
cumplen lo que prometen, que eso ya lo contaban a ellos los de antes. […] 
Nosotros nos dimos cuenta de eso también y lo comentamos a los tlacuachitos, 
para que se pongan listos” (Entrevista G, 2020).

En este testimonio se hace patente el respeto que se tiene por la adquisición 
de un conocimiento por la vía de la experiencia, así como por la escucha a los 
más experimentados; en este caso, ligada a la desconfianza hacia las perso- 
nas mestizas. Es interesante porque, aunque se está abordando un tema 
social, aparecen las categorías de los coyotes –a los que hemos hecho alusión 
antes– y de los tlacuachitos, término que aquí se utiliza para llamar a los niños. 
Y es que, dentro de la visión del espacio social, no hay una distinción entre  
lo social y lo natural de forma radical, sino que están en constante interacción, 
característica que se hace presente en otros pueblos originarios, tal como las 
epistemologías otras han subrayado.

Asimismo, se debe resaltar que se ha establecido una dinámica donde  
se conservan formas ligadas a su propia subcultura, pero hay una interacción 
con lo establecido a nivel nacional. Así, se va a votar cada tres años y se es-
tablecen vínculos con las autoridades municipales y estatales, pero se eligen 
comités de funcionamiento comunitario bajo las propias normas. Las y los 
entrevistados no encuentran una tensión en ello, pues estructuran sus tiem-
pos entre un calendario civil nacional y uno establecido en su propio espacio. 
Entienden que hay una serie de problemáticas a gestionar de forma particular 
y para ello se establecen mecanismos colectivos de acción, mientras que 
las autoridades municipales, estatales y federales tienen funciones diferen-
ciadas. Estas se conocen y reconocen por la gente entrevistada, pero en su 
propia construcción están en un plano diferente al de la agencia cotidiana. 
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El conocimiento de lo político pasa por la comprensión tanto de la importan-
cia de la dimensión colectiva en el espacio local, como de la dimensión indi-
vidual en el municipal y en las relaciones con las autoridades federales. En el 
funcionamiento entre dichos espacios se establece tensión. En una entrevista 
se comentaba al respecto: “En la comunidad lo que importa es lo que pode-
mos hacer entre todos, por eso nos organizamos; son las familias las que 
van decidiendo, y cuando hay que platicar, nos juntamos a ver los asuntos”  
(Entrevista B). La visión de ciudadanía que se establece en El Mirador es  
por medio de la participación para el beneficio común, a través del tequio 
como un modo de integración; mientras que en el resto de los niveles de 
gobierno se ejerce por medio de un voto individualizado en donde la dimen- 
sión del trabajo por el bien común no es prioritaria.

En los grupos focales con las y los jóvenes, el conocimiento de lo político 
en el sentido tradicional fue escaso. En ninguno de ellos pudieron recordar 
una noticia sobre este ámbito. De acuerdo con Ramos (2006), los princi-
pales agentes de socialización respecto a la cultura política son la familia, 
la escuela y los medios de comunicación. En el bachillerato de El Mirador las  
y los jóvenes explicaron que en sus familias no se habla de política y, aun-
que tienen condiciones de conectividad, tampoco hay un interés por buscar 
noticias o información al respecto, así, la escuela se vuelve el principal agen-
te.15 Es interesante hacer notar que, pese a que dentro de las familias esta  
dimensión tradicional de la política no se discute, sí se transmiten saberes 
sobre el funcionamiento del espacio social comunitario que no solo permi-
ten que se preserven los usos y costumbres, sino que son el fundamento 
para que se interioricen los principios de articulación de esta comunidad,  
tal como se hizo patente en las entrevistas.

Los grupos focales explicaron que en México hay un régimen federalista que 
se apoya en la división de poderes entre un presidente, Cámara de Diputados 
y de Senadores, y el Poder Judicial. En cinco de los seis grupos dijeron que en 
este momento Andrés Manuel López Obrador es el presidente constitucional 

15 Esto mismo se encontró en una investigación en curso en el municipio de Frontera, Centla,  
en Tabasco.
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de México. En uno de ellos nadie pudo decir el nombre del presidente. Esta 
misma distribución se dio respecto al tema de las autoridades locales: cinco 
de los seis grupos supieron el nombre del presidente municipal y su adscrip-
ción partidista.

Al ahondar en el funcionamiento de la política, explicaron que cada tanto hay 
elecciones. En tres de los grupos focales, expusieron que los resultados se  
saben de antemano, pero que se hace el proceso de todos modos. En los 
otros consideraron que sí se respeta lo que la gente quiere. Señalaron que 
cuando se acercan las elecciones hay compra de votos; saben que en las 
últimas las ofertas iban desde 1,500 hasta 2,500 pesos, aunque ninguno de 
ellos votó todavía.

Los y las jóvenes reconocen que en lo cotidiano los políticos toman decisiones 
y que ellos poco pueden hacer para incidir en ellas, pues aquellos están en 
un plano lejano. Son conscientes de que las necesidades de la comunidad  
se pueden resolver a través del trabajo de los comités, por lo que le brindan su 
confianza a esta forma de organización que les es más cercana.

Reflexiones finales

En este trabajo se trató de descifrar los códigos que las y los habitantes del 
pueblo originario de El Mirador tienen respecto a lo político. Se estudió a la 
población joven que cursa el bachillerato y a adultos y adultas que se recono-
cen como indígenas, queda pendiente una aproximación a otros actores que 
están en la comunidad y pueden tener visiones diferenciadas. Una aportación 
importante de esta investigación es retomar la concepción amplia del estudio 
de la cultura política, tratando de descifrar lo político a partir de los modos de 
institucionalización de lo social, que se fundan tanto en las estructuras como 
en las creencias, interpretaciones y acciones concretas de los actores. Para 
ello, el apoyo teórico se fincó en la visión comprehensiva weberiana y en las 
reflexiones de las epistemologías otras que fueron una fuente de interpreta-
ción en las que conviene seguir profundizando.
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La primera dimensión analizada fue la identidad, que tal como Braud (2008) 
señala liga al pueblo con su pasado, presente y futuro. Sobre el pasado, en 
los discursos se evidenció la importancia de la lengua, las tradiciones, el sin-
cretismo y parte de las creencias ancestrales. En el presente, median la orga-
nización de la comunidad, la familia y la importancia de lo colectivo, así como 
las normas intragrupales que, de hecho, configuran una visión de futuro en 
tensión con la organización política más allá de la comunidad.

En El Mirador las personas entrevistadas se reconocieron como indígenas. 
Reportaron una tensión con los mestizos, a los que reconocen como abu-
sivos, pero cuya identidad son capaces de adoptar, tal como los cholos es-
tudiados por Bourricaud (1989), para no sufrir discriminación. Con ellos, la 
relación se basa en la desconfianza, producto de un ancestral abuso, que ha 
construido un saber transmitido y que media el vínculo con las autoridades 
también. Para ellos, la identidad local es importante y se manifiesta a través de 
la fiesta de la comunidad, que refleja el sincretismo sobre el que lo político  
se ha establecido, y adelanta una serie de elementos de organización comu-
nitaria tales como la importancia de la familia, las mayordomías y las asam-
bleas como espacios de decisión. Para las y los jóvenes, la pertenencia a la 
comunidad no es una dimensión primaria, pero adelantan los elementos cul-
turales ligados a ella que los vinculan.

Tal como señalan las epistemologías otras, la unidad base de organización de 
la vida comunitaria es la familia, que se prefiere construir de forma endogá- 
mica. Esto muestra una dimensión colectiva que prima en las interaccio- 
nes. Para resolver los asuntos de la comunidad se eligen diversos comités 
que, sin paga, gestionan lo que se requiere. El trabajo puntual se realiza a 
partir del tequio, lo que muestra que los pueblos originarios no son pasivos, 
como se les suele caracterizar, solo tienen intereses y formas diferentes de 
participar. De hecho, conviene precisar que el tequio es pensado como un 
privilegio de servicio en el interior de la comunidad, y genera reconocimiento. 
La mano vuelta es otra forma de generar solidaridad entre familias basada en 
el apoyo mutuo que se prestan. 
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Los y las jóvenes de la comunidad señalaron una participación activa en la 
vida asociativa, pero no en el plano político, lo que constituye un antecedente 
de importancia. Las observaciones que realizaron en las últimas elecciones 
les permitieron entender la instrumentalización de la política, que, sin embar- 
go, no es el único nivel que reconocen. De igual forma, conviene señalar 
que las y los jóvenes se muestran tolerantes y aceptan las transgresiones que  
muestran independencia y adultez entre sus coetáneos, pero en tensión con 
las normas de la comunidad. 

En cuanto a la relación con las autoridades, a nivel municipal hay una per-
sona encargada de atenderlos y saben que el presidente municipal puede 
recibirlos un día a la semana para resolver aquellos asuntos que les competan. 
Con las autoridades estatales y federales la relación se da a partir de los pro-
gramas sociales en una cálida desconfianza, donde saben no reconocidas 
sus necesidades y hay una aceptación de la posición subalterna. Las y los 
jóvenes señalaron que las autoridades no respetan las leyes. Ellos tampoco  
lo hacen, a excepción de las comunitarias, o al menos así lo señalan. Repor-
taron que no confían en las instituciones políticas formales, a las que se sien-
ten ajenos.

La dimensión del conocimiento de lo político se construye sobre los sa- 
beres que se han transmitido de generación en generación, en los que lo 
social y lo natural están vinculados en una visión holística y simbólica, tal 
como las epistemologías otras han señalado. Es interesante mencionar que 
se conservan formas de organización ligadas a su propia historia, pero en 
interacción con lo que sucede a nivel nacional; tanto en los tiempos como 
en los ritos y en la construcción del actor político. Solo por puntualizar una  
dimensión importante, se aborda lo valioso que en la comunidad es lo colec-
tivo relacionado con el servicio, en contraposición con el voto individualizado 
en los otros niveles.

En cuanto a las y los jóvenes, conviene mencionar que mostraron un escaso  
conocimiento de las dimensiones tradicionales de la política, que se socia-
lizan de manera primaria en la escuela, pero le brindan su confianza a la 
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forma de organización comunitaria que conocen y en la que están inser-
tos, pues esta sí se transmite en el interior de las familias. Gracias a ello, se 
preservan usos y costumbres, se comprende cómo funciona lo político y  
se generan espacios en los que se asume tangencialmente el rol de ciu-
dadano o ciudadana esperado por la cultura hegemónica, pero establecien-
do resistencias para mantener la propia institucionalización de lo social que 
funda su organización.
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Introducción

El presente trabajo indaga sobre el tipo de cultura política de las y los jóvenes 
que participan políticamente en internet. Esto en el contexto de que internet 
–y las redes sociales en particular– se ha vuelto un nuevo espacio relevante 
en la vida política nacional, y con cada nuevo espacio se generan también 
nuevos actores que actuarán determinados (entre otras cosas) por su cultura 
política. Para lograr estas metas, se realizaron entrevistas a profundidad a 
jóvenes de 18 a 30 años de la ciudad de Querétaro entre agosto y octubre 
de 2019, encontrándose dos perfiles principales: uno democrático y uno no 
democrático. Las relaciones entre ambos parecen determinar las reglas 
sociales de este nuevo ambiente político digital.
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Históricamente, el internet fue una novedad técnica que provocó gran interés 
en la ciencia política, pues se pensó que ahora los ciudadanos y las ciudada-
nas podrían estar más conectados con los gobiernos de manera más hori-
zontal. Esa ilusión quizá no se cumplió del todo; internet no parece haberse 
convertido en un canal de dos vías entre gobierno y gobernados; sin embargo, 
sí se creó una nueva comunidad en estos espacios virtuales, con nuevos ac- 
tores cuyas culturas políticas merecen ser estudiadas.

Las y los ciudadanos se apropiaron de los nuevos espacios digitales y crearon 
comunidad en ellos, con sus reglas explícitas e implícitas. Obviamente no 
puede haber espacios sociales sin actores que le sean propios, por lo que 
surgió un nuevo tipo de agente e interacción política. El presente capítulo se 
propone conocer cómo es la cultura política de estos nuevos actores políticos 
digitales. El trabajo comienza con un breve repaso sobre la relación entre polí-
tica e internet, mostrando la relevancia de analizar a sus actores. Expresada la 
necesidad de comprender a estos nuevos sujetos políticos, se continúa con 
la sección donde se explican las ventajas de la teoría de la Cultura Política 
para este trabajo y se hacen algunas aclaraciones sobre el tema de la demo-
cracia que resultarán pertinentes más adelante. 

Se prosigue con la metodología, donde se da cuenta de los pormenores del 
trabajo cualitativo realizado. Después se describe la cultura política del pri-
mer grupo inductivamente identificado y con cierta homogeneidad: las y los 
internautas democráticos y optimistas que usan el espacio para intercambiar 
ideas políticas de maneras muy civilizadas y tolerantes. Luego se describe el 
perfil del otro grupo encontrado: aquellos que utilizan estos nuevos espacios 
para descalificar a los otros e intentan imponer sus ideas. Hacia el final del 
texto, se presentan algunas reflexiones sobre cómo interactúan estos grupos 
y lo que implica dicha relación en el establecimiento de las mecánicas de 
interacción política en los ambientes digitales.
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El internet como espacio de nuevos actores  

No es común ver el tema del “internet” y de “cultura política” juntos en un 
mismo estudio. Son pocos los trabajos que analizan la cultura política de ac-
tores digitales o que rastrean las implicaciones de esta en las interacciones 
online. Tampoco se quiere decir que no haya ningún trabajo que incluya am-
bos conceptos, pero la cultura política no es una herramienta teórica que pre-
domine entre las investigaciones sobre internet. Debido a esto, es necesario 
establecer primero un contexto mínimo del tema, ello nos llevará un poco a 
la historia de internet y nos hará poner atención no solo en los usuarios indi-
viduales de esta tecnología, sino también en cómo los Estados se apropiaron 
o no de esta herramienta. Después de presentar este contexto más general, 
el texto se irá encaminando a analizar qué cultura política tiene la población 
joven que participa de esta manera en línea.

Visto desde una perspectiva amplia, encontramos que la relación entre inter-
net y lo político es larga y ha pasado por varias fases; podríamos decir que al 
inicio este medio se vio como una potente herramienta movilizadora y de-
mocrática, pero con los años se transitó hacia una postura menos optimista. 
Evidentemente, había miradas poco alentadoras desde el inicio y todavía hay 
investigaciones que parecen dar esperanzas en estos momentos, también 
hay trabajos que no parecen acomodarse bien en ninguna de estas posturas, 
pero esta división funciona bien como un primer marco general para introdu-
cir el estado del arte.

Muchas investigaciones de finales del siglo XX observaron cuidadosamente 
la expansión del internet y esperaban que este se convirtiera en un espa-
cio de ciberactivismos y de ciberciudadanos, imaginaban un fortalecimiento 
de la relación ciudadanía-gobierno, un aumento en la información política 
con la que contaba la población y una mayor accesibilidad de los candidatos 
(Jordan, 1999; Corrado y Firestone, 1997). Pensar que la relación ciudada-
nía-gobierno se estrecharía hace énfasis en el hecho de que internet (con-
trario a otros medios de comunicación convencionales) es un recurso por 
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naturaleza de dos vías: un gobierno puede emitir comunicados, pero también 
puede recibir la retroalimentación de la población. El que la ciudadanía esté 
en contacto con sus gobiernos no es un asunto nuevo en la ciencia política, el 
concepto general de participación ha estado circulando por décadas, pero 
si internet causó tanto interés, fue porque sus características tecnológicas 
hacen que dicha vinculación en dos vías sea mucho menos costosa y difícil, 
lo que se pensó que aumentaría el flujo de información.

Este entusiasmo parecía asumir que las personas en principio sí tienen interés 
en participar y ser escuchadas, pero que los modos de participar resultan 
inalcanzables o tienen un alto costo que limita su uso. De parte de la ciuda-
danía, se pensaría que –por ejemplo– estar enviando cartas a sus represen-
tantes es algo que toma tiempo, dinero y esfuerzo, por lo que la capacidad  
electrónica de responder fácil y rápidamente a cualquier comunicado  
gubernamental habría de disminuir el costo de la participación y, por ello, 
aumentaría la injerencia ciudadana sobre los temas públicos. De parte del go-
bierno, si este desea tener retroalimentación de la ciudadanía en un ambiente 
más convencional, tendría que hacer algún tipo de plebiscito o consulta que 
tomaría mucho tiempo y sería costoso, mientras que, en un ambiente digi-
tal, le sería mucho más sencillo obtener el pulso de la ciudadanía.

Si se asume que tanto la ciudadanía como los gobiernos tienen interés en 
estrechar sus vínculos, pero no lo logran por motivos económicos, entonces 
sí es lógico pensar que internet habría de revolucionar nuestra vida política. 
Esto porque, al disminuir dichos costos, generaría un mayor intercambio de 
información entre ambas partes. De forma similar, se podría pensar que la 
vinculación entre las personas y sus candidatos y candidatas es escasa por-
que no es sencillo manejar los volúmenes de información que se generarían 
al estrecharse dichas relaciones. Si eso fuera cierto, entonces la llegada de 
un medio que facilita la comunicación y reduce costos provocaría una mayor 
cercanía entre candidatos políticos y población.

Infortunadamente, los datos refutaron este optimismo. Gibson y Ward (1998) 
escribieron uno de los primeros trabajos con una perspectiva más reservada, 
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elocuentemente intitulado La política como siempre, en donde hablan de cómo 
los partidos ingleses usaron el nuevo medio solo como una nueva forma de 
distribuir unilateralmente mensajes de un modo muy similar a lo que se ha-
bría hecho con medios más convencionales. Esta tendencia de los gobiernos 
y partidos a usar internet como un distribuidor más de información y a ignorar 
sus potencialidades de dos vías fue algo que se encontraría en muchos otros 
contextos, incluyendo el mexicano.

Hablando de países, conviene aclarar que los estudios sobre el uso políti-
co de internet son más frecuentes en inglés y suelen analizar países anglo-
sajones. Hay también varios trabajos en castellano sobre España, como el 
de Sampedro y Seoane Pérez (2009), que también muestran cómo en la 
elección española de 2008 los candidatos y candidatas usaron internet solo 
como medio para divulgar mensajes; Anduiza, Cantijoch, Colombo, Gallego 
y Salcedo (2010) llegan a conclusiones similares. Hay también estudios sobre 
México, pero estos generalmente son más ensayísticos y no suelen contar 
con datos estadísticos levantados específicamente para la investigación. 
Además, se suele poner el acento en jóvenes, lo cual es comprensible, pues 
son estos los principales usuarios de redes en internet (Espino, 2012 y 2014; 
Luna y Juárez, 2015; Padilla, 2014; Torres, 2009; Rojas, 2013).

Así pues, se ha visto que internet (pese a lo que se esperaba) no provocó una 
apertura de los gobiernos hacia su gente; al parecer no se generaron meca-
nismos de dos vías que unieran ciudadanía con Estado o al menos ciudadanía 
con candidatas y candidatos. Evidentemente, hubo algunas excepciones y 
“casos de éxito” ya clásicos, como la campaña presidencial de Obama, pero 
en general no se vio un ensanchamiento de la comunicación gobierno-ciuda-
danía gracias a las nuevas tecnologías de la información.

Internet no solo decepcionó por no unir ciudadanos y ciudadanas con gobier-
no, también había expectativas de una ciudadanía más informada y politi-
zada gracias al nuevo medio. En su momento se pensó que la disponibilidad 
de información que el internet permite provocaría que las personas bus-
caran de manera activa información políticamente relevante, lo que a su vez 
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redundaría en una ciudadanía más enterada y más sofisticada en lo político. 
Pero conforme surgieron datos del uso real del medio, nos enteramos de que 
internet es principalmente un espacio de recreación, la ciudadanía no pare-
ce estar buscando vorazmente información política en línea y tampoco da 
señales de estar muy interesada en aumentar su contacto con gobiernos o 
partidos. Xenos y Bennet (2007) encuentran que las personas sí se movilizan 
políticamente en internet, pero solo si ya eran políticamente activas offline. 
Algo similar se encontró en el trabajo de Sudulich, Wall y Baccini (2015), 
quienes notan que las personas más partidistas (que son las que de por sí 
tienden a buscar más información que favorezca sus preferencias políticas) 
son también quienes más buscan información política en la red.

Esta decepción generó una segunda ola de estudios sobre el internet. Algunos 
han llevado el argumento más allá y evocan la idea del media malaise (males-
tar mediático) para sugerir que el exceso de información no solo carece de 
ventajas, sino que incluso puede ser perjudicial; esto porque los medios en 
general tienden a subrayar los escándalos, noticias falsas, guerra sucia y ma-
las noticias, fenómenos que ahora se difunden a mayor velocidad en la red, 
provocando desencanto y alejamiento político en la ciudadanía.

Claramente, el internet, por sí mismo, no revolucionó la política ni fue una 
importante herramienta democratizadora, pero esto tampoco significa que 
su aparición no tenga consecuencias. La disminución de costos en el flujo de 
información quizá no generó cambios en la relación de gobernantes y las y 
los gobernados, quizá tampoco llevó directamente a una ciudadanía más en-
terada y sofisticada, pero hay un asunto en el que internet sí generó cambios 
relevantes: la red y su comunicación en dos vías no solo hace técnicamente 
posible que gobiernos y ciudadanía se comuniquen, sino que también per-
mite el flujo de información horizontalmente, de ciudadano a ciudadano, y 
sobre ello se generaron las redes sociales que ahora son un importante esce-
nario político.

Contrario a los gobiernos, la ciudadanía sí se ha apropiado extensivamente 
de estas nuevas tecnologías y está aprovechando sus capacidades técnicas 
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para hacer comunidades, estrechar vínculos y, con ello, crear nuevos espa-
cios de interacción política. Las redes sociales son ahora una nueva arena 
en la que las y los ciudadanos discuten entre sí, exponen sus posiciones 
y debaten sobre política. Quizá las instituciones políticas formales siguen 
trabajando en una lógica unidireccional, emitiendo comunicados y no interac-
tuando, pero los ciudadanos se han apropiado de estos espacios y sí son 
receptivos e interactivos, lo que ha generado un nuevo universo de fenóme-
nos que merecen ser estudiados.

Cada vez más, el pulso de la opinión pública sucede en internet, particu-
larmente en redes sociales, y este nuevo ambiente conlleva nuevas reglas 
de interacción y (lógicamente) nuevos tipos de actores. El presente trabajo 
se concentrará en analizar estos últimos, particularmente se busca conocer 
qué tipo de cultura política tienen estos nuevos cyberactivistas o, en otras pa-
labras, se quiere saber qué tipo de cultura política está detrás de las personas 
que han sobresalido por su participación política en internet. Así, con este 
nuevo escenario político, surgen los cuestionamientos: ¿cómo y quiénes son 
estos nuevos actores?, ¿qué clase de perfiles políticos tienen?

Cultura política y su interés en la democracia

Conocer el perfil político de un actor se puede llevar a cabo de diferentes 
maneras, pero algunas son más acordes a sujetos sociales tan nuevos como 
las y los ciudadanos políticamente activos en redes sociales. Para el caso de 
actores políticos más investigados, es posible basarse en trabajos previos y 
buscar una característica específica que tenga valor teórico, esto porque al 
saberse ya mucho sobre esos sujetos se puede afinar el trabajo y buscar un 
rasgo más preciso.

Sin embargo, los actores políticos en línea son una especie relativamente 
nueva de agente, por lo que no es prudente buscarles rasgos demasiado 
particulares. En lugar de ello, se prefirió hacer perfiles más abiertos, ge-
nerales e inductivos de estos sujetos, esto determinó tanto el carácter 
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cualitativo-inductivo de la metodología usada en este trabajo como el manejo 
del concepto “cultura política”, que es conveniente porque pone el acento en 
los actores más que en la estructura institucional y el uso de internet pare-
ce determinarse más por las voluntades e ideologías de los sujetos que por 
las condiciones estructurales de su funcionamiento. Para entender esto, hay 
que recordar que la ciencia política suele ser una disciplina muy centrada 
en la arquitectura de las instituciones, por ejemplo, el diseño de los órganos 
de gobierno, de los institutos electorales y de casi cualquier organismo del 
Estado ha sido analizado exhaustivamente.

En este contexto, resulta importante que a mediados del siglo XX aparez-
ca una nueva manera de pensar lo político. La corriente psicológica-política 
trató de entender qué hace funcionar los sistemas de gobierno (particu- 
larmente la democracia) pero no miró a las estructuras, sino a las conductas, 
pensamiento y cultura de las personas. Con estas bases, se elaboró la teoría 
de la Cultura Política, que Almond, uno de sus fundadores, reduciría a los 
siguientes preceptos:

1. La cultura política es el campo de orientaciones subjetivas hacia la 
política de una determinada población nacional, o bien, de un seg-
mento de ella.

2. La cultura política tiene componentes cognitivos, afectivos y eva-
luativos (que incluyen conocimientos y creencias sobre la realidad 
política, sentimientos con respecto a la política y compromisos con 
ciertos valores políticos).

3. El contenido de la cultura política es el resultado de la socialización 
infantil, la educación, la exposición a los medios de comunicación y 
las experiencias adultas con el desempeño gubernamental, social 
y económico.

4. La cultura política afecta la estructura y el desempeño político y 
gubernamental; constriñe la estructura, ciertamente, pero no la 
determina. Las vinculaciones causales entre cultura, estructura 
y desempeño van en los dos sentidos (Almond, 1993).
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Vale la pena rescatar que el concepto permite hablar no solo de la cultura de 
una nación, sino también de un subgrupo (como aquí los internautas políti-
camente activos); además, se menciona a los medios de comunicación como 
una de varias fuentes de esta cultura política. Internet es un fuerte medio de 
comunicación, lo que nos llevará a algunas reflexiones en las conclusiones.

Bajo el lente de la cultura política, la manera en que las personas se posicio-
nan frente a lo político determina el destino del régimen. Almond y Verba 
(1963) realizaron un estudio ahora clásico en la materia que analizaba varios 
países, en el que terminaron encontrando tres tipos de cultura política: la 
parroquial, la de súbdito y la participativa. Dado su interés por el tema de 
la democracia, los autores generan también un tipo de cultura política “cívi-
ca” que contenía la correcta proporción de las anteriores y que sería la cultura 
política más propicia para el establecimiento de una democracia.

Así, la cultura política es un concepto útil para las intenciones del presente 
trabajo. Primero, se trata de una categoría amplia, incluye cogniciones, afectos 
y evaluaciones sobre lo político, habla de subgrupos y desde sus orígenes 
tiene una vocación por conocer si las personas son más o menos democráti-
cas, lo que habría de coincidir con lo encontrado en campo. Además, es un 
concepto propicio para un estudio cualitativo e inductivo, pues permite la 
generación de categorías según el perfil de los actores con los que se trabaje. 
Aunado a esto hay que agregar que desde el trabajo original de Almond y 
Verba (1963), se habla de cómo la cultura política se reproduce a través de 
instituciones que socializan, como la familia, la escuela y medios de comu-
nicación como la televisión. El concepto de cultura política no solo es útil al 
investigar el internet porque puede describirnos a sus actores (como se hará 
en este trabajo), sino que también es importante porque, siendo un medio de 
comunicación, tiene la capacidad de socializar a los sujetos, moldeando así su 
socialización política. Este es un trabajo inductivo y, como se describirá más 
adelante, en el transcurso de la investigación se encontraron principalmen-
te dos perfiles: uno democrático y uno que no lo es. Dado que el concepto 
de “democrático” no es sencillo ni unívoco, conviene hablar un poco de ello 
antes de pasar a la metodología.
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Es importante señalar que no se habla aquí de sujetos “democráticos” porque 
tengan un apoyo nominal por la democracia. Es decir, no se encontró un gru-
po que se definiera a sí mismo como “demócrata” y el otro “antidemócrata”. 
Más que una cuestión nominal o de confesión, lo que se encontró fue que 
los grupos se distinguían por cuánto enarbolaban (o no) los valores políticos 
generalmente asociados a la democracia. Pese a esta aclaración, se necesi-
ta profundizar en la democracia, pues –nuevamente– el listado de actitudes 
o valores “democráticos” tampoco es unánime.

La democracia por lo general se entiende como un sistema general de gobier-
no, más que como una propiedad de los individuos. Se habla mucho sobre si 
la definición debería incluir solo lo que factualmente son los Estados con-
siderados “democráticos” o si también debería contener los ideales aspira-
cionales de tales sistemas. Sartori –por ejemplo– entiende el concepto de 
la siguiente forma: “Hay democracia cuando existe una sociedad abierta en la 
que la relación entre gobernantes y gobernados es entendida en el sentido 
de que el Estado está al servicio de los ciudadanos y no los ciudadanos al 
servicio del Estado, en la cual el gobierno existe para el pueblo y no viceversa” 
(Sartori, 2003: 47).

Otras definiciones son más adecuadas para escenarios más pequeños como 
un partido, una asamblea o –convenientemente– una comunidad en línea. Por 
ejemplo, si se sigue a Dahl (1999) se puede hablar de “microdemocracias”, 
como podría ser una institución o asociación civil, aunque aquí –como ya se 
dijo– se centra más en los perfiles políticos de las y los usuarios de internet 
que en su ambiente virtual. Por ello, para llegar al nivel de si una persona y sus 
actitudes son “democráticas”, debemos comprender que una sociedad con 
un régimen democrático promueve la conformación de una cultura política de 
tipo participativo, en la que los individuos son conscientes de la posibili-
dad de una participación activa en los asuntos políticos y además la ejercen 
(Duarte y Jaramillo, 2009), pero una alta participación no es la única carac-
terística esperable de una ciudadana o un ciudadano democráticos. Dentro 
de las actitudes democráticas se incluye: el ser solidario o solidaria, ser plural, 
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apoyar el derecho a la libertad, defender la justicia, ser tolerante con las ideas 
y creencias de otros, apoyar la igualdad entre las y los ciudadanos, respetar la 
diversidad de ideas y opiniones, apoyar la legalidad y defender el bien común. 
En cuanto al comportamiento democrático, consiste en: dar y ejercer la posi- 
bilidad de opinar libremente, organizarse con otras personas para solucionar 
problemas, establecer diálogo con otros sujetos para resolver problemas 
o tratar temas polémicos, escuchar y tomar en cuenta las opiniones de los 
demás, compartir información con otros e informarse sobre los asuntos que 
afectan a la sociedad, pertenecer a grupos o asociaciones de la sociedad civil, 
asistir a eventos con la finalidad de resolver un problema de la comunidad y 
participar en actividades que tengan como fin solucionar un problema social.

Es observable la discordia sobre el listado de acciones y actitudes antes men-
cionadas. No todos los teóricos concordarían en el decálogo arriba desplega-
do y eso ha generado un gran debate al respecto. Como se ha precisado, este 
trabajo no aspira a intervenir en dicha discusión, no se desea aquí decir lo que 
debería o no ser considerado “democrático”. Tal objetivo no solo sobrepasa 
las intenciones de esta investigación, también nos alejaría de la intención real 
del texto. De este modo, no se pretende sostener que lo aquí entendido por 
“democrático” es lo “correcto”, solo se busca aclarar de qué se habla cuando 
se usa el concepto. Con esta intención y basado en los trabajos de Peschard 
(1995) y Duarte y Jaramillo (2009), se muestran a continuación de manera 
esquemática lo que se entenderá por “ser democrático” para fines del pre-
sente estudio: 
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Tabla 1
Ser democrático

Concepto Dimensiones Subdimensiones

Ser democrático

Actitudes 
democráticas

Ser solidario o solidaria.

Ser plural.

Apoyar el derecho a la libertad.

Apoyar la justicia.

Ser tolerante con las ideas y creencias de los otros.

Apoyar la igualdad entre las y los ciudadanos.

Respetar la diversidad de ideas y opiniones.

Apoyar la legalidad.

Apoyar el bien común.

Comportamientos 
democráticos

Dar y tener la posibilidad de opinar libremente.

Organizarse con otras personas para solucionar problemas.

Establecer diálogo con otras personas.

Escuchar y tomar en cuenta las opiniones de los demás.

Compartir información con los demás.

Pertenecer a grupos o asociaciones de la sociedad civil.

Informarse sobre los temas que le afectan a la comunidad.

Asistir a eventos con la finalidad de resolver un problema de la comunidad.

Participar en actividades que tengan como fin solucionar 
un problema de la comunidad.

Fuente: Elaboración propia con base en Dahl (1999), Peschard (1995) y Duarte y Jaramillo (2009).

Se ha presentado ya el origen teórico del interés de investigación. También se 
desplegaron las herramientas conceptuales que acompañan el trabajo. Ahora 
se mostrará cómo se llevó a cabo la investigación, es decir, la metodología.
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Metodología

Al tratarse de un estudio con intenciones descriptivas y –casi– exploratorias, 
la metodología que se consideró más apropiada fue cualitativa e inductiva; la 
técnica que se utilizó fue la entrevista semiestructurada. Con este tipo de en-
trevista se buscó captar el significado de lo que nos dicen las y los informantes, 
pues esta técnica es mayormente interpretativa, Para entender mejor el perfil 
de quienes se involucran políticamente en la red, se buscaron informantes 
que tuvieran la mayor participación política de este tipo. Las entrevistas se 
llevaron a cabo a través de una conversación cara a cara en la que se utilizó 
un guion flexible de preguntas elaboradas a partir del interés de investigación 
(Sáenz y Téllez-Castilla, 2014).

En un primer momento se deseaba hacer comparaciones entre jóvenes po-
líticamente activos fuera de internet con aquellos que lo fueran solo en este 
medio digital, pero rápidamente se descubrió que todos los informantes con 
algún tipo de participación política habían hecho activismo político en línea, 
por lo que al final simplemente se analizó personas con participación política 
en internet. Esta premisa también determinó la búsqueda de población joven, 
pues son quienes principalmente tienen este tipo de actividad y, además, 
llevó naturalmente a buscar en la población de alta educación, pues es este 
grupo el que más muestra la actividad política de interés. 

Desde el inicio, se tenía claro que el tamaño de la muestra se determinaría 
por el momento en que se llegara a la saturación de información y, siguiendo 
esta premisa, se llegó a un total de 19 entrevistados (11 hombres y ocho mu-
jeres). Los informantes se obtuvieron a través de la técnica de bola de nieve y 
consistieron en hombres y mujeres entre 18 y 30 años. Las entrevistas fueron 
realizadas en el periodo comprendido entre los meses de agosto y octubre de 
2019, todas hechas en la ciudad de Querétaro a estudiantes y profesionistas 
de la Universidad Autónoma de Querétaro (UAQ).
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Las entrevistas se fueron analizando conforme sucedían, contrastando lo en-
contrado con las teorías de las que se había partido y generando hipóte-
sis sobre la marcha. Esto permitió que las nuevas entrevistas incorporaran 
diferentes hallazgos y posibilidades teóricas encontradas con informantes 
previos. Eventualmente, no se encontraron nuevos perfiles de informan- 
tes ni más hallazgos significativos, por lo que se detuvieron las entrevistas y 
comenzó el trabajo de análisis en forma. Producto de este análisis se obtuvo 
la clara división de dos perfiles de culturas políticas entre las y los entrevis-
tados, unos eran democráticos y los otros (trolls y haters) no lo eran.

De la población entrevistada, ninguna persona tenía todos los rasgos de-
mocráticos antes mencionados ni ninguno era un troll o hater completo. Los 
perfiles aquí descritos se asemejan más a tipos ideales weberianos en el sen-
tido de que se describen de la manera más “pura” posible, aun si los casos 
reales tenían algo de ambos arquetipos. Cabe señalar que no se trata de un 
eje democrático-troll a lo largo del cual se encontraron informantes homogé-
neamente distribuidos. Es decir, los casos se cargaban predominantemente 
a un perfil u otro, aun si tenían algunos pocos elementos del opuesto.

Hay que recordar que el tipo ideal weberiano consiste en una forma “pura” 
de un perfil y se piensa que los casos reales tendrán una combinación de 
tipos ideales. En esta lógica, no se asume que los actores sean comple- 
tamente democráticos o nada democráticos: hay espacio para algunas 
actitudes no-democráticas entre los más democráticos y viceversa. Aun así, 
se encontró que la mayoría de los casos tenía un perfil predominante y algunos 
rasgos del otro extremo, haciendo dos grupos más o menos consistentes. En 
la muestra se encontraron 14 informantes (73.7%) de perfil principalmente 
democrático y cinco (26.3%) de perfil más bien no-democrático. Vale la pena 
señalar que no se encontraron diferencias relevantes entre las actitudes po-
líticas de las y los informantes cuando tenían participación política en línea y 
fuera de internet –más allá de obviedades debidas al medio–, esto significa 
que su cultura política parecía manifestarse tanto cuando tenían actividad 
política en internet como cuando se involucraban en acciones políticas tradi-
cionales. A continuación, se describen los dos perfiles encontrados.
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Cultura política de las y los cibernautas democráticos

Como ejemplo de perfil democrático tenemos el caso del Informante 10, se 
trata de una persona de 26 años de edad y sus actitudes son: apertura al 
diálogo y al debate, aceptación de otros puntos de vista, defiende la libertad 
de expresión, piensa que la justicia es indispensable para el bienestar de la 
ciudadanía y cree que la cooperación es la mejor forma de resolver los pro-
blemas que aquejan a la sociedad. El informante también actúa conforme a 
los valores democráticos, participa políticamente (sobre todo de manera no 
formal) en movimientos sociales y organizaciones estudiantiles, procurando 
que las decisiones se tomen de manera democrática e incluyente. Estas 
actitudes democráticas se reflejaron tanto en su vida regular como en la par-
ticipación política que llegó a tener en internet, lo que fue una constante. Es 
decir, se encontró gran semejanza entre los valores políticos generales de la 
persona y su actuar en línea. En este caso, se ve que internet –con todas sus 
particularidades tecnológicas– no altera mucho los valores e intereses de 
los actores. Esta persona utilizó las redes sociales como un medio de orga-
nización y para divulgar y conseguir información política, pero después de 
un tiempo terminó por decepcionarse de los resultados obtenidos y dejó 
de intentarlo: 

 Cuando estaba en la universidad creamos una página de Facebook para 

informar sobre las actividades del movimiento por los estudiantes desa- 

parecidos. La administración de la página era colectiva, tuvo un momento de 

auge en el que tuvo muchos seguidores que reaccionaban a las publicaciones 

y las compartían. Cuando el movimiento dejó de manifestarse, el grupo fue 

decayendo; había muy poca retroalimentación por parte de los usuarios. […] 

Para la toma de decisiones había un grupo de Facebook privado, pero solo se 

utilizaba para pactar reuniones en persona. Los escritos, las minutas y las listas 

de participantes se compartían por correo electrónico. […] En la actualidad 

ya no le doy este tipo de uso a las redes sociales, creo que no funcionaba y 

siempre era mejor hacer las cosas en persona con los que de verdad estaban 

en el movimiento (Informante 10). 
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Es claro que este informante representa de buena manera al cibernauta de-
mocrático; estos jóvenes están interesados en la política, en la sociedad y en 
los problemas que afectan directamente a su comunidad, participan políti- 
camente y lo hacen tanto offline como online. 

Sobre su comportamiento en la red, el entrevistado se informa, verifica y com-
parte información con otros sujetos, exponiendo sus propias ideas desde sus 
cuentas, emite su opinión sobre notas periodísticas o sobre las publicacio-
nes de otros, crea o entra a grupos donde se organizan actividades políticas 
o discusiones. Estos perfiles no solo son muy participativos políticamente, 
sino que también respetan y defienden las libertades y derechos de las 
demás personas, están abiertos al diálogo y al debate de ideas.

En lo referente al Estado, las y los jóvenes más democráticos dicen tener 
confianza en la buena voluntad de las instituciones, tanto para la resolución 
de los problemas de la ciudadanía como para garantizar que los procesos 
electorales sean efectivamente democráticos. La mayoría concuerda en que 
se cuenta con las instituciones necesarias para satisfacer las necesidades de 
la población mexicana, pero reconocen que estas pueden ser deficientes o 
incompetentes en algunos casos, y es entonces cuando se puede y debe dar 
paso a que las personas se organicen para manifestarse, protestar y actuar 
de maneras distintas a las diseñadas por el Estado.

En síntesis, las y los informantes de perfil democrático suelen organizarse 
colectivamente tanto dentro como fuera de sus redes sociales, pues creen 
que se deben utilizar todas las herramientas con las que se cuente para esta-
blecer diálogos entre la ciudadanía y el gobierno. La libre expresión de ideas 
es permitida y fomentada, pero suelen reprobar las expresiones de odio, dis-
criminación e intolerancia. Poseen una cultura política democrática, pues no 
solo tienen valores y actitudes distintas a los del otro perfil, sino que también 
tienen historias diferentes en su relación con el internet. Se detectó que el uso 
político de internet comienza con una etapa de exploración en la que predomi-
na la búsqueda de fuentes de información confiables y el establecimiento de 
relaciones con otras personas con ideas similares a las suyas.
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La diferencia de comportamiento comienza a ser notoria cuando las y los 
jóvenes entran de lleno a la participación política en internet, sobre todo en 
redes sociales y especialmente en Facebook. En dicho medio comienzan a 
mostrar abiertamente sus posturas ideológicas, los puntos de vista que tie-
nen sobre temas controversiales y a hacer comunidad con otras personas o 
asociaciones. En ese momento, las y los informantes de este perfil hacen gala 
de sus actitudes y comportamientos democráticos: suelen estar abiertos a la 
discusión con otras personas a través de los medios digitales, expresan sus 
puntos de vista dando cabida a que los demás hagan lo mismo, aunque no 
concuerden con ellos, y evitan las descalificaciones.

Pero a medida que avanza su participación en las redes, las y los jóvenes 
más democráticos se encuentran con otros menos democráticos y empieza  
a surgir un “choque”. Aquellos menos democráticos tienen un compor- 
tamiento menos tolerante, lo que hace que los demócratas sientan hostilidad 
en el ambiente y los hace evitar la interacción con los del otro perfil. Frente a 
estos perfiles hostiles, los más democráticos suelen reaccionar eliminándo-
los, limitando su participación en redes sociales o, incluso, abandonando el 
espacio virtual por tiempo indefinido.

Mientras que los democráticos suelen tener conductas de retraimiento digital, 
los trolls –como veremos más adelante– hacen lo opuesto. El que exista esta 
tendencia no significa que todas y todos los jóvenes con perfiles democrá-
ticos decidan dejar de hacer uso político de sus redes sociales o limitarlo, 
pero sí es una tendencia fuerte. Hay informantes a los que se clasificó como 
democráticos que siguen haciendo uso político de sus redes y tienen una idea 
positiva de lo que se puede lograr con internet. Aunque esta combinación 
de rasgos es poco común, el Informante 15, de 29 años de edad, la presentó. 
Lo clasificamos como democrático y desde que inició sus estudios de licen-
ciatura hasta la actualidad ha hecho un uso político de sus redes sociales de 
manera constante. 

Las y los jóvenes con perfiles políticos más democráticos tienden a limitar 
la forma e intensidad con la que participan en estos espacios. Esto da como 
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resultado que quienes se quedan a participar políticamente en la red son 
quienes tienden a mostrar actitudes y comportamientos menos democráti-
cos. Las y los informantes democráticos que redujeron su participación online 
argumentan que su abandono de las redes se debe a que, aunque en las redes 
se puede acceder a cualquier tipo de información y de diferentes medios, 
esto también trae consigo la circulación de información falsa o manipulada, 
lo que crea “ruido” entre quienes acceden a ella. Otra de las razones para este 
abandono es el poco éxito obtenido al momento de tratar de organizarse vía 
online (ya sea a través de páginas o de grupos privados), ya que las conver-
saciones se dan de manera desordenada y sin un hilo conductor. También 
resulta notorio que cuando se intentan llevar a cabo en el mundo físico los 
acuerdos o planes hechos en la red, el nivel de compromiso y participación 
disminuye notoriamente, lo que provoca decepciones. Uno de los motivos de 
desánimo más frecuentes entre los y las jóvenes que participan políticamen-
te online, es que al tratar de expresar una idea, de defender una postura o de 
intercambiar opiniones, suelen encontrar críticas, descalificaciones, ofensas, 
agresiones o imposiciones de puntos de vista de parte de quienes están del 
otro lado de la pantalla: 

 Las cosas en Whats se malinterpretan, por eso no discutíamos temas ahí. En 

otras redes, como Face por ejemplo, no hay diálogo ni respeto por las opinio-

nes personales, solo peleas inútiles; es más productivo cuando se dan cara a 

cara, incluso el tono es distinto, hay menos mala vibra porque el anonimato 

en redes se presta a malas interpretaciones. […] Madurar es darte cuenta 

que no necesitas esas discusiones ni tener 500 amigos, es difícil lidiar con 

todo lo que se publica en Facebook, genera sentimientos como de tristeza 

e impotencia (Informante 12).

Como se mencionó anteriormente, las y los jóvenes que se retiran de las 
redes sociales corresponden con la clasificación de perfiles muy democráti-
cos, aquellos que están más abiertos al diálogo, a la organización y a defender 
las libertades de los ciudadanos y las ciudadanas. Sin embargo, hubo otro 
perfil encontrado que además de alejarse de la cultura política democrática, 
también se apropia de los espacios digitales.
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Cultura política de trolls y haters

El otro perfil identificado fue mucho menos democrático. Como menciona-
mos en el apartado anterior, cuando comienzan la participación política en 
internet tanto los más como los menos democráticos suelen tener un com-
portamiento similar, pero conforme adquieren más experiencia se ven di-
ferencias claras entre unos y otros. Las y los jóvenes con una cultura política 
menos democrática tienden a buscar los debates y las confrontaciones, de-
sean imponer sus puntos de vista demeritando los de los demás, intentan 
descalificar las ideologías contrarias a la suya y raramente se unen a grupos 
que organicen actividades políticas.

Por lo general, aquellos que encajaron en este perfil dicen tener poca confianza 
en las instituciones gubernamentales, incluso llegan a considerarlas contrarias 
a los intereses de la ciudadanía. Sin embargo, no muestran interés en parti-
cipar políticamente a través de la organización ciudadana o por medios no 
formales. Las y los jóvenes menos democráticos consideran que es difícil 
conseguir una respuesta favorable a través de la acción colectiva, pues los 
políticos ponen poca atención a este tipo de actuación y están más intere-
sados en disolverla que en escucharla.

Respecto a la relación con otros ciudadanos y ciudadanas, estos jóvenes con 
tendencias autoritarias piensan que es complicado lograr acuerdos a través 
del diálogo, llegando a considerar que los que no piensan de la misma manera 
que ellos están equivocados y es preferible ignorarlos. En sus redes sociales 
hablan de política con la intención de ilustrar o “mostrar” lo que desde su 
punto de vista es lo correcto. Estos jóvenes permanecen más tiempo utilizan-
do políticamente sus redes, ya que les resulta atractivo crear polémica con 
sus publicaciones y defender sus puntos de vista ante quienes piensan de 
manera distinta. 

Un ejemplo de joven con perfil menos democrático y que además tiene 
mucha experiencia en el uso político de las redes sociales es el Informante 5, 
de 29 años de edad, quien dice utilizar sus redes sociales para “hacer que 
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la gente haga conciencia” y que “piense de forma correcta”. Trascribo en-
trevista para observar de facto su uso del lenguaje:

 ¿Alguna vez alguna de tus publicaciones ha causado controversia o polémica? 

 Sí, claro, claro, y me da gusto. Y aunque no lo creas también yo, como crítico 

de mí mismo, tal vez sí digo “esta vez sí me pasé, ¿no?, tal vez estoy viendo 

solamente un lado de la cuestión”, pero digo “sí, es un lado de la cuestión, 

pero muy propio, y por lo mismo manifestable”. Creo que no insulto a nadie 

como tal, pero sí pongo en cuestión muchas cosas que hay en el mundo, por 

ejemplo, lo que te comentaba del reggaeton, el reggaeton nos está empujando 

un poco a perder los valores, por ejemplo, ponía hace un par de días: las 

mujeres que bailan reggaetón y que perrean hasta abajo si se enteraran que a veces 

en esa música se pierden los valores e incitan a los actos sexuales como si de pan 

se tratara (Informante 5). 

El informante también piensa que las peticiones al gobierno deben ser com-
pletamente organizadas y controladas, imitando el orden y organización mili-
tares o policíacos, pues el uso de la fuerza organizada es un buen medio para 
alcanzar el poder: 

 En la milicia se utilizan las órdenes porque salvan vidas. Yo te comentaba que 

en la policía siguen órdenes porque reconocen su capacidad, así como grupo 

organizado: “A ver, vamos a llegar en filas de siete por siete hasta las puertas de 

tal edificio para exigir nuestros derechos, en el momento que veamos sínto-

mas de violencia o síntomas de que no nos van a atender, nos podemos ir 

lo mismo en filas de siete hasta el próximo punto de control”, por ejemplo 

(Informante 5). 

El pensar que la opinión propia es la única válida, el querer imponerla a las 
demás personas sin apertura al diálogo y el apoyar la imposición de ideales a 
través de la fuerza militar son características que van en contra del “ser demo-
crático”. Este tipo de posturas se muestran también en la vida del informante 
fuera de internet, pero son muy marcadas en sus interacciones virtuales.
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Los que deciden hacer uso político sostenido de sus redes sociales son en 
su mayoría las y los jóvenes que se muestran poco tolerantes a escuchar a 
personas con ideas muy distintas a las suyas; son aquellos que piensan que 
su posición política es la mejor y que por lo tanto debe ser “enseñada” a los 
demás. Además de que les parece divertido (aunque no útil) el descalificar 
o burlarse de las demás personas en redes sociales; algunos de ellos se atri-
buyen a sí mismos el adjetivo de hater o troll. Estos conceptos se han popu- 
larizado dentro del lenguaje de las redes sociales y se encontraron varias 
veces durante las entrevistas.

A quienes hemos calificado como democráticos hacían referencia a estos 
calificativos cuando declaraban ser víctimas de trolleo (ya españolizando la 
palabra) por parte de otros al recibir comentarios con la única intención de 
ser descalificados o insultados. Por su parte, quienes dijeron identificarse con 
el concepto de hater fueron los menos democráticos, pues mencionaron que 
suelen hacer comentarios con la intención de “tirar hate” a otros por simple 
diversión o porque no concuerdan con sus ideas.

Este tipo de actitudes políticas concuerdan con la definición de troll que ofre-
ce Ana Evangelina Aguilar (2017), quien sugiere que “un troll es un individuo 
que publica falsas acusaciones o comentarios calumniosos en las redes so-
ciales para promover una causa o acosar a alguien. El anonimato permite a 
la gente decir cosas que no diría en persona, con el fin de generar fuertes 
reacciones en muchas de ellas de tipo negativo” (68). Cabe señalar que hater 
y troll fueron comúnmente utilizados como sinónimos en las entrevistas y 
que la forma de expresarse de estos usuarios en las redes sociales es a tra-
vés de implantar mensajes con diferente tipo de contenido, como groserías, 
mentiras embarazosas o difíciles de detectar, todo esto con la intención de 
confundir y ocasionar sentimientos encontrados en las demás personas.

Contrario a lo visto en las y los jóvenes democráticos, quienes mostraron 
una cultura política poco democrática no presentan un retraimiento de 
los espacios políticos de internet. Conforme los democráticos se retiran y los 
trolls/haters van permaneciendo en las redes, empieza a ser este el perfil más 
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común y, con ello, se propicia que el ambiente virtual se perciba como poco 
tolerante y hostil. Los perfiles con una cultura política menos democrática 
parecen estar desplazando a los otros, adueñándose del espacio y moldeán-
dolo de esta forma. Los y las jóvenes con perfiles menos democráticos optan 
por continuar e incluso intensificar su participación política en las redes so-
ciales, sin importar si tienen una postura optimista o no respecto a la utilidad 
de internet para la politización y democratización de la ciudadanía.

Reflexiones finales

Este trabajo se propuso conocer la cultura política de la población joven que 
tiene participación política en internet, y ese objetivo se logró; sin embargo, 
en el proceso surgen reflexiones y hallazgos que no deben quedar desatendi-
dos. Primero, se encuentra un mecanismo que explica la naturaleza del espacio 
en función de sus actores. Segundo, como consecuencia de ello surge la 
necesidad de pensar en los efectos de estos nuevos espacios.

Como se dijo antes, las y los jóvenes más democráticos (que parecieran ser 
los más comunes) generalmente se acercan a internet con una postura mayori- 
tariamente optimista. Luego hay un choque con un ambiente caracterizado 
por la hostilidad y la intolerancia; ante esto, quienes son democráticos ge- 
neralmente deciden retraerse y limitar su participación. Por su parte, los  
perfiles menos democráticos parecen reaccionar distinto y aumentar su par-
ticipación al encontrar este ambiente hostil, competitivo e intolerante. El que 
estos dos perfiles tomen esas decisiones provoca que los menos democráti-
cos ganen espacios que los democráticos cedieron, lo que a su vez cambia el 
ambiente digital haciéndolo muy poco tolerante. 

Estos rasgos del ambiente digital son, a su vez, la base del choque que en 
principio hace que las y los jóvenes demócratas se retiren, por lo que nos 
encontramos con un bucle que se alimenta a sí mismo: dado que los demó-
cratas se retiran en lugar de reclamar sus espacios digitales, estos ambientes 
se vuelven hostiles, lo que hace que más demócratas se retiren de ellos.



289

La cultura política de las y los jóvenes cyberactivistas en la Universidad Autónoma de Querétaro

Este bucle termina estableciendo la naturaleza de los espacios electróni-
cos, pero hay que notar que este fenómeno no fue planeado por ninguno 
de los involucrados: ningún entrevistado deliberadamente intenta imponer 
un “ambiente” en las redes sociales. Las y los trolls se quedan y trollean por-
que les divierte, no para generar un ambiente hostil; la juventud demócrata 
se retira para no sentirse atacada, no para buscar que las redes sean poco 
democráticas.

Además, las y los informantes menos democráticos no se asumen como tal 
ni buscan activamente que los espacios digitales sean hostiles o intoleran-
tes. De hecho, jóvenes clasificados con perfiles menos democráticos y que 
reproducen acciones y actitudes hostiles en sus perfiles de Facebook no se 
clasifican a sí mismos como intolerantes o autoritarios. Por el contrario, estos 
actores reivindican el derecho de expresión, manifiestan que esa es su forma 
de ejercerlo y se dicen preocupados por la democracia y la formación de 
ciudadanía, al menos en su discurso.

Todo esto ha creado un ciclo en el que se reproducen este tipo de compor-
tamientos y poco a poco ha ido creciendo la percepción de que las redes 
virtuales –particularmente Facebook– son un espacio donde la acción política 
es desordenada, no apta para el intercambio de ideas, y con poca capacidad 
para la organización. 

Como se dijo anteriormente, la llegada de internet generó muchas expec-
tativas políticas. Se pensaba que los gobiernos estrecharían sus relaciones 
con las y los gobernados y que estos últimos tendrían acceso a información 
política que los haría ciudadanos más informados y sofisticados. Ninguno 
de estos fenómenos parece haber sucedido, pero sí vimos que las y los 
ciudadanos generaron comunidades digitales donde tienen cierto nivel de 
activismo político.

Como resultado de esta investigación, se encuentra que tanto el uso de estos 
espacios digitales y ciudadanos como su mecánica están determinados por 
unos pocos actores cuyas culturas políticas no-democráticas predominan 
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ante el retraimiento digital de los más democráticos. Esto parece sumarse 
a la lista de decepciones políticas de internet, pero quizá este fenómeno no 
sea algo tan relevante, pues es posible que este nuevo medio no sea una 
causa importante de las actitudes políticas de la población, quizá es solo un 
medio más cuyo efecto palidece ante otras instituciones más relevantes del 
enfoque psicológico, como la familia o la escuela.

Como se mencionó antes, la cultura política no solo es un concepto, sino 
que tiene tras de sí una teoría completa que nos puede explicar por qué los 
gobiernos toman una forma u otra y cómo es que las personas llegan a tener 
ciertas actitudes políticas u otras. La cultura política proviene principalmente 
de la familia y la socialización temprana, lo que nos permite preguntarnos: 
¿qué tanto importan los medios de comunicación?, ¿qué tanta influencia 
tendría un internet poco democrático en la cultura política de una población? 
Como se dijo, los medios de comunicación son parte del proceso a través del 
cual las personas adquieren su cultura política, pero no necesariamente son 
el predominante; además, en medios más convencionales se sabe que las 
audiencias no son completamente pasivas ni creen todo lo que se les dice. 
De la misma forma, habría que pensar qué tanto impacto puede tener un 
ambiente digital hostil e intolerante si los actores ya saben que tiene esas 
características y que –como efectivamente sucede– son libres de permanecer 
o retirarse. Quizá el retraimiento de los actores más democráticos aunado a 
su superioridad numérica nos habla más de un medio desaprovechado que 
de un factor que obstaculizará la democratización de México.

Esta investigación aporta los perfiles de los actores políticos digitales y mues-
tra una reflexión de cómo interactúan y cómo eso determina la naturaleza 
de estos actores en el espacio virtual. Las implicaciones de todo esto sobre 
las actitudes y comportamientos políticos de los mexicanos y mexicanas, 
basados en la muestra poblacional de la UAQ, podrían ser muchas y muy 
importantes, o quizá internet –nuevamente– sea casi irrelevante. Serán traba-
jos futuros los que aclaren ese punto.
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Introducción

El 7 de septiembre de 2017, ante la Comisión Nacional para Prevenir y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM), fue presentada la so-
licitud de Alerta de Violencia de Género (AVG) por el Centro de Derechos 
Humanos “Fray Francisco de Vitoria” O.P. A.C. (CDHVitoria), Justicia Pro 
Persona, A.C. y el Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio (ONCF). 
Aunque en un primer momento la solicitud fue rechazada por no incluir datos 
que acreditaran la personalidad jurídica de las organizaciones solicitantes, en 
octubre de 2017 fue admitida ante la CONAVIM. Dentro de la justificación de 
la solicitud destacan varios casos de feminicidio donde víctimas y familiares 
han sufrido violencia institucional ejercida por las autoridades encargadas 
de la procuración de justicia. Las organizaciones enunciadas incluyeron el 
feminicidio de Lesvy Berlín Rivera Osorio, ocurrido el 3 de mayo de 2017, 
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dentro del campus central de Ciudad Universitaria de la Universidad Nacional 
Autónoma de México (UNAM), como un ejemplo de las omisiones, las viola-
ciones a la debida diligencia y la falta de empatía e interés del funcionariado 
de la Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México (PGJCDMX) 
hacia la víctima y sus familiares. A su vez, como evidencia, se presentaron los 
mensajes que la PGJCDMX emitió por medio de su cuenta oficial de Twitter, 
en los que se revictimiza a Lesvy Berlín. 

El posicionamiento institucional de la PGJCDMX en Twitter desencadenó 
diversas acciones colectivas en los espacios virtual y público, las cuales obli-
garon a la propia institución a ofrecer una disculpa y admitir su error. En 
adelante, se configuró una disputa en torno al asesinato de Lesvy Berlín, donde 
la PGJCDMX admitiría, en un primer momento, que se trató de un suicidio, 
mientras que su familia y colectivos sociales, así como la acción colectiva 
en redes sociales y en el espacio público, consiguieron que finalmente fuera 
tipificado como feminicidio, logrando que Jorge Luis González Hernández 
(feminicida de Lesvy Berlín) recibiera una condena de 45 años de prisión. 

En esta disputa es posible identificar cómo el comportamiento de las per-
sonas servidoras públicas dentro de la PGJCDMX estuvo permeado por el 
conjunto de valores, herencias, ideas y creencias (cultura política autoritaria 
y patriarcal) en torno a lo que debe ser tipificado como violencia de género. 
Desde redes sociales como Twitter es posible dar cuenta de este conjunto de 
valores y creencias sobre los que se configura un modelo acerca de cómo 
consideran debe ser la vida en sociedad y, particularmente, en torno a la  
responsabilidad de las mujeres en los crímenes cometidos en su contra. 
Dicho esto, en el presente artículo se vinculan la cultura política y la violen-
cia institucional contra las mujeres para identificar el conjunto de valores  
y creencias que guiaron el posicionamiento de la procuraduría capitalina en 
Twitter. Al respecto, se sostiene que los mensajes están impregnados por un 
cúmulo de preconcepciones y prejuicios que forman parte de lo que Nayak 
y Suchland (2006) nombran cultura política autoritaria y patriarcal hegemó-
nica que, además de imponer de manera arbitraria lo que debe ser tipificado 
como violencia de género, anula, de facto, el ejercicio pleno de los derechos de 
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las mujeres. Metodológicamente se empleó un muestreo de intensidad para 
seleccionar los mensajes que la procuraduría capitalina publicó en Twitter los 
días 4 y 5 de mayo de 2017. El documento se estructura en tres apartados más 
una conclusión. En la primera sección se aborda el vínculo entre cultura política, 
violencia contra las mujeres y redes sociales. Para propósitos de este capítu-
lo destacamos la propuesta de Nayak y Suchland (2006), quienes afirman 
que es posible identificar ideas, valores, concepciones y discursos que, desde 
posiciones dominantes y privilegiadas, establecen lo que es la violencia  
de género. En la segunda sección se expone cómo en la Ciudad de México se 
han cristalizado derechos importantes, ubicando a esta urbe como un refe-
rente para América Latina; sin embargo, el aumento de la violencia en todas 
sus manifestaciones, y de los feminicidios en particular, visibilizan la falta de 
acciones efectivas para atender las múltiples violencias contra las mujeres 
(incluida la institucional). En la tercera sección se analizan los mensajes de 
la procuraduría capitalina en Twitter, afirmando que estos, así como el pro-
ceso de investigación del feminicidio de Lesvy Berlín, evidencian una cultura 
política autoritaria y patriarcal que deriva en violencia institucional contra las 
víctimas y sus familiares. Para finalizar concluimos que este caso es de suma 
relevancia dado que permitió visibilizar la violencia institucional hacia las víc-
timas y sus familiares, además, abrió los debates sobre la violencia de género 
en otros espacios como la Universidad Nacional Autónoma de México. 

Cultura política y violencia contra las mujeres: apuntes  
conceptuales y metodológicos para su estudio en Twitter

La cultura política ha sido centro de la preocupación de grandes pensadores 
como Aristóteles, Johann Gottfried Herder, Montesquieu, Platón, Rousseau 
y Tocqueville, pero fue hasta después de la Segunda Guerra Mundial que se 
configuró un campo de análisis en la ciencia política estadounidense, enfocado 
en el estudio del comportamiento político, particularmente en el conjunto de 
valores y significados referidos al sistema político. 
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Como el propio Almond (1999: 201) reconoce, la conformación de esta tradi-
ción se nutrió de aportes provenientes de la sociología, de la psicología social 
y de la psicoantropología. Se trata de un campo de estudio en el que, ade-
más, se desarrolló la teoría de la cultura política, siendo una de las obras más 
influyentes The Civic Culture de Gabriel Almond y Sidney Verba (1963). Así, 
después de las funestas experiencias con el nacionalsocialismo y el fascismo 
en Europa occidental en la primera mitad del siglo XX, se pensó en la inevita-
bilidad de la democracia, por tanto, la Ciencia Política tendría por cometido 
o problema central dar cuenta de “la nueva cultura mundial” y, a su vez, del 
cambio político, en un contexto concebido con dos únicas posibilidades: 
el Estado democrático y el Estado autoritario. Desde esta mirada, y con una 
evidente influencia de la teoría de sistemas, particularmente de la obra de 
David Easton (Almond, 1999; Almond y Verba, 1963a), se definió a la cultura 
política como la influencia del sistema político sobre el conjunto de conoci-
mientos, valores y sentimientos de una población específica. En el concepto 
propuesto por los célebres politólogos se consideran tres tipos de orientacio-
nes: 1) la orientación cognitiva que refiere a los conocimientos y las creencias 
que los individuos tienen acerca del sistema político, y de los papeles que 
desempeñarán; 2) la orientación afectiva traducida en los sentimientos hacia 
el sistema político; y 3) la orientación evaluativa que involucra los juicios y opi-
niones hacia objetivos políticos (sistema político). Significa que los individuos 
son partícipes de un proceso de socialización (política), aprendiendo roles y 
pautas de comportamientos referidos a objetivos políticos. Las investigacio-
nes que conforman el campo de la cultura política se preocuparon por dar 
cuenta del conjunto de creencias, valores y significados que son más favora-
bles a determinados tipos de orden e interacciones sociopolíticas. Volviendo 
a los padres fundadores de la disciplina, como Aristóteles, Tocqueville y 
Montesquieu, con base en un profundo conocimiento histórico, así como en 
observaciones comparativas, estos se preguntaron sobre el conjunto de con-
diciones que inciden en los colectivos sociales para que sean más proclives 
a resolver conflictos, ya sea de forma pacífica, o bien, recurriendo a la vio-
lencia; pero si bien la violencia no es la preocupación central de los estudios 
sobre cultura política, siendo, en gran medida, descuidada (Sanyal, 2014), 
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sí es posible establecer conexiones; en tanto que, de acuerdo con Meyer 
(2003: 957-958), las preguntas centrales que vinculan ambas problemáticas 
son qué actitudes y mentalidades promueven la defensa, difusión y utiliza-
ción de la violencia en la acción política y cuáles factores hacen posible el 
desarrollo y la transmisión de valores e ideas que fomentan la violencia. En 
este sentido, se ha explorado la violencia llevada a cabo por grupos extre-
mistas (MacDonald, 2016), así como el conjunto de valores que motivan 
acciones políticas como la resistencia en regímenes autoritarios y violentos 
(Muñoz, 2009); también, la influencia de las instituciones en la configuración 
de una cultura política violenta (McGoldrick y Simpson, 2007), sin olvidar los 
trabajos que abordan la legitimación de la violencia en regímenes políticos 
(Prior, 1984). En el caso de América Latina, junto con la violencia, se incor- 
poraron otras preocupaciones como son el clientelismo y la corrupción 
(Auyero, 2004; Cruz, 2000). 

Otro conjunto de trabajos considera el vínculo entre cultura política, violencia 
y género. Por ejemplo, cómo los discursos e ideas que impulsaron la concer-
tación en Chile, en los noventa, influyeron en el tratamiento de la violencia 
intrafamiliar contra las mujeres. Al respecto Hiner y Azócar (2015) afirman 
que la retórica de la reconciliación pensó a la familia como parte de la unidad 
nacional, por tanto, las acciones contra la violencia de género estaban influi-
das por ideas religiosas y conservadoras, como el perdón cristiano, antes que 
considerar llevar a los perpetradores de actos violentos ante la justicia. Lo 
anterior es relevante dado que da cuenta de la violencia estructural-patriarcal 
que permea el diseño y funcionamiento de las instituciones. 

Ahora bien, en términos metodológicos, tradicionalmente el estudio de la 
cultura política se asoció al desarrollo de herramientas sofisticadas para 
la sistematización de datos, por ejemplo, las encuestas. Actualmente, sin em-
bargo, es posible identificar una amplia gama de instrumentos y perspectivas 
para su investigación (Fonnisano, 2000); es posible distinguir entre los es-
tudios que se engloban bajo la categoría cultura cívica, herederos directos de 
la tradición de Almond y Verba (1963), y otro conjunto de investigaciones 
de carácter culturalista, insertos, a su vez, en el paradigma interpretativo, 
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desde donde interesan el análisis del discurso, la etnografía política, así como 
las perspectivas feministas (Bard, 2016: 139). 

Para los propósitos de este artículo nos adscribimos a las agendas de investi-
gación que vinculan la cultura política con la violencia contra las mujeres y, en 
particular, la violencia institucional:1 A partir de la mirada postestructuralis-
ta, la propuesta de Nayak y Suchland (2006) permite afirmar que es posible 
identificar ideas, valores, concepciones y discursos que, desde posiciones 
dominantes y privilegiadas, determinan lo que debe ser considerado como 
violencia de género. Tales ideas tienen efectos sobre el funcionamiento de las 
instituciones, siendo, a su vez, producto de estas. Estamos hablando de una 
cultura política patriarcal y autoritaria, posicionada como hegemónica, en la 
que la misoginia, el machismo y la negación de los derechos fundamentales 
en razón de género son algunas de sus características. 

Esta mirada es relevante para el análisis de la respuesta en Twitter de la Pro- 
curaduría General de Justicia sobre el feminicidio de Lesvy Berlín Rivera 
Osorio. Es en este espacio donde es posible dilucidar el tipo de cultura política 
imperante en las instituciones encargadas de investigar los feminicidios. Las 
redes sociales se convierten en espacio relevante para la identificación de esa 
cultura política dado que fue en una red social donde las autoridades respon-
dieron y reformularon sus posicionamientos en torno al hecho, revictimizando 
a Lesvy Berlín. En este orden de ideas, Twitter es un espacio importante 
para el análisis de las sociedades actuales y la trasformación cultural, por 
tanto, de acuerdo con Stubbs-Richardson, Rader y Cosby (2018), también es 
un ámbito relevante para su estudio desde las perspectivas feministas. 

Ahora, sobre internet y, en particular, sobre el uso de las redes sociales, hay 
posiciones optimistas y pesimistas. Algunos las idealizan al grado de nombrar 

1 Se define a la violencia institucional como “los actos u omisiones de las y los servidores públicos 
de cualquier orden de gobierno que discriminen o tengan como fin dilatar, obstaculizar o impedir el 
goce y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, así como su acceso al disfrute de políticas 
públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de 
violencia” (Congreso de la Unión, 2018).
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al ciberespacio la “mega ágora mediática”,2 mientras que otros dudan del vir-
tuosismo en dicha esfera, concentrando la atención en los “tropiezos éticos en 
la realidad virtual” (Fernández-Armendáriz, 2013). Sobre el segundo punto, 
destacan quienes enfatizan los problemas éticos en la red, concibiéndola 
como espejo de la realidad. En este sentido, se trata de un lugar imperfecto en 
donde existen condiciones para “la opacidad, las falsedades y la negligencia” 
(Trejo, 2009). Por tanto, en el espacio virtual podemos encontrar distorsio-
nes y mentiras, en formato de audio, video, texto, perfiles en redes sociales 
o, incluso, páginas web. Esto se favorece por la enorme capacidad que tiene 
internet para propagar, rápida y extensivamente, cualquier contenido. 

De igual forma, podemos encontrar la difusión de prejuicios, intolerancia  
y fundamentalismos, con lo cual las redes sociales se convierten en un espa-
cio de reproducción de las desigualdades, discriminación y prejuicios (Carter, 
2017; Díaz y Espejel, 2016; Levin, 2015; Rightler-McDaniels y Hendrickson, 
2014; Williams y Gonlin, 2017). Además se crea la falsa ilusión de participa-
ción al suponer que con un clic se apoya de manera efectiva determinadas 
causas. Se trata, por tanto, de una “solidaridad superficial, e incluso frívola” 
(Rodríguez y Pérez, 2014), que podría distorsionar nuestra visión sobre la 
realidad, y tener un efecto inmovilizador en la ciudadanía (Bauman, 2003; 
Trejo, 2009: 52). 

Las redes sociales se han convertido en un vehículo privilegiado por políti-
cos y funcionarios, incluyendo titulares de dependencias estatales, en los 

2 Del lado de quienes enfatizan los aspectos positivos de internet destacan los que se refieren 
a una nueva democracia (la ciberdemocracia), la cual alude al “ejercicio del usuario de la red de 
transmitir libremente sus opiniones, coordinarse con otros cibernautas para llevar a cabo acciones 
de índole política” (Fernández-Armendáriz, 2013). Desde esta visión, cobran relevancia las nuevas 
formas de activismo. Una de las más extendidas es la del activismo digital ampliado, en tanto forma 
de participación política en la esfera pública digital, que se caracteriza por instrumentalizar las 
facilidades otorgadas (menor costo y mayor impacto) por las tecnologías digitales para aumentar el 
alcance y la repercusión del activismo. Un primer tipo es el denominado Offline, es decir, las campañas 
que intentan movilizar a la ciudadanía en espacios físicos, tales como manifestaciones, protestas, 
plantones, huelgas, entre otras. El segundo tipo se refiere al Online, en este caso el activismo opera 
solamente en el ciberespacio, por ejemplo, a través de plataformas digitales como change.org, avaaz.
org, entre otras (Pecourt, 2015).

 Si bien se amplía la democracia a otros espacios como el digital, además de reconocer nuevas 
formas de acción política como el activismo digital ampliado, no se consideran algunos aspectos 
importantes, tales como la asimetría en el acceso a internet y el control oculto sobre la agenda (al 
determinar los temas a discutir en la esfera pública). Se trata de aspectos que preocupan a quienes 
visualizan limitantes de la red. 
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tres órdenes de gobierno, para difundir sus posicionamientos sobre diversas 
agendas. Por ende, los mensajes son un recurso importante para conocer 
no solo el lugar de enunciación de quien construye el mensaje, sino, discur-
sivamente, las impresiones sobre lo que consideran debe ser la vida en so-
ciedad y, en específico, el rol que consideran debe cumplir el Estado. Desde 
mensajes, en apariencia, caricaturescos como los del expresidente Vicente 
Fox, hasta cuestionables posicionamientos personales empleando cuentas 
institucionales, como lo han hecho las funcionarias de la administración de 
Andrés Manuel López Obrador, en Twitter, es posible encontrar un abani-
co discursivo que, en definitiva, dista de la neutralidad (Hernández, 2020; 
Proceso, 2019). 

Es así que problemas sensibles como los feminicidios han visibilizado los 
posicionamientos institucionales en redes sociales en torno a la violencia de 
género, donde la indiferencia, la revictimización y la violación a la debida 
diligencia son solo algunas de sus particularidades. Precisamente, los posi- 
cionamientos en Twitter de actores institucionales y sociales en torno al 
feminicidio de Lesvy Berlín aportan evidencia sobre la cultura política repro-
ducida por funcionarios e instituciones encargados de la procuración de justi-
cia en la Ciudad de México. Esta situación nuevamente se experimentó con 
la desaparición y posterior feminicidio de la niña Fátima Cecilia, pues, des-
de la cuenta institucional en Twitter del Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la Familia de la Ciudad de México (DIF-CDMX) se publicó un 
comunicado para desacreditar el cuidado de su madre al afirmar que esta 
padecía problemas emocionales y psiquiátricos (El Universal, 2020). 

En este tenor, la categoría cultura política visibiliza el conjunto de valores, 
creencias y orientaciones misóginas, autoritarias y patriarcales que definen 
lo que desde la autoridad pública debe ser tipificado como violencia de género, 
más allá de lo establecido en el entramado legal. 

Para el análisis propuesto en el artículo se elaboró un análisis cualitativo de las 
declaraciones publicadas en Twitter por parte de la Procuraduría de Justicia 
de la Ciudad de México. Por medio del hashtag #SiMeMatan se cuestionó 
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la actuación de la procuraduría capitalina, instancia que revictimizó a Lesvy 
Berlín a través de los mensajes publicados en Twitter. Se seleccionaron 
comunicaciones institucionales que reflejan la cultura política patriarcal y 
autoritaria de las instancias encargadas de la procuración de justicia (Page, 
Barton, Unger y Zappavinga, 2014). La temporalidad de la pesquisa fue del 
3 mayo de 2017 (cuando se dio a conocer la muerte de Lesvy) al 3 de mayo 
de 2019 (cuando la procuraduría capitalina, bajo un gobierno distinto, ofreció 
una disculpa pública a los familiares por los errores cometidos en la investi-
gación, destacando la revictimización, la violación al debido proceso y la falta 
de perspectiva de género en la investigación). 

Los feminicidios en la Ciudad de México:  
impunidad y violencia institucional 

El feminicidio de Lesvy Berlín Rivera Osorio marcó un hito en el contexto de 
violencia de género, pues visibilizó los problemas que permean el funcio- 
namiento de las instituciones encargadas de garantizar la procuración de 
justicia. Este caso se convirtió en referente al ser incluido en la justificación 
de la solicitud de Alerta de Violencia de Género (AVG) para la Ciudad de 
México, trámite que fue retrasado por la falta de compromiso político contra 
la violencia de género de las administraciones de Miguel Ángel Mancera y 
Claudia Sheinbaum. Si bien la capital del país se ha destacado por ser una 
entidad de avanzada en América Latina en materia de derechos, se carece de 
protocolos efectivos para atender las múltiples formas de violencia contra las 
mujeres. Ahora bien, la violencia de género es un problema presente prácti-
camente en todo el mundo aunque, dependiendo de las características con-
textuales, su manifestación tendrá distintas intensidades y dinámicas (World 
Economic Forum, 2018). En México fue hasta la alternancia electoral-federal 
del año 2000 que se inició la institucionalización de políticas dirigidas a velar 
por los derechos de las mujeres, pero este proceso no puede ser compren-
dido ni explicado a cabalidad si se omite la larga lucha del movimiento femi-
nista en el país, así como el importante papel de organizaciones nacionales 
y extranjeras a favor de los derechos de las mujeres (Lang, 2003). 
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Además de las exigencias al interior del país, compromisos internacio-
nales asumidos con anterioridad, como la ratificación de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer (Convención Belém do Pará), fueron el antecedente para que en 
2001 se reformara el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos con el propósito de prohibir todas las formas de discri-
minación, incluyendo la de género.3 Ese mismo año se aprobó la Ley del 
Instituto Nacional de las Mujeres para, enseguida, dar origen al instituto 
del mismo nombre, el cual pasó a formar parte de la administración pública 
federal para coordinar las políticas de igualdad de género dirigidas a mujeres 
y niñas (Carmona, 2015). 

En la Ciudad de México la transformación institucional a favor de las mu-
jeres inició años antes de la alternancia electoral a nivel federal. Así, se 
creó la Secretaría de las Mujeres, una vez que el Departamento del Distrito 
Federal (DDF) se transformó en gobierno del Distrito Federal (ahora Ciudad 
de México), cambio constitucional que implicó el otorgamiento de mayores 
atribuciones y derechos a gobernantes y ciudadanos de la capital del país. 
Después de que el DDF fuera administrado por funcionarios priistas desig-
nados por el presidente de la República, en 1997, año en que tuvieron lugar 
las primeras elecciones democráticas en el Distrito Federal, fue elegido jefe 
de gobierno Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano, candidato de izquierda del 
Partido de la Revolución Democrática. 

En su administración, y bajo el impulso de Clara Jusidman y Rosario Robles, 
en 1998 fue creado el Programa para la Participación Equitativa de la Mujer 
(Promujer) del Distrito Federal, el cual tuvo como objetivo la construcción 
de un entramado institucional que dio paso a la creación de juzgados espe-
cializados para atender la violencia sexual y familiar (Rodríguez, 2003). Se 
trató de un enorme esfuerzo que marcó precedentes a nivel nacional, dado 
que buscó atender a sectores vulnerados como son las mujeres, las niñas 
y los niños. El propósito fue otorgar atención ante actos de abuso, tarea que 

3 México formó parte la Convención Belém do Pará en 1995, ratificando su compromiso en 1998. Dicha 
Convención, creada en 1994, forma parte de la Comisión Interamericana de Mujeres de la Organiza-
ción de los Estados Americanos (OEA).
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precisaba contar con funcionarios capacitados y sensibles. Además se im-
pulsó la incorporación de esta y otras demandas en el Programa General de 
Desarrollo 1998-2000 (La Jornada, 1999). 

Años después, en el sexenio del jefe de gobierno Marcelo Ebrard, se concre-
taron derechos de gran relevancia como lo es la interrupción legal del embara- 
zo, en 2007, que implicó la reforma al Código Penal del Distrito Federal y a 
la Ley de Salud para el Distrito Federal. Se trata de un hecho sin precedentes 
para México y América Latina (Ester y Chaves, 2019), pues se aseguró el 
derecho de las mujeres a decidir sobre su cuerpo sin sufrir consecuencias judi- 
ciales (Jefatura de Gobierno, 2007). Recordemos que en el país, la Ciudad 
de México (2007), Oaxaca (2019), Veracruz (2021), Hidalgo (2021), Baja 
California (2021) y Colima (2021) son las únicas entidades en donde la in-
terrupción del embarazo en las 12 primeras semanas de gestación es un acto 
no criminalizado (Redacción Animal Político, 2019; Delgadillo, 2021).

Pero, más allá de las incuestionables victorias a favor de los derechos de las 
mujeres en la Ciudad de México, las defunciones femeninas con presunción 
de homicidio son un problema que se ha agudizado en los últimos años. A 
nivel nacional, la fallida guerra contra las drogas, impulsada por el gobierno del 
expresidente Felipe Calderón Hinojosa en 2008, y continuada bajo la admi-
nistración de Enrique Peña Nieto, exacerbó las diversas manifestaciones de 
la violencia (Institute for Economics and Peace, 2018). Hay evidencia de que 
las disputas entre los distintos grupos delictivos han agravado la violencia 
extrema contra las mujeres (Carrión, 2018; Castañeda, 2016; Espino, 2018; 
Monárrez, 2013). De hecho, en junio de 2020, en plena pandemia provocada 
por el COVID-19, la titular de la Secretaría de Gobernación, Olga Sánchez 
Cordero, junto con Nadine Gasman, del Instituto Nacional de las Mujeres 
(Inmujeres), reconocieron que el crimen organizado utiliza a las mujeres como 
botín de guerra, siendo esclavizadas para que cumplan el rol de “halcones”, 
es decir, de vigilantes de los grupos delictivos (Ortiz, 2020). 

Según datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, 
México se encuentra entre los países de la región donde se registra el mayor 
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número de homicidios violentos contra las mujeres (CEPAL, 2018). Los ase-
sinatos de mujeres en Ciudad Juárez, que tuvieron lugar en la década de los 
noventa, dieron cuenta de una espiral de violencia de género que continúa sin 
atenderse de manera efectiva en todo el país. Con el fallo emitido por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en 2009, donde se acusó al Estado 
mexicano de ser responsable de omisiones ante la desaparición y el asesina-
to de mujeres en dicha ciudad, se evidenció la ausencia de políticas públicas 
con perspectiva de género para prevenir, atender y erradicar los feminicidios 
(CIDH, 2009; Monárrez, 2000). 

Este fallo puso atención en el conjunto de valores, creencias e inercias autori-
tarios, patriarcales y misóginos reproducidos en las instituciones públicas, los 
cuales afectan la inclusión democrática y el respeto a los derechos humanos de 
sectores vulnerados de la población. Basta recordar las penosas frases 
de funcionarios públicos como Francisco Barrio Terrazas, exgobernador del 
estado de Chihuahua, quien, en plena crisis de violencia contra las mujeres, 
lanzó expresiones como: “las mujeres son culpables por vestir minifaldas” y 
“por salir a altas horas de la noche”, justificando a los asesinos y culpando 
a las víctimas por los crímenes cometidos en su contra (Robles, 2010: 97). 

A nivel nacional es complejo determinar con exactitud cuántas defuncio-
nes de mujeres se enmarcan en la categoría de feminicidio. De acuerdo 
con Torreblanca (2018), los datos del Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía (INEGI) aportan indicios cuando se agregan elementos como el 
lugar de ocurrencia del homicidio (si ocurrió en una vivienda) y si su causa 
fue la agresión sexual. Empero esta categorización deja fuera los homicidios 
de mujeres cometidos en la vía pública. A su vez, sostiene que mientras la 
tasa de homicidios de mujeres ha aumentado en el mismo sentido que 
la tendencia nacional, con los feminicidios ocurre de otra forma, pues su tasa 
se ha mantenido estable en los últimos 13 años. Partiendo de estas dificulta-
des metodológicas, en este artículo se presenta la tendencia que, de acuerdo 
con información de ONU Mujeres e Inmujeres (2017) e INEGI (2018), han 
seguido las defunciones femeninas con presunción de homicidio de 1985 
a 2018 (véase gráfica 1).
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Gráfica 1
Defunciones femeninas con presunción de homicidio 1985-2018

Gráfica 1. Defuncioenes femeninas con presunción de homicidios 1985-2018
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En la Ciudad de México el delito de feminicidio fue tipificado el 26 de julio 
de 2011; sin embargo, en el marco legal existe un conjunto de condiciones 
relevantes que lo distinguen de lo establecido a nivel federal. Mientras que en el 
artículo 324 del Código Penal Federal, en su fracción IV, se señala que una de 
las condiciones para determinar el feminicidio es que: “Haya existido entre el 
activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza” (Código 
Penal Federal, 2019: 99), para el caso de la Ciudad de México esta condición 
es una agravante, mas no una razón de género: 

 […] las hipótesis relativas a las relaciones de confianza, parentesco, su- 

perioridad o subordinación entre la víctima y el sujeto activo son consideradas 

como agravantes del delito y no como razones de género. Es decir, se aumenta 

la pena cuando además de que se actualiza alguna de las razones de género, 

se acredite que existía una relación sentimental, afectiva o de confianza; 

de parentesco, laboral, docente o cualquiera que implique subordinación 

o superioridad entre la víctima y el victimario (OCNF, 2018: 62).

A propósito, en los últimos años, en la Ciudad de México se ha experimen-
tado un aumento alarmante en el número de casos de feminicidio. Tan solo 
del 1° de noviembre de 2016 al 30 de junio de 2017 se registraron 101 casos.4 
Esta cifra muestra una tendencia preocupante, pues de 2012 a 2016, un 
periodo temporal mayor, la PGJCDMX reconoció 260 feminicidios en la 
capital del país.5 

Como respuesta, y algunos meses después del feminicidio de Lesvy Berlín 
Rivera Osorio, el 7 de septiembre de 2017, organizaciones en pro de los 
derechos humanos como el CDH-Vitoria, Justicia Pro Persona, A.C. y el 
Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio (OCNF), solicitaron a la 
Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres 

4 Entre las organizaciones se encontraban Justicia Pro Persona, Centro de Derechos Humanos Fray 
Francisco de Vitoria, así como el Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio. 

5 La distribución en las entonces delegaciones fue la siguiente: 17 en Álvaro Obregón, tres en 
Azcapotzalco, siete en Benito Juárez, 18 en Coyoacán, seis en Cuajimalpa, 24 en Cuauhtémoc, 29 
en Gustavo A. Madero, nueve en Iztacalco, 59 en Iztapalapa, cinco en Magdalena Contreras, 12 en 
Miguel Hidalgo, seis en Milpa Alta, 16 en Tláhuac, 22 en Tlalpan, 11 en Venustiano Carranza y 16 
en Xochimilco. 
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(CONAVIM) la declaratoria de alerta de violencia de género (AVG) en la 
Ciudad de México, mecanismo de emergencia que, de acuerdo con la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, implica la 
articulación de los tres órdenes de gobierno para prevenir, atender y erradi-
car todo tipo de violencia contra las mujeres. Precisamente, el feminicidio 
de Lesvy Berlín formó parte de la justificación de la solicitud de la alerta; de 
hecho, las organizaciones de la sociedad civil que promovieron este recurso 
incluyeron los mensajes difundidos en Twitter por la Procuraduría General 
de Justicia de la Ciudad de México, situación que visibiliza la violencia ins-
titucional reproducida en el espacio virtual por las propias instituciones de 
procuración de justicia.

Sin embargo, la solicitud no fue admitida en un primer momento, debido  
a que las organizaciones no incluyeron datos que acreditaran su personalidad 
jurídica, información que sí fue adherida a la nueva documentación presen-
tada el 2 de octubre de 2017. No obstante, bajo el gobierno de Miguel Ángel  
Mancera, el proceso para atender las diversas manifestaciones de esta vio-
lencia fue retrasado. En este tenor, las autoridades encargadas de prevenirla 
y atenderla han sido incapaces e insensibles ante el problema, hecho que 
puede explicarse, en parte, por la cultura política autoritaria y patriarcal 
que permea las instituciones públicas. Al respecto, organizaciones de la so-
ciedad civil han documentado estas “inercias autoritarias” (Morlino, 2014) 
que inciden negativamente en el funcionamiento democrático del entramado 
institucional: 

 […] se ha documentado que existen fuertes resistencias por parte de los 

operadores jurídicos en materia de feminicidios, tanto para iniciar las inves-

tigaciones desde las hipótesis de feminicidio como para considerar acredi-

tar las razones de género durante el desarrollo de las investigaciones. Lo 

anterior queda demostrado en la Recomendación 4/2017 de la Comisión de 

Derechos Humanos del Distrito Federal sobre el caso del multi feminicidio 

de la Narvarte en la que el organismo reconoció que a pesar de que los cuer-

pos de las mujeres víctimas presentan muestras de violencia física y sexual 
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la autoridad ministerial no dio relevancia jurídica a los indicios criminalísti-

cos encontrados, omitiendo realizar una investigación diligente y exhaustiva 

(OCNF, 2018: 64).

Cabe resaltar que después de ser aceptada la solicitud ante la CONAVIM, 
no se llevaron a cabo las acciones inmediatas que los gobiernos estatales 
deben implementar para atender la violencia de género (Reveles, 2019). Con  
dos años de retraso –bajo la jefatura de Claudia Sheinbaum– finalmente  
se conformó el Grupo de Trabajo, a pesar de que el procedimiento establece 
que debe constituirse una vez que se admite la solicitud de declaratoria 
(CONAVIM, 2020). Es decir, la conformación del Grupo de Trabajo se vio 
afectada por la falta de voluntad política y compromiso a favor de los dere-
chos de las mujeres. 

La violencia contra las mujeres en la Ciudad de México tiene distintas mani-
festaciones. De marzo de 2019 al 21 de febrero de 2020 se registraron 33,629 
carpetas de investigación por delitos de violencia de género; 27,178 denun-
cias por violencia familiar; 1,162 por violación; 3,978 por abuso sexual; 963 
por acoso; y 48 por tortura. Asimismo, en 2018 se cometieron 43 femini-
cidios, y en 2019 se perpetraron 68 (Corona, 2020). Como se muestra en 
la tabla 1, en el primer trimestre de 2020 se contabilizaron 19 feminicidios, 
convirtiéndose en uno de los inicios de año más violentos en la capital del 
país (SESNSP, 2020: 15). Tan solo del 1° de enero de 2014 al 31 de marzo 
de 2020 se registraron 320 feminicidios en la ciudad.  

En 2019, de acuerdo con datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública (SESNSP), la Ciudad de México se ubicó en la 
tercera posición en el número de feminicidios con un total de 68 casos, solo 
detrás del Estado de México, donde se registraron 122 feminicidios, y Veracruz, 
entidad que ocupa el primer lugar y donde se tienen registrados 157 femi-
nicidios (de un total de 976 casos registrados a nivel nacional en ese año). 
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Tabla 1 
Feminicidios en la Ciudad de México (1° enero de 2014 a marzo de 2020)

Año Número de feminicidios

2014 51

2015 56

2016 48

2017 40

2018 43

2019 68

2020 (primer trimestre) 19

Total 324

Fuente: Elaboración propia con base en OCNF (2018), Corona (2020) y SESNSP (2020).

En 2019, por medio de su cuenta de Twitter, Claudia Sheinbaum se com-
prometió a seguir las recomendaciones del Grupo de Trabajo constituido a 
partir de la solicitud de alerta de violencia de género, decretando la Alerta de 
Violencia contra las Mujeres, que conlleva la implementación de acciones 
de emergencia. En este sentido, externó una serie de afirmaciones que, al 
menos en el discurso público, reivindican los derechos de las mujeres a vivir 
una vida sin violencia: 

 Mi visión es que la desigualdad que persiste entre hombres y mujeres no 

es tolerable en pleno siglo XXI, y que la violencia, como la violación y los 

feminicidios son el rostro más vergonzoso de esta desigualdad. Como mujer 

comparto el enojo e inconformidad y a veces la impotencia de muchas mujeres 

que me están escuchando. Las invito a que denuncien. Voy a hacer todo lo que 

esté en mis manos para construir una ciudad segura y en donde las mujeres 

y niñas se sientan libres y seguras (Sheinbaum, 2019). 

Con este anuncio la jefa de gobierno se comprometió a crear un Registro 
Público de Agresores Sexuales, iniciativa que fue aprobada por el Congreso 
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de la Ciudad de México en marzo de 2020. De igual forma impulsó la apro-
bación de la Ley Olimpia en la Ciudad de México para castigar con prisión 
a quienes graben y difundan contenido que dañe la intimidad sexual. Otros 
compromisos fueron la profesionalización de los funcionarios en ministerios 
públicos y en la Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México, así 
como la construcción de más senderos seguros, cuyo lema es “Camina Libre, 
Camina Segura” (Gobierno de la Ciudad de México, 2019; Notimex, 2019). 

Se trata de acciones urgentes y necesarias, empero, no debe pasarse por 
alto la omisión de funcionarios de alto nivel que propició el gran retraso en 
la conformación del Grupo de Trabajo, contraviniendo lo establecido en el 
marco normativo para atender la violencia contra las mujeres. De hecho, la 
visibilización de la violencia de género es el logro de las acciones de organi-
zaciones de la sociedad civil, de colectivos feministas y de la movilización 
ciudadana, pues la propia Claudia Sheinbaum mostró resistencia en atender 
las recomendaciones del Grupo de Trabajo (Pantoja, 2019). 

En la Ciudad de México, además de la violencia experimentada en la coti-
dianeidad, las mujeres se enfrentan a la violencia ejercida desde las institu- 
ciones. De acuerdo con la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de 
México (CDHCM), aunque en la capital del país se ha trabajado a favor de los 
derechos de las mujeres, “no se ha logrado romper con las inercias estruc- 
turales de las múltiples manifestaciones que permean la violencia” de género 
(CDHCM, 2019: 8). A las agresiones se suman las vejaciones a las víctimas 
y sus familiares que han decidido emprender el tortuoso camino por la exi-
gencia de la justicia. 

El feminicidio de Lesvy Berlín Rivera Osorio:  
entre la exigencia de justicia y la violencia institucional

Declaraciones de políticos como Francisco Barrio Terrazas en torno a los fe-
minicidios en Ciudad Juárez evidencian las inercias autoritarias y los valores 
misóginos, machistas y patriarcales que penetran el funcionamiento de las 
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instituciones políticas. Aunque es posible identificar variaciones de acuer-
do con la posición en el espectro ideológico, abundan los ejemplos de fun-
cionarios públicos y políticos que por medio del discurso público expresan 
posturas que limitan el ejercicio pleno de los derechos de las mujeres. Las 
instituciones encargadas de la procuración de justicia, y sus funcionarios, 
definen lo que debe ser considerado violencia de género desde el prejuicio y 
la misoginia, logrando la imposición de un proyecto hegemónico que mina los 
derechos de mujeres y niñas (Nayak y Suchland, 2006).

Los feminicidios de Fátima Cecilia e Ingrid Escamilla,6 ocurridos en febrero 
de 2020, motivaron una robusta movilización que se volcó a las calles para 
exigir justicia, sin embargo, la reacción de funcionarias y funcionarios de alto 
nivel dan evidencia de la falta de empatía e interés en atender las múltiples 
violencias contra las mujeres. Por ejemplo, Fátima Cecilia, de siete años de 
edad, no solo fue víctima de un feminicidio, sino de violencia institucional 
desde varias dependencias del gobierno de la Ciudad de México. Destaca 
el posicionamiento institucional del Sistema para el Desarrollo Integral de 
la Familia de la Ciudad de México (DIF-CDMX), en el que, por medio de un 
comunicado oficial en Twitter, se revictimizó a la familia de la niña, al dar 
a conocer el conjunto de descuidos y omisiones de las que fue víctima.7

6 El 8 de febrero de 2020 Ingrid Escamilla Vargas fue brutalmente asesinada y desollada por su 
pareja, Érick Francisco Robledo Rosas, quien confesó su delito en videograbación realizada por los 
agentes policiales que lo detuvieron. Este caso generó una ola de indignación debido a que una 
fotografía del cuerpo de la víctima en la escena del crimen fue filtrada a medios de comunicación 
de nota roja, los cuales, sin escrúpulos, la publicaron en primera plana bajo leyendas insensibles y 
sarcásticas como: “La culpa la tuvo cupido”, “¡Atroz!”, “Despiadado”. A su vez, la imagen circuló de 
manera inmediata en redes sociales como Twitter y Facebook, espacios donde se generó un debate 
en torno a la responsabilidad de los medios de comunicación en la doble victimización, así como en  
el papel cuestionable de los funcionarios encargados de la investigación de los feminicidios en México  
(Morán, 2020). Además de la interferencia negativa que dicha filtración podría provocar en el proceso 
judicial contra Robledo Rosas, las conversaciones en Twitter mostraron, nuevamente, las ideas  
y concepciones patriarcales sobre el papel que se considera deben cumplir las mujeres en nues- 
tra sociedad.

7 En el comunicado difundido en Twitter, el DIF de la Ciudad de México señaló lo siguiente: “[…] En el 
mismo mes, un trabajador social del DIF de la Ciudad de México, corroboró que la madre de la familia 
era atendida por una trabajadora social del DIF Nacional, quien admitió tener el mismo reporte de 
maltrato, realizando intervención social […] En julio de 2017, se recibió una llamada telefónica en 
el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia de la Ciudad de México, de quien dijo llamarse 
S.I.L.F. y ser tía de la niña F.C.A.A. de 4 años de edad, señalando que existía descuido y negligencia 
generado por la progenitora y padrastro, y solicitó orientación para el proceso de guardia y custodia 
de sus sobrinos, mismo que se le proporcionó, posterior a esa fecha no se tiene ninguna interacción 
con la solicitante (DIF-Ciudad de México, 2020). 
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Esta reacción institucional motivó una avalancha de críticas en redes so-
ciales, pues, al momento de su publicación, la Fiscalía General de Justicia 
de la Ciudad de México aún no contaba con información fidedigna sobre el 
paradero de la menor, no obstante, se apresuró a revictimizarla al culpar a 
los padres por su desaparición. En el mismo sentido, Ernestina Godoy, titular 
de esta dependencia, en entrevista telefónica con medios de comunicación, 
mencionó que: “el padre de la niña padece demencia senil, y su madre tie-
ne una enfermedad mental” (Chávez, 2020; Redacción ABC, 2020). Este y 
otros casos ilustran la violencia institucional ejercida desde las dependencias 
gubernamentales; violencia que se reproduce gracias al conjunto de valores, 
creencias e ideas que niegan la posibilidad del ejercicio de una ciudadanía 
plena para las mujeres. 

Los medios de comunicación masivos y, en particular, las redes sociales son 
espacios privilegiados que aportan información en torno a valores, ideas 
y creencias que se comparten sobre el feminicidio y sobre las diversas con-
cepciones de justicia y violencia de género. De hecho, además del feminicidio 
de Fátima Cecilia, destacan otros casos lamentables ocurridos en la capital 
acerca de los cuales se han pronunciado juicios de valor en las redes socia-
les. El feminicidio de Victoria Pamela Salas ilustra la discusión en torno a la  
responsabilidad de la víctima sobre el crimen cometido en su contra.

En otro caso, el 2 de septiembre de 2017 empleados de un hotel al sur de la 
Ciudad de México hallaron el cuerpo sin vida de Victoria Pamela Salas, de 
22 años. Trascendió que la joven fue asesinada con saña, y que el principal 
sospechoso era su exnovio, Mario Sáenz, conocido patinador, cuya legión 
de seguidores salió en su defensa en YouTube acusando a la víctima de con-
sumir drogas y tener un carácter agresivo (para más información sobre la 
revictimización de Victoria Pamela Salas véase Mafian TV, 2017). 

Ahora bien, centrarnos en el caso de Lesvy Berlín Rivera Osorio es relevante 
para los propósitos de este artículo debido a que la deliberación en torno 
a su feminicidio en las redes sociales puede aportar evidencia sobre la cultura 
política autoritaria y patriarcal de los funcionarios, así como de la violencia 
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institucional ejercida desde las dependencias encargadas de prevenirla, in-
vestigarla y atenderla. A su vez, y más importante, este caso permite identi- 
ficar cómo los funcionarios públicos, ya sea por evitar el complejo proceso 
que implica la investigación del feminicidio, por omisión o desinterés, definen 
lo que debe ser considerado como violencia de género. Recuperando a Nayak 
y Suchland (2006) es posible dar cuenta de proyectos e ideas hegemónicas 
patriarcales, misóginas y machistas que orientan el funcionamiento de las 
instituciones públicas y que, por tanto, limitan el ejercicio pleno de los dere-
chos de las mujeres. 

El 3 de mayo de 2017 fue encontrado el cuerpo de Lesvy Berlín Rivera Osorio, 
de 22 años, estudiante del Colegio de Ciencias y Humanidades, plantel  
Sur, de la UNAM, estaba a un lado de una caseta telefónica ubicada en 
Ciudad Universitaria. Su feminicidio ocurrió en una zona que en los últimos 
años ha sido foco de atención por los numerosos casos de violencia contra 
las mujeres, y por el incremento de la inseguridad (Flores, 2019; Mota et al., 
2017). De hecho, basta recordar el ominoso caso de Adriana Morlett, es- 
tudiante de la Facultad de Arquitectura de la UNAM, cuyo último rastro  
fue captado por las cámaras de seguridad de la Biblioteca Central para, fi-
nalmente, hallar su osamenta en un terreno cercano a la carretera México-
Ajusto. Desafortunadamente este feminicidio continúa en la impunidad 
(Cortés, 2017). 

Respecto al caso de Lesvy Berlín es necesario poner atención en las pri-
meras reacciones de las instituciones encargadas de investigar el hallazgo 
de su cuerpo, ya que el 4 de mayo de 2017, en su cuenta oficial de Twitter, la 
Procuraduría General de Justicia publicó cuatro mensajes, firmados por su 
titular, Rodolfo Ríos Garza: 

 #InformaPGJCDMX El día de los hechos, la pareja se reunió con varios amigos 

en CU, donde estuvieron alcoholizándose y drogándose. @rodolforiosg 

(PGJCDMXDF, 2017, citado en Redacción AN, 2017).
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 #InformaPGJCDMX El novio, con quien la víctima vivía, informó que él trabaja-

ba en el área de intendencia de la Preparatoria 6. @rodolforiosg (PGJCDMXDF, 

2017, citado en Redacción AN, 2017).

 #InformaPGJCDMX Su madre y su novio aseguraron que ella ya no estu-

diaba desde 2014, y dejó sus clases en CCH Sur, donde debía materias. 

@rodolforiosg (PGJCDMXDF, 2017, citado en Redacción AN, 2017).

 #InformaPGJCDMX La mujer hallada sin vida en jardines de las instalaciones 

de la UNAM, fue identificada por familiares. @rodolforiosg (PGJCDMXDF, 

2017, citado en Redacción AN, 2017). 

Los mensajes, éticamente incorrectos, evidenciaron las lógicas misóginas 
y discriminadoras que persisten en las agencias de investigación, donde es 
recurrente la culpabilización de las mujeres asesinadas, así como la revicti-
mización de sus familiares (CDHCM, 2019; Jiménez, 2018). De hecho, estos 
tuits fueron incluidos en la justificación de la solicitud de AVG para la Ciudad 
de México, sobre los que se afirmó lo siguiente: 

 El caso de L.B.R.O. visibilizó estas prácticas que se han documentado en 

muchos otros casos por parte de la PGJCDMXCdMx, pues fue la misma 

Dirección de Comunicación Social de PGJCDMXCdMx, con conocimiento 

del Procurador, quien colocó la noticia del feminicidio de L.B.R.O. en Ciudad 

Universitaria con afirmaciones revictimizantes que pretendían estigmatizar a 

la víctima, basadas en el dicho de quien debía ser el primer probable responsa-

ble, a la luz del Protocolo y de los hechos. Incluso a partir de esta información, 

la sociedad reaccionó con el hashtag #SiMeMatan ante la indignación que este 

actuar institucional provocó (Centro de Derechos Humanos Fray Francisco 

de Vitoria, Justicia Pro Persona, 2017, p. 22).

En los tuits se lanzaron una serie de aseveraciones basadas en las afirma-
ciones de Jorge Luis González Hernández, pareja sentimental de Lesvy 
Berlín, cuyo objetivo fue culpar a la víctima (“estuvieron alcoholizándose 
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y drogándose”), así como restar valor a su vida (“aseguraron que ella no es-
tudiaba […] y dejó sus clases en CCH Sur, donde debía materias”). Este po-
sicionamiento institucional se alejó del principio pro persona que exige a las 
autoridades guiarse por criterios que protejan los derechos humanos, es decir, 
“preferir la norma o la interpretación más favorable a la persona” (Secretaría 
de Gobernación, 2020). 

Ante la violencia institucional visible en la cuenta oficial de Twitter de la 
PGJCDMX, surgió una ola de críticas de distintos usuarios y organizaciones de 
la sociedad civil, con mensajes de indignación bajo la etiqueta #SiMeMatan,8 la 
cual se convirtió en tendencia en la red social. Debido a la presión en ese 
espacio, los tuits fueron inmediatamente eliminados, conllevando la renuncia 
de la directora general de Comunicación Social de la institución, María Elena 
Cárdenas Rodríguez (D’Ignazio y Klein, 2020; Redacción AN, 2017b). 

Las críticas expuestas en la red social pusieron atención en la criminaliza-
ción y revictimización de Lesvy Berlín, algunos usuarios destacaron frases 
usualmente empleadas en las instituciones de investigación y procuración 
de justicia para culpar a las víctimas de la violencia ejercida en su contra (La 
Izquierda Diario, 2017).9 También resaltaron mensajes de personajes podero-
sos en los medios de comunicación, quienes hicieron mofa del feminicidio de 
Lesvy Berlín. Por ejemplo, el director del periódico Excélsior, Pascal Beltrán del 
Río, publicó un mensaje sarcástico: “#SiMeMatan Revivo” (Beltrán del Río, 
comunicación personal, mayo 4, 2017). De manera inmediata varios usuarios 

8 En septiembre de 2017, Mara Castilla, estudiante universitaria, fue asesinada por un conductor de 
la plataforma Cabify. El caso, lleno de irregularidades, motivó movilizaciones en la Ciudad de México, 
Veracruz, Guadalajara y Puebla. En redes sociales nuevamente fue utilizado el hashtag #SiMeMatan 
para protestar por el feminicidio de la joven (Pedraza y Rodríguez, 2019). 

9 “#SiMeMatan dirán q x q soy actriz soy puta y era muy bocona siempre en vs del gobierno y seguro iba 
sola por la calle vestida provocativa” (Ibarra, comunicación personal, mayo 5, 2017). 

 “#SiMeMatan Terminará siendo por puta. Sin importar qué, siempre nos matan por putas” (Aqua_ae, 
comunicación personal, mayo 4, 2017). 

 “#SiMeMatan no importará si fue en casa, en la calle, en un bar, en la oficina, en el transporte [...] 
siempre dirán que fue mi culpa, por puta” (Soto, comunicación personal, mayo 5, 2017). 

 “#SiMeMatan dirán que era promiscua, conflictiva, feminazi, llegaba tarde todos los días, y se me 
ocurría andar en bicicleta” (_tempestad_, comunicación personal, mayo 4, 2017).
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lo criticaron al tildarlo de insensible y frívolo, viniendo de quien está a la cabe-
za de uno de los diarios más importantes de México. 

Ante la presión en redes sociales, el 5 de mayo de 2017, Rodolfo Ríos Garza 
publicó en su cuenta de Twitter la descalificación a lo previamente difun-
dido por la Procuraduría de Justicia: “Efectivamente rebasaron principios de 
#PGJCDMXCDMX; Comunicación Social ofrece una disculpa ante grave 
error @rodolforiosg @ManceraMiguelMX” (CNN Español, 2017; Redacción 
AN, 2017a). Además, difundió que: 

 Los tuits emitidos por Comunicación Social de @PGJCDMXDF_CDMX acerca 

de la muerte de una joven en la UNAM son inapropiados […] He instruido se 

retiren de inmediato de las redes, toda vez que son contrarios a protocolos 

y principios de la @PGJCDMXDF_CDMX […] Jamás, la conducta, la vida 

privada o la condición social de una víctima afectará una investigación. He 

instruido rectificar este grave error [sic] (CNN Español, 2017; Redacción AN, 

2017a). 

 En el mismo sentido, la procuraduría capitalina reculó: 

 Por instrucciones de @rodolforiosg retiramos de las redes los tuits inapro-

piados acerca de la muerte de una joven en #UNAM @ManceraMiguelMX” 

(Fiscalía CDMX (@FiscaliaCDMX), 2017b).

 Efectivamente rebasaron principios de #PGJCDMXCDMX; Comunicación 

Social ofrece una disculpa ante grave error @rodolforiosg @ManceraMiguelMX” 

(Fiscalía CDMX (@FiscaliaCDMX), 2017a). 

Este nuevo posicionamiento no frenó la movilización en los espacios público 
y virtual en contra de la violencia institucional y la revictimización de Lesvy 
Berlín. Lo interesante es que usuarias de Twitter criticaron la estigmatización 
reproducida por las instituciones encargadas de la investigación y la impar-
tición de justicia. Por ejemplo, es de conocimiento que cuando las víctimas 
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y/o familiares de violencia de género acuden al Ministerio Público para interpo-
ner la denuncia correspondiente, los funcionarios de esta dependencia emiten 
juicios de valor cuestionando si en verdad se está ante un hecho de violencia 
de género con frases que se han vuelto comunes como “se fue con el novio, al 
rato regresa”, “¿cómo ibas vestida?”, etcétera (Robles, 2010; Villegas, 2018). 

Asimismo, se hizo énfasis en la sociedad patriarcal, recriminando que se jus-
tifique el feminicidio como un castigo para aquellas que no reproducen los 
roles sociales tradicionales (quedarse en casa, no salir a altas horas de la 
noche, no vestir “provocativamente”, no tomar alcohol, etcétera). Es decir, 
por medio de Twitter se expusieron mensajes que, de alguna forma, critican 
las herencias autoritarias, entendidas como concepciones y prácticas que 
defienden la anulación de derechos para ciertos sectores sociales. A su vez, 
es posible identificar las inercias autoritarias que impiden transitar hacia una 
democracia social en la que haya plena igualdad entre hombres y mujeres en 
las distintas esferas de convivencia.

De manera simultánea, en el campus central de Ciudad Universitaria, el 5 de 
mayo de 2017 se organizó una protesta contra las declaraciones de la pro-
curaduría publicadas en Twitter. Al respecto, no perdamos de vista lo soste-
nido por el sociólogo Castells (2012) acerca de que las redes sociales deben 
concebirse como un instrumento más en la acción colectiva, y no como fin 
en sí misma o generadora de causalidad. No obstante, su rol fue fundamen-
tal en el cuestionamiento a la cultura política autoritaria y patriarcal que 
interfiere en la atención de los casos de feminicidio en los tres órdenes de 
gobierno (Piña y González, 2018). 

El feminicidio de Lesvy Berlín motivó la publicación de un posicionamiento 
por parte de la Rectoría de la UNAM estableciendo el compromiso de ac-
tuar con transparencia y firmeza para esclarecer “la muerte de Lesvy Berlín 
Osorio Martínez […] Indignación que nos provoca la tragedia que supone el 
fallecimiento de una mujer tan joven, es la cara de un México descolorido, 
lastimado y violentado. Su muerte representa todo lo que como sociedad no 
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queremos ser” (DGCS-UNAM, 2017). No obstante, este caso agudizó la 
crisis provocada por la violencia de género al interior del campus universitario, 
la cual no ha sido atendida satisfactoriamente. 

La visibilización en redes sociales y en el espacio público permitió captar la 
atención de organizaciones de la sociedad civil y colectivos sociales que 
llamaron a la celebración de marchas para exigir justicia por Lesvy (Centro 
de Derechos Humanos Fray Francisco de Vitoria, 2017). Destaca el respaldo de 
39 colectivos, encabezados por el Instituto de Justicia Procesal Penal, los 
cuales criticaron la actuación de la procuraduría, así como la violencia ins-
titucional ejercida contra Lesvy y su familia: “Al difundir información falsa y 
denigrante contra Lesvy, la Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de 
México interfirió en la libre determinación de su personalidad aun después 
de su muerte. Esto, además, nos pone a todas/os en riesgo potencial ante una 
situación semejante” (4 Vientos. Periodismo en red, 2017).

La disputa en torno al feminicidio de Lesvy Berlín rememora la lucha de Irinea 
Buendía en su exigencia por el respeto a la debida diligencia en la investiga-
ción del asesinato de su hija, Mariana Lima Buendía, ocurrido en 2010 en el 
Estado de México. Recordemos que a pesar de las visibles huellas de violen-
cia en el cuerpo de Lima Buendía provocadas presuntamente por su esposo, 
Julio César Hernández Ballinas, agente judicial en el Estado de México, la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de México sostuvo que la muerte 
se debió a un suicidio. Este argumento fue cuestionado por Irinea Buendía y 
por organizaciones de la sociedad civil, pues las características del cordón 
y de la superficie de la que este fue sujeto no podrían sostener el cuerpo de 
una persona (García, 2019; Zamora, 2015). En un fallo histórico, la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoció la violación sis-
temática al debido proceso, así como la falta de perspectiva de género y las 
omisiones del procurador del estado y de sus subordinados (Quintana, 2018). 
El caso de Irinea ilustra la disputa en torno al reconocimiento de la violencia 
de género y la violencia institucional de la que son víctimas los familiares de 
las mujeres asesinadas. 
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En cuando al caso de Lesvy Berlín, en julio de 2017, por medio del comunicado 
de prensa CS2017-584, la PGJCDMX dio a conocer la investigación en donde 
se afirmó que su muerte fue un homicidio simple doloso “toda vez que el 
acompañante (Jorge Luis González Hernández) de la víctima tuvo la posibi- 
lidad de evitar su deceso, incurriendo el imputado en la autoría de la hipótesis 
de comisión por omisión” (Milenio Digital, 2019). Lo anterior es delicado, 
pues, de acuerdo con la PGJCDMX, Lesvy se suicidó utilizando el cable de 
una cabina telefónica, a la vista de su entonces pareja, Jorge Luis González, 
quien, de acuerdo con la procuraduría capitalina, no hizo nada para impedir-
lo. El comunicado provocó reacciones negativas; destaca la del “Grupo de 
académicas expertas en perspectiva de género de la UNAM” que incidió 
en que los derechos de la víctima no fueron respetados ni garantizados;  
subrayaron que la familia no tuvo conocimiento previo del dictamen de la 
PGJCDMX, esto es, que no se les informó sobre el supuesto suicidio. 

Aunque el 6 de julio de 2017 Jorge Luis González fue ingresado al Reclusorio 
Preventivo Oriente, tiempo después quedaron al descubierto el conjunto 
de omisiones por parte de la Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de 
México. La familia de Lesvy, en particular su madre, Aracely Osorio, rechazó 
las declaraciones de la procuraduría por considerarlas revictimizantes y no 
apegadas a la perspectiva de género (Redacción AM, 2017). El acompañamien-
to de organizaciones fue una pieza central en la vigilancia a las indagatorias 
llevadas a cabo por la institución y permitieron visibilizar las prácticas antié-
ticas llevadas a cabo por funcionarias y funcionarios públicos, marcadas por 
una lógica autoritaria, patriarcal y misógina, violando la debida diligencia. El 
Centro de Derechos Humanos Vitoria y el OCNF señalaron a los funcionarios 
que participaron en la investigación, y que fueron omisos, como Marco 
Enrique Reyes Peña, extitular de la Fiscalía Central de Investigaciones para 
la Atención del Delito de Homicidio de la PGJCDMX (instancia encargada 
de investigar los homicidios en la Ciudad de México), quien fue ascendido 
como subprocurador de Averiguaciones Previas Centrales (Redacción Cimac 
Noticias, 2017). 
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Por medio de un peritaje independiente, el médico forense José Mario Nájera 
Ochoa, quien participó en el caso de Mariana Lima Buendía, señaló que 
la muerte fue provocada por estrangulamiento y no por ahorcamiento, que la 
víctima se encontraba bajo efectos farmacológicos y que ese hecho le impi-
dió defenderse (La Razón Online, 2019). Esta investigación independiente, así 
como las movilizaciones y la exigencia de los familiares de Lesvy, y particu- 
larmente de su madre Araceli Osorio, permitieron que, en 2018, el caso 
fuera reclasificado como feminicidio. La Procuraduría General de Justicia 
de la Ciudad de México tuvo que aceptar, un año después, que Jorge Luis 
González estranguló a Lesvy Berlín. 

En mayo de 2019 el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, 
por medio del director del Instituto Nacional de Ciencias Forenses, Felipe 
Edmundo Takajashi Medina, ofreció disculpas a la familia de Lesvy Berlín 
Rivera Osorio, afirmando que la necropsia no se apegó a la perspectiva de 
género y, además, no se realizó con dignidad y respeto: 

 A nombre el Instituto de Ciencias Forenses [sic] y de quienes intervinieron 

en la necropsia de Lesvy Berlín Rivera, mujer mexicana, hija, nieta, estudiante 

de la UNAM y amiga de muchas personas, ofrezco nuestra más sincera y 

sentida disculpa a su familia por las violaciones a sus derechos humanos que 

cometimos en su agravio (Mejía y Alzaga, 2019). 

Por medio del hashtag #JuicioLesvy, en Twitter se aglutinaron conversacio-
nes y mensajes, desde donde se dio seguimiento a la sentencia de Jorge 
Luis González Hernández. Algunos usuarios en la red social señalaron las 
complicaciones de exigir justicia en México, donde esta no llega de manera 
automática, pues: “[…] tienes que gritar, marchar, convocar a los medios para 
que se considere tu caso. Hoy Araceli Osorio la obtuvo, fue FEMINICIDIO, 
no fue suicidio como cobardemente se culpó a Lesvy, y se castigará al 
responsable #JuicioLesvy” (Larusso, comunicación personal, octubre 11, 
2019). Finalmente, después de dos años y medio, en octubre de 2019, Jorge 
Luis González fue declarado culpable del feminicidio de Lesvy Berlín, senten-
ciándolo a 45 años de prisión.
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Al centro, Araceli Osorio, madre de Lesvy Berlín.  
Fotografía de César Martínez López, del álbum Tomar la palabra como forma de resistencia: Marichuy  
y Araceli Osorio, 2017, colección CIMAC Foto.

Reflexiones finales 

La impunidad en la procuración de justicia en México para atender la violen-
cia contra las mujeres exige que organizaciones de la sociedad civil y fami- 
liares participen de manera activa en las investigaciones en torno a los casos 
de feminicidio. Las redes sociales, particularmente Twitter, pueden concebirse 
como mecanismos que permiten la difusión de información sobre actos 
de injusticia y revictimización cometidos desde las instituciones públicas; 
sin embargo, como ocurrió con los mensajes de la Procuraduría General 
de Justicia de la Ciudad de México también pueden ser reproductores de 
desigualdad, discriminación y otras violaciones a los derechos humanos. 

El feminicidio de Lesvy Berlín mostró los prejuicios que orientan las acciones 
de las instituciones encargadas de investigar este tipo de actos de violencia 
extrema contra las mujeres. En este sentido, la categoría cultura política es 
relevante para dar cuenta del poder de ideas, creencias y valores sobre la 
praxis política, en particular, sobre las acciones llevadas a cabo por los fun-
cionarios encargados de sancionar actos inadmisibles como el feminicidio. 
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Analizar los mensajes de la procuraduría capitalina en Twitter, así como 
el proceso de investigación del feminicidio de Lesvy Berlín Osorio Rivera, 
permitió identificar el conjunto de creencias y valores que guiaron el actuar 
de los funcionarios públicos. Estos mensajes fueron redactados con base en 
la información proporcionada por el feminicida de Lesvy Berlín, Jorge Luis 
González Hernández, revictimizándola, al emitir juicios de valor por estar 
“alcoholizándose y drogándose” y por no estudiar y “deber materias”. 

Las declaraciones de la institución de justicia vertidas en la ya menciona red 
social motivaron un debate en torno a la doble victimización de las mujeres 
asesinadas, dando pie a una discusión en la que se cuestionaron las herencias 
autoritarias sobre los roles de género y la responsabilidad de las víctimas en 
sus propios asesinatos. Aunque los mensajes de la procuraduría fueron eli-
minados, quedó al descubierto que las instituciones buscan a toda costa no 
investigar debidamente los feminicidios, defendiendo dictámenes que no tie-
nen sustento científico, como ocurrió en este caso. 

Sin embargo, es necesario abundar sobre las deliberaciones en Twitter, con 
el objetivo de identificar la reproducción de una cultura política autoritaria 
y patriarcal que influye en los comportamientos políticos de funcionarios y 
ciudadanos. Lo ocurrido con Ingrid Escamilla y Fátima Cecilia nos muestra 
una constante: la revictimización de quienes han sufrido un feminicidio. Las 
deliberaciones en la citada red social pueden aportar evidencia sobre los 
valores, las ideas y las concepciones defendidas por usuarios en torno a 
diversos temas; también permiten identificar cómo las muertes de las mu- 
jeres reciben atención, qué palabras se asocian a los feminicidios, así como 
qué justificaciones se construyen a favor de los perpetradores. 

La relevancia del caso de Lesvy Berlín para el debate en torno a la indebida 
atención a la violencia contra las mujeres en la Ciudad de México reside 
en que, además de ser incluido dentro de la solicitud de AVG, moti-
vó la Recomendación 1/2018, donde la Comisión de Derechos Humanos 
del Distrito Federal (CDHDF) destacó la falta de la debida diligencia, así 
como la negligencia de la que fueron objeto sus familiares (CDHDF, 2018). 
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Además, el feminicidio de Lesvy Berlín generó un debate en la comunidad de 
la Universidad Nacional Autónoma de México, donde la violencia de género 
no ha sido atendida de manera efectiva. 
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Introducción

En la última década (2010-2020) la participación de las mujeres chihuahuen-
ses en la política electoral –como candidatas a puestos de representación 
popular, tanto en los ejecutivos locales como en el Legislativo– ha cambia-
do sustancialmente. Su presencia ha ido en aumento. En 2013 el Congreso 
local estaba compuesto solo por 21.21% de mujeres; en el periodo 2016-
2018, por 51.52% y para 2018-2021 las mujeres congresistas tuvieron una 
leve disminución al representar 45.45% (Congreso del Estado de Chihuahua, 
2013-2016). Sin embargo, diversos trabajos sobre las mujeres chihuahuen-
ses concluyen que la representación numérica ha mejorado debido a la ley 
de cuotas y posteriormente con las de paridad, pero, en contraparte, la 
representación sustantiva aún resta mucho para ser una realidad, lo cual es 
consecuencia de que: “la cultura política patriarcal sigue exigiendo a la mujer 
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un comportamiento distinto al del hombre […] Solo cuando se logre esta 
igualdad cultural, la representación sustantiva será una realidad, pues ya no 
importará el género, sino el tema y las capacidades” (Rodríguez, Hernández 
y Moya, 2019: 644).

Ante este panorama, nos proponemos explorar las prácticas, discursos y sig-
nificaciones de lo político y la política en las mujeres chihuahuenses, de modo 
que permita comprender algunas interrogantes con relación a las ideas, las 
visiones y los pensamientos respecto a la democracia, las elecciones y, en ge-
neral, al sistema político en el cual realizan sus acciones. La cultura política de 
las mujeres chihuahuenses y la visión de estas sobre su propia significación y 
acción se construye en una doble interacción dinámica entre el sistema que 
las estructura y los propios actos de estas que transforman al sistema. 

El largo transitar de las chihuahuenses en búsqueda del respeto a sus dere-
chos y el acceso a espacios políticos es una historia de encuentros y desen-
cuentros, de vida e incluso de muerte. De su histórica e importante lucha en 
la Revolución mexicana –siempre invisibilizada por los hombres–, pasando 
por su trascendental papel en el ámbito político en la década de los ochenta 
desde las más diversas trincheras del ámbito político, pero con muy pocas 
oportunidades de tener acceso a los puestos públicos, hasta momentos in-
faustos y dolorosos como la violencia feminicida cuando se les asesinó por el 
simple hecho de ser mujeres, violencia de la que Ciudad Juárez fue el centro. 
No queremos decir, desde luego, que ese hecho ya terminó, pues lamenta- 
blemente sigue presente. Lo mostramos para contextualizar ese largo camino 
que ha tenido que recorrer la mujer chihuahuense para lograr algo tan básico 
como el ejercicio mismo del derecho al voto: el derecho a ser votadas en las 
mismas condiciones y circunstancias que los hombres. De esto da cuenta 
este texto.

El presente trabajo incorpora los resultados de un acercamiento cualitativo, es 
decir, de observar la cultura política como un armazón de significaciones, sím-
bolos e imaginarios, que se especifican en los discursos y las prácticas socia- 
les y políticas (Serret, 2013), de tal manera que se profundice en procesos 
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que el acercamiento cuantitativo no da cuenta, precisamente por su afán 
generalizador. A partir de su participación en cinco foros regionales, realiza-
dos en 2012 en Chihuahua, Hidalgo del Parral, Cuauhtémoc, Nuevo Casas 
Grandes y Ciudad Juárez, y de un conjunto de entrevistas, las últimas rea-
lizadas en 2020, se observaron sentimientos, discursos e incluso acciones 
que las mujeres desarrollaron de cara al sistema político o incluso en el siste- 
ma mismo.

El documento está estructurado en cuatro apartados; en el primero se des-
criben las características socio-demográficas del estado de Chihuahua y las 
mujeres que en él habitan, ello con la finalidad de contextualizar geográfica, 
social y políticamente; en el segundo se presenta una descripción de las mu-
jeres en el ámbito político; en el tercero se exponen algunos de los resultados 
obtenidos en los foros y las entrevistas realizadas a algunas mujeres de la en-
tidad, haciendo hincapié en los sentimientos, discursos y acciones que tienen 
hacia el sistema político en tanto su condición de género; y, finalmente, en el 
cuarto apartado se presentan algunas reflexiones en torno a lo presentado en 
esta investigación.  

Las mujeres en el estado de Chihuahua

Chihuahua se localiza al norte de México y tiene una superficie territorial 
de 247,455.29 km.2 Al norte limita con los Estados Unidos de América y 
hace frontera con los estados de Nuevo México y Texas; al oeste tiene co-
lindancia con Sonora y Sinaloa, mientras que al sur, con Durango y al este, 
con Coahuila. Tiene 67 municipios y 21,932 localidades urbanas y rurales. El 
territorio chihuahuense ocupa 12.6% de la superficie del territorio nacional 
con una densidad de población de 14.4 habitantes por kilómetro cuadrado. 

El número total de personas que habitan Chihuahua es de 3,556,574, de las 
cuales 1,752,275 son hombres (49.3%) y 1,804,299 mujeres (50.7%). Del 
total de mujeres del estado, 32.3% cuenta con secundaria terminada; 16.9%, 
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con la preparatoria y 12.3%, con la primaria incompleta, como se manifiesta 
en la gráfica 1. 

Gráfica 1
Escolaridad de las mujeres en Chihuahua

Gráfica 1. Escolaridad de las mujeres en Chihuahua

1.5 1.5
5.4

10.012.3 10.8
16.9

4.6 4.6

32.340.0

30.0

20.0

10.0

0.0

Nada

Secundaria incompleta

Preparatoria completa

Primaria incompleta

Secundaria completa

Carrera técnica completa

Primaria completa

Preparatoria incompleta

Licenciatura incompleta

Licenciatura completa

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENCUP 2012.

Según datos de la Encuesta Intercensal del INEGI (2015), Chihuahua tiene 
una tasa de alfabetización de 99.46% en mujeres y 99.50% en hombres, 
con una diferencia de -0.04 por debajo de la media nacional en la brecha 
de alfabetización de 0.13%. Respecto del estado civil, la gráfica 2 muestra que 
36.9% de la población femenina está casada; 36.2% está soltera y 13.1% vive 
en unión libre. 

De los 67 municipios con que cuenta el estado, para este estudio se escogió a 
los tres con mayor población y con mayor peso político, social y económico: 
Juárez, Chihuahua e Hidalgo del Parral. En el caso del primero, su población 
suma 1,391,180 habitantes, lo que representa 39.1% del total de la pobla-
ción estatal. No obstante ello, esta concentración poblacional se encuentra 
en un pequeño espacio del territorio estatal al cubrir su superficie tan solo 
1.4%, pero con una alta densidad de población al ocupar 399.2 habitantes 
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por kilómetro cuadrado, de los cuales son 98 hombres por cada 100 mujeres. 
La población tiene una edad promedio de 26 años y hay 51 personas en edad 
de dependencia por cada 100 en edad productiva. Por lo que hace al segundo 
municipio, Chihuahua, capital del estado, cuenta con 878,062 habitantes que 
representan 24.7% de la población total de la entidad y aquí hay 94 hombres 
por cada 100 mujeres; la edad promedio es de 29 años, la mitad de la pobla-
ción está en este rango o menos, y hay 47 personas en edad de dependencia 
por cada 100 habitantes. Territorialmente este municipio representa 3.4% de 
la superficie estatal, con una densidad de población de 104.8 habitantes por 
kilómetro cuadrado. En el caso de Hidalgo del Parral hay 109,510 habitantes, 
lo que representa 3.1% de la población estatal y donde 48.6% son hombres 
y 51.4% son mujeres. En cuanto a la relación hombres-mujeres, hay 94 hom-
bres por cada 100 mujeres. La edad promedio es de 28 años y hay 50 perso-
nas en edad de dependencia por cada 100 en edad productiva. Su territorio 
ocupa 0.8% del estatal con una densidad de población de 56.9 habitantes 
por kilómetro cuadrado.

El municipio de Hidalgo del Parral cuenta con 109,510 habitantes que re-
presentan 3.1% de la población total de la entidad, con una relación de 94.5 
hombres por cada 100 mujeres. Del total de habitantes, 48.6% son hombres 
y 51.4% son mujeres. La mitad de la población de este municipio tiene 28 
años o menos y hay 50 personas en edad de dependencia por cada 100 en 
edad productiva. La extensión territorial es de apenas 0.8% con una densi-
dad de población de 56.9 habitantes por kilómetro cuadrado. Sobre el estado 
civil de las mujeres, la mayor parte de ellas se encuentran casadas, 36.9%, y 
solteras, 36.2%; mientras que 6.2% están divorciadas, 7.7% son viudas 
y 13.1% está en unión libre (ver gráfica 2).

La desigualdad entre las mujeres y los hombres de la entidad se ve reflejada 
en las diversas encuestas e investigaciones que se han realizado tanto a nivel 
federal como estatal. En primer lugar, sobre las condiciones de discriminación 
que viven las mujeres en algunas ciudades de la entidad, principalmente en 
Juárez, como lo muestra la Encuesta Nacional de Discriminación (ENADIS, 
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CONAPRED, 2010) que representa la forma en que el sector femenino de la 
Región Norte con urbanización media alta es discriminado. El estudio com-
prendió los estados de Chihuahua, Sinaloa y Sonora. 

Gráfica 2
Estado civil de las mujeres en Chihuahua
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Gráfica 2. Estado civil de las mujeres en Chihuahua

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENCUP 2012.

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones 
en los Hogares 2016 (ENDIREH) del Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía (INEGI), en el estado de Chihuahua 43% de las mujeres sufre de 
violencia de pareja a lo largo de su relación. Un alto porcentaje, 68.8%, sufre 
algún tipo de violencia, dos puntos más de la media nacional que se ubica 
en 66.1%, según la misma encuesta. A nivel nacional, según la ENDIREH 
(2016), 49% de las mujeres sufrieron violencia emocional; 34%, física; 
41.3%, sexual y 29% económica, patrimonial y discriminación.

En respuesta a ello se creó el Instituto Chihuahuense de las Mujeres 
(ICHMUJERES) a fin de atacar este y otros problemas de violencia contra 
este sector de la población. El instituto actualmente cuenta con 11 Centros de 
Atención a la Violencia Contra las Mujeres en las poblaciones de Chihuahua, 
Ciudad Juárez, Cuauhtémoc, Camargo, Nuevo Casas Grandes, Guachochi, 
Creel, Parral, Ojinaga, Madera y Morelos; así como dos Centros de Justicia 
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para las Mujeres: uno en Chihuahua y otro en Ciudad Juárez, además de tres 
módulos itinerantes en Camargo, Nuevo Casas Grandes y Creel.

Aun cuando la tasa de alfabetización es similar en las mujeres (95.86%) 
y en los hombres (96.25%), la de matrícula (de primaria a licenciatura) es 
mayor en las mujeres (67.14%) que en los hombres (64.61%), si bien es una 
variación relativamente muy baja; asimismo, y de acuerdo con el Índice de 
Desarrollo relativo al Género (IDG), el estado de Chihuahua muestra cómo 
las mujeres en esta entidad tienen un trato asimétrico en relación a los 
componentes del ingreso, es decir, las mujeres obtienen 34% menos ingreso 
que los hombre en un puesto igual (INEGI, 2008: 2).

Un sector tradicionalmente olvidado en los estudios de la mujer es la pobla-
ción indígena. De hecho, hay pocos trabajos sobre su situación en Chihuahua. 
Así, en 2010, el Instituto Chihuahuense de la Mujer y la Comisión Nacional 
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas llevaron a cabo la Encuesta sobre 
Violencia hacia las Mujeres Indígenas en el Estado de Chihuahua, algunos de 
cuyos principales hallazgos fueron los siguientes:

• Dos de cada 10 indígenas en zona urbana son golpeadas. 
• Cuatro de cada 10 son víctimas de algún tipo violencia. 
• En los eventos de violencia o conflicto fuerte entre la pareja generalmen-

te los hijos se encuentran presentes, recibiendo agresiones en casi dos 
de cada 10 casos. 

• Cuatro de cada 10 mujeres indígenas que tienen pareja y viven en la 
zona urbana afirmaron que han recibido algún tipo de agresión por 
parte de su pareja.

• Dos de cada 10 reciben amenazas de golpes; de igual forma dos de 
cada 10 mujeres son golpeadas. 

• El porcentaje de mujeres que son golpeadas cuando su pareja bebe es 
de 17.4% y en la zona rural se llega a 31%. 

• Un dato que llama la atención es que, según el punto de vista de sus 
parejas, la segunda causa por la que las mujeres son golpeadas es 
porque hacen cosas que los molestan. 
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En todo caso –si cabe la expresión– es alentador conocer que la mayor parte  
de las mujeres considera que los golpes, gritos e insultos no deben ser parte de  
la relación de pareja; desalienta, en cambio, que tanto en las zonas urbanas 
como en las rurales las mujeres coinciden en que la violencia entre la pareja 
se ha incrementado en los últimos años. De acuerdo con Saldaña:

 […] mientras la violencia no se desnaturalice, poco se puede lograr. La violen-

cia tiene anclajes estructurales y culturales que es necesario trastocar. Ya es 

tiempo de pensar en acciones auténticamente transformadoras para poder 

eliminar la violencia contra las mujeres. Para erradicarla se requieren acciones 

preventivas eficaces, atención pertinente y de calidad y sanciones expeditas 

y la prevención nunca será eficaz si no se sustenta en los principios de la 

educación con enfoque de género (Saldaña, 2020).

De acuerdo con la Mesa de Mujeres de Juárez, una de las más serias y longe-
vas organizaciones de la sociedad civil de la frontera, de enero al 30 de abril 
de 2020 se habían registrado 59 homicidios en contra de mujeres, mientras 
que, en el mismo periodo, pero de 2019 se contabilizaron 47 asesinatos, es 
decir, 25% más. De estos delitos, tan solo en el mes de abril de este 2020, se 
cometieron 25 homicidios, mientras que en 2019 hubo 15, lo cual representa 
un aumento de 66%, de acuerdo con datos recabados por esta organización 
en informes de la Fiscalía General del Estado de Chihuahua.

La actual pandemia que vivimos provocada por el coronavirus SARS-CoV2, 
que produce la enfermedad conocida como COVID-19, no ha sido obstáculo 
para que la violencia contra las mujeres esté presente. De acuerdo con la Red 
Mesa de Mujeres, con información oficial obtenida de la fiscalía estatal, del 
16 de marzo al 21 de abril de 2020 se registraron 17 asesinatos de mujeres en 
Ciudad Juárez y 209 en todo el país. En este sentido, Juárez es el municipio 
que ocupó el primer lugar en feminicidios a nivel nacional en 2018, según 
cifras del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. De 
acuerdo a esta instancia, en ese año, Juárez registró 129 víctimas de homici-
dio agravado, de las cuales solo 30 fueron considerados como feminicidios.
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Es importante aclarar que se considera feminicidio cuando la víctima presen-
ta signos de violencia sexual de cualquier tipo, se le hayan infligido lesiones, 
mutilaciones o cualquier otro acto que atente contra la dignidad humana, por 
misoginia o que existan antecedentes o datos que establezcan que el homicida 
ejerció sobre la víctima cualquier tipo de violencia, según el Código Penal del 
Estado de Chihuahua, el cual establece penas de 30 a 60 años de prisión por 
este delito.

Aunado a lo anterior está el aumento de la violencia política, tanto por razo-
nes de género como en otras manifestaciones, por ejemplo, impedir el voto, la 
destrucción de materiales de campaña, las presiones para que renuncien a su 
cargo (fenómeno conocido como las Juanitas), descalificaciones a su desem- 
peño, amenazas en las redes socio-digitales, mensajes violentos y el uso de la 
violencia física, sexual y su manifestación extrema, el asesinato.

En ese sentido, definimos a la violencia política como:

 […] cualquier acción, conducta u omisión –incluida la tolerancia– realizada en 

forma directa o a través de terceros que, basadas en su género, cause daño  

o sufrimiento a una o varias mujeres, y que tenga por objeto o resultado menos-

cabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos políticos 

(OEA, 2017: 26-27). 

La Asamblea de las Naciones Unidas, en su Declaración sobre la Eliminación 
de la Violencia contra la Mujer, señala que, por violencia contra la mujer, 
se debe entender: 

 [...] Todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que 

tenga o pueda tener como resultado o sufrimiento físico, sexual o sicológico 

para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación 

arbitraria de la libertad tanto si se producen en la vida pública como en la vida 

privada […] (CEDAW, 1993: 2).
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Las definiciones anteriores nos permiten clarificar conceptualmente el con-
texto en que las mujeres realizan su actividad, es decir, en un entorno de 
violencia generalizada contra ellas que se ha extendido al ámbito político. 
De ello tratamos a continuación.

En el proceso electoral 2017-2018, en Chihuahua, 2,878 mujeres compitieron 
como candidatas propietarias o suplentes a un cargo de elección popular; 316 
lo hicieron por una presidencia municipal, 2,066 por una regiduría, 295 por una 
sindicatura (en Chihuahua es una elección separada), mientras que 145 com-
pitieron para ser diputadas de mayoría relativa y 56, por tener un escaño de 
representación proporcional, de acuerdo con un informe del Observatorio 
de Participación Política de las Mujeres de Chihuahua.

Su camino no ha sido fácil ni ha estado exento de tropiezos, pero aun así 
un cúmulo de leyes, aprobadas a lo largo de este tiempo, han hecho posi-
ble que cada día más y más mujeres puedan acceder a puestos de elección 
popular. Entre esas leyes se encuentran, a nivel federal, la Ley General para 
la Igualdad entre Mujeres y Hombres (de 2006) y la Ley General de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (de 2007); mientras que en 
el ámbito local se cuenta con la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres 
del Estado de Chihuahua y la Ley Estatal del Derecho de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia, además de contar con un Comité para la Eliminación 
de la Discriminación contra la Mujer y la Unidad de Igualdad de Género en 
el Congreso del Estado (H. Congreso del Estado de Chihuahua 2018-2021, 
12 de diciembre de 2019). 

No obstante, la lucha para proteger y dotar de ordenamientos jurídicos que 
le den certeza a su participación electoral, previo a las elecciones de 2018, 
Chihuahua se convirtió en uno de los estados con mayor violencia política, 
traducida en asesinatos de candidatos y candidatas a cargos de elección 
popular. De acuerdo con la consultora Etellekt, en el territorio mexicano 
fueron asesinados, entre 2017 y 2018, 196 políticos en el todo el país, de los 
cuales, ocho correspondieron a Chihuahua. 
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La lista de candidatos o dirigentes partidistas asesinados entre 2017  
y 2018 es la siguiente: 1. Kenia Lucero Fierro, dirigente de PRI municipal en 
Batopilas, municipio de la sierra de Chihuahua; 2. Jesús Moncada Campos, 
líder de Morena en Cuauhtémoc, otro municipio serrano; 3. Eduardo Aragón 
Caraveo, líder del Partido Encuentro Social (PES) en Chihuahua capital; 
4. Liliana García, candidata número uno en la planilla de regidores del PRD 
en el municipio de Ignacio Zaragoza; 5. Guadalupe Payán, tesorero munici-
pal de Ignacio Zaragoza y precandidato a la presidencia municipal de Casas 
Grandes; 6. Jesús Manuel Moncada, candidato por Morena a la presidencia 
seccional de Anáhuac, del municipio de Cuauhtémoc; 7. El médico Blas 
Godínez, quien fuera electo como alcalde de Gómez Farías por los partidos 
Encuentro Social, del Trabajo y Morena, fue atacado y muerto a balazos en 
su consultorio y por tanto no pudo tomar posesión de su cargo; y finalmente, 
8. Hiram Apolo Contreras Herrera, exdiputado y aspirante a la presidencia 
del Comité Directivo Municipal del Partido Acción Nacional en el municipio de 
Juárez. Ninguno de estos asesinatos, hasta el momento, ha sido esclarecido. 

Mujeres y política en Chihuahua

En materia política el estado vive periodos muy intensos. De hecho, se reco-
noce a Chihuahua como precursor de la democratización del país, a partir de 
las luchas político-electorales que se desarrollaron en los ochenta, esto sin 
contar su participación en las épocas de la Reforma y la Revolución. También, 
no debemos omitirlo, ha sido escenario de múltiples violencias.

El feminicidio, la violencia homicida vinculada al crimen organizado, expre-
siones presentes a lo largo y ancho del territorio chihuahuense, se multi-
plicaron en su principal centro de población, Ciudad Juárez, la que por esta 
razón llegó a ser considerada la ciudad más violenta del mundo en 2008, con 
la tasa más alta de homicidios dolosos en el mundo: 139 por cada 100 mil 
habitantes. Superó así a Caracas, Venezuela, que tenía una tasa de 130 por 
cada 100 mil habitantes. Al concluir este año fueron asesinadas en Juárez 
1,940 personas. La violencia estructural ejercida en contra de sus habitantes 
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y la progresión de delitos nos llevó a nombrar al periodo iniciado en 2008 
como el tiempo espacio de las violencias, “donde las deficiencias del pasado 
y la violencia estructural ejercida sobre la población juarense se manifes-
taron y combinaron con otras expresiones” (Pacheco, Rodríguez y Pineda, 
2013: 203). Aunado a la creciente violencia política por razones de género, tal 
como lo señalamos en páginas anteriores. Paradójicamente, en este esce-
nario, las mujeres han devenido en protagonistas. No se hace referencia con 
esta expresión a su condición de víctimas del ejercicio de las violencias, a las 
cuales muchas mujeres y sus familias han sido sujetas, sino a las luchas y al 
liderazgo que han asumido, resultado de sus procesos de reflexión y/o por 
la necesidad de hacer frente a las condiciones que les exigen actuar por sí, 
para sí y todavía, por y para las demás personas, de hecho, usualmente de 
manera predominante, por estas.

Evidencia de esto son las luchas que las mujeres han sostenido en deman-
da de justicia para sus hijas, así como de castigo para sus victimarios y los 
servidores públicos que fueron omisos en el desempeño de sus encargos.1 
Nos referimos a las mujeres que a través de la participación social formaron, 
constituyeron y dirigen organizaciones sociales que atienden diversas pro-
blemáticas; o aquellas que se involucraron en las jornadas de participación 
política de los años ochenta del siglo XX (Hernández, 2004; Barrera y 
Venegas, 1992; Barrera, 1994).

En este sentido, se entiende lo que expresó una de las participantes en el foro 
que se desarrolló en Ciudad Juárez en 2012, en el marco De la participación 
política de las mujeres hacia su representación popular: avances y retrocesos en los 
municipios del estado de Chihuahua 1983-2010: “yo siento que es la paradoja, 
desgraciadamente de la manzana podrida salen grandes frutos, yo creo que 

1 Véase la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre el Caso González y Otras 
(“Campo Algodonero”) vs. México (16 de noviembre de 2009), que entre otras declaraciones señala: 
“El Estado incumplió con su deber de investigar –y con ello su deber de garantizar– los derechos a la 
vida, integridad personal y libertad personal, consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1. de 
la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 7.b y 7.c 
de la Convención Belém do Pará”, en perjuicio de las víctimas.
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los grandes avances que hemos tenido bajo bases muy tristes, es que yo diría 
que la mujer está mejor posicionada que hace 20 años”.

Las experiencias de las chihuahuenses en el ámbito de la representación po-
pular denotan la prevalencia de condiciones que favorecen la inequidad en 
entornos institucionales en los cuales hay un predominio masculino. Como 
en otras dimensiones de la experiencia humana, sea en el ámbito familiar, eco-
nómico, cultural, académico o social, las condiciones de inequidad que sue-
len enfrentar la mayoría de las mujeres expresan la impronta de un orden que 
reconoce en los hombres lo que a las mujeres se les niega u obstaculiza.

En ello coincide Marta Lamas (2006), quien considera que: “en la actualidad, 
a pesar de los espacios ganados y de las indudables excepciones, el mundo de la 
política sigue siendo básicamente masculino”. En concordancia, el Programa 
Chihuahuense para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 2011-2016, reconoce: 

 La participación y representación política son algunos de los aspectos que 

presentan mayor desigualdad entre hombres y mujeres. El avance ha sido muy 

poco significativo en los últimos años. La subrepresentación de las mujeres 

en las esferas políticas y de toma de decisiones sigue siendo la norma a nivel 

nacional y estatal (2014: 11).

Es de destacar que en este ámbito se han logrado avances relevantes, como 
la sentencia SUP-JDC-12624-2011, que dio pie a que: 

 […] en las elecciones de 2012, por primera vez en la historia de la democracia 

mexicana las mujeres tuvieron la real posibilidad de no solo […] ser nominadas 

como candidatas a puestos de elección popular, sino de ejercer legítimamente 

su derecho a representar, derecho que les había sido escatimado por muchos 

años (citado en Varela y Pacheco, 2014: 3).

Los efectos positivos de esta sentencia se manifestaron en varios estados 
en los que se realizaron elecciones en 2012, así como en la elección federal 
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del mismo año, como registra Blanca Olivia Peña, en el texto coordinado por 
Varela y Pacheco (2014: 41), donde se indica que el resultado de los cómpu-
tos distritales dio cuenta de la elección de 44 senadoras propietarias y 184 
diputadas, lo que representó 33 y 37% del total de integrantes del Congreso 
de la Unión, respectivamente.

El impulso a la equidad de género que siguió a la sentencia 12624 del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) se materializó con la 
reforma electoral de 2013-2014, a partir de la cual se establece la paridad 
de género y evita que se asigne a las mujeres distritos electorales donde sus 
partidos hubieran sido derrotados en el proceso electoral previo, amén de 
prevenir que se repitan prácticas deleznables como el caso de las Juanitas. 
Cabe mencionar que esta normatividad de orden federal enfrentó resisten-
cia en algunas entidades, Chihuahua incluida, situación que tuvo una sólida 
respuesta por parte de las mujeres.

El 4 de abril de 2013 el Consejo General del Instituto Estatal Electoral de 
Chihuahua (IEE Chihuahua) aprobó los lineamientos y criterios para el regis-
tro de candidatos a diputados, miembros del ayuntamiento y síndicos para el 
proceso electoral 2013-2014. En el párrafo 3 del artículo 131, de la Ley Estatal 
Electoral, se avaló no obligar a los partidos a presentar cuota de género en 
sus candidaturas bajo el argumento de que quedaban fuera de este precep-
to “las candidaturas que sean resultado de un proceso de elección demo-
crático, conforme a los estatutos del partido”. Además, el Consejo General 
del IEE aprobó el párrafo 4 del artículo 133 de la misma ley, que avalaba el 
nombramiento de suplentes en la lista de regidores “sin ser obligatoria dicha 
alternancia”.

Sin embargo, los magistrados del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua 
ordenaron que la cuota de género debía cumplirse tanto en el caso de los 
propietarios como en el de los suplentes. También ordenó modificar los pun-
tos 2.1.1 y 2.2.2 de los lineamientos impugnados para que, por lo que hace 
a la cuota de género (50%), en el caso de las candidaturas a diputados por 
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ambos principios, cada una de las fórmulas (propietario y suplente) de- 
bería integrarse por candidatos del mismo sexo, de acuerdo a la senten- 
cia emitida.

Ante esta situación, el Movimiento Estatal de Mujeres de Chihuahua –un 
amplio movimiento feminista que agrupa a mujeres de diversas tendencias 
ideológicas principalmente de la ciudad de Chihuahua– impulsó una acción 
tendiente a reconocer la paridad de género sin restricciones interponiendo 
una queja ante el máximo tribunal electoral del país. La queja fue promovida 
por dos militantes del PAN y dos del PRD: Alma Ivette Rodríguez Chacón, 
Monserrat Elvira Villarreal Torres, Olivia Alicia Sáenz Estrada y Blanca Amelia 
Gámez Gutiérrez, identificadas en los expedientes como SG-JDC-48 (49, 
50 y 51)/2013. Una vez analizado el caso, el TEPJF ordenó al IEE Chihuahua 
respetar la paridad de género establecida en 50-50, y eliminar la “excepción 
aprobada por el Consejo General del IEE para la elección de candidatos del 
actual proceso estatal”.

Mónica Aralí Soto Fragoso, presidenta de la Sala Regional Guadalajara del 
TEPJF, presentó el proyecto de sentencia en el juicio para la protección de 
los derechos político-electorales del ciudadano. La orden a la autoridad elec-
toral de Chihuahua fue de un plazo de 48 horas. Esto obligó a los partidos 
a modificar sus criterios de elección, una vez que el miércoles 15 de mayo 
ya habían presentado su plataforma electoral para el proceso del 7 de julio. 
Las modificaciones afectaron dos porciones normativas de la Ley Electoral 
del estado y dos apartados de los lineamientos, ya que, a su juicio, violaban 
el marco legal y convencional en materia de derechos humanos en cuanto 
a la equidad de género.

Aunque las demandantes querían que su queja llegara a la Sala Superior del 
TEPJF –donde se dictó la histórica sentencia 12624/2011 sobre cuotas 
de género– y así evitar que la Sala Regional de Guadalajara cometiera una 
eventual contradicción de criterios, las y los magistrados consideraron que ya 
se habían pronunciado respecto a este tema.
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Por ello el asunto quedó en la Sala Regional, la cual resolvió a favor de las 
querellantes. La resolución elaborada por la magistrada presidenta, Mónica 
Aralí Soto Fregoso, señalaba que la expresión de alternancia en el artículo 
133 de la Ley Electoral estatal era inconstitucional y, por tanto, debería ser 
declarada inaplicable en las elecciones del 7 de julio de 2013 en Chihuahua.

La magistrada dio la razón a las demandantes que consideraron que el prin-
cipio de paridad no puede estar sujeto a una interpretación reduccionista 
de la autoridad electoral con el pretexto de que los candidatos son selec-
cionados en un procedimiento democrático. En este sentido, el Pleno de la 
Sala Regional determinó no aplicar las dos porciones normativas de la Ley 
Electoral del estado y de los lineamientos del Instituto Estatal Electoral de 
Chihuahua por violar el marco legal y convencional en materia de derechos 
humanos, relacionados con la equidad de género, con lo que se sostuvo el 
criterio de la Sala Superior del TEPJF.

En la sesión, las y los magistrados consideraron que los lineamientos de-
bieron estar redactados de tal forma que fuera evidente la obligación de los 
institutos políticos y coaliciones de integrar sus fórmulas de candidatos a 
regidores y diputados locales, con 50% de personas del mismo sexo, para 
cumplir con la cuota de género.

Tras el fallo del máximo tribunal, prácticamente todos los partidos políticos tu-
vieron que modificar sus candidaturas, especialmente la conformación de las 
listas para acceder a los puestos de representación proporcional. Resultado 
de la elección, las mujeres estuvieron a un paso de encontrar la ansiada pari-
dad de género como resultado del propio proceso electoral. Tras efectuarse 
las elecciones estatales de 2013, fueron 14 mujeres las que tuvieron un lugar 
en el Congreso local, a dos o tres –dado que son 33 diputados– de alcanzar el 
50% en la representatividad electoral.

Aquí hay que precisar que ese 50% solo se refiere a las candidaturas y no 
necesariamente debe alcanzar en las votaciones, donde quien decide es el 
elector. Lo que se afirma párrafos arriba se dio de manera natural, dada la 
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gran cantidad de mujeres que participaron en las elecciones de 2013, produc-
to de ese fallo del máximo tribunal electoral del país. 

Así, la LXIV Legislatura estatal que inició funciones el primer día de octubre 
de 2013 tuvo el mayor número de mujeres que hasta ese momento haya 
tenido un Congreso local en Chihuahua: 14 diputadas, equivalente a 42.4% 
del total de espacios de representación popular, la cifra más cercana al 50-50 
que postula la Ley Electoral del estado como acción afirmativa. 

En la Legislatura siguiente (2016-2018) las mujeres lograron no solo la pari-
dad, sino la mayoría en términos numéricos al ocupar 17 escaños, por 16 de 
los hombres para el periodo. Como resultado de la elección de 2018, del total 
de diputadas locales, 11 fueron de mayoría y cuatro de representación propor-
cional, igual a la mayor cantidad de legisladoras en la historia de Chihuahua. 
Con esas 15 curules las mujeres representan 45.45% de las curules posibles 
en el Congreso. En la gráfica 3 se muestra el recorrido que han realizado las 
mujeres desde 1992 hasta 2018.

Gráfica 3
Chihuahua: Diputaciones, por periodo legislativo y sexo (1992-2018)
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Gráfica 3. Chihuahua: Diputaciones, por periodo legislativo y sexo (1992-2018)

Fuente: Elaboración propia con datos del Congreso de Chihuahua.
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La importancia de estas reformas para la participación y el acceso de las mu-
jeres a cargos de representación popular en el estado de Chihuahua no tiene 
su correlato en los ayuntamientos, sindicaturas y la gubernatura. Por ejem-
plo, entre 1998 y 2013, de los 67 ayuntamientos, solo en 13% de ellos había 
gobernado una mujer y en la elección de 2016, solo en el 37% de ellos 
accedió una mujer. Entre 1992 y 2018 solo una mujer ha gobernado la capital 
del estado, electa en el proceso electoral 2017-2018. En el mismo sentido, 
hasta 2020 ninguna mujer en la historia de Chihuahua ha sido electa al cargo 
de Ejecutivo estatal e incluso en el más reciente proceso (2015-2016), ninguna 
mujer fue postulada por los partidos políticos contendientes.

Estos antecedentes permiten comprender de mejor manera el orden de 
género presente en la cultura política que enfrentan las mujeres chihuahuen-
ses. Lo que esto significa, algunos de sus discursos y de sus prácticas se com-
parten a continuación.

Prácticas, discursos y significaciones en la política

En este segmento partimos del haz de orientaciones políticas que indica 
Almond (1990: 203), “componentes cognitivos, afectivos y evaluativos que 
incluyen conocimientos, creencias sobre la realidad política, sentimientos 
políticos y compromisos con los valores políticos” con una perspectiva que 
rescata los discursos sobre la democracia, las experiencias prácticas que se 
generan en un contexto subnacional y los significados que para las mujeres 
tienen la política y lo político; asimismo hacemos un acercamiento cualitativo 
a algunos elementos de la cultura política de las mujeres chihuahuenses, de 
acuerdo con la perspectiva clásica de Almond y Verba (1963), del paradig-
ma cívico (López y Tamayo, 2013), así como de las posteriores revisiones 
y actualizaciones del concepto de cultura política (Almond y Verba, 1980; 
Almond y Powell, 1972 y Almond, 1990).

Las experiencias de las chihuahuenses en el ámbito de la representación po-
pular denotan la prevalencia de estrategias que favorecen diversas formas 
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de inequidad en un entorno institucional con un predominio masculino. Este 
hecho, reconocido a través del establecimiento de cuotas de género, forma 
parte de otras expresiones sociales de desatención a las problemáticas plan-
teadas por ellas. Paradójicamente, los múltiples rezagos y su magnitud se 
enmarcan en el texto legal y las dependencias gubernamentales en que 
se les reconoce. De ahí que sus encuentros y desencuentros tengan como 
base el reconocimiento de sus avances, así como las expectativas que no han 
logrado concretarse.

En este sentido se puede hacer referencia al surgimiento del sujeto colectivo 
que se engloba bajo la denominación luchas de las mujeres chihuahuenses, 
el que habrá de manifestarse en la arena política y el activismo social. 
Podemos asumir que, como observaban Barbieri y Oliveira: 

 La crisis de los modelos y las formas de ser que se da junto con la búsqueda 

de nuevas identidades femeninas no es en sí misma un proceso de ampliación 

y difusión de los movimientos feministas. Pero estos han creado espacios de 

reflexión y acción donde muchas mujeres logran rearticularse como indivi-

duos, armarse de nuevos modelos y surgir como sujetos (1986: 23). 

En el caso y contexto que nos ocupa, la presencia de las mujeres, la difusión 
de sus demandas y sus avances, han adquirido cada vez un mayor protago-
nismo, si bien no es menos cierto que violencia familiar, femicidio2 y feminicidio 
constituyen pasivos que exigen ser desagraviados.  

Es importante señalar que, metodológicamente, el trabajo abreva de las si-
guientes técnicas cualitativas aplicadas en un periodo temporal que abarca 
desde 2012 hasta 2020. Iniciando con un conjunto de foros en 2012, efectua-
dos en cinco de los principales municipios de la entidad (Juárez, Chihuahua, 
Cuauhtémoc, Hidalgo del Parral y Nuevo Casas Grandes), ello permitió 

2 Se entiende por femicidio la muerte violenta de mujeres provocada por asesinato u homicidio. Se 
distingue del concepto de feminicidio, en que este identifica su motivación en el género de la víctima: 
la muerte violenta de mujeres causada por hombres y motivada por el hecho de ser mujeres.
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rescatar una representación de más de 65%; se condujeron 30 entrevistas: 
15 en 2012, 10 en 2015; 10 en 2019 y tres en 2020; igualmente se llevó a cabo 
una mesa de diálogo en 2019 donde participaron diputadas, alcaldesas y re-
gidoras de 21 municipios del estado (IEE-Chihuahua, 27 de marzo de 2019).

Es de resaltar que este seguimiento cualitativo de la participación, represen-
tación y cultura política de las mujeres en la entidad, producto de la conti-
nuidad de la investigación auspiciada por el fondo Conacyt-Inmujeres “De la 
participación política de las mujeres hacia su representación popular: avan-
ces y retrocesos en los municipios del estado de Chihuahua, 1983-2010”, 
hemos podido rescatar que aun con los avances en el número de mujeres en 
puestos de representación popular, a 2020 se observa que aún prevalecen 
las asimetrías y que la mujer continúa siendo segregada de los espacios po-
líticos de forma significativa, hecho que se puede observar en los discursos, 
significaciones y acciones de las mujeres entrevistadas y consultadas en los 
diversos foros, mesas y diálogos. 

Las disposiciones legislativas son reconocidas por ellas, como lo hace 
“Yolanda” (Foro en Chihuahua, 2012), como un avance y un logro: “la ley para 
una vida libre de violencia contra las mujeres, que este estado fue pionero 
porque se publicó y se aceptó antes que la ley general. Fue la primera”, como 
lo son también el Instituto Chihuahuense de la Mujer y los Centros de Justicia 
para las Mujeres, que para esta participante “son el resultado de una política 
pública de las mujeres, de las diferentes organizaciones de las mujeres que 
impulsamos eso durante años”. Como muestra de reconocimiento, en el 
mismo foro la participante “Olivia” menciona: “la diputada Blanca Gámez, 
por el Partido Acción Nacional (PAN), fue la que dio el avance a la ley de la 
mujer por una vida libre de violencia”.

En este esfuerzo destaca el Grupo Promotor de los Derechos Políticos de 
las Ciudadanas (GPDPC) que, integrado pluralmente por militantes de par-
tidos políticos y organizaciones de la sociedad civil, tiene como objetivo 
único: “lograr que en la Ley Electoral del Estado de Chihuahua se incluyan 
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disposiciones que garanticen la participación igualitaria de mujeres en las 
candidaturas a puestos de elección popular y en la integración del Congreso 
de nuestra entidad”. 

El grupo, presentado formalmente en la capital del estado el 8 de febrero de 
2008, planteaba para el 3 de junio: “la Propuesta de Legislación Electoral con 
Paridad a las diputadas de la Sexagésima Segunda Legislatura del Congreso 
del Estado a través de la Comisión de Equidad y Género” (Gámez y Alonso, 
2011: 260). Ambas autoras, integrantes del GPDPC, refieren que este: “está 
formado por mujeres de organizaciones no gubernamentales, de diversos 
partidos políticos, servidoras públicas, académicas, estudiantes y mujeres 
independientes. Su forma de operar es mediante comisiones y bajo una 
coordinación y consulta horizontal” (Gámez y Alonso, 2011: 259). De la tras-
cendencia de este empeño ya se ha hecho mención. 

Como se observa, no solo la violencia es motivo de interés por parte de las 
mujeres que participan en la vida pública del estado. Su incorporación en los 
ámbitos de toma de decisiones es una demanda presente, así como el hecho 
de que sea efectiva y no solo formal o en condiciones desventajosas, de tal 
manera que prevalezcan condiciones de inequidad.

Por ejemplo, el Código Municipal para el Estado de Chihuahua establece en 
su artículo 28, fracción XVI, la facultad y obligación de los ayuntamientos de: 

 Impulsar la creación de instancias municipales que sean las encargadas de 

instrumentar y dar seguimiento a las políticas, acciones, planes y programas 

que incorporen la transversalidad de la perspectiva de género, conforme a 

la Ley de Desarrollo Social y Humano para el Estado de Chihuahua (fracción 

reformada mediante Decreto núm. 250-08 II P.O. publicado en el Periódico 

Oficial del Estado, núm. 50, del 21 de junio de 2008).

Sin embargo, en diversos municipios no se acata esta disposición, lo que 
motivó a la diputada Inés Aurora Martínez Bernal, en noviembre de 2010, 
proponer en el Congreso, la:
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 Iniciativa, con carácter de punto de acuerdo (con las diputadas de los grupos 

parlamentarios), por medio de la cual proponen a esta soberanía incite de 

manera respetuosa a los 67 ayuntamientos que conforman nuestra entidad 

federativa, para que tengan a bien analizar la creación de instancias muni-

cipales de apoyo a las mujeres y, en caso de contar con ellos, publiciten su 

existencia a la población y los servicios que se prestan (09/11/2010 equi-

dad, género y familia) (unánime) fecha 08/11/2010 aprobación 11/11/2010 

(Informe Anual de Actividades, 2011).3 

Esto explica también que mujeres como Diana Acosta, de Nuevo Casas 
Grandes, en entrevista realizada en 2012, considere necesario: 

 […] participar en la incidencia pública para que se pueda crear un departamen-

to, así como existe el Instituto Chihuahuense de la Mujer, que tengamos un 

departamento municipal para la mujer. ¿Y qué va a hacer ese departamento? 

Volvemos a lo mismo: atención […] para cuestiones de maltrato psicológico, 

una unidad médica […] Las mujeres somos muy trabajadoras, de una nada 

podemos hacer un negocio, una industria, pequeña, pero podemos hacerlo. 

Que contara con un gestor para apoyos a fondos perdidos de créditos para 

que pudiéramos ser productivas desde nuestros hogares (Foro Nuevo Casas 

Grandes, 2012). 

Desde su perspectiva, se avanza en empoderar a las mujeres y en materia de 
equidad de género: “y lo estoy observando no solamente en el Partido Revo-
lucionario Institucional, sino también lo veo en el PAN, en el Partido Verde y 
me da mucho gusto porque tanto tenemos la capacidad la mujer como un 
hombre” (Mesa de diálogo, 2019).

La demanda de equidad no se limita a las candidaturas, como lo expresara la 
entonces diputada Inés Aurora Martínez Bernal, quien presentó una iniciativa 
que apuntaba a lograr representación paritaria no solo en el Congreso, primer 

3 De la resistencia de las autoridades da cuenta el hecho de que es hasta 2014 que, por ejemplo, en el 
municipio de Juárez se crea el Instituto Municipal de la Mujer Juarense, que cambia su denominación 
en 2017 a Instituto Municipal de las Mujeres.
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objetivo, sino en: “todos los espacios, desde los de decisión, hasta los admi-
nistrativos donde estemos representadas”.

En torno a la capacitación y formación de las mujeres se manifiestan varias 
voces. “Martha” (Foro Chihuahua, 2012) asume su propia responsabilidad 
al indicar: 

 Yo les decía: es que las mujeres no somos incapaces, lo que pasa es que tene-

mos mucho atraso, los hombres empezaron primero en la política, nosotras 

tenemos que acelerarle en nuestra capacitación para poder llegar al mismo 

nivel que ellos. Para Lucila, en Nuevo Casas Grandes, “los retos son exac- 

tamente la capacitación, la decisión, la formación, tener carácter para enfrentar 

cualquier situación que se nos presente” (Mesa de diálogo, 2019).

“Olivia”, en Chihuahua, resume la postura: “estamos capacitándonos, esta-
mos incidiendo en los trabajos del partido y queremos puestos de decisión 
que no nomás estén en cabeza de hombres. Hemos luchado porque en el 
organigrama las secretarías también estén equilibradas”, y abunda: 

 Yo siento que va a haber más concientización de las mujeres para incidir en las 

políticas cuando lo que dice Martita, tenga la capacitación, se les promueva 

y que luchemos ahorita por una política pública de la inclusión. Porque yo 

siento que todos los avances a favor desde el voto fueron de las mujeres 

(Mesa de diálogo, 2019).

Iván Álvarez, en “La participación política de las mujeres en Chihuahua” 
(2011), hace un recuento de la desigualdad presente en la representación 
política de las mujeres, a partir del subíndice de empoderamiento político 
del Reporte Global sobre Brecha de Género, del Foro Económico Mundial, 
en el que México ocupaba el lugar 57 de los 128 países estudiados. Como 
producto de su investigación presenta información relativa a las legislaturas 
estatales LXI y LXII donde indaga sobre posibles diferencias cualitativas entre 
legisladoras y legisladores. Su información parece confirmar lo expresado 
por estas mujeres: una mayor preparación académica de las diputadas, bajo 
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la consideración de que: “podría interpretarse como la apuesta que en 
general ha hecho el sexo femenino por estudiar y prepararse, y a partir de eso 
participar en política” (Álvarez, 2011: 244).

Otro ámbito de preocupación está ligado a condiciones que dificultan el de-
sarrollo de las mujeres, tanto en el ámbito público como en el privado. En este 
caso la carencia de centros de atención a las y los infantes. Por ejemplo, en 
el foro realizado en Chihuahua en 2012, “Laura” cuestiona el interés de las 
autoridades por impulsar la participación de las mujeres.

Hablando de la participación y representación de las mujeres, esta es limi-
tada por deberes que se consideran propios de su sexo, por ejemplo, cuidar 
a los hijos, los deberes de la casa, etcétera; pero hay falta de apoyo en ese 
sentido por parte de las autoridades. Sí quisieran apoyar habría guarderías; 
verían la forma de facilitarles los horarios para que pudieran participar más.

 “Martha” encuentra en esta omisión una clara inequidad de género, evidencia 
del actuar de los gobernantes en materia de políticas públicas y obras, pues: “a 
veces las políticas públicas son para hombres porque hacen carreteras, hacen 
estadios de futbol que son para hombres, pero ¿dónde están las estancias 
infantiles, donde están las estancias donde se preparan las mujeres?”. 

Si bien se reconocen avances en la condición de las mujeres, las críticas y los 
desacuerdos apuntan incluso al alcance y trascendencia de tales avances. 
Por ejemplo, las leyes expedidas a favor de las mujeres y para la eliminación 
de la violencia de género no son suficientes para garantizar que no haya más 
feminicidios o que el trato inequitativo en los hogares y centros de trabajo 
se abata. Tampoco aseguran que el techo de cristal desaparezca y que las 
mujeres asuman puestos de toma de decisiones en universidades o ayun- 
tamientos. Como indica “Yolanda” en Chihuahua: “están en el papel, la cosa 
es hacerlas vida”. O como cuestiona una participante de Ciudad Juárez: 

 Yo creo que si el ICHMUJERES hubiera dado resultados no tendría que existir ni 

Casa Amiga ni otras organizaciones que están atendiendo la problemática de 
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la mujer, si fuera el gobierno quien estuviera dando una respuesta. Entonces yo 

veo que no, en el momento que hay organizaciones que asumen ese papel, ese 

trabajo, es porque estos institutos no están dando los alcances que nosotros 

demandamos como sociedad o como mujeres (Mesa de diálogo, 2019).

Para algunas, los Centros de Justicia para las Mujeres son muestra de un 
avance en la atención de problemas que viven las mujeres, para otras sig-
nifica lo contrario y más aún la persistencia e incremento de la violencia en 
contra de ellas: “a veces son instituciones que no están respondiendo a la 
altura de las necesidades, a las necesidades que nosotros tenemos como 
ciudadanía. En esa línea yo diría era una Comisión para Prevenir y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres” (Mesa de diálogo, 2019). 

Por ello, lo que ya ha sido documentado –y es recuperado por algunas 
mujeres– es su participación como impulsoras y fundadoras de organizaciones: 
“Desde mi área de trabajo, pues se puede decir que últimamente he trabaja-
do mucho con organizaciones civiles y he visto que muchas organizaciones 
civiles que van a atender una problemática social [son] iniciativa de una 
mujer” (Foro Nuevo Casas Grandes, 2012). Otra mujer abunda: “De hecho 
hasta en la red, porque tenemos una red de organizaciones civiles y todas las 
organizaciones las coordinamos o las han iniciado mujeres”. 

Por otra parte, Gámez y Alonso (2011: 265) muestran que en el estado 
se contaba en 2007 con solo 3% de ayuntamientos cuyo titular era una 
mujer, incrementándose a 13% en 2010. En 2013 los resultados no son favora- 
bles para las mujeres, quienes solo representan a su ayuntamiento como 
propietarias y suplentes en dos municipios, López (María Patricia Valdés 
Acosta y Dora Elia Marta Flores) y Saucillo (Martha Alicia Gándara Acosta y 
Guadalupe Cristina Gómez Montes). En tres más, Bachíniva, Cuauhtémoc 
y Manuel Benavides son también presidentas municipales suplentes.

Las mujeres han luchado y alcanzado algunas victorias, en efecto, pero como 
los datos demuestran, lograr la paridad en las candidaturas e incluso al-
canzar la mayoría en el órgano legislativo, no garantiza que sus demandas 
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sobrepasen su inscripción en unos papeles, como indicaba una de ellas. En 
el transcurso de la década la tensión entre avances y retrocesos seguirá pre-
sente. Así lo indica la experiencia que “Alicia” vivió en el proceso electoral en 
el que compitió por la presidencia de su municipio y en el que vivió las resis- 
tencias que instrumentan el patriarcado y el machismo, vigentes en las prác-
ticas partidarias (Mesa de diálogo, 2019). No obstante, al igual que las otras 
participantes, destaca que la participación de las mujeres en la política es 
mayor y más amplia. Su incursión como candidata en un proceso electoral 
refleja lo que “María”, una académica, definió como un camino de avances 
y retrocesos en la labor de las mujeres por incidir en la política y lo político. 

En este sentido, la política en el estado de Chihuahua significa para estas 
mujeres el reconocimiento de que son herederas de las luchas de los años 
ochenta y noventa del siglo XX, cuando, señala “Rosa”, incursionaron en 
los comités de vecinos, las escuelas, las organizaciones sociales. Son his- 
torias y trayectorias diversas de mujeres que por primera vez se incorporaron 
a las protestas masivas y a las actividades partidarias en los años álgidos 
del llamado “fraude patriótico” y el “verano caliente”, que motivó a algunas 
mujeres a acercarse al Partido Acción Nacional (PAN), mientras el Partido 
Revolucionario Institucional (PRI) mantenía su organización corporativa a 
través de los sectores y de la estructura territorial, que, como documentó 
Pacheco (2010: 247) mantenía contacto con la ciudadanía a través de la 
gestión social que desarrollaban sus coordinaciones distritales, los de zona 
y sus seccionales. 

Las experiencias previas de participación desarrolladas por las mujeres en la 
arena política electoral, como en la organización social, la que incluía la apro-
piación de terrenos para la vivienda, llevan a cuestionar la percepción que se 
imponía al evaluar su participación: que las mujeres requerían de tutela para el 
ejercicio de sus derechos. En el mismo sentido, cuando lograron un mayor 
reconocimiento de sus capacidades, humanas y morales, estas les eran cues-
tionadas “al ser etiquetadas” al participar en la arena política. Es decir, al 
enfrentar ciertos atavismos que se encuentran presentes en lo público y par-
ticularmente en los partidos políticos. De esta manera, se va gestando una 
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cultura política que se sustenta en la práctica, por ejemplo, convirtiendo en 
habitables espacios tan poco propicios como el poniente de Ciudad Juárez, al 
pie de la Sierra de Juárez, recuerda “María” (2020).

Como se mencionó, la violencia ha impulsado a muchas mujeres a la partici- 
pación social y política a partir de los años noventa, aspecto de la reali-
dad chihuahuense que ha convertido a cientos de mujeres en víctimas, sin 
embargo, hay que reconocer que al nombrar lo que ocurre, ha forjado una 
conciencia de lo que implica hacer política desde un cuerpo de mujer. Se habla 
entonces de conciencia de género, de las exigencias y particularidades de lo 
que significa acceder a la arena política siendo mujer.

“Alicia”, “María” y “Rosa”, académicas que residen en tres de los principales 
municipios del estado y quienes ejercen de manera regular su derecho a ele-
gir representantes, coinciden en la relevancia de los procesos electorales y 
en la oportunidad que representan para legar a las generaciones venideras 
un México mejor, una sociedad más democrática en la que las mujeres ten-
gan una mayor participación.

De hecho, una de ellas ha ejercido su derecho a ser votada e identifica que el 
día de la votación, es la ocasión en que todas las personas, hombres y mu- 
jeres, son reconocidas como iguales, porque, en efecto, el voto de cada una 
y de cada uno, vale lo mismo. Son mujeres que ejercen de manera regular su 
derecho a elegir representantes e incluso una de ellas ejerció su derecho a ser 
votada. Sus voces ofrecen variaciones, pero coinciden en la relevancia de los 
procesos electorales y en la oportunidad que representan para legar a las ge-
neraciones venideras un México mejor, una sociedad más democrática y que 
las mujeres tengan una mayor participación. El día de la votación es también, 
indica “Rosa”, la ocasión en que todas las personas, hombres y mujeres, son 
reconocidas como iguales porque, en efecto, el voto de cada una y de cada 
uno vale lo mismo.

Se reconoce que si bien los movimientos no formales, políticamente hablan-
do, inciden o pueden incidir en generar cambios, es factible también aceptar 
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lo que significa y el poder que tiene el voto. No hacerlo, implica, afirma 
“María”, desconocer los logros que el feminismo ha impulsado en su di-
latado recorrido, al tiempo que se menoscaba el ejercicio de la ciudadanía. 
Además, como ya se documentó, no se podrían entender las diversas leyes 
que han procurado una vida digna y libre de violencia para las mujeres sin la 
participación de estas en la política formal, en los congresos, impulsando 
el reconocimiento de sus logros.

Coinciden también en señalar la vigencia de un orden de género patriarcal en 
las instituciones y en los partidos políticos. El ejercicio de la violencia simbó-
lica, de la que refiere “Alicia” haber sido objeto, es una de las manifestaciones 
de la impermeabilidad del sistema político e incluso de una sociedad machista, 
que sigue considerando que el lugar de las mujeres es la casa.

En el mismo sentido, prevalece la imposibilidad de reconocer en la mujer la 
capacidad de realizar aportes, incluso cuando son sus representantes en 
las contiendas electorales. Se sigue imponiendo la lógica patriarcal en la que 
cualquier hombre tiene mayor reconocimiento que la mujer. Las mujeres 
que participan y proponen no son escuchadas y observan cómo sus propues-
tas, “maquilladas”, les son reconocidas a un hombre.

Quizá aquí se encuentren algunas de las razones del distanciamiento entre 
los partidos políticos y la ciudadanía. “María” señala que uno de los proble-
mas que arrastran los partidos políticos son sus atavismos. Otras mujeres 
coinciden en señalar como uno de los principales obstáculos su resistencia 
a la inclusión. Y no circunscriben esta condición solo a las mujeres o no al 
menos a las mujeres heterosexuales y mestizas, como indica “Rosa”. Tanto 
señalan la existencia del techo de cristal, el que se mantiene no solo en el 
ámbito de la política formal, sino en las demás dimensiones de la vida institu-
cional, como sucede en las universidades, así como expresan la exigencia de 
reconocer y aceptar la diferencia, cuestionar la heteronormatividad, aceptar 
y promover a las mujeres indígenas y aquellas y aquellos que se encuentran 
en situación de vulnerabilidad, aspectos en los que coinciden (Mesa de 
diálogo, 2019).
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Por ello es que reivindican la participación política y a la política como una 
arena en la que es necesario participar, para incidir, como lo han hecho sus 
antecesoras, en una mayor visibilidad que aporte a la concreción de una agen-
da de las mujeres. Así, se entiende su positiva valoración de la democracia, a 
la que reconocen imperfecta, pues, “si bien no es la mejor forma de gobierno, 
es la que nos hace iguales” (“Rosa”), “por lo menos de una manera en donde 
estemos luchando […] y que tengamos no por igual la participación, sino de 
manera equitativa y justa” (“Alicia”), por lo que “definitivamente el voto y la 
presencia de las mujeres en la política formal es una cuestión indispensa-
ble para asegurar la democracia. Nuestra participación ahí debe ser central” 
(“María”) (Mesa de diálogo, 2019).

No obstante, el acceso de las mujeres a un cargo en los ayuntamientos o del 
Ejecutivo estatal es limitado cuando no negado desde las estructuras de los 
partidos políticos. Entre las razones de ello, lo han expresado, se encuentra un 
orden de género que se reproduce en la política y que adscribe a las mujeres, 
por razón de género, al ámbito privado y que, al encontrarlas fuera de este, 
las ubican en posiciones subordinadas incluso en aquellos periodos en que 
estas se incorporan al espacio público. 

Las mujeres entrevistadas identifican también razones estructurales que 
limitan su participación, incluso se diferencia entre municipios, entre aquellos 
que por el tamaño de su población y su ubicación son más proclives a que 
las mujeres accedan al espacio público, como expresa “Rosa”, de aquellos 
que, ubicados en la sierra, cuando posibilitan la participación de las mujeres, 
estas lo hacen en condiciones de alto riesgo, como manifiesta “María”, quien 
ejemplifica mediante una analogía una de las contradicciones recurrentes. 

Así, mientras que, por una parte, a las mujeres se les asignan las labores de 
administración en el ámbito doméstico, se les considera incapaces de admi-
nistrar un municipio y se les relega en los cabildos y en las comisiones del 
Congreso a encargos en que se reitera la adscripción al género basada en 
la diferencia sexual. Así, en sus expresiones se identifica la persistencia de 
actos de discriminación y cómo la legitimidad alcanzada a través del voto 
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de la ciudadanía es, en la práctica, sometida a cuestionamiento, cuando 
no deslegitimizada por quienes debieran ser sus aliados y optan preferen- 
temente por las alianzas partidarias o por la complicidad masculina. De esta 
manera, considera “Alicia”: “el trabajo que desempeñamos en alguna empre-
sa, en alguna institución, más el trabajo de casa, creo que nos han restringido 
a que nada más valemos en el trabajo doméstico”. 

Las respuestas ante esta situación se expresan de diversas maneras, que pare-
cen coincidir en el reconocimiento de que es una ruta de avances y retro- 
cesos. No se arredran, antes al contrario, es para “Rosa”: “una motivación para 
seguir en una lucha. Es una revolución constante, en la que se ejerce el arte 
de resistir. Se trata de apoyar para empoderar a otras mujeres, no claudicar 
y buscar nuevas formas de relacionarnos”. Porque es un constante proceso 
de aprendizaje, en el que las formas cambian y es necesario “aprender todos 
los días nuevas estrategias de negociación”. No ha sido fácil, ha implicado 
superar la frustración y el enojo, capacitarse y estudiar para ser competitiva.

El coraje y la impotencia que se generan ante el trato desigual, inequitativo, 
y en el peor de los casos, discriminatorio, llega a combinarse con momentos 
donde la risa se hace presente ante las posturas de algunos varones que, en 
su complicidad, incluso para ocupar un cargo que no es de elección popular, 
se prefiere a un hombre, aunque la mujer tenga mejor currículum, como ha 
atestiguado “Alicia”. Sin embargo, señala “Rosa”, es posible que se establez-
can relaciones más igualitarias en las relaciones de carácter horizontal, pre-
cisamente en virtud de los avances que las mujeres han logrado.

Desde otra geografía, ilustra “María”, se observa un camino problemático, en 
el que, a pesar de los logros alcanzados por las mujeres, en ocasiones se siente 
cansancio “porque es un camino muy largo, es caminar este desierto con el 
sol en la frente siempre y este cielo que vemos de colores hermosos por la 
tarde, se torna muy rojo algunos días”. La violencia, en sus diversas modalida-
des se hace presente, ofreciendo “un panorama ensombrecido”. El cansancio 
se acompaña con mucha sed, con sed de justicia, la que se transforma, en lo 
que ha expresado “Rosa” como, “una motivación para seguir en una lucha”. 



368

Las culturas políticas de las y los mexicanos

Las expectativas están siempre vigentes, insiste “María”, porque es una “sed 
de que se cumplan, porque acontece que se cumplan, sin que llegues a ese 
oasis y ese oasis es el que te permite caminar”. En ello consiste el aprendizaje 
y la evidencia del avance: “Caminas porque sabes –y eso es lo que hemos 
aprendido en Juárez– que caminas, porque sabes que es posible conseguir el 
logro de algunas cosas”. 

Se había indicado que entre los obstáculos a la participación política de las 
mujeres se encuentran los de carácter estructural. Alentar y favorecer la par-
ticipación de las mujeres implica que estas logren independencia económica, 
“ingreso propio independiente de sus parejas, padres, hermanos, amantes o 
lo que sea”. Esto se logra, indica “Rosa”, con el incentivo de la educación para 
ser más competentes. Para alcanzar esta independencia, abunda “María”, es 
necesario reconocer que “no podemos hablar de democracia si no logramos 
incidir al régimen de los cuidados”. Porque, “y aquí sí, mira, esta contingencia 
nos lo deja muy claro: si nosotras seguimos a cargo de los cuidados y de la 
atención de lo que se conoce como el hogar”, no será posible.

En este sentido es notoria la demanda por cambios en las relaciones de gé-
nero que implican también a los hombres. Lo que abre una dimensión que 
no puede ser soslayada. Como precisa “Rosa”, “no hemos abatido el estado 
patriarcal”; los atavismos, confirma “Alicia”, se sostienen, pues: “aún no 
creen en nosotras porque estamos dentro de una sociedad muy machista, en 
donde nos han tildado [sic] de que nuestro quehacer es doméstico y pocas 
veces en un servicio público”. 

De hecho, cuando las mujeres, ante el mandato de mantenerse en el ámbito 
doméstico incursionan en los diversos espacios de lo público, las resistencias 
y los obstáculos que se les presentan no solo se expresan en normas y con-
venciones sociales y legales. El ejercicio de la violencia, no solo estructural, 
es una constante.

Así, otro ámbito en el que el orden de género se expresa, es la violencia y no solo 
la violencia política de género, sino la simbólica, la feminicida, la institucional 
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y la económica. Es necesario abrir el diálogo con otras y otros actores que 
desde sus diferentes ámbitos de incidencia puedan aportar a la construcción 
de un estado donde la igualdad, la equidad y la inclusión se constituyan en  
las barreras ante la discriminación y las violencias, aseveraciones que  
“María” sintetiza en la lucha democrática: “No podemos hablar de demo-
cracia, aunque la democracia nos dé, nos hable de ese ejercicio de poder  
de ciudadanía, si no pensamos en una ampliación del canon democrático en 
el que se discuta también esta diferencia sexual que hace también que haya 
una diferencia, que haya una división sexual del trabajo que perjudica gra- 
vemente la salud, la vida y las expectativas de las mujeres y de las niñas en 
este país” (Mesa de diálogo).

Una de las batallas más intensas que habrán de enfrentar en el ámbito po-
lítico es ante y al interior de los partidos políticos. Así lo describía en 2019 
una regidora: 

 [...] ahora que logramos la paridad de género, un problema igual o hasta más 

grave es la partidocracia y tenemos los partidos y hay alternancia en el poder, 

pero los partidos políticos están cooptados por un grupo reducido de hombres 

y mujeres, entre ellos se arreglan y toman sus decisiones. Entonces, aunque 

tenemos paridad y más oportunidades, aún falta mucho por hacer. 

Reflexiones finales

Las mujeres chihuahuenses y sus expectativas, emociones, pensamientos, 
saberes, acciones y discursos forman parte de un todo, de una cultura política 
macro. En este sentido, la cultura política de las mujeres es una subcultura, 
pero no debe confundirse con una cultura que está por debajo de otra; sino 
más bien en un sentido sistémico, es decir, como un sistema que está in- 
teractuando con otros, tanto hacia lo macro como a lo micro. Es entorno y es  
contorno. La mujer chihuahuense es una muestra de las interacciones de 
cara al sistema político que la influye y la configura, pero donde también el 
sistema se ve impactado por la propia acción, los discursos, las expectativas 
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y los sentimientos de ellas. De ahí que los significados que dan a la demo-
cracia sean de aceptación, una visión de que es el sistema que posibilita 
la construcción y ampliación de la igualdad y la libertad para mejorar las con-
diciones de vida de ellas mismas como actoras relevantes de la sociedad, pero 
también del conjunto de actores que conforman la colectividad; reconocen la 
necesidad e importancia de la participación política y electoral como los es-
pacios para transformar y quebrar un sistema por demás desigual, acotado 
por demasiados prejuicios; están de acuerdo en que la construcción de una 
cultura política democrática no está exenta de contradicciones, de avances y 
retrocesos; de sentimientos de angustia, temor e impotencia, pero también 
de sentimientos y emociones esperanzadores y resilientes. Una senda que 
debe caminarse a pesar de los obstáculos y en donde la mujer chihuahuense 
es una muestra de la lucha para lograr ser incluida en los grandes temas de la 
participación política. Una historia que va desde la Revolución hasta los gran-
des movimientos sociales y electorales de nuestro estado logrando abrirse 
paso en un terreno dominado por los hombres. Este azaroso proceso no ha 
estado exento de un ominoso proceso violento que les ha costado incluso la 
vida; valorar y aquilatar esta lucha es un tema pendiente en la agenda de los 
estudios de la mujer en nuestra entidad.
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Introducción

El propósito de este trabajo es analizar las características de la subcultura 
de la protesta que el magisterio disidente, agrupado en la Coordinadora 
Nacional de Trabajadores de la Educación (CNTE), ha desarrollado en los últi-
mos 40 años. Se parte de la premisa de que la constante lucha de este grupo 
de maestras y maestros les permitió encarnar e institucionalizar un tipo de 
subcultura que desafió con éxito el régimen laboral corporativo y autoritario 
que impera en México desde la década de los cuarenta del siglo pasado 
y construir un modelo de regulación del sindicalismo docente basado en el 
consenso democrático de las y los agremiados. Para ello, el magisterio disi-
dente tuvo que sobreponerse a un conjunto de normas gremiales rígidas que 
apenas daban espacio a la iniciativa individual, la cual terminaba ahogada en 
las prácticas de la cultura política dominante, caracterizada por la obediencia 
incondicional de los representantes sindicales que, en forma piramidal, desde 
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las escuelas, obedecían los dictados de sus dirigentes de delegación y estos 
a su vez de sus similares en las secciones estatales y del Comité Nacional. En 
este sentido, si el comité emitía una directriz a los comités seccionales, estos 
debían comunicarla sin mayor debate a los comités delegacionales y después 
ejecutarse a través de los representantes de escuela o centros de trabajo. De 
manera personal podía haber alguna crítica a la decisión, pero no era posible 
oponerse porque individualmente las y los trabajadores de la educación no 
tenían herramientas jurídicas o políticas para impedirlo. Todos, al incorporar-
se a los servicios educativos, en automático quedan afiliados al sindicato y no 
pueden optar por separarse.

En virtud de que las grandes organizaciones sindicales desde la década de los 
treinta del siglo pasado se convirtieron en estructuras de movilización elec-
toral del Partido Revolucionario Institucional (PRI), los dirigentes gremiales 
estaban obligados a construir espacios organizativos para que los trabaja- 
dores se sumaran a las tareas de promoción partidista. El apoyo individual 
podría suponer cierta garantía de estabilidad laboral, y en el mejor de los 
casos, apoyos excepcionales; pero la negativa implicaba una alta probabili-
dad de despido o de constante acoso laboral.

El magisterio disidente no solamente se enfrentó, así, al poderío sindical para 
consolidar una subcultura de la protesta, también se conflictuó con los go-
biernos estatales y nacional para hacer valer su postura. Y si el costo de la 
rebeldía individual era alto por razones gremiales o políticas, la osadía de 
construir liderazgos y colectividades disidentes era mucho mayor. Los líderes 
magisteriales no solo enfrentaron el despido, sino la cárcel, la persecución 
política o la muerte. Asimismo, los contingentes de trabajadores disidentes 
de manera constante fueron objeto de represión por parte de los cuerpos 
policiacos de los ámbitos municipal, estatal y federal. Su persistencia y conti-
nuidad de 1979 a la fecha radica en su capacidad de construir una legitimidad 
colectiva y democrática para hacer valer su posición política y sindical.

A lo largo de 40 años el magisterio disidente construyó una subcultura, que 
se basó en una estructura normativa paralela, tanto formal como informal, 



381

El magisterio disidente y la subcultura de la protesta social

y en competencia con el estatuto sindical oficialista. De acuerdo con Yinger 
(1960) este tipo de subcultura prospera en grupos reducidos porque es posi-
ble vigilar el cumplimiento de las reglas y uno de sus propósitos es enfatizar 
las formas en que difieren de los aspectos clave de la cultura dominante, tales 
como el lenguaje, los valores, la religión o el estilo de vida.

Para efectos de este trabajo, una subcultura se identifica por cinco carac- 
terísticas fundamentales: 

1. Sus rasgos conductuales no son completamente ajenos o autóno-
mos de la cultura dominante, sino que incluyen algunos de sus valores 
y normas de comportamiento. 

2. Se distingue de la cultura dominante por una mezcla claramente 
distintiva de estilo, comportamiento y códigos lingüísticos que fun-
cionan como sus marcadores materiales y simbólicos.

3. Poseen un conjunto de creencias, intereses, atribuciones y valores 
que se comparten y elaboran de manera diversa en la interacción 
subcultural. 

4. Tienen un destino o dilema común derivado de su posición en la 
estructura social más amplia. 

5. Tienen un tipo de interacciones y relaciones con patrones especí-
ficos dentro de la subcultura y entre la subcultura y una estructura 
social más amplia1 (Johnston y Snow, 1998. Citado en Corte, 2012).

En este marco, una subcultura se define como una red cultural, es decir, como 
un grupo de personas que comparten valores y formas de actuar. Esa red es 
solo un segmento del conjunto de individuos tocados por la cultura domi-
nante y está visiblemente delimitada, pero no cerrada irreductiblemente a 
su entorno social inmediato. Se les identifica porque los individuos de la red 
comparten el significado de ideas específicas, objetos materiales y prácticas 
a través de interacciones (Williams, 2011: 148. Citado en Corte, 2012). Es 
preciso enfatizar que, a diferencia de otras formas de acción colectiva, las 

1 En términos analíticos Hodkinson (2002) identifica cuatro indicadores de un tipo de subcultura: 
distinción, identidad, compromiso y autonomía.
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personas que forman parte de una subcultura no priorizan tener objetivos 
similares, sino un estilo (formas de actuar), valores y gustos similares, pro-
ducto de prácticas coactivas de tipo informal o formal, impulsadas por los 
responsables de hacer valer las normas y por un proceso gradual de sociali-
zación grupal.

Este trabajo se divide en dos apartados. En el primero se presentan la es-
tructura formal y las conductas que caracterizan la cultura dominante del 
sindicalismo magisterial, el cual se distingue por su verticalismo y persona-
lismo en la toma de decisiones para la colectividad generando un consenso 
autoritario. En el segundo se explica la forma en que las y los maestros disi-
dentes agrupados en la CNTE construyeron la subcultura de la protesta, que 
tiene en su parte más visible las marchas, tomas de oficinas públicas y los 
bloqueos en aeropuertos y carreteras, pero abarca mucho más prácticas en el 
seno del sindicalismo magisterial que en su conjunto conforman el consenso 
democrático en la toma de decisiones para el total de maestros y maestras 
disidentes. También se explica que al asumir la conducción de sus respec-
tivas secciones, los dirigentes de la CNTE en Oaxaca, Chiapas, Guerrero y 
Michoacán aprovecharon la fuerza de las movilizaciones y la legitimidad de 
sus métodos de lucha para obtener prebendas para ellos y sus clientelas, 
creando un estilo híbrido de gestión sindical que combina la subcultura de la 
protesta con algunas prácticas de la cultura política dominante.

El consenso autoritario y la cultura política dominante

El Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) fue creado en 
1944 para asumir el monopolio de la representación laboral de los maestros y 
maestras de las escuelas públicas de la educación básica y normal.2 Además 

2 En las últimas tres décadas, en acuerdo con los gobiernos estatales, han surgido organizaciones 
sindicales de maestros en los estados de México, Puebla, Veracruz, Durango y Baja California que 
comparten la representación del magisterio. Por otro lado, el SNTE tiene entre sus filas a trabajadores 
del Instituto Nacional de Bellas Artes, del Instituto Politécnico Nacional, del Instituto Nacional de 
Antropología e Historia, así como de un importante número de universidades tecnológicas e institutos 
universitarios que funcionan con una dinámica sindical propia. 
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de las funciones formales reconocidas en las normas del trabajo y del sector 
educativo, tales como la “representación”, las negociaciones de las condicio-
nes de trabajo ante la Secretaría de Educación Pública (SEP) y los gobiernos 
de los estados, así como la conducción gremial, a esta organización se le asig-
naron las tareas de acotar y, en su caso, disciplinar las acciones de protesta 
de sus integrantes y, hasta 1989, de movilizar a sus miembros para apoyar 
al PRI en las elecciones de los tres órdenes de gobierno3 (Benavides, 1992; 
Ornelas, 1995 y 2018; Arnaut, 1996; Muñoz, 2005, 2008 y 2011).

Las cuotas sindicales y la cultura  
del enriquecimiento de los líderes

Para tal efecto, se le dotó de diferentes poderes coactivos (Bensusán, 2000) 
que se pueden aplicar indistintamente a todos sus integrantes. El primero, es 
el cobro obligatorio de una cuota quincenal que ronda 1% del salario de todos 
los trabajadores afiliados sin la obligación efectiva de rendir cuentas ante 
instancias internas o externas, lo cual es un factor clave de la cultura política 
autoritaria que sigue predominando en el sindicalismo magisterial.4 Esto dio 
lugar a una primera característica de la cultura política5 predominante en el 
sindicalismo mexicano: la cultura del enriquecimiento y el ascenso social a tra-
vés de los altos cargos sindicales. Un dirigente sindical podía perder el apoyo 
del gobierno, pero su fortuna y sus propiedades quedaban intactas.

3 Los vínculos estrechos entre el partido “oficial” y el Estado, así como la hegemonía política de dicho 
partido bajo sus diferentes siglas desde la década de los treinta hasta entrada la de los noventa y las 
organizaciones obreras constituyeron los principales medios por los que la élite política gobernante 
subordinó a los trabajadores (Bensusán y Middlebrook, 2014: 24). 

4 De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Evaluación Educativa actualizados hasta 2015, en 
México existen 1,499,070 docentes en los niveles de educación básica y media superior. Si bien no 
todos forman o han formado parte del SNTE, esta organización afilia alrededor de 75% de la plantilla, 
además de los empleados administrativos y de intendencia de la SEP y del sector educativo en las 32 
entidades federativas (INEE, 2018).

5 Después de su detención y encarcelamiento en febrero de 2013, un juez federal congeló los bienes 
de Elba Esther Gordillo, presidenta del SNTE entre 1989 y 2013 (Castillo, 2013). Sin embargo, en 
noviembre de 2019, las cuentas de “cientos de millones de pesos” fueron descongeladas (Michel, 
2019).
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El control del ingreso y el ascenso y la cultura de la lealtad

El segundo poder coactivo implica que los líderes sindicales comparten con 
las autoridades estatales el ingreso y ascenso de la mayoría de los empleados 
administrativos y docentes, creando con ello un segundo rasgo de la cultura 
política dominante en el ámbito del sindicalismo magisterial: la cultura de 
la “lealtad” al dirigente, más que al mérito académico o al esfuerzo individual. 
Si bien existían normas escalafonarias con componentes meritocráticos, 
era más importante “hacer labor” sindical de acuerdo con los dirigentes para 
acceder a una plaza o para tener un ascenso de cualquier naturaleza (Arnaut, 
1996; Ornelas 1995 y 2018).

El tercer poder coactivo que se otorgó a los dirigentes del SNTE y reforzó la cul-
tura de “la lealtad”, fue la concesión de administrar las escuelas de educación 
básica y normal, y de vigilar su adecuada operación cotidiana, a través de los 
cargos de supervisión de las diferentes zonas escolares del país (Benavides 
y Velasco, 1992; Arnaut, 1996).6 En buena medida esta norma hizo posible, 
sin ningún tipo de oposición o debate, que los maestros del SNTE impulsaran 
la socialización política, entre ellos y los estudiantes de educación básica, 
de la cultura política autoritaria escolar, que Rafael Segovia denominó “la 
politización del niño mexicano” (Segovia, 1975). El efecto más importante 
de esas concesiones de la SEP hacia el SNTE fue que los funcionarios sindi-
cales, en los hechos, eran de forma simultánea representantes patronales. 
Sobre todo, es el caso de los directores y supervisores, ya que además de 
que formalmente debían vigilar la labor magisterial, y en su caso reportar las 
anomalías, también tenían la función de ser intermediarios sindicales adscri-
tos a la línea de los comités seccionales o de la dirigencia nacional. De este 
modo, directores y supervisores presidían asambleas gremiales, y además 
decidían ascensos y traslados de los trabajadores. Así, hasta septiembre 
de 2013, aunque el puesto de supervisor era de confianza, estaba dentro 

6 Estas prerrogativas fueron interrumpidas por la reforma educativa de 2013 (DOF, 26 de febrero de 
2013) y restituidas parcialmente con su derogación en mayo de 2019 (DOF, 15 de mayo de 2019).
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del escalafón sindical (Loyo, 1991; Arnaut, 1996; Ornelas, 1995 y 2018; Muñoz 
y Castro, 2019). En estas condiciones la socialización individual de la cultura 
política autoritaria no solo estaba basada en un consenso subjetivo, indivi-
dual, sino que también estaba dada por las condiciones materiales objetivas.7

Control de la selección de dirigentes  
y la cultura de la línea y el personalismo

El cuarto poder coactivo asignado al SNTE fue la autorización, antes del sur-
gimiento de la CNTE, en 1979, para que sus dirigentes administraran a la 
organización en todo el país, sin contrapesos y sin vigilancia de sus miem-
bros. Esto es así porque no se crearon normas laborales nacionales o es-
tatales relacionadas con el manejo interno de los asuntos sindicales, como 
el cobro de cuotas y la selección de dirigentes. Cada organización gremial 
tenía la potestad de autorregularse mediante sus “estatutos” y mediante sus 
mecanismos internos de arbitraje. En el caso del SNTE esto se tradujo en la 
nula participación democrática de los trabajadores en la toma de decisiones 
fundamentales, como la elección de sus líderes en los comités seccionales y 
nacional, o en la confección y negociación del pliego petitorio frente a las 
autoridades nacionales y estatales de la educación. 

También dio pie al personalismo como otro rasgo de la cultura política autori- 
taria, de manera que las asambleas sindicales o los órganos de dirección no 
fueron los espacios donde se tomaba una decisión colectiva y consensuada 
para el conjunto de los trabajadores, sino que fue en el hombre o la mujer 
fuerte en quien recayeron las respuestas clave en materia de asignación de 
plazas, ascensos, conflictos internos, nombramiento de dirigentes, y según 

7 Durand Ponte (1995) en un extenso trabajo concluyó que en México había un consenso autoritario, 
que las concepciones del régimen mexicano en su periodo autoritario se basaban en concepciones 
intuitivas o ideológicas, situación que definía el comportamiento político de los ciudadanos y no las 
experiencias concretas frente a la autoridad. De esta forma la legitimidad del autoritarismo mexicano 
se basaba en “una mentalidad que tolera desempeños mediocres de los gobiernos en turno”. La 
realidad de los trabajadores sindicalizados, y en particular el caso de los maestros demuestra que no 
solo es un tema de creencias, sino también de prácticas concretas.
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la respuesta podía ser considerado mecenas o tirano.8 La respuesta era irre-
vocable y no era válida la protesta individual colectiva. Las reglas informales 
dictaban que los afectados debían esperar una nueva oportunidad, dando 
lugar a otra característica de la cultura política dominante: al individuo que 
se abstenía de actuar, a pesar de que sería en su beneficio, Durand Ponte 
(2004) lo denominó participante pasivo.9 

El personalismo implicaba la prerrogativa de otorgar o delegar la entrega de 
un número determinado de plazas de forma discrecional a amigos o fami-
liares bajo la dinámica del mecenazgo, padrinazgo o clientelismo; lo mismo 
ocurría en el caso de algunos ascensos y nombramientos como director de 
escuela o supervisor de zona; también podían “recomendar” funcionarios 
para cargos directivos en la SEP o en las secretarías de Educación en los es-
tados. Dicha discrecionalidad, autorizada por el gobierno, también supuso la 
prerrogativa de la venta de plazas de trabajadores recién jubilados y algunas 
de nueva creación, y en algunos casos, la venta o asignación de una tercera 
o cuarta plaza a personajes con cierto peso político en el sindicato o a inte-
grantes de su familia.

Sin que se hayan registrado cambios hasta 2020, los órganos de gobierno del 
SNTE están compuestos por cargos de elección y órganos de consulta. Los 
primeros son el Comité Ejecutivo Nacional (CEN), los comités seccionales 
(ubicados en las entidades federativas); enseguida están los delegaciona-
les (alrededor de siete mil en todo el país) y los representantes de escuela 
o centros de trabajo. Los segundos son congresos de “delegados”, elegidos 
por el voto individual de los afiliados, quienes votan por un presidente y su 
planilla para el Comité Nacional y por secretarios generales y sus planillas en 
los comités seccionales; para secretarios de delegación y representantes de 

8 El factor estructural que favoreció esta situación es que la legitimidad de los dirigentes nacionales y 
seccionales del SNTE no se ha basado en los votos (aunque sean indirectos a través de delegados) 
de los agremiados, esencialmente se ubicaba en el apoyo de la Presidencia de la República a 
los dirigentes nacionales, mientras que para los seccionales importaba el apoyo del liderazgo nacional 
y, en algunas ocasiones, la del gobernador. 

9 De acuerdo con Durand Ponte (2004) el participante pasivo es aquel que no realizan ninguna acción 
práctica, pero sí cuenta con una participación subjetiva. Le interesa la política y se posiciona frente 
a ella, pero se abstienen de actuar.
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escuela y centros de trabajo, el voto es individual. El control del CEN sobre 
toda la organización es clave porque el sindicato está dividido en 56 sec-
ciones; de estas 31 son federalizadas; cinco, únicas; 19, estatales, y una de 
escuelas particulares (Muñoz, 2005 y 2008). 

Desde su fundación, en 1944, hasta 1992, los delegados de los congresos 
nacional y seccionales eligieron secretarios generales por tres años, periodo 
que se amplió a cuatro años a partir de 1992. En todo ese lapso de tiempo no 
hubo impedimentos normativos para que más de una expresión sindical se 
presentara a competir por los cargos en disputa, sin embargo, en los hechos, 
no se impulsó ni se toleró una cultura de la competencia por el poder y regu-
larmente solo se admitieron planillas únicas en los congresos respectivos.10 
Esto ha sido posible porque el CEN tiene el control de las convocatorias para 
los congresos nacional y seccionales.11 

Esto consolidó otro rasgo de la cultura política autoritaria predominante, que 
se denomina como “la cultura de la línea”, es decir, que solo se puede aspirar 
a un cargo en un comité seccional o en el nacional “si se recibe línea” (llama-
da de aprobación) del dirigente nacional, situación que muchas ocasiones no 
siempre es posible replicar a nivel delegacional y en las escuelas y centros de 
trabajo. En estos últimos espacios suele haber mayor apertura para la com-
petencia por la representación.

Ahora bien, el control de la dirigencia sobre los afiliados del SNTE es inevi-
table, no solo porque han contado con los poderes coactivos señalados, sino 
porque los trabajadores del sector educativo, incluso después de la des-
centralización educativa de 1992, no han tenido opción al ser parte de esta 

10 Los estatutos de 1992 modificaron la mecánica de la planilla única y admiten de manera explícita el 
registro de diferentes propuestas, además de que introducen el reparto de carteras bajo el principio 
de representación proporcional y se establece que, si una planilla obtiene al menos 20% de los 
votos, puede acceder a cargos dentro de los comités seccionales. Sin embargo, esta regla no se hizo 
válida en ninguna elección de comité seccional porque los cargos entre grupos rivales se negociaban 
antes de registrar la planilla única.

11 Incluso puede decidir no publicar la convocatoria para congreso en un comité seccional que está 
por concluir su periodo, lo cual supone que, de facto, está prorrogando el periodo del mandato 
establecido en los estatutos.
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organización sindical. Simple y sencillamente quedan afiliados al ingresar al 
empleo y no pueden renunciar ni cambiarse a otro sindicato (Ornelas, 1995; 
Bensusán, 2000; Muñoz, 2008).

Hasta 1992 a integrantes del SNTE se les aplicó la premisa normativa de la 
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado que establece que en 
cada dependencia solo habrá un sindicato: “[…] Todos los trabajadores tie-
nen derecho a formar parte del sindicato, pero una vez que soliciten y ob-
tengan su ingreso, no podrán dejar de formar parte de él” (Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, artículos 68 y 69).12

Los poderes coactivos y su sustento jurídico han sido un elemento clave para 
el control político y sindical de los trabajadores de la educación, sin embargo, 
los líderes nacionales se han visto obligados a establecer su propia corriente 
sindical para generar lealtades manifiestas en torno a su mandato. De esta 
forma, al margen de los estatutos, se crearon membretes y emblemas que 
personalizaban el poder de los dirigentes. Los más conocidos son Vanguardia 
Revolucionaria, creado por Carlos Jonguitud en 1973 para depurar a los se-
guidores del líder desplazado y el grupo de “Los institucionales”, fundado 
en 1990 por Elba Esther Gordillo para tomar distancia de los “vanguardis-
tas” (Arnaut, 1992). Esto era clave para fortalecer la cultura personalista que 
situaba “todo el poder” en un hombre o mujer fuerte.

Relaciones partidistas y corporativismo político

Además de los poderes coactivos, los líderes del SNTE, como el resto de los 
dirigentes de las grandes centrales obreras y organizaciones sindicales de 
México, tenían asegurada una cuota de poder en el PRI en los niveles na-
cional, estatal y municipal. Los dirigentes magisteriales casi en automático 

12 En mayo de 1992 la mayoría de los afiliados del SNTE fueron transferidos administrativamente, junto 
con las escuelas de la SEP, a los diferentes estados de la República, excepto las secciones y los 
planteles de la Ciudad de México; pero esto no modificó su estatus jurídico en los hechos. Incluso 
en entidades federativas donde existen otros sindicatos magisteriales, además de las secciones del 
SNTE, no es posible irse a otra organización gremial si la plaza se otorga en cierto territorio delimitado 
por las autoridades educativas.
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accedían a las candidaturas del partido en el poder para ser regidores muni- 
cipales, diputados locales o federales, senadores e incluso a gubernaturas. A 
cambio de dicha cuota, los líderes sindicales del magisterio estaban obliga-
dos a movilizar a los trabajadores para apoyar las campañas del PRI y a poner 
recursos financieros y materiales para tal efecto. No se trataba de un acuerdo 
de facto o de simple subordinación al gobierno y su partido, sino del cumpli-
miento de los compromisos sindicales por su afiliación organizativa o corpora-
tiva al PRI (Pereyra, 1981; Pacheco, 2000; Muñoz, 2011).13

Este sindicato, además de las prerrogativas electorales, excepcionalmente en 
el ámbito gubernamental y laboral, tenía poder de veto y una fuerte capaci-
dad de negociación en diferentes ámbitos del sector educativo y en la mis-
ma política educativa. En muchos casos eso implicó rechazar secretarios o 
subsecretarios de Educación en muchas entidades federativas o “delegados” 
de la SEP (antes de la federalización de 1992) (Arnaut, 1996; Muñoz, 2005 
y 2008; Ornelas, 2018).

Los poderes coactivos y las prerrogativas de orden político y administrati-
vo ubicaron a los dirigentes del SNTE, tanto a nivel nacional como estatal, 
como integrantes del sistema político o como parte de las élites políticas 
del régimen autoritario, por lo que estaban obligados a promover la cultura 
política dominante y a confrontar las subculturas contrarias que aspiraban 
a un cambio democrático. Bensusán y Middlebrook (2013) apuntan al respec- 
to que las organizaciones sindicales tradicionales, ligadas al PRI, que es el 
caso del SNTE, se opusieron sistemáticamente a la democratización política 
desde la década de los setenta, a diferencia de otros países latinoamericanos 
que transitaron del autoritarismo a la democracia, como Brasil, Perú, Chile  
o Argentina, donde la eventual liberalización política implicó el debilitamiento 

13 En principio la afiliación organizativa suponía que todos los sindicalizados pertenecían al PRI, pero 
la realidad era que muchos trabajadores de la educación formaban parte de la membrecía de otras 
organizaciones partidistas, como el Partido Comunista Mexicano o el Partido Acción Nacional. La 
diferencia es que el apoyo a los partidos de oposición era coyuntural y tenía un carácter voluntario y, 
eventualmente, un alto costo personal si se era descubierto o denunciado.
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de la influencia de las organizaciones gremiales –defensoras del autoritarismo– 
al interior del partido del gobierno y en el gobierno.14

La cultura de la zanahoria y el garrote

Ahora bien, el único límite legal y político que han tenido los dirigentes 
del SNTE es su eficacia para contener los conflictos al interior de la orga-
nización, sea por razones de rechazo a una directiva del gobierno o de las 
autoridades educativas, por reclamos del magisterio de orden laboral, de tipo 
ideológico, por disputas de poder sindical o por la intromisión de actores 
externos (padres de familia, asociaciones vecinales o partidos políticos). 
Si los dirigentes nacionales o seccionales fallan en este cometido, son de-
puestos de forma irrevocable. Fueron los casos de Jesús Robles Martínez 
en 1973, Carlos Jonguitud en 1989 y Elba Esther Gordillo en 2013 (Arnaut, 
1992; Muñoz y Castro, 2019). 

Esto es, el poder sindical debe servir para resguardar las escuelas y al con-
junto del sistema educativo donde este gremio es autoridad. Se debe evitar 
a toda costa el avance de los conflictos de orden administrativo y político; si 
no funciona la cooptación o la amenaza, los líderes sindicales cuentan con el 
apoyo de la SEP para imponer sanciones administrativas, como suspensiones 
o despidos a los “agitadores” y con el respaldo de los cuerpos policiacos para 
reprimir o desalojar a los inconformes, ello sin descontar a los grupos de 
choque que los comités Nacional y seccionales han conformado en diferen-
tes momentos cuando se presenta un conflicto (Arnaut, 1992; Muñoz, 2005 
y 2008). Esta prerrogativa generó un último rasgo de la cultura política 
autoritaria, conocida como la “política de la zanahoria o el garrote”, que en 
buena medida es antecedida por la cultura de la “lealtad”. Salir de esa lógica 
puede dar pie al “garrote” sindical y sus prácticas represivas de carácter dis-
ciplinario o disuasivo.

14 Esto confirma la tesis de Kavanagh (1972), quien afirmó que Almond y Verba no le dieron la 
importancia necesaria a la influencia del Estado en la formación de la cultura política. De acuerdo 
con sus investigaciones, el papel del Estado, y de los agentes de socialización donde influye, es 
fundamental para la generación de una cultura política democrática. Es decir, no importa que haya 
desarrollo económico, si el Estado no contribuye a la promoción de una cultura política democrática. 
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La CNTE y la subcultura de la protesta

La Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación en Oaxaca, 
Chiapas, Guerrero y Michoacán, pese al esquema organizativo unitario, cor-
porativo y verticalista del sindicalismo magisterial, se ha hecho visible con 
expresiones políticas e ideológicas diferentes al de las dirigencias seccionales, 
y en buena medida han conseguido hacerse presentes, con diferente intensi-
dad y alcance en el ámbito de las escuelas, de los debates en los congresos 
seccionales y nacionales y también en el marco del gobierno sindical.15

Del reclamo social al reclamo sindical

¿Cómo explicar la posibilidad de que puedan expresarse diversas corrientes 
ideológicas en un contexto de autoritarismo sindical? En primer lugar, porque 
el marco de actuación de las y los maestros va más allá de la organización 
sindical y de las mismas escuelas. Las condiciones de pobreza, marginación y 
caciquismo represivo en muchas comunidades rurales y urbanas de México 
han hecho que los maestros de educación básica sean un reservorio de 
líderes que asumen la tarea de organizar las inconformidades y buscar los 
cauces institucionales y no institucionales16 (Loyo, 1992).

El gobierno mexicano durante el desarrollo del régimen autoritario (1929-1997) 
recurrió al SNTE para que maestras y maestros fungieran como organiza- 
dores de los procesos electorales, lo que supuso empadronar ciudadanos, 
instalar casillas y hacerse cargo de ellas durante y después de las votaciones. 
También fueron reclutados como oradores en los actos de campaña de 

15 Al respecto, Dennis Kavanagh (1972) señala que en un país hay subculturas. Afirma que es necesario 
que considerar la existencia de subgrupos con tipos de cultura política particular, ya que esto puede 
ayudar a explicar de forma más puntual sobre los comportamientos y las actitudes de los ciudadanos 
en su conjunto.

16 Este contexto confirma la postura de Cornelius (1980), quien afirma que la participación políti- 
ca consciente no solo responde a un tipo de ciudadano informado y situado en espacios urbanos 
consolidados, sino que también las personas pobres y sin educación tienen un alto potencial 
participativo. Al respecto, dice Cornelius: “el principal estímulo para la participación política es un 
conjunto de problemas y necesidades relacionados con el desarrollo de la comunidad, a los que se 
les debe hacer frente si se quieren mejorar de manera significativa las condiciones de vida en la 
vecindad” (Cornelius, 1980, p. 145). 
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los candidatos del PRI, o bien, como los responsables de hacer y/o dar los 
discursos para recibir a las autoridades o a los contendientes del partido en 
el gobierno cuando se presentaban en las escuelas públicas (Peláez, 1999).

En comunidades donde los índices de alfabetización no superaban 40% de 
los mayores de 15 años, el maestro se convertía en un referente para los asun-
tos privados y públicos. Por ejemplo, podía leer o hacer cartas de los par- 
ticulares que lo solicitaban. Podía leer a los agricultores las instrucciones 
sobre el uso de herramientas o fertilizantes entregados por el gobierno, entre 
muchos otros apoyos que podía otorgar a las comunidades. Pero, así como 
el PRI solicitaba su apoyo para promover a sus candidatos, los partidos de 
oposición tuvieron en los maestros un respaldo para sus actividades políticas 
y de promoción electoral (Street, 1992; Foweraker, 1993).

En un país plagado de conflictos agrarios entre comunidades o entre caciques 
y comunidades las y los maestros muchas veces se pusieron a la cabeza de 
las organizaciones campesinas que reclamaban el respeto a sus tierras; en 
otras ocasiones organizaron las acciones de protesta contra el despojo de 
tierras o pozos de agua; y en muchas comunidades indígenas de Oaxaca o 
Chiapas asumieron el liderazgo para confrontar al gobierno y sus proyectos 
de infraestructura que podrían afectar bosques y selvas (Foweraker, 1993).

Si al carácter político de la actividad se añade que su desarrollo se da en cam-
pos de alta conflictividad sindical, laboral, política y social, la canalización de 
las inconformidades es un desafío para los líderes del SNTE y para los propios 
protagonistas de las confrontaciones. El marco jurídico y político en que se 
mueven los potenciales inconformes dentro del SNTE es muy limitado, por 
lo menos lo era hasta 1989. Si los directores de escuela, los supervisores y 
muchos de los directivos de la SEP o del sector educativo son integrantes de 
la dirigencia nacional, ¿ante quién pueden reclamar los docentes afectados 
por un abuso de autoridad o por las condiciones adversas de trabajo? ¿Cómo 
superar la cultura de la “lealtad” y la eventualidad de la cultura del “garrote” 
por protestar o rechazar directrices administrativas o sindicales, muchas 
veces difíciles de diferenciar?
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La ruptura de las relaciones políticas corporativas

A propósito de las tensiones al interior del sindicato y de los factores ex-
ternos para el conflicto, la CNTE se conformó como una facción sindical que 
no apuesta por la salida del sindicato para evitar el conflicto político del 
reconocimiento o la toma de nota o “registro sindical” por parte del gobier-
no federal o de los gobernadores, pero crea una línea de autoridad ajena al 
poder tradicional de los comités seccionales y del Comité Nacional (Arriaga, 
1979; Peláez, 1999; Street, 2000). Los dirigentes fundadores anunciaron que 
basarían sus decisiones en los “20 principios” (CNTE, 2020) que definen sus 
propósitos como organización.17

Ahora bien, la competencia electoral entre partidos, hasta 1997, no fue un 
espacio significativo para la canalización de inconformidades. Mucho menos 
en el auge del régimen autoritario donde la oposición partidista tenía todas 
las desventajas para competir en los comicios. Si bien muchos maestros y 
maestras ingresaron a las filas de la oposición partidista, sus alcances fueron 
sumamente limitados a nivel nacional y de las entidades federativas. En el 
mejor de los casos, algunos profesores consiguieron posicionarse en el ám-
bito municipal o de algunas localidades como representantes del Partido 
Comunista Mexicano (PCM), del Partido Popular Socialista (PPS), y en me-
nor medida, del Partido Acción Nacional (PAN). Otra pequeña fracción del 
magisterio en Guerrero, Oaxaca y Chiapas optó por sumarse a grupos guerri- 
lleros. Pero además había cuestiones de mucho más fondo que las condi-
ciones laborales o los abusos de autoridad de los líderes sindicales, como 
era el caso de las políticas de contención salarial o de gasto e inversión en la 
infraestructura educativa. Más aún, sobre la mecánica jurídica y política para 
la selección de dirigentes sindicales. En este sentido no era posible que el PRI 
reclamara al gobierno por los bajos salarios de los docentes en zonas de alta 
marginación económica ni tampoco que exigiera modificaciones a la ley laboral 
de los trabajadores del Estado para que las elecciones de sus dirigentes se 
realizaran bajo criterios democráticos y se dejara atrás la cultura de la “línea”. 

17 El principio número 2 establece: “No se plantea la destrucción del Sindicato; sino, la recuperación del 
contenido revolucionario [que] la burguesía y sus agentes le han cercenado” (CNTE, 2020).
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Sin embargo, como el acercamiento con los partidos de izquierda no garan-
tizaba respuestas y mucho menos soluciones, la otra salida de canalización 
fue la marcha, el plantón, la toma de oficinas sindicales y del gobierno (nacio-
nal o estatal), pero sobre todo la conformación de estructuras organizativas 
paralelas a las oficiales.18 Esto fue clave para la consolidación organizativa de 
la CNTE pues la cultura política predominante en el sindicato hacía énfasis 
en sus prácticas y discursos en que las inconformidades de los profesores 
debían exponerse por “los canales institucionales” y de forma pacífica. Si la 
respuesta era negativa o tardaba en llegar, no se aceptaba como conducta 
la protesta o la toma de instalaciones públicas. Una de las características 
de la subcultura de las y los maestros de la CNTE es que sus valores sobre 
la protesta son “inversos o contrarios” en comparación con los de la cultura 
dominante. Entre otras razones porque la subcultura de la protesta de la 
CNTE también apostó por un cambio psicológico de la personalidad de los 
individuos participantes.19 

Estructuras de autoridad paralelas frente a la cultura de la línea

Asimismo, con una estructura completamente independiente, las acciones 
de lucha y de protesta quedaron bastante blindadas porque los líderes de la 
CNTE crearon espacios burocráticos ejecutivos ajenos a las delegaciones, a 
los comités seccionales y al Comité Nacional. Se les denomina consejos cen-
trales de lucha, delegaciones democráticas, asamblea permanente y comité 
seccional democrático. Su legitimidad ya no se basó en el reconocimiento 

18 Cuando se refiere a las características de las subculturas Yinger (1960) explica que los sujetos no se 
diferencian por tener roles distintos a los de la cultura dominante, ni tampoco porque estén aislados 
y sin interacción, sino porque siguen normas que los diferencian de forma muy precisa. 

19 Al referirse al desarrollo de subculturas Robert Merton (1980), en su texto Teoría y estructura 
sociales, habla de que los grupos desprendidos de la cultura dominante experimentan una tensión, 
que supone que algunos individuos desfavorecidos se sienten molestos y dispuestos a rebelarse 
porque carecen de los medios para lograr los objetivos generales bajo la premisa de las normas de la 
cultura dominante.
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de los gobiernos nacional o de los estados, sino del voto de sus integrantes20 
(Arriaga, 1979; Peláez, 1999). 

Esta libertad de elegir genuinamente a sus representantes o revocarles el 
mandato les ha permitido a los líderes de la CNTE plantear las demandas 
que los docentes establecen.21 Así, los pliegos petitorios se confeccionan 
en función de “consultas a la base”, lo cual supone preguntar por escrito o en 
asambleas abiertas a todas las voces lo que se debe negociar, lo que se debe 
de aceptar en la negociación y las estrategias de lucha que se deben seguir. 
Las secciones adheridas gradualmente a la CNTE, como una virtud o como 
una debilidad, no dependen de un mando central: Oaxaca (sección 22), 
Guerrero (sección 14), Michoacán (sección 18), Ciudad de México (sección 
9), Chiapas (secciones 7 y 40)22 tienen sus propias directrices y actúan en 
función de lo que dictan sus bases de forma independiente entre sí. Con ello 
terminaron con la cultura política de la “línea” de manera definitiva.

La rotación de liderazgos frente a la cultura del personalismo

Otra de sus fortalezas es que los dirigentes de la CNTE no son la organiza-
ción, su salida obligatoria no afecta la mecánica organizativa del colectivo 
ni tampoco debilita su legitimidad. Por otro lado, sus posibilidades de nom-
brar a sus sucesores después de su periodo estatutario son mínimas, pueden 
promover a algún cercano, pero la probabilidad de que la base los ratifique 
dependerá de su representatividad, por un lado, y por otro, de su capacidad 
de conseguir que una mayoría de delegados regionales le otorguen su voto. 

20 En el estatuto que rige la actuación de las secciones adheridas a la CNTE, su principio número 14, 
establece que: “Reconoce la importancia de las estructuras estatutarias y no estatutarias desde los 
centros de trabajo para ponerlas al servicio del trabajador” (CNTE, 2020).

21 Los principios 15 y 16 del estatuto de la CNTE establecen que la fortaleza gremial exige respeto 
absoluto a los acuerdos emanados de sus asambleas, foros y congresos nacionales [Además] 
practica la libre elección y revocabilidad en sus diferentes instancias de dirección (CNTE, 2020).

22 Cuando surge la CNTE en 1979, también la integraban las secciones 19 de Morelos y 29 de Tabasco. 
En 1980 se adhirió la sección 36 del Valle de México y en 1989, la 18 de Michoacán, la 14 de Guerrero y 
las del entonces Distrito Federal (9, 10 y 11). Morelos y Tabasco se desprendieron un año después 
y las secciones de la capital, con excepción de la 9, se separaron de la CNTE en 1991.
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Esta práctica aniquiló la cultura del “hombre o mujer fuerte” y le permitió a la 
CNTE situarse en una dinámica de continuidad absolutamente independiente 
de personajes, personalidades o liderazgos individualistas, es decir, de la 
premisa del personalismo (Yescas y Zafra, 2006).

Autonomía financiera frente a la cultura  
del enriquecimiento de los líderes

Otra razón que robusteció la fuerza organizativa de la CNTE es que desde 
sus inicios, en las diferentes entidades donde tiene presencia, logró asumir 
los poderes coactivos23 que legalmente se reconocían al Comité Nacional del 
SNTE, pero no porque la dirigencia nacional aceptara la representatividad 
política y estatutaria de las secciones disidentes, sino porque los liderazgos 
centistas construyeron estructuras paralelas que tuvieron como principal so-
porte el apoyo de las asambleas delegacionales, a su vez conformadas por el 
método de “consulta directa a la base”. 

Ese margen de legitimidad hizo posible que se pudieran cobrar cuotas “volun-
tarias” a los agremiados, independientemente del descuento obligatorio por 
la afiliación “nacional” al SNTE. La diferencia con el cobro de cuotas en el seg-
mento oficialista es que en estos espacios hubo obligación de rendir cuentas 
y no se utilizaron para el enriquecimiento personal de los líderes. 

23 Las secciones de Oaxaca, Michoacán, Guerrero, Chiapas y la Ciudad de México, en distintos tiempos y 
con alcances diferenciados, asumieron los poderes coactivos sobre los agremiados. La sección 22 de 
Oaxaca, casi desde el inicio de la conformación de la CNTE, en 1980 y hasta la fecha, los conserva. La 
sección 14 de Guerrero y la 18 de Michoacán los consiguieron a partir de 1989 y los conservan par- 
cialmente; las secciones 7 y 40 de Chiapas los consiguieron desde 1980 y los conservan de forma li- 
mitada e intermitente; la sección 9 de la Ciudad de México los consiguió en 1989 y los perdió 
completamente a partir de 1995.
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El incentivo individual por sumarse  
a la protesta: otra forma de lealtad 

Con el soporte de esa legitimidad organizativa los diferentes gobernadores 
que tuvieron interlocución con las secciones de la CNTE, desde 1980 hasta 
la fecha, terminaron reconociendo de facto la autoridad de las secciones disi-
dentes, lo cual implicó aceptar que debían tener control sobre cierto porcen-
taje de las plazas docentes y administrativas, el manejo de las escuelas de 
educación básica y normal y del escalafón laboral. Pero este reconocimiento 
sui generis no resolvía por sí mismo y de forma definitiva la lealtad perma-
nente de los agremiados porque tanto las autoridades locales y nacionales 
del sector educativo, con ofertas de incentivos laborales muy significativos, 
buscarían minar la legitimidad de los líderes disidentes.

Ante estas circunstancias, los dirigentes de la CNTE, avalados por la fuerza 
democrática del método de consulta a la base, crearon en la cédula escalafo-
naria un porcentaje de puntos (alrededor de 30%) para quienes se sumaran 
a los actos de protesta.24 Si bien esta opción siempre tuvo un carácter volun-
tario, en los hechos tendría un alto costo administrativo para los agremiados 
perder ese porcentaje, sobre todo por la escasez de oportunidades de ascenso; 
por ello, se convirtió en un poder coactivo adicional muy poderoso y efecti-
vo para fortalecer la actividad político-sindical de la disidencia magisterial 
y asegurar su continuidad. 

Esta norma no solamente reforzó una cultura de la “lealtad” a la organización, 
sino que favoreció la formación de trabajadores que participan activamente en 
favor de sus aspiraciones de cambio y para conservar los logros conseguidos, 
es decir, el tipo de persona que Durand Ponte (2004) denominó “militante”, 
el cual participa activa y subjetivamente, un individuo que une a su interés 

24 En su principio número 4 la CNTE establece que “antepone la movilización en la negociación de los 
pliegos petitorios” (CNTE, 2020).
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subjetivo por la política, las acciones destinadas a conseguir los intereses de 
la organización o partido con el cual se identifica.

Igualmente, esta cultura de la “lealtad” a la organización, a diferencia de la 
cultura del padrinazgo practicada por el sector oficialista del magisterio, dio 
pie a que la asignación de plazas y ascensos practicada por las diferentes 
secciones de la CNTE quedara sujeta a una serie de requisitos normados de 
manera interna donde se valoró el mérito académico y el trabajo en favor de la 
organización y sus prácticas de lucha. Esto puede ser considerado, según 
Yinger (1960), como “contracultura” porque el objetivo de la protesta no se 
orientó solo a defender lo logrado, sino a cuidarlo y buscar lo que no se tiene, 
es decir, la lucha magisterial se basó en un mecanismo de acción que con-
frontó los valores “de la sociedad total”, donde la modelación de una “nueva 
personalidad” ante la protesta fue una variable importante como referente de 
contraste ante la cultura dominante.25

Esto no fue poca cosa, porque a las negociaciones con los gobernadores, la 
SEP, la Secretaría de Gobernación y el ISSSTE antecedían actos violentos, mu-
chas veces clasificados como vandálicos, tales como daño a edificios públi-
cos y privados, toma de radiodifusoras, bloqueo a supermercados, además 
de la típica toma de plazas públicas, bloqueo de carreteras, aeropuertos y las 
oficinas de la casa de gobierno de las respectivas entidades federativas. 

Estas prácticas, pese a que generan un importante rechazo social y una 
narrativa que coloca como “violentos” a los maestros y maestras disidentes 
en el marco de la opinión pública, dan cuenta de que representan un tipo de 
subcultura que se confronta con las normas sociales y que no respeta las 

25 El peso del incentivo escalafonario es fundamental porque las acciones de protesta la mayoría de las 
veces fueron reprimidas con fuerza desmedida por las policías de los ámbitos estatal y nacional o con 
grupos de choque que supuestamente eran trabajadores inconformes o padres de familia afectados. 
De acuerdo con Williams (2011), cuando se consolidan las prácticas exitosas de una subcultura, 
los nuevos valores y las normas no producen tensión como lo supuso Merton (1980), sino sentimientos 
de bienestar y pertenencia, que puede ser el caso de la participación en actos de protesta.
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convenciones sociales26 para lograr sus objetivos, de forma que su resistencia 
tiene un importante componente político, de tal manera que se asumen como 
promotores del cambio social27 (Haenfler, 2006, citado en Corte, 2012). 

Dicho cambio, claro está, se visualiza desde su propia perspectiva particularis-
ta. Asimismo, el distintivo de las prácticas de uso de la fuerza por parte de 
los maestros disidentes les permitió construir, a un alto costo de represión 
policiaca, un tipo de “identidad colectiva”, edificada en oposición a la postura 
sumisa de la mayoría pasiva de los profesores del SNTE. En este sentido, Frith 
(1996) precisa que la generación de identidad también incluye la producción 
de no identidad, es decir en un proceso de inclusión y exclusión (Corte, 2012). 
De esta forma la CNTE, como protagonista de la subcultura de la protesta, 
definió los límites entre “nosotros y ellos” o entre “los de adentro y los de 
afuera” (Snow, 2001, citado en Corte, 2012).

Otra fortaleza adicional de la CNTE fue su incorporación a una extensa red de 
organizaciones sociales de diferente naturaleza que consistentemente esta-
ban en confrontación con el gobierno, entre las que se encontraban otros sin-
dicatos o asociaciones con banderas de defensa de muy diversa naturaleza, de 
tipo sindical, étnico, de lucha contra perseguidos políticos, por demanda 
de búsqueda de desaparecidos, de padres de familia, entre muchas otras.28

26 Las reacciones sociales a la actividad subcultural se generan típicamente de dos formas: primero como 
consecuencia de la observación directa (algún tipo de experiencia), y segundo, como consecuen- 
cia del tipo de representación social que la subcultura de protesta tiene en los principales medios 
de comunicación (representación por un tercero). Thornton (1996) señala que en los medios una 
subcultura de protesta es objeto de espectáculo, pues los participantes son valorados positivamente 
(“héroes”) o negativamente (“villanos”), y también se les estereotipa para que desde fuera tengan 
una imagen “falsamente homogénea”. 

27 En este sentido, el principio 6 de la CNTE señala que: “[Uno de los objetivos es] elevar la conciencia 
de clase y educar políticamente. No concilia ni trata de armonizar con el enemigo. No mediatiza ni 
divide la organización y la lucha. Asimismo, el principio 9 establece que: “[La CNTE] comprende el  
estrecho vínculo entre la lucha económica y la política. Combate el apoliticismo y reconoce que el des- 
tino histórico de la humanidad es la sociedad sin explotados ni explotadores”. En la misma línea, el 
principio 12 señala: “[La CNTE] tiene conciencia de la necesidad de contribuir a la organización que 
encabece la lucha general de la clase trabajadora”.

28 En su principio número 1, la CNTE establece: “No se niega ninguna forma de lucha y organización  
y sus posibles combinaciones, siempre que no se obstruya la Educación de las bases, no se rebaje su 
nivel político, su conciencia y su combatividad” (CNTE, 2020). 
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La CNTE en el poder: clientelismo y protesta genuina

La lucha de la CNTE, sobre todo en la sección 22 de Oaxaca, empezó en 1980 
por el reconocimiento de su comité seccional, elegido democráticamente. En 
1989 hubo un reconocimiento de facto, y desde entonces, en esa entidad, en 
Guerrero, Michoacán, Chiapas y la Ciudad de México, comenzó el gobierno 
sindical de la CNTE. ¿Consiguieron consolidar las posturas que abanderaron 
durante su lucha contra los defensores de la cultura política dominante?, 
¿pudieron hacer válido su código de ética que se concentra en sus 20 princi-
pios o fueron presa de las prácticas de la cultura política dominante?

En Oaxaca, después de la firma del Acuerdo Nacional de Modernización para 
la Educación Básica y Normal (ANMEB), que implicó la transferencia de los 
servicios educativos federales a los gobiernos de los estados, el entonces go-
bernador Heladio Ramírez López, firmó con la sección 22 “una minuta”, que 
luego alcanzó el nivel de decreto, para crear el Instituto Estatal de Educación 
Pública de Oaxaca y ceder a las y los maestros disidentes el control del apara-
to educativo.29 Además de la minuta, el gobierno de Oaxaca se comprome-
tió a financiar las actividades del Centro de Estudios y Desarrollo Educativo 
(CEDES), integrado por cuadros políticos y académicos de miembros de 
la sección 22 y crear en la Procuraduría de Justicia del Estado una Agencia 
Especial del Ministerio Público para la atención de los asuntos del magis- 
terio, mismo que después se elevó al rango de Fiscalía Especial para Asuntos 
Magisteriales.

Según Yescas (2015), en lo sucesivo, las actividades de las dirigencias de 
la sección 22 se concentraron en presentar a los gobiernos estatal y federal, 
durante los meses de mayo de cada año “extensos pliegos petitorios que 
además de sus demandas gremiales incluían reclamos políticos y hasta 

29 De acuerdo con Yescas (2015) la cláusula XII de la minuta dice textualmente: “La selección y 
nombramiento futuro de funcionarios del Instituto Estatal de Educación Pública, como resultado de 
las propuestas de la representación sindical, serán respetadas en la forma y términos acordados con 
antelación, aun cuando cambie la estructura orgánica del Instituto”, acuerdo que forma parte de los 
poderes coactivos reconocidos a los líderes nacionales y seccionales del SNTE. Es decir, hasta aquí 
todo fluía con normalidad.
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sociales”. Pero el objetivo de fondo siempre fue económico. Así, entre 1993  
y 2003, en los periodos de gobierno de Diódoro Carrasco Altamirano y José 
Murat Casab, ambos priistas, el magisterio oaxaqueño logró acumular el 
pago de 365 días, más 10 días de prima vacacional, 90 días de aguinaldo  
y 19 días de bono de productividad; es decir un total de 483 días cobrables 
por 200 días laborables.

Por otra parte, el control de buena parte del aparato burocrático y adminis-
trativo del Instituto Estatal de Educación Pública de Oaxaca le garantizó a 
los dirigentes de la sección 22 del SNTE convertirse en gestores eficaces de 
sus representados, pero también, ante la falta de contrapesos legales y po-
líticos, promotores “de una amplia red de lealtades y clientelas sindicales 
[…] tráfico de influencias, venta de plazas, promociones laborales” (Yescas, 
2015), es decir, en el tema de asignación de algunas plazas, se desarrollaron 
las prácticas de la cultura política dominante del sindicalismo magisterial.

El mismo patrón de control compartido del sistema educativo estatal se re-
plicó en Guerrero con la sección 14 y en Michoacán con la sección 18. ¿Qué 
ocurrió con los 20 principios como código de buena conducta y qué ocurrió 
con las premisas de la subcultura de la protesta? Los testimonios indican que 
algunos dirigentes utilizaron el factor más potente de la maquinaria del “con-
senso democrático”, es decir, la consulta a la base para impulsar movilizacio-
nes y paros de labores, que tenían una bandera muy genuina de mejoras para 
sus representados, pero además incluían peticiones ocultas al público 
para obtener beneficios especiales para ellos y sus clientelas (Gracia, 2019). 

Esto dio pauta para que los gobiernos estatales de estas tres entidades  
federativas promovieran la división formal de los comités seccionales y así debi- 
litar su capacidad de presión y de negociación.30 En estas circunstancias, 

30 Pero además, en Oaxaca, el gobierno federal, con el apoyo del gobernador, tomó las instalaciones 
del Instituto Estatal de Educación Pública de Oaxaca con el propósito de arrebatar a la sección 22 
la autoridad educativa del estado. En esta acción participaron la Policía Federal Preventiva (PFP), la 
Procuraduría General de la República (PGR) y la policía estatal de Oaxaca. Además, se emitieron 50 
órdenes de aprehensión contra los líderes sindicales de la CNTE, incluido el secretario general de la 
sección 22, Rubén Núñez (Pérez, 2015).
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la subcultura de la protesta construida a lo largo de cuatro décadas por di-
ferentes generaciones de maestros y maestras fue utilizada por un grupo de 
dirigentes para obtener beneficios personales, apenas diferenciándose de los 
líderes del sector oficialista del SNTE. Aunque la diferencia más importante 
era que los líderes centistas no podían quedarse por décadas en el poder. 

En cuanto a la sección 9 de la Ciudad de México, sus diferencias internas 
y la intervención del Comité Nacional del SNTE para cooptar y sobornar a 
muchos de sus liderazgos, generaron una escisión que dio lugar a la forma-
ción de dos secciones con reconocimiento de facto por parte de la autoridad 
educativa, una ligada al sector oficialista del sindicato y la otra a la CNTE. El 
problema para esta última facción es que quedó fuertemente debilitada por-
que perdió los poderes coactivos y apenas retuvo cierta capacidad de gestión 
para el ingreso y ascenso, aunque su continuidad, a la fecha, fue resultado 
de que mantuvo las prácticas del consenso democrático para seleccionar 
dirigentes y establecer pliegos petitorios.

Reflexiones finales

Los maestros y maestras disidentes agrupados en la CNTE desde 1979 a la 
fecha, a pesar de haber iniciado su labor de protesta en el contexto de un 
régimen autoritario y de que sus miembros sufrieron persecución y repre-
sión por parte de los líderes del SNTE y de los gobiernos nacional, estatal 
y municipal, se convirtieron en un poderoso agente de socialización en fa-
vor de la lucha por los derechos de los intereses de las y los trabajadores 
de la educación, así como por la democratización política. En estos propó-
sitos construyeron una subcultura política de la protesta que creó normas y 
valores contrarios a la cultura política dominante impulsada por los líderes 
nacionales del sindicalismo magisterial ligado al gobierno. Esta subcultura 
tuvo como principal soporte una estructura organizativa basada en prácti-
cas democráticas al interior de la CNTE, tales como la “consulta a la base” 
para elegir dirigentes, plantear pliegos petitorios, definir estrategias de lucha 
(que incluía la confrontación violenta con las fuerzas del orden) y establecer 
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alianzas con organizaciones sociales y las principales fuerzas políticas de 
izquierda. Sin embargo, con el paso del tiempo, un grupo de dirigentes utili-
zó la capacidad de movilización de los maestros y maestras disidentes para 
obtener beneficios personales generando un híbrido entre subcultura de la 
protesta y cultura política dominante.

Dadas estas circunstancias, ¿la subcultura de la protesta se diluyó en el ma-
gisterio disidente? Definitivamente no. La fuerza de la protesta sigue intacta y 
hasta la fecha la CNTE es la vanguardia de la lucha del magisterio y del sindi-
calismo mexicano. En febrero de 2013 el gobierno de Enrique Peña Nieto im-
pulsó una reforma educativa que tenía como uno de sus propósitos anular la 
fuerza de las movilizaciones de las y los maestros disidentes y quitar al con-
junto de los dirigentes magisteriales los poderes coactivos de intervenir en el 
ingreso y el ascenso de los docentes y el de controlar la supervisión escolar. 

Para ello se modificó el artículo 3° de la Constitución para establecer la obli-
gatoriedad de la evaluación (DOF, 2013, 26 de febrero), independientemen- 
te de los apoyos y se promulgó la Ley General del Servicio Profesional Docente 
(DOF, 2013, 11 de septiembre), cuyo artículo 76 estableció que quien faltara 
tres días continuos o discontinuos en un periodo de 30 días naturales, “será 
separado del servicio sin responsabilidad para la autoridad educativa”. 
Después de dos años de constantes movilizaciones en la capital de país y 
en sus respectivas entidades federativas, protagonizadas por los contingen-
tes de las secciones 22 de Oaxaca, 18 de Michoacán, 14 de Guerrero, 7 y 
40 de Chiapas y 9 de la Ciudad de México, la Secretaría de Gobernación se 
comprometió a no aplicar las leyes de la reforma educativa a los maestros 
y maestras de educación básica de la disidencia magisterial (Secretaría de 
Gobernación, 2015, 25 de marzo). Más aún, la inercia de las protestas hizo 
posible que la reforma educativa y sus cláusulas punitivas fueran derogadas 
en 2019 por el nuevo gobierno (DOF, 2019, 15 de mayo). Pese a esta proeza 
que aplaudió el magisterio de todo el país (Muñoz, 2020), es muy proba- 
ble que las prácticas continúen creando un estilo híbrido de gestión sindical 
que combina la subcultura de la protesta con algunas prácticas de la cultura 
política dominante. 
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Este libro representa el inicio de la reflexión académica sobre el tema de la 
diversidad cultural en la sociedad mexicana y la exposición de diferentes 
subculturas por parte del grupo de trabajo Cultura Política, de la Sociedad 
Mexicana de Estudios Electorales.

El debate que surgió como preámbulo al desarrollo de los trabajos de esta 
obra es si debemos analizar la diversidad cultural como multiculturalismo 
(culturas) o como interculturalidad (subculturas). Estas dos propuestas tie-
nen una fuerte carga teórica y un antecedente de muchos años de discusión 
en las ciencias sociales. Con el fin de actualizar y enriquecer el análisis sobre 
estos conceptos, este grupo de trabajo se sumó al debate. Se partió de la 
premisa de que no se puede estudiar la cultura política de los mexicanos 
a través de un solo modelo hegemónico, ni tampoco con una metodología 
en particular.
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Como se menciona en la introducción de este libro y en varios de sus capítu-
los, las encuestas nacionales e internacionales de cultura política que realizan 
tanto instituciones públicas como empresas privadas coinciden en que casi la 
mitad de las y los mexicanos desconfían de sus instituciones políticas y rece-
lan de las actividades del gobierno. La mayoría de las personas encuestadas 
no está dispuesta a involucrarse en asuntos públicos, y más de dos terceras 
partes de las y los ciudadanos solo se interesan en la política cuando hay 
elecciones presidenciales. Estos datos, como se observó en San Francisco 
Cherán, Michoacán, no siempre reflejan la realidad de todos los grupos cul-
turales en México. Pero, además, muy pocas veces se cuestiona el rigor con el 
que se llega a estos resultados y las conclusiones de los mismos (Córdova 
et al., 2015; Robles y Salmón, 2018). En consecuencia, esta obra representa 
tanto una crítica a esta visión culturalista predominante como una propuesta.

Los artículos que se presentan en esta obra, titulada Las culturas políticas de 
las y los mexicanos, responden a la necesidad de analizar la complejidad cul-
tural, así como el debate teórico que de ello se desprende. En este sentido, 
se analizan seis trabajos sobre comunidades indígenas; dos trabajos sobre 
mujeres como víctimas de la cultura patriarcal; uno sobre la subcultura de 
los jóvenes internautas y otro sobre la subcultura de la protesta magisterial 
agrupada en la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación. 

La principal conclusión que surge de esta serie de trabajos es la persistencia 
del debate entre multiculturalismo e interculturalidad. En la discusión entre 
los autores no se llegó a un consenso, por lo que se asumió que ambas pos-
turas son válidas. De esta forma, cada autoría estableció el concepto en que 
considera debía insertarse su análisis. 

De acuerdo con Zolla y Zolla (2004), se emplean las expresiones multicul- 
tural e intercultural para referirse “a espacios habitados por pueblos de len-
guas y culturas diversas como a contextos en donde interactúan los pueblos 
indígenas con otros sectores”. En los estudios de multiculturalismo más re-
cientes, autores como Will Kymlicka (1996) o Luis Villoro (1998) han subra- 
yado –como se expresó en la introducción– que a los Estados nacionales 
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contemporáneos ya no se les puede ubicar en la categoría conceptual “Estado-
nación”, donde la idea de nación supone un conjunto de valores, cultura, cos-
tumbres, religión, prácticas, sino como “Estado-multicultural”, porque dentro 
de un mismo Estado hay “varias naciones”. Es decir, las instituciones de la 
democracia ya no deben dar por sentado que las y los ciudadanos son igua-
les y tienen las mismas necesidades, y sobre todo necesitan darse cuenta 
de que las personas se asumen diferentes en función de la cultura a la que 
pertenecen. En este sentido, dichas instituciones deben darse a la tarea de 
crear el marco de interacciones sociales y políticas que reflejen de forma 
armónica las diferencias culturales, sea mediante leyes y/o políticas públicas. 
De lo contrario se genera discriminación y segregación. En este tema, como 
se expuso en la introducción, el mayor avance no ha sido en el ámbito cultural, 
sino en el legal. 

Hasta principios del siglo XXI, en 2001, a nivel nacional, la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoció la diversidad cultural de 
México al establecer en su artículo 2° el concepto de comunidad indígena: 
“Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen 
una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que 
reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres”. 

Posteriormente, el 13 de marzo de 2003, se publicó en el Diario Oficial 
de la Federación el Decreto por el que se crea la Ley General de Derechos 
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, un importante instrumento jurídi-
co que dispone también la creación del Instituto Nacional de las Lenguas 
Indígenas. Un caso emblemático de las luchas indígenas en favor de la diver-
sidad es el de la comunidad de San Francisco de Cherán, Michoacán, en 2011 
(Hernández, 2020). En este sentido, la nueva narrativa constitucional sobre 
la diversidad cultural en México quedó redactada de la siguiente forma: 

 Artículo 2° […] La Nación tiene una composición pluricultural sustentada 

originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden 

de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la 

colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, 
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culturales y políticas, o parte de ellas […] Son comunidades integrantes de un 

pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, económica y cultural, 

asentadas en un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo 

con sus usos y costumbres […] El derecho de los pueblos indígenas a la libre 

determinación se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que 

asegure la unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades 

indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, 

las que deberán tomar en cuenta, además de los principios generales esta-

blecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos 

y de asentamiento físico. 

 A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las 

comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la 

autonomía para: I. Decidir sus formas internas de convivencia y organiza-

ción social, económica, política y cultural. II. Aplicar sus propios sistemas 

normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándo-

se a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías 

individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e 

integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de 

validación por los jueces o tribunales correspondientes. III. Elegir de acuerdo 

con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autorida-

des o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno 

interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y 

ejercerán su derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad; así 

como a acceder y desempeñar los cargos públicos y de elección popular para 

los que hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto 

federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad de México. 

En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar los derechos polí-

tico-electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades 

municipales. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los 

elementos que constituyan su cultura e identidad. V. Conservar y mejorar el 

hábitat y preservar la integridad de sus tierras en los términos establecidos 

en esta Constitución. VI. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de 

propiedad y tenencia de la tierra establecidas en esta Constitución y a las leyes 
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de la materia, así como a los derechos adquiridos por terceros o por inte-

grantes de la comunidad, al uso y disfrute preferente de los recursos naturales 

de los lugares que habitan y ocupan las comunidades, salvo aquellos que 

corresponden a las áreas estratégicas, en términos de esta Constitución. 

Para estos efectos las comunidades podrán asociarse en términos de ley. 

VII. Elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los 

ayuntamientos, observando el principio de paridad de género conforme a las 

normas aplicables. Las constituciones y leyes de las entidades federativas 

reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, con el propósito 

de fortalecer la participación y representación política de conformidad con 

sus tradiciones y normas internas. VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción 

del Estado. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y procedimientos 

en que sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta 

sus costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de esta 

Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos 

por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. 

 Las constituciones y leyes de las entidades federativas establecerán las carac-

terísticas de libre determinación y autonomía que mejor expresen las situa-

ciones y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así como las 

normas para el reconocimiento de las comunidades indígenas como entidades 

de interés público. 

 B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para promover 

la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica 

discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas 

necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el 

desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser 

diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 

Sin embargo, a pesar de estos avances legales, aún hay retos. Uno de ellos es 
el que sea posible que los municipios puedan declararse como indígenas, tal 
como ha reclamado la comunidad de Cherán, Michoacán. Los defensores 
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legales de esta comunidad indígena han exigido al Legislativo federal reformar 
el artículo 115 constitucional (Hernández, 2020) para que la autoridad mu-
nicipal pueda constituirse bajo sus usos y costumbres cuando son habitadas 
por comunidades de los pueblos originarios. Actualmente la Constitución 
establece sobre el municipio lo siguiente:

 Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de 

gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo 

como base de su división territorial y de su organización política y adminis-

trativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: I. Cada Municipio 

será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado 

por un presidente o presidenta Municipal y el número de regidurías y sindi-

caturas que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. 

La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá 

por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia 

alguna entre este y el gobierno del Estado. 

 Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecu-

tiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, 

por un período adicional, siempre y cuando el periodo del mandato de los 

ayuntamientos no sea superior a tres años. La postulación solo podrá ser 

realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos integrantes de 

la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o perdido 

su militancia antes de la mitad de su mandato. 

Como se puede apreciar, no dice nada de formas de gobierno indígenas ba-
sadas en usos y costumbres; pero, en los hechos, existen autoridades muni-
cipales a lo largo del país que tienen una lógica administrativa con base en 
sus tradiciones. Son los casos de los caracoles en Chiapas, de más de 400 
municipios en Oaxaca y de San Francisco Cherán, Michoacán, los cuales no 
se rigen por un ayuntamiento tradicional. Tienen sus propias estructuras 
administrativas ajenas a lo que señala la Constitución del país y las constitu-
ciones de sus respectivas entidades federativas.
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Los casos señalados son claros ejemplos de que el Estado mexicano es mul-
ticultural, o bien es un territorio de una extensa y profunda interculturalidad. 
Ahora bien, un concepto asociado a estas posturas que se debe considerar 
es el de “aculturación”. Se trata de un componente teórico significativo del 
estudio del indigenismo, el cual llegó al vocabulario antropológico de habla 
hispana procedente de la antropología de habla inglesa; la raíz idiomática lo 
denomina acculturatio, que significa “contacto entre culturas”, y no “sin cul- 
tura”: “En inglés, consecuentemente, acculturation y culture-contact son sinóni-
mos, como también lo son en español aculturación y contacto cultural” (Zolla 
y Zolla, 2004). Este término es clave para entender que en el contexto de una 
sociedad multicultural o de tipo intercultural hay interacción entre culturas. 

El sociólogo Gilberto Giménez (1999) propuso que se utilice el término inter-
culturalismo para superar los resultados políticos y sociales que se generaron 
por el concepto denominado multiculturalismo, el cual, aparentemente, im-
plica diversidad étnico-cultural, pero de acuerdo con este autor, ha sido más 
un discurso oficial durante varias décadas, que una realidad, por lo que este 
marco teórico ha sido insuficiente como proyecto de cohesión social. Por 
tanto, la propuesta es pensar este debate en términos de interculturalismo 
porque permite reconocer la multiplicidad de culturas presentes en el país, 
pero, sobre todo, pone el acento en la interacción y en las convergencias entre 
ellas más que en las diferencias. 

Así, más que mostrar la cultura e historias propias, el interculturalismo en-
fatiza el aprendizaje sobre los intercambios que existen y que puedan conti-
nuar, destacando la cooperación. Como todos los conceptos que hablan de 
culturas, tiene su parte utópica y, por ello, plantea construir la unidad en la 
diversidad mediante la interacción positiva para superar la exclusión y la pos-
tura política y social del asimilacionismo y también para fortalecer la cohesión 
social y la convivencia democrática que no se ha consolidado en México.

Para las posturas teóricas de lo que podría denominarse Estado intercultural, 
no se trata solamente de reconocer las diferencias y la diversidad, ni mucho 
menos de crear espacios específicos para la coexistencia de diversos valores 
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y prácticas. La interculturalidad, a través del marco normativo y de políticas 
públicas, tiene que garantizar que los más diversos sectores, y no solo los 
indígenas, puedan vincularse a través de lo que los identifica y los diferencia. 
En este sentido, el modelo intercultural aspira a ser una crítica constructiva 
al multiculturalismo. Ambos conceptos tienen la misma raíz, pero el intercul-
turalismo es un paradigma en construcción que se interesa en el aprendizaje 
cooperativo y el enriquecimiento mutuo entre culturas que conviven en un 
mismo territorio (Giménez, 1999). 

El planteamiento multiculturalista rebatiría señalando, en primer lugar, que 
no está en contra de que las culturas encuentren puntos de coincidencia con 
las demás, siempre y cuando ninguna de ellas tenga que realizar transforma-
ciones y/o perder su originalidad para coincidir con la cultura o culturas con 
que tiene interacciones permanentes. También diría que la diversidad cul- 
tural parte de la diferencia, así como de la originalidad e igualdad de las 
culturas (Taylor, 1993). Porque con el pretexto de la intersección cultural se ha 
obligado a distintas culturas, principalmente a las indígenas, a que cambien o 
renuncien a su originalidad, con el aparente objetivo de lograr puntos de coin-
cidencia con la cultura hegemónica; lo anterior sustentado en un subterfugio 
de convivencia, pero, además, esta subordinación daría lugar a la formación de 
subculturas, las cuales se reconocerían no por sus tradiciones, idioma o prác-
ticas cotidianas, sino por el tipo de interacción con la cultura hegemónica, de 
la cual estarían dependiendo. 

De hecho, si analizamos los distintos artículos de este libro, el Estado mexi-
cano ha enfatizado más el concepto de interculturalidad que de multicul- 
turalismo, prueba de ello ha sido la presión para que se dé el reconocimiento 
jurídico y/o electoral a diversos grupos culturales, y a su vez para que estos 
acepten las reglas de la cultura hegemónica, en este caso las de la demo-
cracia liberal. Sin embargo, diferentes comunidades indígenas del país han 
luchado para que en los municipios donde viven no haya partidos ni orga-
nismos electorales, porque esperan que se respete su cultura. Otro ejemplo 
claro del predominio de la cultura hegemónica es el clientelismo que se da en 
la mayoría de las comunidades indígenas descritas en esta obra, práctica que 
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es ajena a las tradiciones de los grupos indígenas y que trastoca y hace que 
muchos de sus usos y costumbres pierdan relevancia al interior de su cultura.

De acuerdo con el último censo del INEGI (2020), en el país hay 25 millones 
de personas que se reconocen como indígenas. De ellas la población de tres 
años y más que son hablantes de una de las 68 lenguas autóctonas que existen 
asciende a 7,364,645 personas (6.1% de la población total). Esta realidad 
recientemente ha tenido un nuevo impulso en su reconocimiento, pues la 
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas clasificó las re-
giones indígenas mexicanas e identificó 25 con base en la aplicación de cua-
tro criterios: demográfico, cultural, económico y de continuidad geográfica.1

Por la importancia que tienen estas comunidades indígenas, en esta obra se 
muestran testimonios que dan cuenta de cómo los pueblos originarios han 
tratado de defender su cultura, ejemplos que incluyen sus prácticas religiosas, 
su tradición de trabajo comunitario llamado tequio o guetza, principalmente 
en Oaxaca; el respeto y sobrevivencia de sus recursos naturales, que son los 
casos de Cherán, Michoacán, Olintla e Ixtacamaxtitlán, Puebla; sus formas de 
participación política, que son los casos de Hidalgo y Puebla. 

Las comunidades que se estudian en este libro, excepto Cherán, han tenido 
que entablar relación con los partidos políticos, logrando formas híbridas o 
de intersección cultural que no siempre las han favorecido; de hecho, están 
perdiendo parte de su cultura por este intento de relación con formas de par-
ticipación que no corresponden a sus costumbres.

1 Se enlistan a continuación colocando entre paréntesis el porcentaje de población indígena en cada 
una de ellas: Altos de Chiapas (71.3%); Chimalapas (63%); Chinanteca (50%); Chontal de Tabasco 
(9.6%); Costa y Sierra Sur de Oaxaca (39.5%); Cuicatlán, Mazateca, Tehuacán y Zongolica (55.1%); 
Frontera Sur (4.9%); Huasteca (56.9%); Huicot o Gran Nayar (47.6%); Istmo (50.8%); Maya (44.1%); 
Mayo-Yaqui (10.3%); Mazahua-Otomí (28.3%); Mixe (75.2%); Mixteca (57.9%); Montaña de 
Guerrero (60.9%); Norte de Chiapas (58.7%); Otomí Hidalgo-Querétaro (36.5%); Purépecha 
(21.5%); Selva Lacandona (75.8%); Sierra Juárez (80.5%); Sierra Norte de Puebla y Totonacapan 
(41.9%); Tarahumara (46.3%); Tuxtlas, Popoluca-Náhuatl de Veracruz (23.1%); Valles Centrales 
(26.5%) (Comisión para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, 2012: 19).
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En este contexto de interculturalidad estos pueblos han intentado mantener 
sus tradiciones a través de la elección de gobiernos o representantes de co-
munidad por usos y costumbres, como es el caso de las comunidades mu-
nicipales de Tlaxcala, Hidalgo y Puebla. Sin embargo, estas investigaciones 
revelan que prácticas como el clientelismo minan sus estructuras internas, 
lo que ha obligado a los pobladores de dichas comunidades a organizarse y 
resistir. Asimismo, que la convivencia con los partidos políticos no ha permi-
tido a estos actores indígenas beneficiar como quisieran a su comunidad, por 
lo que sus usos y costumbres empiezan a perder significado. 

Es un reto lograr que el gobierno respete a estas comunidades; en el caso de 
Cherán, estudio de caso que en el primer capítulo de este libro se narra, tu-
vieron que sacar de su municipio a los partidos políticos para lograr recuperar 
sus costumbres como municipio indígena; ello representó rechazar las elec-
ciones de gubernatura, diputaciones federales, senadurías y de Presidencia 
de la República; esta decisión tuvo un costo hasta de aislamiento en las deci-
siones políticas a nivel estatal y nacional, pero se tomó por asamblea general, 
pues la población tenía claro que era el único camino para crecer y fortalecerse 
como grupo purépecha. 

En la segunda parte del libro, que se ha denominado Nuevas y diversas culturas 
en México, se presentan cuatro artículos. La intención fue, al igual que con 
los grupos indígenas, iniciar el debate sobre la importancia de estudiar la 
diversidad cultural; se escogieron estos temas porque son los que están en 
la agenda pública: redes sociales, violencia de género, violencia política por 
razón de género y conflictos sociales; estamos conscientes, no obstante, de 
que el mundo de estas nuevas y diversas culturas es mucho más amplio.

En este sentido, una de las conclusiones a las que llegan Mariela Hernández 
Cruz y Héctor Gutiérrez Sánchez en su artículo “La cultura política de los jó-
venes cyberactivistas en la UAQ”, es que los usuarios, desafortunadamente, 
no generaron ciudadanía que podría denominarse digital. Entre otras razones 
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porque las nuevas tecnologías no dieron pauta para que gobernantes y go-
bernados se comunicaran de forma permanente. 

Los autores señalan como parte de sus conclusiones que las y los jóvenes 
más democráticos (que parecieran ser los más) se acercan a internet con una 
postura mayoritariamente optimista. Luego hay un choque con un ambiente 
caracterizado por la hostilidad y la intolerancia, por lo que los democráticos 
deciden limitar su participación, dejando el espacio a los perfiles menos demo-
cráticos, haciendo el ámbito digital muy poco tolerante, lo cual no es positivo 
para fomentar una cultura de tolerancia e inclusión. Con estos elementos los 
autores concluyen que todo esto ha creado un ciclo en el que se reproduce 
este tipo de comportamientos que poco a poco ha ido creando la percepción 
de que las redes virtuales –particularmente Facebook– son un espacio en el 
cual la acción política es desordenada, no apta para el intercambio de ideas 
y con poca capacidad para la organización. 

El siguiente trabajo, “Cultura política, violencia institucional contra las mu-
jeres y las redes sociales: la disputa en Twitter en torno al feminicidio de 
Lesvy Berlín Rivera Osorio”, desarrolla un caso de feminicidio en la Ciudad 
de México que muestra claramente –como parte de una cultura política do-
minante– que los valores, herencias, ideas y creencias se rigen por la premi- 
sa de una cultura política autoritaria y patriarcal dentro de la Procuraduría 
de Justicia de la Ciudad de México (actualmente Fiscalía), elemento que 
hace que la afectación hacia las mujeres sea algo normalizado, y más aún, su 
seguridad e integridad física, sean su responsabilidad y no la del Estado, lo 
cual ha dado pauta a que la violencia de género se incremente tanto por parte 
de los individuos como de las mismas instituciones.

Aunque internet y las redes sociales, en especial Twitter y Facebook, son 
una herramienta que ha revolucionado la comunicación y el acceso al cono-
cimiento, también han dado pauta a la generación de “perfiles no democrá- 
ticos” que promueven, en el anonimato, mentiras y distorsiones de la 
realidad, pero sobre todo prejuicios y negligencias. Muchos de estos mensa-
jes tienen un carácter misógino y machista y suelen convocar a sus iguales 
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de una forma muy significativa. Por ello, internet se ha vuelto un espacio para 
la propagación de las ideas machistas y patriarcales, así como de prejuicios, 
intolerancia y fundamentalismos que suelen legitimar la violencia de género 
que protagonizan personas, grupos o instituciones. 

Pero un tema interesante es que en las deliberaciones que se hicieron en 
Twitter, también estuvieron presentes las demandas de los sectores que de-
nunciaron la indebida atención a la violencia contra las mujeres en la Ciudad 
de México, lo que motivó la Recomendación 1/2018, en la que la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal destacó la falta de la debida diligen-
cia, así como la negligencia de la que fueron objeto los familiares de la víctima 
(CDHDF, 2018). El feminicidio de Lesvy Berlín generó un debate indicativo de 
que la violencia de género no ha sido atendida de manera efectiva. En este 
sentido se debe destacar cómo en estos espacios, y en temas como el de la 
violencia de género, “los perfiles democráticos” pueden incidir en cambios 
positivos y transformadores de la cultura patriarcal que está presente en las 
y los funcionarios y en la ciudadanía. 

Otro de los artículos que se presentan en este apartado, y que aborda la cul-
tura machista y patriarcal, pero en el ámbito de la representación política, 
es “Mujeres, violencia y política en Chihuahua”, trabajo en el que se destaca 
cómo las mujeres han mejorado su presencia en espacios políticos, funda-
mentalmente por la acción afirmativa que dio pie a las leyes de cuotas y de 
paridad; sin embargo, en el marco de la representación sustantiva aún resta 
mucho para ser una realidad. Es decir, las leyes no han impedido que la 
cultura política patriarcal siga interviniendo e impidiendo el avance de las 
mujeres en la política en términos de igualdad frente al hombre. 

En el caso de Chihuahua resulta fundamental que las mujeres se incorporen 
a los espacios de representación política, en la medida que se trata de una 
entidad con altos índices de feminicidios y la cultura institucional de procura-
ción de justicia, permeada por la cultura machista y patriarcal, no ha generado 
políticas efectivas de prevención y combate de estos delitos. 
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Queda claro con esos dos últimos artículos que la cultura patriarcal está aún 
presente en la cultura mexicana y que trastoca a funcionarios públicos, polí-
ticos y ciudadanía; cabe destacar, sin embargo, que ahora no solo se cuenta 
con las leyes, están también las asociaciones ciudadanas para denunciarlo y 
poner límites, y las afectadas pueden utilizar las redes sociales para denun-
ciar y señalar a los responsables, teniendo presente que tal estrategia puede 
ser un arma de doble filo, pues “los perfiles no democráticos” de Twitter o 
Facebook son una presencia negativa. Afortunadamente en el caso del femi-
nicidio de Lesvy Berlín Rivero Osorio los grupos de apoyo lograron posicionar 
el debate y conseguir la atención de las autoridades correspondientes. 

El último trabajo analiza la protesta social que regularmente encabeza el ma-
gisterio disidente, agrupado en la Coordinadora Nacional de Trabajadores de 
la Educación (CNTE). Se señala en el trabajo que este ejercicio combina va- 
lores de una cultura democrática con los de una de tipo autoritario. El ejercicio 
de la protesta es la acción más visible de las y los maestros disidentes, pero 
está acompañada de la formación de liderazgos elegidos por consenso, a 
diferencia de la cultura política dominante, donde las dirigencias son im-
puestas. Dicho consenso se basa a su vez en la “consulta a la base”, práctica 
que supone preguntar a cada una de las personas agremiadas su postura 
sobre las acciones a seguir en el marco de las negociaciones laborales y de 
orden político.

Se observa, sin embargo, que la cultura de la protesta también es utilizada 
por diferentes liderazgos del magisterio de Oaxaca, Michoacán y Guerrero 
para obtener ventajas personales para algunos dirigentes y sus clientelas. Es 
decir, la legitimidad de las protestas y la fuerza del movimiento también son 
instrumentos de beneficios cupulares. Empero, lo genuino de las prácticas 
democráticas y su inercia a lo largo de cuatro décadas ha permitido que las y 
los maestros disidentes trasciendan la corrupción de algunos de sus dirigen-
tes, al grado de que las marchas de la CNTE impidieron que se les aplicara 
la reforma educativa de carácter punitivo que impulsó el gobierno federal en 
febrero de 2013 y consiguieron que se derogara en mayo de 2019.
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Para finalizar, podemos señalar que es fundamental el análisis de la diversidad 
cultural en México. Esta visión de la cultura política debe ser objeto de inves-
tigación, y como se pudo observar en este libro, aún hay temas teóricos y em-
píricos por resolver, tal como el debate multiculturalismo-interculturalidad. 
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